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"Decenio de la Igualdad de oportunidades para mujeres y hombres"
“Año de la Esperanza y el Fortalecimiento de la Democracia”

Lima, 29 de setiembre de 2026

OFICIO MÚLTIPLE N.º 00143-2026-MINEDU/VMGI-DRELM-UGEL06/DIR-ASGESE

Señores:
Director(a) de Instituciones Educativas Públicas de la Jurisdicción de la UGEL06.
Presente.-

Asunto : Disposiciones para la optimización, uso exclusivo y medidas
de ecoeficiencia en los servicios básicos (agua, luz e internet).

Referencia : a) Ley N° 27314 Ley General de Residuos Sólidos y normas
de ecoeficiencia en el sector público

b) Ley N.° 28411, Ley General del Sistema Nacional de   
Presupuesto

c) Ley N.° 30057, Ley del Servicio Civil y su Reglamento
d) Ley N.° 27815, Ley de Código de Ética de la Función 

Pública (Por uso indebido de bienes del Estado)

De mi consideración:

Tengo el agrado de dirigirme a ustedes para saludarlos cordialmente y, a la vez,
manifestarles que la Dirección de la UGEL N° 06 a través de sus áreas y equipos, viene
implementando acciones orientadas a la gestión eficiente, transparente y responsable de
los recursos públicos asignados a las instituciones educativas de nuestra jurisdicción. En
ese marco, con la finalidad de resguardar el responsable y adecuado uso de los recursos
que provienen del erario nacional; a continuación, se tiene a bien impartir las siguientes
directrices de cumplimiento obligatorio y bajo responsabilidad:

1. Uso racional y moderado de los servicios básicos: Se dispone que las
direcciones de las Instituciones Educativas promuevan entre el personal directivo,
docente, administrativo y comunidad educativa el consumo responsable y
moderado de los servicios de energía eléctrica, agua potable e internet, evitando el
desperdicio o uso innecesario fuera del horario laboral o pedagógico.

2. Verificación y mantenimiento preventivo de instalaciones: Con el objetivo de
prevenir consumos atípicos o elevados que originen facturaciones excesivas o
cobros no justificados que afecten el presupuesto público, los directores deberán
disponer la inspección periódica e inmediata de sus instalaciones sanitarias y
eléctricas para identificar y subsanar oportunamente posibles fugas de agua,
filtraciones, fallas en cisternas/tanques o conexiones eléctricas defectuosas.

3. Uso exclusivo e intangibilidad de los servicios contratados por el Estado: En
forma clara y contundente, se reitera que, los servicios de luz, agua e internet
financiados por la UGEL 06 o el Ministerio de Educación (MINEDU) están
destinados única y exclusivamente para el desarrollo del servicio educativo y
la gestión pedagógica/administrativa de la IE. Por tanto, queda estrictamente

https://apps.firmaperu.gob.pe/web/validador.xhtml
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prohibido el uso de estos recursos públicos para fines ajenos a la función educativa,
tales como:
 Funcionamiento o soporte de cocheras y estacionamientos privados.
 Alquiler o uso de campos y losas deportivas por terceros.
 Instalación o iluminación de paneles publicitarios externos.
 Realización de eventos sociorecreativos o privados, entre otros similares.

En esa línea, de detectarse el incumplimiento de lo dispuesto en la presente
comunicación dará lugar a las acciones administrativas y disciplinarias correspondientes,
bajo responsabilidad funcional del director(a) de la Institución Educativa, que no siga
con las directrices señaladas precedentemente.

Cabe señalar que, en el marco de las delegaciones de facultades y atribuciones
conferidas en la Resolución Directoral N° 00189-2026-UGEL 06, la jefatura del Área de
Supervisión y Gestión del Servicio Educativo de la UGEL N° 06, suscribe y remite el
presente documento para los fines pertinentes.

Sin otro particular y a la espera de la atención que se sirva brindar al presente, hago
propicia la ocasión para expresarle los sentimientos de mi especial consideración.

Atentamente,

SDCS/J.ASGESE
VAML/TEC. ADM. INFRAESTRUCTURA

CABRERA SANCHEZ
Segundo Daniel FAU
20332030800 hard

JEFE DE ASGESE - UGEL06

Soy el autor del documento

2026/09/29 17:48:50

https://apps.firmaperu.gob.pe/web/validador.xhtml


Ley General de Residuos Sólidos 
 

Ley N°37314 

 
 

Dirección de Gestión Estratégica   1 

Ley General de Residuos Sólidos 

LEY Nº 27314 
 

CONCORDANCIAS:      D.S N° 057-2004-PCM (Reglamento) 

               OTRAS CONCORDANCIAS 

     EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA 

     POR CUANTO: 

     El Congreso de la República 

     ha dado la Ley siguiente: 

     EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA; 

     Ha dado la Ley siguiente: 

LEY GENERAL DE RESIDUOS SÓLIDOS 

TÍTULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 

     Artículo 1.- Objeto 

     La presente Ley establece derechos, obligaciones, atribuciones y responsabilidades de la 
sociedad en su conjunto, para asegurar una gestión y manejo de los residuos sólidos, sanitaria 
y ambientalmente adecuada, con sujeción a los principios de minimización, prevención de 
riesgos ambientales y protección de la salud y el bienestar de la persona humana. 
 
CONCORDANCIAS:     R.D. N° 0766-2003-DCG 

     Artículo 2.- Ámbito de aplicación 

     2.1 La presente Ley se aplica a las actividades, procesos y operaciones de la gestión y manejo 
de residuos sólidos, desde la generación hasta su disposición final, incluyendo las distintas 
fuentes de generación de dichos residuos, en los sectores económicos, sociales y de la 
población. Asimismo, comprende las actividades de internamiento y tránsito por el territorio 
nacional de residuos sólidos. 

     2.2 No están comprendidos en el ámbito de esta Ley los residuos sólidos de naturaleza 
radiactiva, cuyo control es de competencia del Instituto Peruano de Energía Nuclear, salvo en lo 
relativo a su internamiento al país, el cual se rige por lo dispuesto en esta Ley. 

TÍTULO II 

GESTIÓN AMBIENTAL DE RESIDUOS SÓLIDOS 

CAPÍTULO I 

LINEAMIENTOS DE GESTIÓN 

http://spij.minjus.gob.pe/CLP/contenidos.dll?f=id$id=peru%3Ar%3A2dd367$cid=peru$t=document-frame.htm$an=JD_DS057-2004-PCM$3.0#JD_DS057-2004-PCM
http://spij.minjus.gob.pe/CLP/contenidos.dll/CLPlegcargen/coleccion00000.htm/tomo00405.htm/a%C3%B1o102840.htm/mes106800.htm/dia107457.htm/sector107458.htm/sumilla107459.htm?f=templates$fn=document-frame.htm$3.0
http://spij.minjus.gob.pe/CLP/contenidos.dll?f=id$id=peru%3Ar%3A2b8aef$cid=peru$t=document-frame.htm$an=JD_m0251$3.0#JD_m0251
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     Artículo 3.- Finalidad 

     La gestión de los residuos sólidos en el país tiene como finalidad su manejo integral y 
sostenible, mediante la articulación, integración y compatibilización de las políticas, planes, 
programas, estrategias y acciones de quienes intervienen en la gestión y el manejo de los 
residuos sólidos, aplicando los lineamientos de política que se establecen en el siguiente artículo. 

     Artículo 4.- Lineamientos de política 

     La presente Ley se enmarca dentro de la política nacional ambiental y los principios establecidos en el Código del Medio 
Ambiente y los Recursos Naturales, aprobado mediante Decreto Legislativo Nº 613. La gestión y manejo de los residuos sólidos 
se rige especialmente por los siguientes lineamientos de política, que podrán ser exigibles programáticamente, en función de las 
posibilidades técnicas y económicas para alcanzar su cumplimiento: 

     1. Desarrollar acciones de educación y capacitación para una gestión de los residuos sólidos eficiente, eficaz y sostenible. 

     2. Adoptar medidas de minimización de residuos sólidos, a través de la máxima reducción de sus volúmenes de generación 
y características de peligrosidad. 

     3. Establecer un sistema de responsabilidad compartida y de manejo integral de los residuos sólidos, desde la generación 
hasta su disposición final, a fin de evitar situaciones de riesgo e impactos negativos a la salud humana y el ambiente, sin perjuicio 
de las medidas técnicamente necesarias para el mejor manejo de los residuos sólidos peligrosos. 

     4. Adoptar medidas para que la contabilidad de las entidades que generan o manejan residuos sólidos refleje adecuadamente 
el costo real total de la prevención, control, fiscalización, recuperación y compensación que se derive del manejo de residuos 
sólidos. 

     5. Desarrollar y usar tecnologías, métodos, prácticas y procesos de producción y comercialización que favorezcan la 
minimización o reaprovechamiento de los residuos sólidos y su manejo adecuado. 

     6. Fomentar el reaprovechamiento de los residuos sólidos y la adopción complementaria de prácticas de tratamiento y 
adecuada disposición final. 

     7. Promover el manejo selectivo de los residuos sólidos y admitir su manejo conjunto, cuando no se generen riesgos sanitarios 
o ambientales significativos. 

     8. Establecer acciones orientadas a recuperar las áreas degradadas por la descarga inapropiada e incontrolada de los residuos 
sólidos. 

     9. Promover la iniciativa y participación activa de la población, la sociedad civil organizada, y el sector privado en el manejo 

de los residuos sólidos. 

     10. Fomentar la formalización de las personas o entidades que intervienen en el manejo de los residuos sólidos. 

     11. Armonizar las políticas de ordenamiento territorial y las de gestión de residuos sólidos, con el objeto de favorecer su 
manejo adecuado, así como la identificación de áreas apropiadas para la localización de instalaciones de tratamiento, 
transferencia y disposición final. 

     12. Fomentar la generación, sistematización y difusión de información para la toma de decisiones y el mejoramiento del 
manejo de los residuos sólidos. 

     13. Definir planes, programas, estrategias y acciones transectoriales para la gestión de residuos sólidos, conjugando las 
variables económicas, sociales, culturales, técnicas, sanitarias y ambientales. 

     14. Priorizar la prestación privada de los servicios de residuos sólidos, bajo criterios empresariales y de sostenibilidad. 

     15. Asegurar que las tasas o tarifas que se cobren por la prestación de servicios de residuos sólidos se fijan, en función de su 
costo real, calidad y eficiencia. 

     16. Establecer acciones destinadas a evitar la contaminación del medio acuático, eliminando el arrojo de residuos sólidos en 

cuerpos o cursos de agua. (*) 
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(*) Artículo modificado por el Artículo 1 del Decreto Legislativo N° 1065, publicado el 28 
junio 2008, cuyo texto es el siguiente: 

     “Artículo 4.- Lineamientos de política 

     La presente Ley se enmarca dentro de la Política Nacional del Ambiente y los principios 
establecidos en la Ley Nº 28611, Ley General del Ambiente. La gestión y manejo de los residuos 
sólidos se rige especialmente por los siguientes lineamientos de política, que podrán ser exigibles 
programáticamente, en función de las posibilidades técnicas y económicas para alcanzar su 
cumplimiento:  

     1. Desarrollar acciones de educación y capacitación para una gestión y manejo de los residuos 
sólidos eficiente, eficaz y sostenible. 

     2. Adoptar medidas de minimización de residuos sólidos en todo el ciclo de vida de los bienes 
y servicios, a través de la máxima reducción de sus volúmenes de generación y características 
de peligrosidad. 

     3. Establecer un sistema de responsabilidad compartida y de manejo integral de los residuos 
sólidos, desde la generación hasta su disposición final, a fin de evitar situaciones de riesgo e 
impactos negativos a la salud humana y el ambiente, sin perjuicio de las medidas técnicamente 
necesarias para el manejo adecuado de los residuos sólidos peligrosos. Este sistema 
comprenderá, entre otros, la responsabilidad extendida de las empresas que producen, importan 
y comercializan, bienes de consumo masivo y que consecuentemente, contribuyen a la 
generación de residuos en una cantidad importante o con características de peligrosidad. 

     4. Adoptar medidas para que la contabilidad de las entidades que generan o manejan residuos 
sólidos internalice el costo real de la prevención, control, fiscalización, recuperación y eventual 
compensación que se derive del manejo de dichos residuos. 

     5. Desarrollar y usar tecnologías, métodos, prácticas y procesos de producción y 
comercialización que favorezcan la minimización o reaprovechamiento de los residuos sólidos y 
su manejo adecuado. 

     6. Fomentar el reaprovechamiento de los residuos sólidos y la adopción complementaria de 
prácticas de tratamiento y adecuada disposición final. 

     7. Establecer gradualmente el manejo selectivo de los residuos sólidos, admitiendo su manejo 
conjunto por excepción, cuando no se generen riesgos sanitarios o ambientales significativos. 

     8. Establecer acciones orientadas a recuperar las áreas degradadas por la descarga 
inapropiada e incontrolada de los residuos sólidos. 

     9. Promover la iniciativa y participación activa de la población, la sociedad civil organizada y 
el sector privado en la gestión y el manejo de los residuos sólidos. 

     10. Fomentar la formalización de las personas, operadores y demás entidades que intervienen 
en el manejo de los residuos sólidos sin las autorizaciones correspondientes, teniendo en cuenta 
las medidas para prevenir los daños derivados de su labor, la generación de condiciones de 
salud y seguridad laboral, así como la valoración social y económica de su trabajo. 

     11. Armonizar las políticas de ordenamiento territorial y las de gestión de residuos sólidos, 
con el objeto de favorecer su manejo adecuado, así como la identificación de áreas apropiadas 
para la localización de infraestructuras de residuos sólidos, tomando en cuenta las necesidades 
actuales y las futuras, a fin de evitar la insuficiencia de los servicios. 

http://spij.minjus.gob.pe/CLP/contenidos.dll?f=id$id=peru%3Ar%3A451fa9$cid=peru$t=document-frame.htm$an=JD_DLEG1065-A1$3.0#JD_DLEG1065-A1
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     12. Fomentar la generación, sistematización y difusión de información para la toma de 
decisiones y el mejoramiento de la gestión y el manejo de los residuos sólidos. 

     13. Definir planes, programas, estrategias y acciones transectoriales para la gestión de 
residuos sólidos, conjugando las variables económicas, sociales, culturales, técnicas, sanitarias 
y ambientales. 

     14. Priorizar la prestación privada de los servicios de residuos sólidos, bajo criterios 
empresariales y de sostenibilidad. 

     15. Asegurar que las tasas o tarifas que se cobren por la prestación de servicios de residuos 
sólidos se fijen, en función de su costo real, calidad y eficacia, asegurando la mayor eficiencia 
en la recaudación de estos derechos, a través de cualquier mecanismo legalmente permitido, 
que sea utilizado de manera directa o a través de tercero. 

     16. Establecer acciones destinadas a evitar la contaminación ambiental, eliminando malas 
prácticas de manejo de residuos sólidos que pudieran afectar la calidad del aire, las aguas, 
suelos y ecosistemas. 

     17. Promover la inversión pública y privada en infraestructuras, instalaciones y servicios de 
manejo de residuos”. 

     Artículo 5.- Competencias del CONAM 

     El Consejo Nacional del Ambiente (CONAM) debe: 

     1. Coordinar con las autoridades sectoriales y municipales la debida aplicación de la presente Ley. 

     2. Promover la aplicación de planes integrales de gestión ambiental de residuos sólidos en las distintas ciudades del país, de 
conformidad con lo establecido en esta ley. 

     3. Incluir en el Informe Nacional sobre el Estado del Ambiente en el Perú, el análisis referido a la gestión y el manejo de los 
residuos sólidos. 

     4. Incorporar en el Sistema Nacional de Información Ambiental, información referida a la gestión y manejo de los residuos 
sólidos. 

     5. Armonizar los criterios de evaluación de impacto ambiental con los lineamientos de política establecida en la presente Ley. 

     6. Resolver, en última instancia administrativa, los recursos impugnativos interpuestos con relación a conflictos entre 

resoluciones o actos administrativos emitidos por distintas autoridades, relacionados con el manejo de los residuos sólidos.  

CONCORDANCIAS:     R. N° 047-2002-CONAM-PCD 
               R.D. Nº 056-2007-DP 

 

     7. Resolver, en última instancia administrativa, a pedido de parte, sobre la inaplicación de resoluciones o actos administrativos 
que contravengan los lineamientos de política y demás disposiciones establecidas en la presente Ley. 

     8. Promover la adecuada gestión de residuos sólidos, mediante el Marco Estructural de Gestión Ambiental, establecido por el 
Decreto del Consejo Directivo del CONAM Nº 01-97-CD/CONAM, y la aprobación de políticas, planes y programas de gestión 

transectorial de residuos sólidos, a través de la Comisión Técnica Multisectorial. (*) 
 
(*) Artículo modificado por el Artículo 1 del Decreto Legislativo N° 1065, publicado el 28 
junio 2008, cuyo texto es el siguiente: 

     “Artículo 5.- Competencias del Ministerio del Ambiente 

http://spij.minjus.gob.pe/CLP/contenidos.dll?f=id$id=peru%3Ar%3A259c84$cid=peru$t=document-frame.htm$an=JD_m36944$3.0#JD_m36944
http://spij.minjus.gob.pe/CLP/contenidos.dll?f=id$id=peru%3Ar%3A3b673c$cid=peru$t=document-frame.htm$an=JD_RD056-2007-DP$3.0#JD_RD056-2007-DP
http://spij.minjus.gob.pe/CLP/contenidos.dll?f=id$id=peru%3Ar%3A3b673c$cid=peru$t=document-frame.htm$an=JD_RD056-2007-DP$3.0#JD_RD056-2007-DP
http://spij.minjus.gob.pe/CLP/contenidos.dll?f=id$id=peru%3Ar%3A451fa9$cid=peru$t=document-frame.htm$an=JD_DLEG1065-A1$3.0#JD_DLEG1065-A1
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     Sin perjuicio de las demás disposiciones que norman las funciones y atribuciones del Ministerio 
del Ambiente, esta autoridad es competente para:  

     1. Coordinar con las autoridades sectoriales y municipales la debida aplicación de la presente 
Ley. 

     2. Aprobar la Política Nacional de Residuos Sólidos. 

     3. Promover la elaboración y aplicación de Planes Integrales de Gestión Ambiental de 
Residuos Sólidos en las distintas ciudades del país, de conformidad con lo establecido en esta 
Ley. 

     4. Incluir en el Informe Nacional sobre el Estado del Ambiente en el Perú, el análisis referido 
a la gestión y el manejo de los residuos sólidos, así como indicadores de seguimiento respecto 
de su gestión. 

     5. Incorporar en el Sistema Nacional de Información Ambiental, información referida a la 
gestión y manejo de los residuos sólidos. 

     6. Armonizar los criterios de evaluación de impacto ambiental con los lineamientos de política 
establecida en la presente Ley. 

     7. Resolver, a través del Tribunal de Solución de Controversias Ambientales, en última 
instancia administrativa, los recursos impugnativos interpuestos con relación a conflictos entre 
resoluciones o actos administrativos emitidos por las distintas autoridades, relacionados con el 
manejo de los residuos sólidos. 

     8. Resolver, a través del Tribunal de Solución de Controversias Ambientales, en última 
instancia administrativa, a pedido de parte, sobre la inaplicación de resoluciones o actos 
administrativos que contravengan los lineamientos de política y demás disposiciones 
establecidas en la presente Ley. 

     9. Promover la adecuada gestión de residuos sólidos, mediante el Sistema Nacional de 
Gestión Ambiental establecido por Ley Nº 28245, y la aprobación de políticas, planes y 
programas de gestión integral de residuos sólidos, a través de la Comisión Ambiental 
Transectorial.”  

CAPÍTULO II 

AUTORIDADES SECTORIALES 

     Artículo 6.- Competencia de las autoridades sectoriales 

     La gestión y el manejo de los residuos sólidos de origen industrial, agropecuario, agroindustrial o de instalaciones especiales, 
que se realicen dentro del ámbito de las áreas productivas e instalaciones industriales o especiales utilizadas para el desarrollo 
de dichas actividades, son regulados, fiscalizados y sancionados por los ministerios u organismos regulatorios o de fiscalización 

correspondientes. (*) 
 
(*) Artículo modificado por el Artículo 1 del Decreto Legislativo N° 1065, publicado el 28 
junio 2008, cuyo texto es el siguiente: 

     “Artículo 6.- Competencia de las autoridades sectoriales 

     La gestión y el manejo de los residuos sólidos de origen industrial, agropecuario, agroindustrial, 
de actividades de la construcción, de servicios de saneamiento o de instalaciones especiales, 
son normados, evaluados, fiscalizados y sancionados por los ministerios u organismos 

http://spij.minjus.gob.pe/CLP/contenidos.dll?f=id$id=peru%3Ar%3A451fa9$cid=peru$t=document-frame.htm$an=JD_DLEG1065-A1$3.0#JD_DLEG1065-A1
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reguladores o de fiscalización correspondientes, sin perjuicio de las funciones técnico normativas 
y de vigilancia que ejerce la Dirección General de Salud Ambiental (DIGESA) del Ministerio de 
Salud y las funciones que ejerce el Organismo de Evaluación y Fiscalización Ambiental del 
Ministerio del Ambiente. 

     En el caso que la infraestructura necesaria para el tratamiento y disposición final de los 
residuos generados en el desarrollo de las actividades indicadas en el párrafo anterior, se localice 
fuera de las instalaciones industriales o productivas, áreas de la concesión o lote del titular del 
proyecto, la aprobación del Estudio Ambiental respectivo deberá contar con la previa opinión 
favorable de la DIGESA, la cual aprobará también el proyecto de dicha infraestructura antes de 
su construcción, sin perjuicio de las competencias municipales en materia de zonificación.”  

     Artículo 7.- Competencia del Sector Salud 

     El Ministerio de Salud está obligado a: 

     1. Regular a través de la Dirección General de Salud Ambiental (DIGESA), lo siguiente: 

     a) Los aspectos técnico-sanitarios del manejo de residuos sólidos, incluyendo los correspondientes a las actividades de 
reciclaje, reutilización y recuperación. 

     b) El manejo de los residuos sólidos de establecimientos de atención de salud, así como de los generados en campañas 
sanitarias. 

     2. Aprobar el Estudio de Impacto Ambiental y emitir opinión técnica favorable, previamente a la aprobación de los proyectos 
de plantas de transferencia, tratamiento y rellenos sanitarios. 

     3. Declarar zonas en estado de emergencia sanitaria por el manejo inadecuado de los residuos sólidos. 

     4. Administrar y mantener actualizado el registro de las empresas prestadoras de servicios de residuos sólidos y de las 
empresas comercializadoras señaladas en el Artículo 19. 

     5. Vigilar el manejo de los residuos sólidos debiendo adoptar, según corresponda, las siguientes medidas: 

     a) Inspeccionar y comunicar a la autoridad sectorial competente las infracciones detectadas al interior de las áreas e 
instalaciones indicadas en el artículo anterior, en caso que se generen impactos sanitarios negativos al exterior de ellas. 

     b) Disponer la eliminación o control de los riesgos sanitarios generados por el manejo inadecuado de residuos sólidos. 

     c) Requerir con la debida fundamentación el cumplimiento de la presente Ley a la autoridad municipal, bajo 

responsabilidad. (*) 
 
(*) Artículo modificado por el Artículo 1 del Decreto Legislativo N° 1065, publicado el 28 
junio 2008, cuyo texto es el siguiente: 

     “Artículo 7.- Competencia de la Autoridad de Salud 

     El Ministerio de Salud es competente para:  

     1. Normar a través de la DIGESA, lo siguiente:  

     a) Los aspectos técnico-sanitarios del manejo de residuos sólidos, incluyendo los 
correspondientes a las actividades de reciclaje, reutilización y recuperación. 

     b) El manejo de los residuos sólidos de establecimientos de atención de salud, así como de 
los generados en campañas sanitarias. 
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     2. Aprobar Estudios Ambientales y emitir opinión técnica favorable de los proyectos de 
infraestructura de residuos sólidos del ámbito municipal, previamente a su aprobación por la 
municipalidad provincial correspondiente. 

     3. Aprobar Estudios Ambientales y los proyectos de infraestructura de residuos sólidos no 
comprendidos en el ámbito de la gestión municipal que están a cargo de una empresa prestadora 
de servicios de residuos sólidos o al interior de establecimientos de atención de salud, sin 
perjuicio de las licencias municipales correspondientes. 

     4. Emitir opinión técnica favorable de los Estudios Ambientales y aprobar los proyectos de 
infraestructura de residuos sólidos, en los casos señalados en el segundo párrafo del artículo 
anterior. 

     5. Declarar zonas en estado de emergencia sanitaria por el manejo inadecuado de los residuos 
sólidos. 

     6. Administrar y mantener actualizado el registro de las empresas prestadoras de servicios de 
residuos sólidos y de las empresas comercializadoras señaladas en el Título IV de la presente 
Ley. 

     7. Vigilar el manejo de los residuos sólidos debiendo adoptar, según corresponda, las 
siguientes medidas:  

     a) Inspeccionar y comunicar a la autoridad sectorial competente las posibles infracciones 
detectadas al interior de las áreas e instalaciones indicadas en el artículo anterior, en caso que 
se generen impactos sanitarios negativos al exterior de ellas. 

     b) Disponer la eliminación o control de los riesgos sanitarios generados por el manejo 
inadecuado de residuos sólidos. 

     c) Requerir con la debida fundamentación el cumplimiento de la presente Ley a las autoridades 
competentes, bajo responsabilidad.”  

     Artículo 8.- Competencia del Sector Transportes y Construcción 

     El Ministerio de Transportes, Comunicaciones, Vivienda y Construcción regula la gestión de los residuos sólidos de la actividad 
de la construcción y el transporte de los residuos peligrosos. Asimismo, autoriza y fiscaliza el transporte de los residuos 

peligrosos, en las vías nacionales y regionales. (*) 
 
(*) Artículo modificado por el Artículo 1 del Decreto Legislativo N° 1065, publicado el 28 
junio 2008, cuyo texto es el siguiente: 

     “Artículo 8.- Competencia de la Autoridad de Transportes y Comunicaciones 

     El Ministerio de Transportes y Comunicaciones regula el transporte de los residuos peligrosos, 
siendo responsable de normar, autorizar y fiscalizar el uso de las vías nacionales para este fin. 
Asimismo, en coordinación con los gobiernos regionales correspondientes, autoriza el uso de las 
vías regionales para el transporte de residuos peligrosos, cuando la ruta a utilizar implique el 
tránsito por más de una región, sin perjuicio de las facultades de fiscalización a cargo de los 
gobiernos regionales en el ámbito de sus respectivas competencias.”  

CAPÍTULO III 

AUTORIDADES MUNICIPALES (*) 
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(*) Denominación sustituida por el Artículo 2 del Decreto Legislativo N° 1065, publicado 
el 28 junio 2008, cuyo texto es el siguiente: 

“CAPÍTULO III 

AUTORIDADES DESCENTRALIZADAS” 

     Artículo 9.- Municipalidades Provinciales 

     Las municipalidades provinciales son responsables por la gestión de los residuos sólidos de origen domiciliario, comercial y 
de aquellas actividades que generen residuos similares a éstos, en todo el ámbito de su jurisdicción. 

     Están obligadas a: 

     1. Planificar la gestión integral de los residuos sólidos en el ámbito de su jurisdicción, compatibilizando los planes de manejo 
de residuos sólidos de sus distritos y centros poblados menores, con las políticas de desarrollo local y regional. 

     2. Regular y fiscalizar el manejo y la prestación de los servicios de residuos sólidos de su jurisdicción. 

     3. Emitir opinión fundamentada sobre los proyectos de ordenanza distritales referidas al manejo de residuos sólidos, incluyendo 
la cobranza de arbitrios correspondientes. 

     4. Asegurar la adecuada limpieza de vías, espacios y monumentos públicos, la recolección y transporte de residuos sólidos 
en el distrito del Cercado de las ciudades capitales correspondientes. 

     5. Aprobar los proyectos de infraestructura de transferencia, tratamiento y disposición final de residuos sólidos, así como 
autorizar su funcionamiento. 

     6. Autorizar el funcionamiento de la infraestructura de transferencia, tratamiento y disposición final de residuos sólidos. 

     7. Asumir, en coordinación con la autoridad de salud de su jurisdicción, o a pedido de ésta, la prestación de los servicios de 
residuos sólidos para complementar o suplir la acción de aquellos distritos que hayan sido declarados en emergencia sanitaria o 
que no puedan hacerse cargo de los mismos en forma adecuada. El costo de los servicios prestados deberá ser sufragado por 
la municipalidad distrital correspondiente. 

     8. Adoptar medidas conducentes a promover la constitución de empresas prestadoras de servicios de residuos sólidos 
indicadas en el Artículo 27 de la presente Ley, así como incentivar y priorizar la prestación privada de los servicios de conformidad 
con lo establecido en la presente Ley. 

     9. Promover y garantizar servicios de residuos sólidos administrados bajo principios, criterios y contabilidad de costos de 
carácter empresarial. 

     10. Suscribir contratos de prestación de servicios de residuos sólidos con las empresas registradas en el Ministerio de Salud. 

     11. Autorizar y fiscalizar el transporte de residuos peligrosos en su jurisdicción, con excepción del que se realiza en las vías 

nacionales y regionales. (*) 
 
(*) Artículo modificado por el Artículo 1 del Decreto Legislativo N° 1065, publicado el 28 
junio 2008, cuyo texto es el siguiente: 

     “Artículo 9.- Del rol de los Gobiernos Regionales 

     Los gobiernos regionales promueven la adecuada gestión y manejo de los residuos sólidos 
en el ámbito de su jurisdicción. Priorizan programas de inversión pública o mixta, para la 
construcción, puesta en valor o adecuación ambiental y sanitaria de la infraestructura de residuos 
sólidos en el ámbito de su jurisdicción, en coordinación con las municipalidades provinciales 
correspondientes. 

     El gobierno regional debe asumir, en coordinación con la autoridad de salud de su jurisdicción 
y el Ministerio del Ambiente, o a pedido de cualquiera de dichas autoridades, según corresponda, 
la prestación de los servicios de residuos sólidos para complementar o suplir la acción de 
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aquellas municipalidades provinciales o distritales que no puedan hacerse cargo de los mismos 
en forma adecuada, o que estén comprendidas en el ámbito de una declaratoria de emergencia 
sanitaria o ambiental. El costo de los servicios prestados deberá ser sufragado por la 
municipalidad correspondiente.”  

     Artículo 10.- Municipalidades Distritales 

     10.1 Las municipalidades distritales son responsables por la prestación de los servicios de recolección y transporte de los 
residuos sólidos indicados en el artículo anterior y de la limpieza de vías, espacios y monumentos públicos en su jurisdicción. 
Los residuos sólidos en su totalidad deberán ser conducidos directamente a la planta de tratamiento, transferencia o al lugar de 
disposición final autorizado por la Municipalidad Provincial, estando obligados los municipios distritales al pago de los derechos 
correspondientes. 

     10.2 Las municipalidades distritales son competentes para suscribir contratos de prestación de servicios de residuos sólidos 

con las empresas indicadas en el inciso 9) del artículo anterior.(*) 
 
(*) Artículo modificado por el Artículo 1 del Decreto Legislativo N° 1065, publicado el 28 
junio 2008, cuyo texto es el siguiente: 

     “Artículo 10.- Del rol de las Municipalidades 

     Las municipalidades provinciales son responsables por la gestión de los residuos sólidos de 
origen domiciliario, comercial y de aquellas actividades que generen residuos similares a éstos, 
en todo el ámbito de su jurisdicción, efectuando las coordinaciones con el gobierno regional al 
que corresponden, para promover la ejecución, revalorización o adecuación, de infraestructura 
para el manejo de los residuos sólidos, así como para la erradicación de botaderos que pongan 
en riesgo la salud de las personas y del ambiente. 

     Están obligadas a:  

     1. Planificar la gestión integral de los residuos sólidos en el ámbito de su jurisdicción, 
compatibilizando los planes de manejo de residuos sólidos de sus distritos y centros poblados 
menores, con las políticas de desarrollo local y regional y con sus respectivos Planes de 
Acondicionamiento Territorial y de Desarrollo Urbano. 

     2. Regular y fiscalizar el manejo y la prestación de los servicios de residuos sólidos de su 
jurisdicción. 

     3. Emitir opinión fundamentada sobre los proyectos de ordenanzas distritales referidos al 
manejo de residuos sólidos, incluyendo la cobranza de arbitrios correspondientes. 

     4. Asegurar la adecuada limpieza de vías, espacios y monumentos públicos, la recolección y 
transporte de residuos sólidos en el Distrito del Cercado de las ciudades capitales 
correspondientes. 

     5. Aprobar los proyectos de infraestructura de residuos sólidos del ámbito de gestión municipal. 

     6. Autorizar el funcionamiento de la infraestructura de residuos sólidos del ámbito de gestión 
municipal y no municipal, con excepción de los indicados en el Artículo 6 de la presente Ley. 

     7. Asumir, en coordinación con la autoridad de salud de su jurisdicción y el Ministerio del 
Ambiente, o a pedido de cualquiera de dichas autoridades, según corresponda, la prestación de 
los servicios de residuos sólidos para complementar o suplir la acción de aquellos distritos que 
no puedan hacerse cargo de los mismos en forma adecuada o que hayan sido declarados en 
emergencia sanitaria o ambiental. El costo de los servicios prestados deberá ser sufragado por 
la municipalidad distrital correspondiente. 
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     8. Adoptar medidas conducentes a promover la constitución de empresas prestadoras de 
servicios de residuos sólidos indicadas en el Artículo 27 de la presente Ley, así como incentivar 
y priorizar la prestación privada de dichos servicios. 

     9. Promover y garantizar servicios de residuos sólidos administrados bajo principios, criterios 
y contabilidad de costos de carácter empresarial. 

     10. Suscribir contratos de prestación de servicios de residuos sólidos con las empresas 
registradas en el Ministerio de Salud. 

     11. Autorizar y fiscalizar el transporte de residuos peligrosos en su jurisdicción, en 
concordancia con la establecido en la Ley Nº 28256, Ley que regula el Transporte Terrestre de 
Materiales y Residuos Peligrosos, con excepción del que se realiza en las vías nacionales y 
regionales. 

     12. Implementar progresivamente programas de segregación en la fuente y la recolección 
selectiva de los residuos sólidos en todo el ámbito de su jurisdicción, facilitando su 
reaprovechamiento y asegurando su disposición final diferenciada y técnicamente adecuada. 

     Las municipalidades distritales y las provinciales en lo que concierne a los distritos del cercado, 
son responsables por la prestación de los servicios de recolección y transporte de los residuos 
sólidos municipales y de la limpieza de vías, espacios y monumentos públicos en su jurisdicción. 
Los residuos sólidos en su totalidad deberán ser conducidos directamente a infraestructuras de 
residuos autorizadas por la municipalidad provincial, estando obligados los municipios distritales 
al pago de los derechos correspondientes. 

     Las municipalidades deben ejecutar programas para la progresiva formalización de las 
personas, operadores y demás entidades que intervienen en el manejo de los residuos sólidos 
sin las autorizaciones correspondientes.”  

     Artículo 11.- Pequeñas ciudades y centros poblados menores 

     Las ciudades con menos de 5,000 habitantes o los centros poblados menores que cuenten 
con un municipio propio establecido de conformidad con lo dispuesto por la Ley Orgánica de 
Municipalidades y sus normas reglamentarias y complementarias, podrán exceptuarse del 
cumplimiento de aquellas disposiciones de la presente Ley que resulten incompatibles con sus 
condiciones económicas e infraestructura y equipamiento urbano, o por su condición 
socioeconómica rural. 

     Artículo 12.- Coordinación y concertación 

     La gestión de los residuos sólidos de responsabilidad municipal en el país debe ser coordinada y concertada, especialmente 
en las zonas conurbadas, en armonía con las acciones de las autoridades sectoriales y las políticas de desarrollo regional. Las 
municipalidades provinciales están obligadas a realizar las acciones que correspondan para la debida implementación de esta 

disposición. (*) 
 
(*) Artículo modificado por el Artículo 1 del Decreto Legislativo N° 1065, publicado el 28 
junio 2008, cuyo texto es el siguiente: 

     “Artículo 12.- Coordinación y concertación 

     La gestión de los residuos sólidos de responsabilidad municipal en el país debe ser coordinada 
y concertada, especialmente en las zonas conurbadas, en armonía con las acciones de las 
autoridades sectoriales y las políticas de desarrollo regional. Las municipalidades provinciales 
están obligadas a realizar las acciones que correspondan para la debida implementación de esta 
disposición, adoptando medidas de gestión mancomunada, convenios de cooperación 
interinstitucional, la suscripción de contratos de concesión y cualquier otra modalidad legalmente 
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permitida para la prestación eficiente de los servicios de residuos sólidos, promoviendo su mayor 
cobertura y la mejora continua de los mismos.”  

TÍTULO III 

MANEJO DE RESIDUOS SÓLIDOS 

CAPÍTULO I 

DISPOSICIONES GENERALES PARA EL MANEJO 

     Artículo 13.- Disposiciones generales de manejo 

     El manejo de residuos sólidos realizado por toda persona natural o jurídica deberá ser sanitaria 
y ambientalmente adecuado, con sujeción a los principios de prevención de impactos negativos 
y protección de la salud, así como a los lineamientos de política establecidos en el Artículo 4. 

     Artículo 14.- Definición de residuos sólidos 

     Son residuos sólidos aquellas sustancias, productos o subproductos en estado sólido o 
semisólido de los que su generador dispone, o está obligado a disponer, en virtud de lo 
establecido en la normatividad nacional o de los riesgos que causan a la salud y el ambiente, 
para ser manejados a través de un sistema que incluya, según corresponda, las siguientes 
operaciones o procesos: 

     1. Minimización de residuos 

     2. Segregación en la fuente 

     3. Reaprovechamiento 

     4. Almacenamiento 

     5. Recolección 

     6. Comercialización 

     7. Transporte 

     8. Tratamiento 

     9. Transferencia 

     10. Disposición final 

     Esta definición incluye a los residuos generados por eventos naturales. 

CONCORDANCIAS:     D.S. N° 015-2008-MTC, Lineamientos Técnicos, Num. 4.2.3 

     Artículo 15.- Clasificación 

     15.1 Para los efectos de esta Ley y sus reglamentos, los residuos sólidos se clasifican según 
su origen en: 
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     1. Residuo domiciliario 

     2. Residuo comercial 

     3. Residuo de limpieza de espacios públicos 

     4. Residuo de establecimiento de atención de salud 

     5. Residuo industrial 

     6. Residuo de las actividades de construcción 

     7. Residuo agropecuario 

     8. Residuo de instalaciones o actividades especiales 

     15.2 Al establecer normas reglamentarias y disposiciones técnicas específicas relativas a los 
residuos sólidos se podrán establecer subclasificaciones en función de su peligrosidad o de sus 
características específicas, como su naturaleza orgánica o inorgánica, física, química, o su 
potencial reaprovechamiento. 

     Artículo 16.- Residuos del ámbito no municipal 

     El generador, empresa prestadora de servicios, operador y cualquier persona que intervenga en el manejo de residuos sólidos 
no comprendidos en el ámbito de la gestión municipal será responsable por su manejo seguro, sanitario y ambientalmente 

adecuado, de acuerdo a lo establecido en la presente Ley, sus reglamentos y las normas técnicas correspondientes. (*) 
 
(*) Artículo modificado por el Artículo 1 del Decreto Legislativo N° 1065, publicado el 28 
junio 2008, cuyo texto es el siguiente: 

     “Artículo 16.- Residuos del ámbito no municipal 

     El generador, empresa prestadora de servicios, empresa comercializadora, operador y 
cualquier persona que intervenga en el manejo de residuos sólidos no comprendidos en el ámbito 
de la gestión municipal es responsable por su manejo seguro, sanitario y ambientalmente 
adecuado, de acuerdo a lo establecido en la presente Ley, sus reglamentos, normas 
complementarias y las normas técnicas correspondientes. 

     Los generadores de residuos sólidos del ámbito no municipal son responsables de:  

     1. Manejar los residuos generados de acuerdo a criterios técnicos apropiados a la naturaleza 
de cada tipo de residuo, diferenciando los peligrosos, de los no peligrosos. 

     2. Contar con áreas o instalaciones apropiadas para el acopio y almacenamiento de los 
residuos, en condiciones tales que eviten la contaminación del lugar o la exposición de su 
personal o terceros, a riesgos relacionados con su salud y seguridad. 

     3. El reaprovechamiento de los residuos cuando sea factible o necesario de acuerdo a la 
legislación vigente. 

     4. El tratamiento y la adecuada disposición final de los residuos que genere. 

     5. Conducir un registro sobre la generación y manejo de los residuos sólidos en las 
instalaciones bajo su responsabilidad. 
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     6. El cumplimiento de las demás obligaciones sobre residuos, establecidas en las normas 
reglamentarias y complementarias de la presente Ley. 

     La contratación de terceros para el manejo de los residuos sólidos, no exime a su generador 
de la responsabilidad de verificar la vigencia y alcance de la autorización otorgada a la empresa 
contratada y de contar con documentación que acredite que las instalaciones de tratamiento o 
disposición final de los mismos, cuentan con las autorizaciones legales correspondientes.” 

     Artículo 17.- Internamiento de residuos 

     17.1 Está prohibido el internamiento de residuos sólidos al territorio nacional. Sólo por 
excepción se podrá admitir el internamiento de residuos sólidos destinados exclusivamente a 
actividades de reciclaje, reutilización o recuperación, previa autorización fundamentada expedida 
a través de resolución de la DIGESA del Ministerio de Salud. Esta autorización se otorgará para 
sucesivos internamientos en un período determinado, cuando se demuestre que se va internar 
un mismo tipo de residuo, proveniente de una misma fuente de suministro. 

     17.2 No se concederá autorización de internamiento ni de tránsito por el territorio nacional a 
aquellos residuos que por ser de naturaleza radiactiva o que por su manejo resultaren peligrosos 
para la salud humana y el ambiente. La Dirección General de Capitanías y Guardacostas de la 
Marina de Guerra del Ministerio de Defensa, podrá prohibir el ingreso a aguas y puertos 
nacionales a aquellas naves que transporten residuos como carga en tránsito, cuando no estén 
cumpliendo con las normas de seguridad para el transporte y formalidades para el ingreso legal 
en tránsito por el territorio nacional, establecidas en los convenios internacionales suscritos por 
el Perú y otras normas legales vigentes. 
 
CONCORDANCIAS:     D.S N° 057-2004-PCM, Art. 114 

     Artículo 18.- Adquisiciones estatales 

     Las entidades y dependencias del Estado a cargo de procesos de adquisiciones y 
contrataciones optarán preferentemente por productos y servicios de reducido impacto ambiental 
negativo que sean durables, no peligrosos y susceptibles de reaprovechamiento. Estas 
características deben ser incluidas en las especificaciones técnicas y administrativas de los 
concursos o licitaciones correspondientes. 

     Artículo 19.- Comercialización de residuos sólidos 

     La comercialización de residuos sólidos que van a ser objeto de reindustrialización para la obtención de productos de consumo 

humano directo o indirecto será efectuada exclusivamente por empresas debidamente registradas ante el Ministerio de Salud. (*) 
 
(*) Artículo modificado por el Artículo 1 del Decreto Legislativo N° 1065, publicado el 28 
junio 2008, cuyo texto es el siguiente: 

     “Artículo 19.- Comercialización de residuos sólidos 

     La comercialización de residuos que van a ser objeto de reaprovechamiento para la obtención 
de productos de uso humano directo o consumo humano indirecto, debe ser efectuada 
exclusivamente por empresas comercializadoras debidamente registradas ante la Autoridad de 
Salud, con excepción de los generadores del ámbito de gestión no municipal en caso que el 
residuo sea directamente reaprovechado por otro generador en su proceso productivo.” 

     Artículo 20.- Salud ocupacional 

     Los generadores y operadores de los sistemas de manejo de residuos sólidos deberán contar 
con las condiciones de trabajo necesarias para salvaguardar su salud y la de terceros, durante 
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el desarrollo de las actividades que realizan, debiendo entre otros, contar con los equipos, 
vestimenta, instalaciones sanitarias y capacitación que fueren necesarios. 

     Artículo 21.- Guías de manejo 

     Las autoridades señaladas en la presente Ley promoverán, a través de Guías, la adopción de 
los sistemas de manejo de residuos sólidos que mejor respondan a las características técnicas 
de cada tipo de residuo, a la localidad geográfica en la que sean generados, la salud pública, la 
seguridad del medio ambiente, la factibilidad técnico-económica, y que conduzcan al 
establecimiento de un sistema de manejo integral de residuos sólidos. 

CAPÍTULO II 

DISPOSICIONES PARA EL MANEJO DE RESIDUOS SOLIDOS PELIGROSOS 

     Artículo 22.- Definición de residuos sólidos peligrosos 

     22.1 Son residuos sólidos peligrosos aquéllos que por sus características o el manejo al que 
son o van a ser sometidos representan un riesgo significativo para la salud o el ambiente. 

     22.2 Sin perjuicio de lo establecido en las normas internacionales vigentes para el país o las 
reglamentaciones nacionales específicas, se considerarán peligrosos los que presenten por lo 
menos una de las siguientes características: autocombustibilidad, explosividad, corrosividad, 
reactividad, toxicidad, radiactividad o patogenicidad. 

CONCORDANCIAS:     D.S. Nº 016-2012-AG, Reglamento de Manejo de los Residuos Sólidos del 
Sector Agrario, Art. 36 

     Artículo 23.- Responsabilidad por residuos sólidos peligrosos frente a daños 

     23.1 El que causa un daño durante el manejo de residuos sólidos peligrosos está obligado a 
repararlo, de conformidad con el Artículo 1970 del Código Civil. 

     23.2 Los generadores de residuos sólidos peligrosos podrán contratar una empresa prestadora 
de servicios de residuos sólidos debidamente registrada ante el Ministerio de Salud, la misma 
que, a partir del recojo, asumirá la responsabilidad por las consecuencias derivadas del manejo 
de dichos residuos. 

     23.3 El generador será considerado responsable cuando se demuestre que su negligencia o 
dolo contribuyó a la generación del daño. Esta responsabilidad se extiende durante la operación 
de todo el sistema de manejo de los residuos sólidos peligrosos hasta por un plazo de veinte 
años, contados a partir de la disposición final. 

CONCORDANCIAS:     D.S. Nº 047-2008-EF, Art. 3 (Destrucción de mercancías)  

     Artículo 24.- Envases de sustancias o productos peligrosos 

     Los envases que han sido utilizados para el almacenamiento o comercialización de sustancias 
o productos peligrosos y los productos usados o vencidos que puedan causar daños a la salud 
o al ambiente son considerados residuos peligrosos y deben ser manejados como tales, salvo 
que sean sometidos a un tratamiento que elimine sus características de peligrosidad, de acuerdo 
con lo establecido en el Artículo 22 de la presente Ley y sus normas reglamentarias. Los 
fabricantes, o en su defecto, los importadores o distribuidores de los mismos son responsables 
de su recuperación cuando sea técnica y económicamente factible o de su manejo directo o 
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indirecto, con observación de las exigencias sanitarias y ambientales establecidas en esta Ley y 
las normas reglamentarias vigentes o que se expidan para este efecto. 

     Artículo 25.- Seguro contra riesgos 

     Las autoridades sectoriales competentes podrán disponer que las entidades generadoras o 
responsables del manejo de residuos sólidos peligrosos contraten una póliza de seguro que 
cubra las operaciones de manejo de los mismos, desde la generación hasta su disposición final, 
incluyendo, de ser necesario, los residuos que son almacenados para su posterior 
reaprovechamiento, cuando prevean riesgos significativos que pongan en peligro la salud de la 
población o la calidad ambiental. 

TÍTULO IV 

PRESTACIÓN DE LOS SERVICIOS DE RESIDUOS SÓLIDOS (*) 

(*) Denominación sustituida por el Artículo 2 del Decreto Legislativo N° 1065, publicado 
el 28 junio 2008, cuyo texto es el siguiente: 

“TÍTULO IV 

PRESTACIÓN DE SERVICIOS Y COMERCIALIZACIÓN DE RESIDUOS SÓLIDOS” 

     Artículo 26.- Fomento de la participación privada 

     El Estado prioriza la prestación privada de los servicios de residuos sólidos, del ámbito de la 
gestión municipal y no municipal, bajo criterios empresariales y de sostenibilidad de la prestación, 
eficiencia, calidad, continuidad y la mayor cobertura de los servicios, así como de prevención de 
impactos sanitarios y ambientales negativos. La prestación de estos servicios de residuos sólidos 
se rige por los lineamientos de política establecidos en el Artículo 4. 

     Artículo 27.- Empresas Prestadoras de Servicios de Residuos Sólidos 

     27.1 La prestación de servicios de residuos sólidos se realiza a través de las Empresas Prestadoras de Servicios de Residuos 
Sólidos (EPS-RS), constituidas prioritariamente como empresa privada o mixta con mayoría de capital privado. Para hacerse 
cargo de la prestación de servicios de residuos sólidos, las EPS-RS deberán estar debidamente registradas en el Ministerio de 
Salud y deberán contar con un ingeniero sanitario colegiado calificado para hacerse cargo de la dirección técnica de las 
prestaciones. Las EPS-RS deberán contar con equipos e infraestructura idónea para la actividad que realizan. 

     27.2 La prestación de servicios de residuos sólidos por pequeñas y microempresas estará restringida a los residuos del ámbito 

de la gestión municipal, conforme a las disposiciones reglamentarias que al efecto se dicten para promover su participación. (*) 
 
(*) Artículo modificado por el Artículo 1 del Decreto Legislativo N° 1065, publicado el 28 
junio 2008, cuyo texto es el siguiente: 

     “Artículo 27.- Empresas Prestadoras de Servicios de Residuos Sólidos y Empresas 
Comercializadoras de Residuos Sólidos  

     27.1 Sin perjuicio de las competencias municipales, la prestación de servicios de residuos 
sólidos se realiza a través de las Empresas Prestadoras de Servicios de Residuos Sólidos (EPS-
RS), constituidas prioritariamente como empresa privada o mixta con mayoría de capital privado. 
Para hacerse cargo de la prestación de servicios de residuos sólidos, las EPS-RS deben estar 
debidamente registradas en el Ministerio de Salud, sin perjuicio de las licencias municipales 
correspondientes. Deberán contar con un ingeniero sanitario u otro profesional en ingeniería 
colegiado, con especialización y experiencia en gestión y manejo de residuos sólidos, calificado 
para hacerse cargo de la dirección técnica de las prestaciones, bajo responsabilidad. Las EPS-
RS deberán contar con equipos e infraestructura idónea para la actividad que realizan. 
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     27.2 La comercialización de residuos sólidos se realiza a través de Empresas 
Comercializadoras de Residuos Sólidos (EC-RS), con excepción de lo indicado en el Artículo 19 
de la presente Ley. 

     27.3 La prestación de servicios de residuos sólidos y la comercialización de los mismos por 
microempresas y pequeñas empresas está restringida a los residuos no peligrosos, conforme a 
las disposiciones reglamentarias que al efecto se dicten para promover su participación.”  

     Artículo 28.- Obligaciones de las EPS-RS 

     Son obligaciones de las EPS-RS las siguientes: 

     1. Inscribirse en el Registro de Empresas Prestadoras de Servicios de Residuos Sólidos del Ministerio de Salud. 

     2. Brindar a las autoridades competentes y a los auditores correspondientes las facilidades que requieran para el ejercicio de 
sus funciones de fiscalización. 

     3. Ejercer permanentemente el aseguramiento de la calidad de los servicios que presta. 

     4. Contar con un sistema de contabilidad de costos, regido por principios y criterios de carácter empresarial. 

     5. Contar con un plan operativo en el que se detalle el manejo específico de los residuos sólidos, según tipo y características 
particulares. 

     6. Suscribir y entregar los documentos señalados en los Artículos 37, 38 y 39 de esta Ley. 

     7. Manejar los residuos sólidos de acuerdo a las disposiciones establecidas en esta Ley y sus normas reglamentarias. (*) 
 
(*) Artículo modificado por el Artículo 1 del Decreto Legislativo N° 1065, publicado el 28 
junio 2008, cuyo texto es el siguiente: 

     “Artículo 28.- Obligaciones de las EPS-RS y EC-RS 

     Son obligaciones de las EPS-RS y EC-RS, las siguientes:  

     1. Inscribirse ante la Autoridad de Salud. 

     2. Brindar a las autoridades competentes las facilidades que requieran para el ejercicio de sus 
funciones de fiscalización. 

     3. Ejercer permanentemente el aseguramiento de la calidad de los servicios que prestan. 

     4. Contar con un sistema de contabilidad de costos, regido por principios y criterios de carácter 
empresarial. 

     5. Contar con un plan operativo en el que se detalle el manejo específico de los residuos 
sólidos, según tipo y características particulares. 

     6. Suscribir y entregar los documentos señalados en los Artículos 37, 38 y 39 de esta Ley. 

     7. Manejar los residuos sólidos de acuerdo a las disposiciones establecidas en esta Ley, así 
como en sus normas reglamentarias y complementarias.”  

     Artículo 29.- De los contratos 

     Los contratos de prestación de servicios de residuos sólidos estarán sujetos a criterios técnico-sanitarios y ambientales. 
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     Los contratos de prestación de servicios de residuos sólidos deberán contener los siguientes aspectos: 

     1. El derecho de prestación total o parcial que se otorga. 

     2. El ámbito de la prestación. 

     3. El plazo de duración del contrato de los residuos del ámbito de la gestión municipal, el cual en ningún caso será menor de 
dos años, con excepción de las situaciones de emergencia sanitaria o desastres oficialmente declarados, en los que se podrá 
suscribir contratos por un plazo menor. 

     4. Los parámetros de calidad técnica, sanitaria y ambiental del servicio objeto del contrato. 

     5. Las condiciones de prestación del servicio en caso de contingencia, emergencia sanitaria o desastre. 

     6. Las penalidades por incumplimiento del contrato. 

     7. Las garantías que ofrecen las partes para el cumplimiento de sus obligaciones. (*) 
 
(*) Artículo modificado por el Artículo 1 del Decreto Legislativo N° 1065, publicado el 28 
junio 2008, cuyo texto es el siguiente: 

     “Artículo 29.- Contratos de prestación servicios municipales 

     Los contratos de prestación de servicios municipales de residuos sólidos estarán sujetos a 
criterios técnico-sanitarios y ambientales, sea que se realicen bajo la modalidad de concesión, 
locación de servicios o cualquier otra legalmente permitida, teniendo en cuenta las condiciones 
y requisitos que establezcan las normas reglamentarias y complementarias de la presente Ley. 

     Los contratos de prestación de servicios de residuos sólidos deberán contener por lo menos, 
los siguientes aspectos:  

     1. El derecho de prestación total o parcial que se otorga. 

     2.  El ámbito de la prestación. 

     3. El plazo de duración del contrato de los residuos del ámbito de la gestión municipal. 

     4. Los parámetros de calidad técnica, sanitaria y ambiental del servicio objeto del contrato. 

     5. Las condiciones de prestación del servicio en caso de contingencia, emergencia sanitaria 
o desastre. 

     6. Las penalidades por incumplimiento del contrato. 

     7. Las garantías que ofrecen las partes para el cumplimiento de sus obligaciones. 

     8. Las causales de resolución del contrato.”  

     Artículo 30.- Cobros diferenciados por prestaciones municipales 

     Las municipalidades podrán cobrar derechos adicionales por la prestación de los servicios de los residuos sólidos indicados 
en el Artículo 9, cuando su volumen exceda el equivalente a 50 litros de generación diaria aproximada, por domicilio o comercio. 

Las municipalidades provinciales podrán dictar normas específicas para regular la aplicación de esta disposición. (*) 
 
(*) Artículo modificado por el Artículo 1 del Decreto Legislativo N° 1065, publicado el 28 
junio 2008, cuyo texto es el siguiente: 
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     “Artículo 30.- Cobros diferenciados por prestaciones municipales 

     Las municipalidades podrán cobrar derechos adicionales por la prestación de los servicios de 
los residuos sólidos indicados en el Artículo 10, cuando su volumen exceda el equivalente a 150 
litros de generación diaria aproximada, por domicilio o comercio. Las municipalidades 
provinciales podrán dictar normas específicas para regular la aplicación de esta disposición”. 

     Artículo 31.- EIA y PAMA 

     El manejo de residuos sólidos es parte integrante de la Evaluación de Impacto Ambiental (EIA) y los Programas de Adecuación 
y Manejo Ambiental (PAMA). A partir de la vigencia de esta norma, los referidos instrumentos serán formulados con observancia 
de las disposiciones reglamentarias de la presente Ley y, en particular, de los siguientes aspectos: 

     1. Prevención y control de riesgos sanitarios y ambientales. 

     2. Criterios adoptados y características de las operaciones o procesos de manejo, de acuerdo a lo establecido en el Artículo 

14.(*) 
 
(*) Artículo modificado por el Artículo 1 del Decreto Legislativo N° 1065, publicado el 28 
junio 2008, cuyo texto es el siguiente: 

     “Artículo 31.- Estudios Ambientales 

     Las Declaraciones de Impacto Ambiental (DIA), los Estudios de Impacto Ambiental (EIA), los 
Programas de Adecuación y Manejo Ambiental (PAMA) y demás instrumentos de gestión 
ambiental o Estudios Ambientales establecidos en la legislación vigente para el desarrollo de 
proyectos de inversión, deben considerar necesariamente medidas para prevenir, controlar, 
mitigar y eventualmente reparar, los impactos negativos de los residuos sólidos. Los referidos 
instrumentos deben ser formulados con observancia de las disposiciones de esta Ley y sus 
respectivos reglamentos y normas complementarias, considerando en particular, los siguientes 
aspectos:  

     1. Prevención y control de riesgos sanitarios y ambientales. 

     2. Criterios adoptados, características de las operaciones o procesos de manejo y obligaciones 
a cumplir en materia de residuos sólidos, de acuerdo a lo establecido en el Artículo 14 de la 
presente Ley y como parte del Plan de Manejo Ambiental correspondiente.”  

     Artículo 32.- Construcción de infraestructura 

     32.1 Los proyectos de infraestructura de tratamiento, transferencia y relleno sanitario de residuos sólidos deben ser aprobados 
por la Comisión Técnica Municipal de Calificación de Proyectos de la Municipalidad Provincial correspondiente, o la instancia que 
cumpla las funciones de ésta, con la debida presentación del EIA respectivo, previamente aprobado por la Dirección General de 
Salud Ambiental del Ministerio de Salud y la opinión técnica favorable del proyecto, emitida por este organismo y por la Dirección 
General de Medio Ambiente del Ministerio de Transportes, Comunicaciones, Vivienda y Construcción. 

     32.2 La construcción y operación de infraestructura para el manejo de residuos sólidos industriales al interior de las 
concesiones de extracción o aprovechamiento de recursos naturales serán autorizadas por las autoridades sectoriales 

competentes, informando lo actuado a la DIGESA. (*) 
 
(*) Artículo modificado por el Artículo 1 del Decreto Legislativo N° 1065, publicado el 28 
junio 2008, cuyo texto es el siguiente: 

     “Artículo 32.- Construcción de infraestructura  

     32.1 Los proyectos de infraestructura de residuos sólidos del ámbito municipal deben ser 
aprobados por la Municipalidad Provincial correspondiente, previa aprobación del respectivo 
Estudio Ambiental por la DIGESA y la opinión técnica favorable del proyecto, emitida por este 
organismo. 
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     32.2 La construcción y operación de infraestructuras de residuos sólidos en instalaciones o 
áreas a cargo del titular de actividades industriales, agropecuarias, agroindustriales, de la 
construcción, servicios de saneamiento o de instalaciones especiales, son evaluadas, y 
autorizadas según corresponda, por las autoridades sectoriales competentes, informando lo 
actuado a la DIGESA, sin perjuicio de lo indicado en el segundo párrafo del artículo 6 de la 
presente Ley. 

     32.3 El Estudio Ambiental y los proyectos de infraestructura para el manejo de los residuos 
del ámbito no municipal, a cargo de empresas prestadoras de servicios de residuos sólidos, así 
como los que están localizados dentro de establecimientos de atención de salud, son evaluados 
y aprobados, por la DIGESA.”  

     Artículo 33.- Barrera sanitaria 

     33.1 Destinar en todo relleno sanitario un área perimetral que actúe exclusivamente como barrera sanitaria. En dicha área se 
implantarán barreras naturales o artificiales que contribuyan a reducir los impactos negativos y proteger a la población de posibles 
riesgos sanitarios y ambientales. 

     33.2 El uso de las áreas ocupadas por rellenos sanitarios después de su cierre deberá ser previamente autorizado por la 

DIGESA del Ministerio de Salud. (*) 
 
(*) Artículo modificado por el Artículo 1 del Decreto Legislativo N° 1065, publicado el 28 
junio 2008, cuyo texto es el siguiente: 

     “Artículo 33.- Infraestructuras de disposición final  

     33.1 La construcción de infraestructuras de disposición final de residuos sólidos, es de interés 
nacional, siendo obligación de las autoridades competentes resolver cualquier solicitud 
relacionada con este fin, tomando en cuenta como criterio principal de evaluación, el carácter 
prioritario de este tipo de infraestructuras, sin perjuicio de la debida consideración de los estudios 
técnicos que corresponda, de acuerdo a la legislación vigente. 

     33.2 Destinar en toda infraestructura de disposición final un área perimetral que actúe 
exclusivamente como barrera sanitaria. En dicha área se implantarán barreras naturales o 
artificiales que contribuyan a reducir los impactos negativos y proteger a la población de posibles 
riesgos sanitarios y ambientales. 

     33.3 Las áreas ocupadas por las infraestructuras de disposición final son intangibles. 

     33.4 El uso de esta infraestructura después del cierre de la misma, debe ser previamente 
autorizado por la DIGESA.”  

     Artículo 34.- Auditorías 

     El manejo de residuos sólidos e infraestructura de transferencia, tratamiento y disposición final de residuos sólidos serán 
auditados de conformidad con las normas de fiscalización establecidas por los sectores y municipalidades provinciales 
correspondientes. Los generadores, operadores y EPS-RS deberán facilitar el ingreso a sus instalaciones y el acceso a sus 

documentos técnicos y administrativos pertinentes a los auditores autorizados. (*) 
 
(*) Artículo modificado por el Artículo 1 del Decreto Legislativo N° 1065, publicado el 28 
junio 2008, cuyo texto es el siguiente: 

     “Artículo 34.- Fiscalización 

     El manejo de residuos sólidos y de las infraestructuras de residuos sólidos son fiscalizados 
de conformidad con las normas establecidas por los sectores, organismos reguladores, 
gobiernos regionales y municipalidades provinciales, correspondientes, los cuales están 
facultados para emitir normas complementarias para el efectivo cumplimiento de sus funciones, 
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en el marco de lo establecido por la presente Ley. Los generadores, operadores, EPS-RS y EC-
RS deben facilitar el ingreso a sus instalaciones y el acceso a sus documentos técnicos y 
administrativos pertinentes, al personal acreditado para cumplir dicha función.”  

TÍTULO V 

INFORMACIÓN SOBRE EL MANEJO DE RESIDUOS SÓLIDOS 

     Artículo 35.- Informe de las autoridades 

     Las autoridades sectoriales y municipales sistematizarán y pondrán a disposición del público la información obtenida en el 
ejercicio de sus funciones vinculadas a la gestión de los residuos sólidos, sin perjuicio de la debida reserva de aquella información 
protegida por leyes especiales. 

     Asimismo, remitirán al CONAM un informe anual sobre el manejo de los residuos sólidos generados por las actividades 
comprendidas en su ámbito de competencia, considerando todas las operaciones o procesos adoptados de acuerdo a lo 

establecido en el Artículo 14. (*) 
 
(*) Artículo modificado por el Artículo 1 del Decreto Legislativo N° 1065, publicado el 28 
junio 2008, cuyo texto es el siguiente: 

     “Artículo 35.- Informe de las autoridades 

     Las autoridades sectoriales y municipales están obligadas a sistematizar y poner a disposición 
del público la información obtenida en el ejercicio de sus funciones vinculadas a la gestión de los 
residuos sólidos, sin perjuicio de la debida reserva de aquella información protegida por leyes 
especiales. 

     Asimismo, deben remitir al Ministerio del Ambiente un informe periódico sobre el manejo de 
los residuos sólidos generados por las actividades comprendidas en su ámbito de competencia, 
para cumplir con los objetivos del Sistema Nacional de Gestión Ambiental, considerando para 
este efecto, todas las operaciones o procesos adoptados de acuerdo a lo establecido en el 
Artículo 14 de la presente Ley.”  

CONCORDANCIA:     R.D. Nº 056-2007-DP 

     Artículo 36.- Consolidación de información 

     La información proporcionada por las autoridades sectoriales al CONAM formará parte del Sistema Nacional de Información 
Ambiental (SINIA) y podrá ser solicitada libremente por cualquier autoridad competente para la toma de decisiones en el ejercicio 

de sus funciones. (*) 
 
(*) Artículo modificado por el Artículo 1 del Decreto Legislativo N° 1065, publicado el 28 
junio 2008, cuyo texto es el siguiente: 

     “Artículo 36.- Consolidación de información 

     El Ministerio del Ambiente aprueba los indicadores, criterios y metodologías para la 
sistematización, envío y difusión de la información sobre residuos sólidos y la incorpora en el 
Sistema Nacional de Información Ambiental (SINIA), facilitando el acceso a ella y su mayor 
difusión.”  

     Artículo 37.- Declaración y Manifiesto de Manejo 

     37.1 Los generadores de residuos sólidos no comprendidos en el ámbito de la gestión municipal remitirán anualmente a la 
autoridad de su Sector una Declaración de Manejo de Residuos Sólidos en la que detallarán el volumen de generación y las 
características del manejo efectuado, así como el plan de manejo de los residuos sólidos que estiman que van a ejecutar en el 
siguiente período. 
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     37.2 El generador y la EPS-RS responsable del transporte, tratamiento y disposición final de residuos sólidos peligrosos están 
obligados a suscribir un Manifiesto de Manejo de Residuos Sólidos Peligrosos por cada operación de traslado hacia el lugar de 
disposición final, de acuerdo a los criterios establecidos por reglamento. Una copia de los mismos deberá ser adjuntada a la 
Declaración indicada en el párrafo anterior. Esta disposición no es aplicable a las operaciones de transporte por medios 
convencionales o no convencionales que se realiza al interior de las concesiones de extracción o aprovechamiento de recursos 
naturales. 

     37.3 Las autoridades competentes deberán remitir copia de la información recibida a la DIGESA del Ministerio de Salud. (*) 
 
(*) Artículo modificado por el Artículo 1 del Decreto Legislativo N° 1065, publicado el 28 
junio 2008, cuyo texto es el siguiente: 

     “Artículo 37.- Declaración, Plan de Manejo y Manifiesto de Residuos 

     Los generadores de residuos sólidos del ámbito de gestión no municipal, remitirán en formato 
digital, a la autoridad a cargo de la fiscalización correspondiente a su Sector, los siguientes 
documentos:  

     37.1 Una Declaración Anual del Manejo de Residuos Sólidos conteniendo información sobre 
los residuos generados durante el año transcurrido. 

     37.2 Su Plan de Manejo de Residuos Sólidos que estiman van a ejecutar en el siguiente 
periodo conjuntamente con la Declaración indicada en el numeral anterior, de acuerdo con los 
términos que se señale en el Reglamento de la presente Ley. 

     37.3 Un Manifiesto de Manejo de Residuos Sólidos Peligrosos por cada operación de traslado 
de residuos peligrosos, fuera de instalaciones industriales o productivas, concesiones de 
extracción o aprovechamiento de recursos naturales y similares. Esta disposición no es aplicable 
a las operaciones de transporte por medios convencionales o no convencionales que se realiza 
al interior de las instalaciones o áreas antes indicadas.”  

     Artículo 38.- Informe de operadores 

     Los responsables del transporte, plantas de transferencia, tratamiento o de disposición final de residuos sólidos deberán 
presentar mensualmente a las unidades técnicas especializadas en salud ambiental del Ministerio de Salud, de la jurisdicción 
correspondiente, un informe sobre los servicios prestados. Copia de la información recibida deberá ser remitida a la DIGESA del 

Ministerio de Salud. (*) 
 
(*) Artículo modificado por el Artículo 1 del Decreto Legislativo N° 1065, publicado el 28 
junio 2008, cuyo texto es el siguiente: 

     “Artículo 38.- Informe de operadores 

     Las EPS-RS y EC-RS, así como las municipalidades que presten directamente los servicios 
de manejo de residuos sólidos, deben presentar trimestralmente a las unidades técnicas 
especializadas en salud ambiental del Ministerio de Salud, de la jurisdicción correspondiente, un 
informe con datos mensualizados, sobre los servicios prestados y una copia a la respectiva 
municipalidad provincial. Dicha información será consolidada en un reporte anual que será 
remitido a la DIGESA. Una copia de dicho informe será remitida a la municipalidad provincial del 
lugar donde está localizada cada instalación operativa de las EPS-RS y EC-RS o de la 
municipalidad distrital que presta directamente los servicios, con excepción de las empresas de 
transportes, en cuyo caso, presentarán la información ante la municipalidad provincial 
correspondiente a su domicilio legal. 

     Las autoridades que reciben la información, la sistematizarán y darán acceso público a la 
misma, de conformidad con el Decreto Supremo Nº 043-2003-PCM, Texto Único Ordenado de 
la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública." 
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     Artículo 39.- Notificaciones a la autoridad 

     Los generadores de residuos sólidos peligrosos y las EPS-RS notificarán sobre las enfermedades ocupacionales, accidentes 
y emergencias presentadas durante el manejo de los residuos sólidos y sobre la desaparición de éstos a la autoridad de salud 
de la jurisdicción correspondiente, la que a su vez informará a la DIGESA del Ministerio de Salud, sin perjuicio de las otras 

notificaciones que deban efectuar conforme a ley.(*) 
 
(*) Artículo modificado por el Artículo 1 del Decreto Legislativo N° 1065, publicado el 28 
junio 2008, cuyo texto es el siguiente: 

     “Artículo 39.- Notificaciones a la Autoridad 

     Los generadores de residuos sólidos peligrosos, las EPS-RS, EC-RS así como las 
municipalidades que presten directamente los servicios de manejo de residuos sólidos notificarán 
sobre las enfermedades ocupacionales, accidentes y emergencias sanitarias presentadas 
durante el manejo de los residuos sólidos, a la autoridad de salud de la jurisdicción 
correspondiente, la que a su vez informará a la DIGESA, sin perjuicio de las otras notificaciones 
que deban efectuar conforme a Ley. Asimismo, dichas entidades notificarán las situaciones de 
emergencia ambiental que se pudieran generar por el manejo de residuos sólidos, al Ministerio 
del Ambiente.”  

TÍTULO VI 

POBLACIÓN Y PARTICIPACIÓN CIUDADANA 

     Artículo 40.- De los derechos 

     Son derechos frente al manejo de residuos sólidos los siguientes: 

     1. Acceder a servicios de residuos sólidos estructurados conforme a lo previsto en esta Ley y 
sus normas reglamentarias. 

     2. Acceder a la información pública sobre residuos sólidos. 

     3. La protección de su salud y entorno ambiental frente a los riesgos o daños que se puedan 
producir durante todas las operaciones de manejo de residuos sólidos, incluyendo los del ámbito 
de la gestión no municipal. 

     4. Participar en el proceso de aprobación de los planes, programas y proyectos de manejo de 
residuos sólidos del ámbito provincial. 

     Artículo 41.- De las obligaciones 

     Son obligaciones frente al manejo de los residuos sólidos los siguientes: 

     1. Pagar oportunamente por los servicios de residuos sólidos recibidos y por las multas y 
demás cargas impuestas por la comisión de infracciones a la presente Ley. 

     2. Cumplir con las disposiciones específicas, normas y recomendaciones técnicas difundidas 
por la EPS-RS correspondiente o las autoridades competentes. 

     3. Almacenar los residuos sólidos con sujeción a las normas sanitarias y ambientales, para 
evitar daños a terceros y facilitar su recolección. 

     4. Poner en conocimiento de las autoridades competentes las infracciones que se estimen se 
hubieran cometido contra la normatividad de residuos sólidos. 
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     Artículo 42.- Resolución del contrato de la EPS-RS 

     El reclamo fundamentado de por lo menos la tercera parte de la población, que es servida por 
una EPS-RS, es causal de resolución del contrato de prestación de servicios suscrito entre la 
EPS-RS correspondiente y el municipio, en cuyo caso, las municipalidades adoptarán las 
medidas necesarias a fin de mantener la continuidad del servicio. 

     Esta disposición no afecta la aplicación de las disposiciones del Código Civil sobre resolución 
de contratos. 

TÍTULO VII 

INSTRUMENTOS ECONÓMICOS 

     Artículo 43.- Establecimiento de incentivos 

     Las autoridades sectoriales y municipales establecerán condiciones favorables que directa o 
indirectamente generen un beneficio económico, en favor de aquellas personas o entidades que 
desarrollen acciones de minimización, segregación de materiales en la fuente para su 
reaprovechamiento, o de inversión en tecnología y utilización de prácticas, métodos o procesos 
que coadyuven a mejorar el manejo de los residuos sólidos en los sectores económicos y 
actividades vinculadas con su generación. 

     Artículo 44.- Inversión privada 

     El Estado promueve la participación del sector privado en la investigación, desarrollo tecnológico, adquisición de equipos, así 
como en la construcción de infraestructura de tratamiento, transferencia o disposición final de residuos sólidos. Es obligación de 

las autoridades competentes adoptar medidas y disposiciones que incentiven la inversión privada en estas actividades. (*) 
 
(*) Artículo modificado por el Artículo 1 del Decreto Legislativo N° 1065, publicado el 28 
junio 2008, cuyo texto es el siguiente: 

     “Artículo 44.- Promoción de la inversión 

     El Estado prioriza la inversión pública y promueve la participación del sector privado en la 
investigación, desarrollo tecnológico, adquisición de equipos, así como en la construcción y 
operación de infraestructuras de residuos sólidos. Sin perjuicio del rol subsidiario del Estado, es 
obligación de las autoridades competentes adoptar medidas y disposiciones que incentiven la 
inversión en estas actividades, para lo cual considerarán los siguientes criterios y mecanismos:  

     1. Inclusión de proyectos de infraestructura y equipamiento para el manejo de residuos sólidos 
del ámbito municipal, en los Planes Concertados, Planes de Acondicionamiento Territorial, 
Planes de Desarrollo Urbano y Presupuestos Participativos de las respectivas municipalidades. 

     2. Diseño de proyectos de Concesiones Cofinanciadas, en coordinación con el Ministerio de 
Economía y Finanzas y PROINVERSION. 

     3. Celebrar con los concesionarios, convenios de estabilidad jurídica para otorgarles 
determinadas seguridades y garantías respecto de las inversiones que efectúen en obras de 
infraestructura o en la prestación de los servicios de residuos sólidos. 

     4. Considerar en los contratos de concesión para la construcción y operación de 
infraestructuras de residuos sólidos, el diseño de los proyectos por etapas, tramos o similares, 
para la aplicación del Régimen de Recuperación Anticipada del Impuesto General a las Ventas 
establecido en el Decreto Legislativo Nº 973, el cual será procedente siempre que las 
operaciones se contabilicen en cuentas independientes por cada etapa, tramo o similar. 
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     5. Priorizar la construcción de infraestructuras de residuos sólidos, aprovechando los recursos 
de canon y otras fuentes complementarias al presupuesto de las instituciones. 

     6. Promover la construcción de infraestructuras de residuos sólidos como parte de los 
proyectos de responsabilidad social que ejecuta el sector privado. 

     7. En situaciones de emergencia, darán prioridad a las autorizaciones para la construcción y 
operación de las infraestructuras de residuos sólidos. En estos casos, la autoridad deberá 
elaborar una lista de proyectos prioritarios, dentro de un plazo compatible con la urgencia del 
caso que no deberá exceder de ciento ochenta (180) días calendario contados a partir de la 
publicación de la norma que declara la situación de emergencia, a efectos de acelerar el proceso 
de determinación de su viabilidad, diseño y ejecución. 

     8. Promover programas de investigación, desarrollo tecnológico y capacitación aplicada para 
la gestión y manejo de los residuos sólidos. 

     9. Otros permitidos por ley.”  

     Artículo 45.- Recuperación de envases y embalajes 

     En aquellos casos en que sea técnica y económicamente factible, el Estado, a través de sus 
órganos competentes, promoverá la creación de mercados de subproductos y que los fabricantes 
nacionales y distribuidores de productos importados establezcan mecanismos que involucren la 
participación de los consumidores en la recuperación de envases y embalajes reaprovechables 
o peligrosos, así como de materiales reaprovechables en general, los que pueden incluir 
incentivos económicos u otras modalidades. Los establecimientos comerciales donde se 
expenden productos de consumo o utilización masiva están obligados a facilitar sus instalaciones 
para dicha actividad de recuperación. 

     Artículo 46.- Tasas intangibles 

     Los montos recaudados por los municipios por concepto del manejo de residuos sólidos deben 
ser depositados en una cuenta especial intangible que sólo podrá ser utilizada para la gestión 
municipal de residuos sólidos. 

TÍTULO VIII 

MEDIDAS DE SEGURIDAD Y SANCIONES 

     Artículo 47.- Medidas de seguridad 

     Las medidas de seguridad que podrán imponerse cuando las operaciones y procesos 
empleados durante el manejo de residuos sólidos representen riesgos significativos para la salud 
de las personas o el ambiente son las siguientes: 

     1. Aislamiento de áreas o instalaciones. 

     2. Suspensión parcial o total de actividades o procedimientos. 

     3. Decomiso. 

     4. Alerta a través de medios de difusión masiva. 

     Estas medidas son de ejecución inmediata y se aplican sin perjuicio de las sanciones que 
correspondan. 
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     Las autoridades sectoriales y municipales competentes podrán imponer las medidas de 
seguridad antes indicadas, en el ámbito de sus competencias establecidas en los Capítulos II y 
III del Título II de la presente Ley. 

     Artículo 48.- Sanciones 

     Sin perjuicio de las acciones constitucionales, civiles o penales a que hubiere lugar, las infracciones a las disposiciones 
contenidas en la presente Ley y sus correspondientes reglamentaciones darán lugar a la aplicación de las sanciones previstas 
en el Capítulo XX del Código del Medio Ambiente y los Recursos Naturales, así como en las normas sectoriales y municipales 

vigentes. (*) 
 
(*) Artículo modificado por el Artículo 1 del Decreto Legislativo N° 1065, publicado el 28 
junio 2008, cuyo texto es el siguiente: 

     “Artículo 48.- Sanciones 

     Sin perjuicio de las acciones constitucionales, civiles o penales a que hubiere lugar, las 
infracciones y sanciones aplicables por contravención a la presente Ley y sus normas 
reglamentarias, serán tipificadas en dichas normas reglamentarias, pudiendo aplicarse 
supletoriamente, las señaladas en el Artículo 136 de la Ley Nº 28611, Ley General del Ambiente 
y lo dispuesto por el Decreto Legislativo Nº 1013, Ley de Creación, Organización y Funciones 
del Ministerio del Ambiente. 

     Las autoridades competentes para la aplicación de sanciones en materia de residuos sólidos, 
están facultadas para aprobar la tipificación de infracciones y la escala de sanciones 
correspondientes, a fin de adecuarlas a las particularidades de las actividades bajo su 
competencia.”  

CONCORDANCIAS:     D.S. N° 015-2013-DE, Art. 17 (Sanciones por arrojo de residuos o desechos sólidos) 

     Artículo 49.- Competencias para sancionar 

     49.1 Son competentes para imponer sanciones: 

     1. El Ministerio de Agricultura, el Ministerio de Industria, Turismo, Integración y Negociaciones Comerciales Internacionales 
(MITINCI) y otras autoridades de los sectores productivos y de servicios u organismos regulatorios o de fiscalización, por las 
infracciones cometidas al interior de las áreas productivas e instalaciones industriales o especiales, según sus respectivas 
competencias. 

     2. El Ministerio de Transportes, Comunicaciones, Vivienda y Construcción, respecto a las infracciones por incumplimiento u 
omisiones de las normas de transporte de residuos peligrosos, en concordancia con lo establecido en el Artículo 8. 

     3. El Ministerio de Salud, por las infracciones cometidas al interior de los establecimientos de atención de salud, e instalaciones 
de transferencia, tratamiento o disposición final de residuos sólidos. 

     4. El Ministerio de Salud, las municipalidades provinciales y distritales, por las infracciones cometidas en las operaciones, 
instalaciones y procesos de manejo de residuos sólidos, con exclusión de las competencias exclusivas indicadas en los incisos 
anteriores. 

     5. La Dirección General de Capitanías y Guardacostas (DICAPI), por las infracciones cometidas en los buques e instalaciones 
acuáticas, así como por arrojar residuos o desechos sólidos en el ámbito acuático de su competencia. 

     49.2 Ninguna persona podrá ser sancionada por más de una autoridad por el mismo hecho. Frente a la sanción impuesta por 
una de las autoridades indicadas en el presente artículo, las otras deberán abstenerse de imponer otras sanciones por el mismo 

hecho. (*) 
 
(*) Artículo modificado por el Artículo 1 del Decreto Legislativo N° 1065, publicado el 28 
junio 2008, cuyo texto es el siguiente: 

     “Artículo 49.- Competencias para supervisar, fiscalizar y sancionar  
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     49.1 Son competentes para ejercer funciones de supervisión, fiscalización y sanción en 
materia de residuos sólidos:  

     1. El Ministerio del Ambiente y las demás autoridades sectoriales u organismos reguladores 
a cargo de las actividades productivas y de servicios que les han sido asignadas conforme a ley, 
por el manejo de los residuos sólidos generados en el desarrollo de las mismas. (*) 

(*) De conformidad con la Segunda Disposición Complementaria Modificatoria de la Ley 
Nº 29325, publicada el 05 marzo 2009, la referencia al MINAM contenida en el presente 
ítem, en relación al ejercicio de las funciones de supervisión, fiscalización y sanción en 
materia de residuos sólidos, deberá entenderse como efectuada al OEFA. 

     2. La autoridad a cargo del Sector Transportes y Comunicaciones, en lo que respecta al 
transporte de residuos peligrosos y el uso de las vías nacionales para este fin, en concordancia 
con lo establecido en el Artículo 8 de la presente Ley. 

     3. La autoridad a cargo del Sector Vivienda, Construcción y Saneamiento, respecto de los 
residuos de la construcción, de instalaciones de saneamiento y otros en el ámbito de su 
competencia. 

     4. La autoridad marítima por las infracciones cometidas a la presente Ley en los buques e 
instalaciones acuáticas, así como por arrojar residuos o desechos sólidos en el ámbito acuático 
de su competencia. 

     5. La autoridad de puertos por las infracciones cometidas a la presente Ley en instalaciones 
portuarias y similares, dentro del ámbito de su competencia. 

CONCORDANCIAS:     D.S. N° 015-2013-DE, Art. 17 (Sanciones por arrojo de residuos o desechos sólidos) 

     6. La autoridad de salud de nivel nacional, por el manejo de los residuos sólidos al interior de 
los establecimientos de atención de salud y en campañas sanitarias, así como por los demás 
temas a su cargo de acuerdo con lo establecido en la presente Ley. 

     7. Los gobiernos regionales y municipales, en lo concerniente a las funciones establecidas en 
la legislación vigente o que fueran transferidas como parte del proceso de descentralización. 

     8. El Ministerio de Salud, las municipalidades provinciales y distritales, en lo que respecta a 
las instalaciones de residuos sólidos; las operaciones y procesos de manejo de residuos sólidos 
en espacios públicos, con exclusión de las competencias exclusivas indicadas en los incisos 
anteriores.  

     49.2 Ninguna persona podrá ser sancionada por más de una autoridad por la misma acción u 
omisión. Frente a la sanción impuesta por una de las autoridades indicadas en el presente 
artículo, las otras deberán abstenerse de imponer otras sanciones cuando exista identidad de 
sujeto, hecho y fundamento jurídico.”  

CONCORDANCIAS:     D.S N° 057-2004-PCM, Art. 150 

     Artículo 50.- Apoyo de la Policía Nacional 

     La Policía Nacional del Perú pondrá en conocimiento de las autoridades competentes las infracciones a esta Ley y sus normas 

reglamentarias detectadas en el ejercicio de sus funciones. (*) 
 
(*) Artículo modificado por el Artículo 1 del Decreto Legislativo N° 1065, publicado el 28 
junio 2008, cuyo texto es el siguiente: 

http://spij.minjus.gob.pe/CLP/contenidos.dll?f=id$id=peru%3Ar%3A1f15ea9$cid=peru$t=document-frame.htm$an=JD_LEY29325-2DCM$3.0#JD_LEY29325-2DCM
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     “Artículo 50.- Apoyo de la Policía Nacional 

     La Policía Nacional del Perú pondrá en conocimiento de las autoridades competentes las 
posibles infracciones o delitos cometidos en contravención a esta Ley y sus normas 
reglamentarias y complementarias, que hayan detectado en el ejercicio de sus funciones.”  

     Artículo 51.- Publicación por cuenta del infractor 

     Las autoridades competentes publicarán en medios de difusión escrita, por cuenta del infractor, 
las medidas de seguridad y sanciones que éstas impongan. 

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS, TRANSITORIAS Y FINALES 

     Primera.- Coordinación transectorial 

     El Presidente del Consejo Nacional del Ambiente convocará por lo menos una vez al año a 
las autoridades sectoriales competentes y a autoridades municipales representativas para 
conocer del estado actual de la gestión de los residuos sólidos, coordinar la debida aplicación de 
la presente Ley y promover planes integrales de gestión ambiental de residuos sólidos en las 
distintas ciudades del país, de conformidad con lo establecido en esta Ley. 

     La primera reunión deberá ser convocada en un plazo no mayor de 90 (noventa) días 
calendario contados a partir de la publicación de la presente Ley. 

     Segunda.- Propuestas de reglamento y procedimientos técnicos administrativos 

     La Presidencia del Consejo de Ministros aprobará, en un plazo no mayor de 1 (un) año contado 
a partir de la publicación de la presente Ley, el Reglamento de Manejo de Residuos Sólidos, así 
como el de los procedimientos técnicos administrativos e instrumentos de aplicación indicados 
en los Artículos 37 y 38, con la opinión favorable previa de los Ministros de Salud; Industria, 
Turismo, Integración y Negociaciones Comerciales Internacionales; Pesquería; Agricultura; 
Defensa, y Transportes, Comunicaciones, Vivienda y Construcción. 

     Para este efecto, el Ministerio de Salud, a través de la DIGESA, propondrá el proyecto de 
Reglamento y los procedimientos e instrumentos señalados en el párrafo anterior, en un plazo 
no mayor de 6 (seis) meses contados a partir de la publicación de la presente Ley. 

     Tercera.- Adecuación de las empresas o instituciones generadoras de residuos sólidos 

     Las empresas o instituciones generadoras de residuos sólidos que no estén comprendidas 
en el ámbito de la gestión municipal, deberán presentar a las autoridades sectoriales 
competentes una Declaración de Manejo de Residuos Sólidos en un plazo no mayor de 180 
(ciento ochenta) días calendario contados a partir de la aprobación de los procedimientos e 
instrumentos indicados en la disposición anterior. 

     Los operadores del transporte, transferencia, tratamiento o disposición final, deberán presentar 
el informe indicado en el Artículo 38, en el plazo señalado en el párrafo anterior. 

     Cuarta.- Plan de recuperación 

     Para la aplicación de los Artículos 24 y 45 de esta Ley, las empresas indicadas están obligadas a presentar ante la autoridad 
de su Sector un Plan de Recuperación en un plazo no mayor de 3 (tres) años, contados a partir de la publicación de la presente 
Ley. Para este efecto, cada Sector competente considerando los impactos negativos generados en la salud pública y el ambiente, 
así como la factibilidad técnico-económica, publicará previamente una relación de los productos o materiales señalados en dichos 

artículos, mediante resolución ministerial. (*) 
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(*) Disposición modificada por el Artículo 3 del Decreto Legislativo N° 1065, publicado el 28 
junio 2008, cuyo texto es el siguiente: 

     “Cuarta.- Planes o programas de recuperación y reaprovechamiento 

     Para la aplicación de los Artículos 24 y 45 de esta Ley, las autoridades competentes 
promoverán la ejecución de planes o programas de recuperación de residuos sólidos 
reaprovechables o que por sus características particulares requieran un manejo especial, en 
aplicación de la presente Ley y las normas que regulan sus respectivas funciones y atribuciones. 

     Las municipalidades provinciales definirán en coordinación con sus municipalidades distritales 
correspondientes, planes o programas de manejo selectivo y reaprovechamiento de residuos 
sólidos, debiendo incluirlos en sus Planes Integrales de Manejo Ambiental de Residuos Sólidos 
y sus respectivos instrumentos de planificación”. 

     Quinta.- Creación de registros 

     Créase el Registro de Auditores de Residuos Sólidos, el Registro de Empresas Prestadoras de Servicios de Residuos Sólidos 
(EPS-RS) y el Registro de Empresas Comercializadoras de Residuos Sólidos, que serán reglamentados y administrados por la 
DIGESA del Ministerio de Salud, en un plazo no mayor de 180 (ciento ochenta) días calendario contados a partir de la publicación 
de esta Ley. 

     Los auditores y empresas que en la actualidad realizan actividades que requieran la habilitación a través de los registros 
indicados en el párrafo anterior, deberán inscribirse en un plazo no mayor de 90 (noventa) días calendario contados a partir de 

la implementación de los registros correspondientes. (*) 

(*) Disposición modificada por el Artículo 3 del Decreto Legislativo N° 1065, publicado el 28 
junio 2008, cuyo texto es el siguiente: 

     “Quinta.- Creación de registros 

     Créase el Registro de Empresas Prestadoras de Servicios de Residuos Sólidos (EPS-RS), el 
Registro de Empresas Comercializadoras de Residuos Sólidos (EC-RS) y el Registro de 
Supervisores de Residuos Sólidos, que serán reglamentados y administrados por la DIGESA, 
para el debido cumplimiento de las funciones a su cargo.”  

     Sexta.- Planes provinciales de gestión integral de residuos sólidos 

     Las municipalidades provinciales aprobarán y publicarán en un plazo no mayor de un año contado a partir de la publicación 
de la presente Ley, sus Planes de Gestión Integral de Residuos Sólidos, en los cuales deben incluirse la erradicación de los 
botaderos existentes o su adecuación establecida en la presente Ley. Los períodos de vigencia y la consecuente revisión de 

estos planes serán determinados por cada autoridad municipal, según corresponda. (*) 

(*) Disposición modificada por el Artículo 3 del Decreto Legislativo N° 1065, publicado el 28 
junio 2008, cuyo texto es el siguiente: 

     “Sexta.- Planes provinciales de gestión integral de residuos sólidos 

     Las municipalidades provinciales incorporarán en su presupuesto, partidas específicas para 
la elaboración y ejecución de sus respectivos Planes Integrales de Gestión Ambiental de 
Residuos Sólidos, en los cuales deben incluirse la erradicación de los botaderos existentes o su 
adecuación de acuerdo a los mandatos establecidos en la presente Ley. Los períodos de vigencia 
y la consecuente revisión de estos planes serán determinados por cada autoridad municipal, 
según corresponda.”  

     Sétima.- Establecimiento de áreas para instalaciones 

http://spij.minjus.gob.pe/CLP/contenidos.dll?f=id$id=peru%3Ar%3A451fa9$cid=peru$t=document-frame.htm$an=JD_DLEG1065-A3$3.0#JD_DLEG1065-A3
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     Las municipalidades provinciales evaluarán e identificarán, en coordinación con el Ministerio de Salud y las otras autoridades 
sectoriales competentes, espacios geográficos en su jurisdicción que puedan ser utilizados para la instalación de plantas de 
tratamiento, transferencia o disposición final. En un plazo no mayor de un año, contado a partir de la publicación de la presente 
Ley, publicarán una lista que deberá mantenerse actualizada de las áreas disponibles para la construcción y operación de dichas 
instalaciones otorgándoles la calificación de áreas específicas para el manejo de residuos sólidos. Durante los seis meses 
posteriores, publicarán las bases para la construcción y operación de dichas instalaciones, según lo establecido en sus 
respectivos planes de gestión integral de residuos sólidos. 

     Las áreas disponibles identificadas por las autoridades competentes a ser utilizadas para los fines antes descritos no podrán 
establecerse sobre propiedad privada, concesiones u otros derechos adquiridos previamente, a menos que haya una declaración 

expresa de necesidad pública, conforme a ley, o medie consentimiento expreso del titular del predio.(*) 

(*) Disposición modificada por el Artículo 3 del Decreto Legislativo N° 1065, publicado el 28 
junio 2008, cuyo texto es el siguiente: 

     “Sétima.- Establecimiento de áreas para instalaciones 

     Las municipalidades provinciales evaluarán e identificarán, en coordinación con el Ministerio 
de Salud y las otras autoridades sectoriales competentes, espacios geográficos en su jurisdicción 
que puedan ser utilizados para la instalación de infraestructuras de tratamiento, transferencia o 
disposición final. Mantendrán actualizada una relación de las áreas disponibles para la 
construcción y operación de dichas instalaciones otorgándoles la calificación de áreas 
específicas para el manejo de residuos sólidos. 

     Las áreas disponibles identificadas por las autoridades competentes a ser utilizadas para los 
fines antes descritos no podrán establecerse sobre propiedad privada, concesiones u otros 
derechos adquiridos previamente, a menos que haya una declaración expresa de necesidad 
pública, conforme a ley, o medie consentimiento expreso del titular del predio.”  

     Octava.- Fondo de Compensación Municipal 

     Hasta el 31 de diciembre del año 2005, las municipalidades provinciales y distritales destinarán no menos de un 30% (treinta 
por ciento) de los recursos que reciben del Fondo de Compensación Municipal para gastos de emergencia o de inversión 
asociados al diseño de sus planes municipales de gestión de residuos sólidos, la identificación de áreas para la instalación de 
infraestructura de residuos sólidos y la adquisición de equipos, materiales y sistemas de información necesarios para el 
cumplimiento de sus funciones normativas, de planificación y de fiscalización de la gestión de residuos sólidos. La Ley de 
Presupuesto tomará en cuenta el mencionado porcentaje para cada ejercicio anual. Esta disposición entrará en vigencia a partir 

de enero del 2001. (*) 

(*) Disposición derogada por el Artículo Unico de la Ley Nº 27353, publicada el 12-10-2000. 

     “Octava.- Fondo de Compensación Municipal 

     Las municipalidades provinciales y distritales evaluarán la necesidad de destinar un porcentaje 
de los recursos que reciben del Fondo de Compensación Municipal para la gestión y manejo de 
residuos sólidos en su ámbito de jurisdicción, priorizando preferentemente la atención de gastos 
de emergencia o de inversión asociados al diseño y ejecución de sus planes municipales de 
gestión de residuos sólidos, la identificación de áreas para la instalación de infraestructura de 
residuos sólidos, la construcción de dicha infraestructura y la adquisición de equipos, materiales 
y sistemas de información necesarios para el cumplimiento de sus funciones normativas, de 
planificación y de fiscalización de la gestión de residuos sólidos." (*) 

(*) Disposición agregada por el Artículo 4 del Decreto Legislativo N° 1065, publicado el 28 
junio 2008. 

     Novena.- Reinscripción 

     Todas las Empresas Prestadoras de Servicios de Residuos Sólidos que administran plantas 
de transferencia, rellenos sanitarios u otro método de disposición final de residuos sólidos, 
deberán reinscribirse ante la DIGESA, a fin de renovar o regularizar su autorización de 
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funcionamiento en un plazo no mayor de seis meses contados a partir de la publicación de la 
presente Ley. Para tal efecto, la DIGESA podrá exigir el cumplimiento inmediato o gradual de las 
disposiciones de esta Ley y sus normas reglamentarias. 

     Décima.- Definición de términos 

     Las siguientes definiciones son aplicables en el ámbito de la presente Ley: 

     1. BOTADERO 

     Acumulación inapropiada de residuos sólidos en vías y espacios públicos, así como en áreas 
urbanas, rurales o baldías que generan riesgos sanitarios o ambientales. Carecen de 
autorización sanitaria. 

     2. DECLARACIÓN DE MANEJO DE RESIDUOS SÓLIDOS 

     Documento técnico administrativo con carácter de declaración jurada, suscrito por el 
generador, mediante el cual declara cómo ha manejado y va a manejar durante el siguiente 
período los residuos sólidos que están bajo su responsabilidad. Dicha declaración describe el 
sistema de manejo de los residuos sólidos de la empresa o institución generadora y comprende 
las características de los residuos en términos de cantidad y peligrosidad; operaciones y 
procesos ejecutados y por ejecutar; modalidad de ejecución de los mismos y los aspectos 
administrativos determinados en los formularios correspondientes. 

     3. DISPOSICIÓN FINAL 

     Procesos u operaciones para tratar o disponer en un lugar los residuos sólidos como última 
etapa de su manejo en forma permanente, sanitaria y ambientalmente segura. 

     4. EMPRESA PRESTADORA DE SERVICIOS DE RESIDUOS SÓLIDOS 

     Persona jurídica que presta servicios de residuos sólidos mediante una o varias de las 
siguientes actividades: limpieza de vías y espacios públicos, recolección y transporte, 
transferencia, tratamiento o disposición final de residuos sólidos. 

     5. GENERADOR 

     Persona natural o jurídica que en razón de sus actividades genera residuos sólidos, sea como 
productor, importador, distribuidor, comerciante o usuario. También se considerará como 
generador al poseedor de residuos sólidos peligrosos, cuando no se pueda identificar al 
generador real y a los gobiernos municipales a partir de las actividades de recolección. 

     6. GESTIÓN DE RESIDUOS SÓLIDOS 

     Toda actividad técnica administrativa de planificación, coordinación, concertación, diseño, 
aplicación y evaluación de políticas, estrategias, planes y programas de acción de manejo 
apropiado de los residuos sólidos de ámbito nacional, regional y local. 

     7. MANEJO DE RESIDUOS SÓLIDOS 

     Toda actividad técnica operativa de residuos sólidos que involucre manipuleo, 
acondicionamiento, transporte, transferencia, tratamiento, disposición final o cualquier otro 
procedimiento técnico operativo utilizado desde la generación hasta la disposición final. 

     8. MANEJO INTEGRAL DE RESIDUOS SÓLIDOS 
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     Es un conjunto de acciones normativas, financieras y de planeamiento que se aplica a todas 
las etapas del manejo de residuos sólidos desde su generación, basándose en criterios 
sanitarios, ambientales y de viabilidad técnica y económica para la reducción en la fuente, el 
aprovechamiento, tratamiento y la disposición final de los residuos sólidos. 

     9. MANIFIESTO DE MANEJO DE RESIDUOS SÓLIDOS PELIGROSOS 

     Documento técnico administrativo que facilita el seguimiento de todos los residuos sólidos 
peligrosos transportados desde el lugar de generación hasta su disposición final. El Manifiesto 
de Manejo de Residuos Sólidos Peligrosos deberá contener información relativa a la fuente de 
generación, las características de los residuos generados, transporte y disposición final, 
consignados en formularios especiales que son suscritos por el generador y todos los operadores 
que participan hasta la disposición final de dichos residuos. 

     10. MINIMIZACIÓN 

     Acción de reducir al mínimo posible el volumen y peligrosidad de los residuos sólidos, a través 
de cualquier estrategia preventiva, procedimiento, método o técnica utilizada en la actividad 
generadora. 

     11. OPERADOR 

     Persona natural que realiza cualquiera de las operaciones o procesos que componen el 
manejo de los residuos sólidos, pudiendo ser o no el generador de los mismos. 

     12. PLANTA DE TRANSFERENCIA 

     Instalación en la cual se descargan y almacenan temporalmente los residuos sólidos de los 
camiones o contenedores de recolección, para luego continuar con su transporte en unidades de 
mayor capacidad. 

     13. REAPROVECHAR 

     Volver a obtener un beneficio del bien, artículo, elemento o parte del mismo que constituye 
residuo sólido. Se reconoce como técnica de reaprovechamiento el reciclaje, recuperación o 
reutilización. 

     14. RECICLAJE 

     Toda actividad que permite reaprovechar un residuo sólido mediante un proceso de 
transformación para cumplir su fin inicial u otros fines. 

     15. RECUPERACIÓN 

     Toda actividad que permita reaprovechar partes de sustancias o componentes que constituyen 
residuo sólido. 

     16. RELLENO SANITARIO 

     Instalación destinada a la disposición sanitaria y ambientalmente segura de los residuos 
sólidos en la superficie o bajo tierra, basados en los principios y métodos de la ingeniería sanitaria 
y ambiental. 

     17. RESIDUOS AGROPECUARIOS 
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     Son aquellos residuos generados en el desarrollo de las actividades agrícolas y pecuarias. 
Estos residuos incluyen los envases de fertilizantes, plaguicidas, agroquímicos diversos, entre 
otros. 

     18. RESIDUOS COMERCIALES 

     Son aquellos generados en los establecimientos comerciales de bienes y servicios, tales 
como: centros de abastos de alimentos, restaurantes, supermercados, tiendas, bares, bancos, 
centros de convenciones o espectáculos, oficinas de trabajo en general, entre otras actividades 
comerciales y laborales análogas. Estos residuos están constituidos mayormente por papel, 
plásticos, embalajes diversos, restos de aseo personal, latas, entre otros similares. 

     19. RESIDUOS DOMICILIARIOS 

     Son aquellos residuos generados en las actividades domésticas realizadas en los domicilios, 
constituidos por restos de alimentos, periódicos, revistas, botellas, embalajes en general, latas, 
cartón, pañales descartables, restos de aseo personal y otros similares. 

     20. RESIDUOS DE LAS ACTIVIDADES DE CONSTRUCCIÓN 

     Son aquellos residuos fundamentalmente inertes que son generados en las actividades de 
construcción y demolición de obras, tales como: edificios, puentes, carreteras, represas, canales 
y otras afines a éstas. 

     21. RESIDUOS DE LOS ESTABLECIMIENTOS DE ATENCIÓN DE SALUD 

     Son aquellos residuos generados en los procesos y en las actividades para la atención e 
investigación médica en establecimientos como: hospitales, clínicas, centros y puestos de salud, 
laboratorios clínicos, consultorios, entre otros afines. 

     Estos residuos se caracterizan por estar contaminados con agentes infecciosos o que pueden 
contener altas concentraciones de microorganismos que son de potencial peligro, tales como: 
agujas hipodérmicas, gasas, algodones, medios de cultivo, órganos patológicos, restos de 
comida, papeles, embalajes, material de laboratorio, entre otros. 

     22. RESIDUOS DE INSTALACIONES O ACTIVIDADES ESPECIALES 

     Son aquellos residuos sólidos generados en infraestructuras, normalmente de gran dimensión, 
complejidad y de riesgo en su operación, con el objeto de prestar ciertos servicios públicos o 
privados, tales como: plantas de tratamiento de agua para consumo humano o de aguas 
residuales, puertos, aeropuertos, terminales terrestres, instalaciones navieras y militares, entre 
otras; o de aquellas actividades públicas o privadas que movilizan recursos humanos, equipos o 
infraestructuras, en forma eventual, como conciertos musicales, campañas sanitarias u otras 
similares. 

     23. RESIDUOS DE LIMPIEZA DE ESPACIOS PÚBLICOS 

     Son aquellos residuos generados por los servicios de barrido y limpieza de pistas, veredas, 
plazas, parques y otras áreas públicas. 

     24. RESIDUOS INDUSTRIALES 

     Son aquellos residuos generados en las actividades de las diversas ramas industriales, tales 
como: manufacturera, minera, química, energética, pesquera y otras similares. 
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     Estos residuos se presentan como: lodos, cenizas, escorias metálicas, vidrios, plásticos, 
papel, cartón, madera, fibras, que generalmente se encuentran mezclados con sustancias 
alcalinas o ácidas, aceites pesados, entre otros, incluyendo en general los residuos considerados 
peligrosos. 

     25. RESPONSABILIDAD COMPARTIDA 

     Es un sistema en el que se atribuye a cada persona la responsabilidad por los residuos que 
genera o maneja en las distintas etapas de la vida de un producto o del desarrollo de una 
actividad en las que ella interviene. 

     26. REUTILIZACIÓN 

     Toda actividad que permita reaprovechar directamente el bien, artículo o elemento que 
constituye el residuo sólido, con el objeto de que cumpla el mismo fin para el que fue elaborado 
originalmente. 

     27. RIESGO SIGNIFICATIVO 

     Alta probabilidad de ocurrencia de un evento con consecuencias indeseables para la salud y 
el ambiente. 

     28. SEGREGACIÓN 

     Acción de agrupar determinados componentes o elementos físicos de los residuos sólidos 
para ser manejados en forma especial. 

     29. SEMISÓLIDO 

     Material o elemento que normalmente se asemeja a un lodo y que no posee suficiente líquido 
para fluir libremente. 

     30. SUBPRODUCTO 

     Producto secundario obtenido en toda actividad económica o proceso industrial. 

     31. TRATAMIENTO 

     Cualquier proceso, método o técnica que permita modificar la característica física, química o 
biológica del residuo sólido, a fin de reducir o eliminar su potencial peligro de causar daños a la 
salud y el ambiente. 

     Decimoprimera.- Otra denominación de residuos sólidos 

     Los productos y subproductos que son denominados entre otras normas nacionales e 
internacionales, como basuras, desechos, restos, desperdicios, entre otros, están comprendidos 
en el ámbito de esta Ley. 

     “Empresa Comercializadora de Residuos Sólidos (EC-RS).- Persona jurídica cuyo objeto 
social está orientado a la comercialización de residuos sólidos para su reaprovechamiento y que 
se encuentra registrada por el Ministerio de Salud para este fin." (*) 

(*) Definición agregada por el Artículo 5 del Decreto Legislativo N° 1065, publicado el 28 
junio 2008. 
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     "Estudios ambientales.- Instrumentos de gestión ambiental exigibles a los titulares de 
proyectos o actividades socioeconómicas, de acuerdo con la legislación vigente. De manera 
referencial, incluyen la Declaración de Impacto Ambiental, el Estudio de Impacto Ambiental 
Semidetallado, el Estudio de Impacto Ambiental Detallado, el Programa de Adecuación y Manejo 
Ambiental, los Planes de Cierre y Abandono, entre otros." (*) 

(*) Definición agregada por el Artículo 5 del Decreto Legislativo N° 1065, publicado el 28 
junio 2008. 

     "Fuente de generación.- Lugar en el que se generan los residuos sólidos. No incluye puntos 
de acopio o almacenamiento." (*) 

(*) Definición agregada por el Artículo 5 del Decreto Legislativo N° 1065, publicado el 28 
junio 2008. 

     "Infraestructura de disposición final.- Instalación debidamente equipada y operada que 
permite disponer sanitaria y ambientalmente segura los residuos sólidos, mediante rellenos 
sanitarios y rellenos de seguridad." (*) 

(*) Definición agregada por el Artículo 5 del Decreto Legislativo N° 1065, publicado el 28 
junio 2008. 

     "Infraestructura de residuos sólidos.- Planta o instalación destinada al manejo sanitario y 
ambientalmente adecuado de los residuos sólidos, en cualquiera de las etapas comprendidas 
desde su generación hasta la disposición final de los mismos." (*) 

(*) Definición agregada por el Artículo 5 del Decreto Legislativo N° 1065, publicado el 28 
junio 2008. 

     "Residuo municipal.- Incluye distintos tipos de residuos sólidos generados en domicilios, 
comercios y en otras actividades que generen residuos similares a éstos." (*) 

(*) Definición agregada por el Artículo 5 del Decreto Legislativo N° 1065, publicado el 28 
junio 2008. 

     Decimosegunda.- Sobre las normas vigentes 

     En tanto no se aprueben las disposiciones reglamentarias de la presente Ley, regirán las 
normas reglamentarias específicas sobre manejo de residuos sólidos vigentes, siempre que no 
se opongan a esta Ley. 
 
CONCORDANCIA:.      201-2000-CDSB-C 

     Decimotercera.- Derogatoria 

     Deróguense y modifíquense, en su caso, todas las normas que se opongan a la presente Ley. 

     Decimocuarta.- Vigencia de la Ley 

     Esta Ley entrará en vigencia al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial El Peruano. 

     “Décimo Quinta.- Aspectos institucionales complementarios  

     1. El Poder Ejecutivo conformará en un plazo de sesenta (60) días calendario, una Comisión 
Técnica Multisectorial integrada por el Ministerio de Salud, el Ministerio de Vivienda, 
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Construcción y Saneamiento, el Ministerio de Economía y Finanzas, el Ministerio del Ambiente y 
los organismos reguladores que determine la Presidencia del Consejo de Ministros, para evaluar 
la factibilidad de establecer un sistema de regulación de los servicios municipales de manejo de 
residuos sólidos en el país. 

     2. El Ministerio del Ambiente o quien cumpla las funciones de Autoridad Nacional Designada 
aprobará los proyectos de reducción de emisiones de gases de efecto invernadero, relacionados 
al manejo de los residuos sólidos que se presenten al Mecanismo de Desarrollo Limpio del 
Protocolo de Kyoto.” (*) 

(*) Disposición agregada por el Artículo 6 del Decreto Legislativo N° 1065, publicado el 28 
junio 2008. 

     “Décimo Sexta.- Norma Técnico Sanitaria 

     El Ministerio de Salud elaborará un reglamento que norme los aspectos técnico sanitarios 
para el diseño, operación, mantenimiento y cierre de infraestructuras de residuos sólidos, el cual 
será de observancia obligatoria por las autoridades que aprueban Estudios Ambientales que 
incluyen la evaluación de impacto ambiental de infraestructuras de residuos sólidos.” (*) 

(*) Disposición agregada por el Artículo 6 del Decreto Legislativo N° 1065, publicado el 28 
junio 2008. 

     Comuníquese al señor Presidente de la República para su promulgación. 

     En Lima, a los diez días del mes de julio del dos mil. 

     MARTHA HILDEBRANDT PÉREZ TREVIÑO 

     Presidenta del Congreso de la República 

     RICARDO MARCENARO FRERS 

     Primer Vicepresidente del Congreso de la República 

     AL SEÑOR PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DE LA REPÚBLICA 

     POR TANTO: 

     Mando se publique y cumpla. 

     Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los veinte días del mes de julio del año dos mil. 

     ALBERTO FUJIMORI FUJIMORI 

     Presidente Constitucional de la República 

     ALBERTO BUSTAMANTE BELAUNDE 

     Presidente del Consejo de Ministros 

     ALEJANDRO AGUINAGA RECUENCO 

     Ministro de Salud 
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     ALBERTO PANDOLFI ARBULU 

     Ministro de Transportes, Comunicaciones, 

     Vivienda y Construcción 

 



LEY GENERAL DEL SISTEMA NACIONAL DE PRESUPUESTO
LEY Nº 28411

(Publicado el 08-12-2004)

TÍTULO PRELIMINAR
PRINCIPIOS REGULATORIOS

Artículo I.- Equilibrio presupuestario
El Presupuesto del Sector Público está constituido por los créditos presupuestarios 

que representan el equilibrio entre la previsible evolución de los ingresos y los recursos a 
asignar  de  conformidad  con  las  políticas  públicas  de  gasto,  estando  prohibido  incluir 
autorizaciones de gasto sin el financiamiento correspondiente.

Artículo II.- Equilibrio macrofiscal
La  preparación,  aprobación  y  ejecución  de  los  presupuestos  de  las  Entidades 

preservan la estabilidad conforme al marco de equilibrio macrofiscal, de acuerdo con la Ley 
de Responsabilidad y Transparencia Fiscal - Ley Nº 27245, modificada por la Ley Nº 27958 
y la Ley de Descentralización Fiscal - Decreto Legislativo Nº 955.

Artículo III.- Especialidad cuantitativa
Toda  disposición  o  acto  que  implique  la  realización  de  gastos  públicos  debe 

cuantificar  su efecto sobre el  Presupuesto, de modo que se sujete en forma estricta al 
crédito presupuestario autorizado a la Entidad.

Artículo IV.- Especialidad cualitativa
Los  créditos  presupuestarios  aprobados  para  las  Entidades  se  destinan, 

exclusivamente, a la finalidad para la que hayan sido autorizados en los Presupuestos del 
Sector Público, así como en sus modificaciones realizadas conforme a la Ley General.

Artículo V.- Universalidad y unidad
Todos los ingresos y gastos del Sector Público, así como todos los Presupuestos de 

las Entidades que lo comprenden, se sujetan a la Ley de Presupuesto del Sector Público.

Artículo VI.- De no afectación predeterminada
Los  fondos  públicos  de  cada  una  de  las  Entidades  se  destinan  a  financiar  el 

conjunto de gastos públicos previstos en los Presupuestos del Sector Público.

Artículo VII.- Integridad
Los ingresos y los gastos se registran en los Presupuestos por su importe íntegro, 

salvo las devoluciones de ingresos que se declaren indebidos por la autoridad competente.

Artículo VIII.- Información y especificidad
El  presupuesto  y  sus  modificaciones  deben  contener  información  suficiente  y 

adecuada para efectuar la evaluación y seguimiento de los objetivos y metas.

Artículo IX.- Anualidad
El  Presupuesto  del  Sector  Público  tiene  vigencia  anual  y  coincide  con  el  año 

calendario. Durante dicho período se afectan los ingresos percibidos dentro del año fiscal, 
cualquiera sea la fecha en los que se hayan generado, así como los gastos devengados 
que se hayan producido con cargo a los respectivos créditos presupuestarios durante el 
año fiscal.
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Artículo X.- Eficiencia en la ejecución de los fondos públicos
Las políticas de gasto público vinculadas a los fines del Estado deben establecerse 

teniendo en cuenta la situación económica-financiera y el cumplimiento de los objetivos de 
estabilidad macrofiscal,  siendo ejecutadas mediante una gestión de los fondos públicos, 
orientada a resultados con eficiencia, eficacia, economía y calidad.

Artículo XI.- Centralización normativa y descentralización operativa
El  Sistema  Nacional  del  Presupuesto  se  regula  de  manera  centralizada  en  lo 

técnico-normativo,  correspondiendo  a  las  Entidades  el  desarrollo  del  proceso 
presupuestario.

Artículo XII.- Transparencia presupuestal
El proceso de asignación y ejecución de los fondos públicos sigue los criterios de 

transparencia en la gestión presupuestal, brindando o difundiendo la información pertinente, 
conforme la normatividad vigente.

Artículo XIII.- Exclusividad presupuestal
La ley de Presupuesto del Sector Público contiene exclusivamente disposiciones de 

orden presupuestal.

Artículo XIV.- Principio de Programación Multianual
El proceso presupuestario debe apoyarse en los resultados de ejercicios anteriores y tomar en cuenta los ejercicios 

futuros. (*)

(*) Artículo modificado por la Cuarta Disposición Complementaria de la Ley N° 28522, publicada el 25 Mayo 2005, 
cuyo texto es el siguiente:

“ARTÍCULO XIV: Principio de Programación Multianual
El proceso presupuestario debe orientarse por los Objetivos del Plan Estratégico de Desarrollo Nacional y apoyarse 

en los resultados de ejercicios anteriores y tomar en cuenta las perspectivas de los ejercicios futuros.” (*)

(*) Artículo modificado por la Primera Disposición Complementaria Modificatoria de 
la Ley Nº 29626, publicada el 09 diciembre 2010, vigente a partir del 1 de enero de 
2011, cuyo texto es el siguiente:

“Artículo XIV: Principio de Programación Multianual
El Proceso Presupuestario debe orientarse por el logro de resultados a favor de la 

población,  en  una  perspectiva  multianual,  y  según  las  prioridades  establecidas  en  los 
Planes Estratégicos Nacionales, Sectoriales, Institucionales y en los Planes de Desarrollo 
Concertado."

Artículo XV.- Principios complementarios
Constituyen principios complementarios que enmarcan la gestión presupuestaria del 

Estado el de legalidad y el de presunción de veracidad, de conformidad con la Ley Marco 
de la Administración Financiera del Sector Público - Ley Nº 28112.

TÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

CAPÍTULO I
OBJETO Y ÁMBITO

Artículo 1.- Objeto de la Ley
La Ley General del Sistema Nacional  de Presupuesto,  en adelante Ley General, 

establece los principios, así como los procesos y procedimientos que regulan el Sistema 
Nacional  de  Presupuesto  a  que  se  refiere  el  artículo  11  de  la  Ley  Marco  de  la 
Administración  Financiera  del  Sector  Público  -  Ley  Nº  28112,  en concordancia  con los 
artículos 77 y 78 de la Constitución Política.
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Artículo 2.- Ámbito de aplicación
La Ley General es de alcance a las siguientes Entidades:

1. Las  Entidades  del  Gobierno  General,  comprendidas  por  los  niveles  de  Gobierno 
Nacional, Gobierno Regional y Gobierno Local:

- Gobierno Nacional

a) Administración  Central,  comprende  a  los  organismos  representativos  de  los 
Poderes  Ejecutivo,  Legislativo  y  Judicial,  y  sus  organismos  públicos 
descentralizados,  las  universidades  públicas  y  los  organismos 
constitucionalmente autónomos.

b) Los Organismos Reguladores.

c) Los Organismos Recaudadores y Supervisores.

d) Los Fondos Especiales con personería jurídica.

e) Las Beneficencias y sus dependencias.

- Gobierno Regional
Los Gobiernos Regionales y sus organismos públicos descentralizados.

- Gobierno Local
Los Gobiernos Locales y sus organismos públicos descentralizados.

2. Las Empresas de los Gobiernos Regionales y Gobiernos Locales.

3. Los Fondos sin personería jurídica, los cuales se financian total o parcialmente con 
fondos públicos.

4. Los  organismos  carentes  de  personería  jurídica  que  tienen  asignado  un  crédito 
presupuestario  en la  Ley de Presupuesto  del  Sector  Público,  sin  perjuicio  de las 
particularidades que establezcan sus respectivas normas de creación, organización y 
funcionamiento.

5. El  Fondo  Nacional  de  Financiamiento  de  la  Actividad  Empresarial  del  Estado  - 
FONAFE y sus empresas, en el marco de la Ley Nº 27170, sólo y exclusivamente 
cuando así lo señale expresamente la Ley General.

6. Otras entidades públicas no mencionadas en los numerales precedentes.

CAPÍTULO II
INTEGRANTES DEL SISTEMA NACIONAL DE PRESUPUESTO

Artículo 3.- La Dirección Nacional del Presupuesto Público
La Dirección Nacional del Presupuesto Público, como la más alta autoridad técnico-

normativa  en  materia  presupuestaria,  mantiene  relaciones  técnico-funcionales  con  la 
Oficina  de  Presupuesto  o  la  que  haga  sus  veces  en  la  Entidad  Pública  y  ejerce  sus 
funciones  y  responsabilidades  de  acuerdo  con  lo  dispuesto  por  la  Ley  Marco  de  la 
Administración Financiera del Sector Público - Ley Nº 28112.
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Artículo 4.- Atribuciones de la Dirección Nacional del Presupuesto Público
Son atribuciones de la Dirección Nacional del Presupuesto Público:

a) Programar,  dirigir,  coordinar,  controlar  y  evaluar  la  gestión  del  proceso 
presupuestario;

b) Elaborar el anteproyecto de la Ley de Presupuesto del Sector Público;

c) Emitir las directivas y normas complementarias pertinentes;

d) Regular la programación mensual del Presupuesto de Ingresos y Gastos;

e) Promover el perfeccionamiento permanente de la técnica presupuestaria; y,

f) Emitir  opinión  autorizada  en  materia  presupuestal  de  manera  exclusiva  y 
excluyente en el Sector Público.

Artículo 5.- Entidad Pública

5.1 Constituye Entidad Pública,  en adelante Entidad,  única y exclusivamente para los 
efectos de la Ley General, todo organismo con personería jurídica comprendido en 
los niveles de Gobierno Nacional, Gobierno Regional y Gobierno Local, incluidos sus 
respectivos  Organismos  Públicos  Descentralizados  y  empresas,  creados  o  por 
crearse; los Fondos, sean de derecho público o privado cuando este último reciba 
transferencias de fondos públicos; las empresas en las que el Estado ejerza el control 
accionario; y los Organismos Constitucionalmente Autónomos.

5.2 Constituyen pliegos presupuestarios las Entidades Públicas a las que se le aprueba 
un crédito presupuestario en la Ley de Presupuesto del Sector Público.

5.3 Los pliegos presupuestarios se crean o suprimen mediante Ley.

Artículo 6.- La Oficina de Presupuesto de la Entidad
La Oficina de Presupuesto o la que haga sus veces es responsable de conducir el 

Proceso  Presupuestario  de  la  Entidad,  sujetándose  a  las  disposiciones  que  emita  la 
Dirección Nacional del Presupuesto Público, para cuyo efecto, organiza, consolida, verifica 
y presenta la información que se genere así como coordina y controla la información de 
ejecución de ingresos y gastos autorizados en los Presupuestos y sus modificaciones, los 
que constituyen el marco límite de los créditos presupuestarios aprobados.

Artículo 7.- Titular de la Entidad

7.1 El Titular de una Entidad es la más alta Autoridad Ejecutiva. En materia presupuestal 
es responsable, de manera solidaria, con el Consejo Regional o Concejo Municipal, 
el Directorio u Organismo Colegiado con que cuente la Entidad, según sea el caso. 
Dicha  Autoridad  puede  delegar  sus  funciones  en materia  presupuestal  cuando lo 
establezca  expresamente  la  Ley  General,  las  Leyes  de  Presupuesto  del  Sector 
Público o la norma de creación de la Entidad. El Titular es responsable solidario con 
el delegado.

7.2 El Titular de la Entidad es responsable de:

i. Efectuar  la  gestión  presupuestaria,  en  las  fases  de  programación,  formulación, 
aprobación, ejecución y evaluación, y el control del gasto, de conformidad con la 
Ley General, las Leyes de Presupuesto del Sector Público y las disposiciones que 
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emita la Dirección Nacional del Presupuesto Público, en el marco de los principios 
de legalidad y presunción de veracidad, así como otras normas.

ii. Lograr que los Objetivos y las Metas establecidas en el Plan Operativo Institucional 
y Presupuesto Institucional se reflejen en las Funciones, Programas, Subprogramas, 
Actividades y Proyectos a su cargo.

iii. Concordar el Plan Operativo Institucional (POI) y su Presupuesto Institucional con 
su Plan Estratégico institucional.

CAPÍTULO III
EL PRESUPUESTO DEL SECTOR PÚBLICO

Subcapítulo I
El Presupuesto y su contenido

Artículo 8.- El Presupuesto

8.1 El Presupuesto constituye el instrumento de gestión del Estado que permite a las entidades lograr sus objetivos y 
metas  contenidas  en  su  Plan  Operativo  Institucional  (POI).  Asimismo,  es  la  expresión  cuantificada,  conjunta  y 
sistemática de los gastos a atender durante el año fiscal, por cada una de las Entidades que forman parte del Sector  
Público y refleja los ingresos que financian dichos gastos. (*)

(*) Numeral modificado por la Primera Disposición Complementaria Modificatoria de 
la Ley Nº 29626, publicada el 09 diciembre 2010, vigente a partir del 1 de enero de 
2011, cuyo texto es el siguiente:

"8.1 El  presupuesto  constituye  el  instrumento  de  gestión  del  Estado  para  el  logro  de 
resultados a favor de la población, a través de la prestación de servicios y logro de 
metas de coberturas con eficacia y eficiencia por parte de las Entidades. Asimismo, 
es la expresión cuantificada, conjunta y sistemática de los gastos a atender durante 
el año fiscal, por cada una de las Entidades que forman parte del Sector Público y 
refleja los ingresos que financian dichos gastos."

8.2 Por el ámbito de aprobación de los Presupuestos, éstos están conformados por la 
Ley  de  Presupuesto  del  Sector  Público,  los  Presupuestos  de  los  Gobiernos 
Regionales, los Presupuestos de los Gobiernos Locales y el Presupuesto del Fondo 
Nacional de Financiamiento de la Actividad Empresarial del Estado - FONAFE y sus 
empresas, así como los presupuestos de las entidades señaladas en el punto 2 del 
artículo 2 de la Ley General.

Artículo 9.- Contenido
El Presupuesto comprende:

a) Los gastos que, como máximo,  pueden contraer las Entidades durante el  año 
fiscal,  en función a los créditos presupuestarios aprobados y los ingresos que 
financian dichas obligaciones.

b) Los objetivos y metas a alcanzar en el año fiscal por cada una de las Entidades con los créditos presupuestarios  
que el respectivo presupuesto les aprueba. (*)

(*) Literal modificado por la Primera Disposición Complementaria Modificatoria de la 
Ley Nº 29626, publicada el 09 diciembre 2010, vigente a partir del 1 de enero de 2011, 
cuyo texto es el siguiente:
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"b) Las metas de resultados a alcanzar y las metas de productos a lograrse por cada 
una  de  las  Entidades  con  los  créditos  presupuestarios  que  el  respectivo 
presupuesto les aprueba.”

Subcapítulo II
Fondos Públicos

Artículo 10.- Finalidad de los Fondos Públicos
Los  fondos  públicos  se  orientan  a  la  atención  de  los  gastos  que  genere  el 

cumplimiento de sus fines, independientemente de la fuente de financiamiento de donde 
provengan. Su percepción es responsabilidad de las Entidades competentes con sujeción a 
las normas de la materia.

Los fondos se orientan de manera eficiente y con atención a las prioridades del 
desarrollo del país.

Artículo 11.- Estructura de los Fondos Públicos
Los fondos públicos se estructuran siguiendo las Clasificaciones Económica y por 

Fuente de Financiamiento que son aprobadas, según su naturaleza, mediante Resolución 
Directoral de la Dirección Nacional del Presupuesto Público:

1. Clasificación Económica.- Agrupa los fondos públicos dividiéndolos en:

Ingresos Corrientes.- Agrupa los recursos provenientes de tributos, venta de bienes, prestación de servicios, rentas  
de la propiedad, multas, sanciones y otros Ingresos Corrientes.

Ingresos de Capital.- Agrupa los recursos provenientes de la venta de activos (inmuebles, terrenos, maquinarias, 
etc.), las amortizaciones por los préstamos concedidos (reembolsos), la venta de acciones del Estado en Empresas y otros  
Ingresos de Capital.

Transferencias.-  Agrupan los  recursos sin  contraprestación  y  no  reembolsables provenientes de  Entidades,  de 
personas naturales o jurídicas domiciliadas o no domiciliadas en el país, así como de otros gobiernos.

Financiamiento.- Agrupa los recursos provenientes de operaciones oficiales de crédito interno y externo, así como 
los saldos de balance de años fiscales anteriores. (*)

(*)  Numeral  modificado  por  la  Primera  Disposición  Final  de  la  Ley   Nº  29465, 
publicada el 08 diciembre 2009, la misma que entrará en vigencia a partir del 1 de 
enero de 2010, cuyo texto es el siguiente:

“1. Clasificación Económica: Agrupa los fondos públicos divididos en genérica del 
ingreso, subgenérica del ingreso y específica del ingreso.”

2. Clasificación por Fuentes de Financiamiento.- Agrupa los fondos públicos que 
financian el Presupuesto del Sector Público de acuerdo al origen de los recursos que lo 
conforman. Las Fuentes de Financiamiento se establecen en la Ley de Equilibrio Financiero 
del Presupuesto del Sector Público.

Subcapítulo III
Gastos Públicos

Artículo 12.- Los Gastos Públicos
Los Gastos Públicos son el  conjunto de erogaciones que por concepto de gasto 

corriente,  gasto  de capital  y  servicio  de deuda,  realizan  las  Entidades con cargo a los 
créditos presupuestarios aprobados en los presupuestos respectivos, para ser orientados a 
la  atención de la  prestación de los  servicios  públicos  y  acciones  desarrolladas  por  las 
Entidades de conformidad con sus funciones y objetivos institucionales.
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Artículo 13.- Estructura de los Gastos Públicos
Los gastos públicos se estructuran siguiendo las Clasificaciones Institucional, Económica, Funcional Programática y  

Geográfica, las mismas que son aprobadas mediante Resolución Directoral  de la  Dirección Nacional  del Presupuesto 
Público: (*)

(*) Extremo modificado por la Única Disposición Complementaria Modificatoria de la 
Ley Nº 29812, publicada el 09 diciembre 2011, vigente a partir del 1 de enero de 2012, 
conforme al siguiente texto:

“Artículo 13.- Estructura de los Gastos Públicos 
Los  gastos  públicos  se  estructuran  siguiendo  las  Clasificaciones  Institucional, 

Económica, Funcional Programática y Geográfica, las mismas que son aprobadas mediante 
Resolución Directoral de la Dirección General de Presupuesto Público:"

1 La  Clasificación  Institucional:  Agrupa  las  Entidades  que  cuentan  con  créditos 
presupuestarios aprobados en sus respectivos Presupuestos Institucionales.

2. La Clasificación Funcional Programática: Agrupa los créditos presupuestarios desagregados en funciones, programas 
y  subprogramas.  A  través  de  ella  se  muestran  las  grandes  líneas  de  acción  que  la  Entidad  desarrolla  en  el  
cumplimiento de las funciones primordiales del Estado y en el logro de sus Objetivos y Metas contempladas en sus 
respectivos Planes Operativos Institucionales y Presupuestos Institucionales durante el año fiscal.

Esta clasificación no responde a la estructura orgánica de las Entidades, por lo tanto se configura bajo el criterio de 
tipicidad, de acuerdo a lo siguiente:

- Legislativa
- Justicia
- Administración y Planeamiento
- Agraria
- Protección y Previsión Social
- Comunicaciones
- Defensa y Seguridad Nacional
- Educación y Cultura
- Energía y Recursos Minerales
- Industria, Comercio y Servicios
- Pesca
- Relaciones Exteriores
- Salud y Saneamiento
- Trabajo
- Transporte
- Vivienda y Desarrollo Urbano (*)

(*) Numeral modificado por la Primera Disposición Final de la Ley Nº 29465, publicada el 08 diciembre 2009, la misma 
que entrará en vigencia a partir del 1 de enero de 2010, cuyo texto es el siguiente:

“2.  Clasificación  Funcional  Programática:  Agrupa  los  créditos  presupuestarios  desagregados  en  funciones, 
programas funcionales y subprogramas funcionales. A través de ella se muestran las grandes líneas de acción que la entidad  
desarrolla en el cumplimiento de las funciones primordiales del Estado y en el logro de sus objetivos y metas contempladas 
en sus respectivos planes operativos institucionales y presupuestos institucionales durante el año fiscal.

Esta  clasificación  no responde a  la  estructura  orgánica  de  las  entidades,  configurándose bajo  los  criterios  de  
tipicidad." (*)

(*) Numeral modificado por la Única Disposición Complementaria Modificatoria de la 
Ley Nº 29812, publicada el 09 diciembre 2011, vigente a partir del 1 de enero de 2012, 
conforme al siguiente texto:

"2. Clasificación  Funcional  Programática:  Agrupa  los  créditos  presupuestarios 
desagregados por función, división funcional y grupo funcional. A través de ella se 
muestran las grandes líneas de acción que la entidad desarrolla en el cumplimiento 
de las  funciones  primordiales  del  Estado y en el  logro  de sus objetivos  y  metas 
contemplados en sus respectivos planes operativos institucionales  y presupuestos 
institucionales durante el año fiscal.
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Esta  clasificación  no  responde  a  la  estructura  orgánica  de  las  entidades, 
configurándose bajo los criterios de tipicidad."

3. La Clasificación Económica: Agrupa los créditos presupuestarios por gasto corriente, gasto de capital y servicio de la 
deuda, separándolos por Categoría del Gasto, Grupo Genérico de Gastos, Modalidad de Aplicación y Específica del  

Gasto. (*)

(*)  Numeral  modificado  por  la  Primera  Disposición  Final  de  la  Ley   Nº  29465, 
publicada el 08 diciembre 2009, la misma que entrará en vigencia a partir del 1 de 
enero de 2010, cuyo texto es el siguiente:

“3. Clasificación Económica: Agrupa los créditos presupuestarios por gastos corrientes, 
gastos de capital y servicio de deuda, por genérica del gasto, subgenérica del gasto y 
específica del gasto.”

4. La  Clasificación  Geográfica:  Agrupa  los  créditos  presupuestarios  de  acuerdo  al 
ámbito geográfico donde está prevista la dotación presupuestal y la meta, a nivel de 
Región, Departamento, Provincia y Distrito.

TÍTULO II
EL PROCESO PRESUPUESTARIO

Artículo 14.- Fases del proceso presupuestario

14.1 El  proceso  presupuestario  comprende  las  fases  de  Programación,  Formulación, 
Aprobación,  Ejecución  y  Evaluación  del  Presupuesto,  de  conformidad  con  la  Ley 
Marco de la Administración Financiera del Sector Público - Ley Nº 28112. Dichas 
fases  se  encuentran  reguladas  genéricamente  por  el  presente  Título  y 
complementariamente  por  las  Leyes  de  Presupuesto  del  Sector  Público  y  las 
Directivas que emita la Dirección Nacional del Presupuesto Público.

14.2 El proceso presupuestario se sujeta al criterio de estabilidad, concordante con las 
reglas y metas fiscales establecidas en el Marco Macroeconómico Multianual a que 
se  refiere  la  Ley  de  Responsabilidad  y  Transparencia  Fiscal  -  Ley  Nº  27245, 
modificada por la Ley Nº 27958.

La estabilidad a que se refiere el párrafo precedente se entiende como una situación 
de  sostenibilidad  de  las  finanzas  públicas,  considerada  en  términos  de  capacidad  de 
financiación en concordancia con el principio general contenido en la citada Ley y conforme 
a las reglas fijadas en la Ley de Equilibrio Financiero del Sector Público.

CAPÍTULO I
PROGRAMACIÓN PRESUPUESTARIA

Artículo 15.- Programación Presupuestaria a cargo del Ministerio de Economía 
y Finanzas

15.1 La Fase de Programación Presupuestaria, en adelante Programación, se sujeta a las 
proyecciones  macroeconómicas  contenidas  en  el  artículo  4  de  la  Ley  de 
Responsabilidad y Transparencia Fiscal - Ley Nº 27245, modificada por la Ley Nº 
27958.

15.2 El  Ministerio  de Economía  y  Finanzas,  a  propuesta  de  la  Dirección  Nacional  del 
Presupuesto  Público,  plantea  anualmente  al  Consejo  de  Ministros,  para  su 
aprobación,  los límites de los créditos presupuestarios que corresponderá a cada 
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Entidad  que  se  financie  total  o  parcialmente  con  fondos  Tesoro  Público.  Dichos 
límites son programados en función a lo establecido en el Marco Macroeconómico 
Multianual  y  de  los  topes  máximos  de  gasto  no  financiero  del  Sector  Público, 
quedando sujetas a la  Ley General  todas las disposiciones legales que limiten la 
aplicación de lo dispuesto en el presente numeral.

15.3 Todas las Entidades que no se financien con fondos del Tesoro Público coordinan 
anualmente  con el  Ministerio  de Economía y  Finanzas los  límites de los  créditos 
presupuestarios  que  les  corresponderá  a  cada  una  de ellas  en  el  año  fiscal,  en 
función de los topes de gasto no financiero del Sector Público, estando sujetas a la 
Ley General.

15.4 Los límites de los créditos presupuestarios están constituidos por la estimación de 
ingresos que esperan percibir las Entidades, así como los fondos públicos que le han 
sido determinados y comunicados por el Ministerio de Economía y Finanzas, a más 
tardar dentro de los primeros cinco (5) días hábiles del mes de junio de cada año.

15.5 El  procedimiento  para  la  distribución  y  transferencia  de  fondos  públicos  a  los 
Gobiernos  Regionales  y  Gobiernos  Locales  se  efectúa  conforme  al  marco  legal 
vigente y de la siguiente manera:

a) Los índices de distribución del Fondo de Compensación Regional - FONCOR son 
aprobados  por  el  Ministerio  de  Economía  y  Finanzas  mediante  Resolución 
Ministerial, previo informe favorable del Consejo Nacional de Descentralización - 
CND, sobre la base de la propuesta que para tal fin emita la Dirección General de 
Asuntos Económicos y Sociales - DGAES de dicho ministerio.

En el caso de los fondos públicos que se incorporen al Fondo de Compensación 
Regional  -  FONCOR  provenientes  de  los  procesos  de  privatización  y 
concesiones, la Dirección General de Asuntos Económicos y Sociales coordinará 
con el sector que actúa como concedente en dichos procesos a fin de determinar 
la propuesta de distribución.

b) Los  índices  de  distribución  de  la  Regalía  Minera,  Canon  Minero,  Canon 
Hidroenergético,  Canon  Pesquero,  Canon  Gasífero,  Canon  y  Sobrecanon 
Petrolero, Canon Forestal, del Fondo de Compensación Municipal - FONCOMUN 
y la Participación en la Renta de Aduanas son aprobados por el Ministerio de 
Economía  y  Finanzas,  mediante  Resolución  Ministerial,  sobre  la  base  de  los 
cálculos que para tal efecto formule la Dirección General de Asuntos Económicos 
y  Sociales,  considerando  los  criterios  establecidos  en  el  marco  legal 
correspondiente.

c) El CND, sobre la base de los índices de la distribución aprobados a los que se 
refieren los literales precedentes, determina los montos a ser distribuidos a los 
Gobiernos Regionales y Gobiernos Locales, según sea el caso, comunicándolos 
a la Dirección Nacional del Tesoro Público para que ésta a su vez los transfiera a 
través del Banco de la Nación, a los Gobiernos Regionales o Gobiernos Locales 
según corresponda.

d) Los fondos públicos correspondientes a la Fuente de Financiamiento “Recursos 
Ordinarios para los Gobiernos Regionales” son distribuidos mensualmente por el 
MEF  a  los  Gobiernos  Regionales  a  través  de  la  Dirección  Nacional  del 
Presupuesto Público conforme a sus directivas respectivas. La estimación de los 
citados fondos públicos se detalla en los anexos de la Ley de Presupuesto del 
Sector Público.
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15.6 Los índices de distribución del Vaso de Leche y los Programas Sociales de Lucha 
Contra  la  Pobreza  que  se  transfieran  a  los  Gobiernos  Locales,  se  aprueban,  a 
propuesta  de la  Dirección  General  de  Asuntos  Económicos  y  Sodales  -  DGAES, 
mediante Resolución Ministerial del Ministerio de Economía y Finanzas.

Artículo 16.- Programación en los Pliegos Presupuestarios

16.1 Los Pliegos para efecto de la programación, en concordancia con lo dispuesto en el 
artículo precedente, toman en cuenta lo siguiente:

a) En cuanto a los ingresos a percibir, con excepción de los provenientes del Tesoro 
Público,  se  tendrán  en  cuenta  las  tendencias  de  la  economía,  las 
estacionalidades y los efectos coyunturales que puedan estimarse, así como los 
derivados de los cambios previstos por la normatividad que los regula.

b) En cuanto a los gastos a prever, se asignarán a través de créditos presupuestarios, de conformidad con la  
escala de prioridades y las políticas de gasto priorizadas por el Titular del Pliego. La escala de prioridades es la  
prelación de los Objetivos Institucionales que establece el Titular del Pliego, en función a la Misión, Propósitos y  
Funciones que persigue la Entidad, atendiendo a lo dispuesto en el numeral 16.3 del presente artículo y el  
artículo 71 numeral 71.1 de la Ley General. (*)

(*)  Literal modificado por la Única Disposición Complementaria Modificatoria de la 
Ley Nº 29812, publicada el 09 diciembre 2011, vigente a partir del 1 de enero de 2012, 
conforme al siguiente texto:

"b) En  cuanto  a  los  gastos  a  prever,  se  asignarán  a  través  de  créditos 
presupuestarios, principalmente orientados a los programas presupuestales, a los 
que se hace referencia en el párrafo 79.3 del artículo 79 de la presente Ley, en 
los  cuales  se  establece  una  relación  de causalidad,  debidamente  sustentada, 
entre  actividades,  productos  y  resultados  vinculados  a  objetivos  de  política 
pública,  de  conformidad  con la  escala  de prioridades  y  las  políticas  de gasto 
priorizadas por el titular del pliego. La escala de prioridades es la prelación de los 
Objetivos Institucionales que establece el titular del pliego, en función a la misión, 
propósitos y funciones que persigue la entidad, atendiendo a lo dispuesto en el 
párrafo 16.3 del presente artículo y el artículo 71, párrafo 71.1 de la Ley General."

16.2 El  monto  proveniente  del  Tesoro  Público  será  comunicado  a  los  Pliegos  por  el 
Ministerio de Economía y Finanzas, a través de sus órganos competentes, el que 
será adicionado a los ingresos señalados en el numeral 16.1 literal a) del presente 
artículo, constituyendo el límite del crédito presupuestario que atenderá los gastos del 
Pliego.

16.3 La previsión de gastos debe considerar, primero, los gastos de funcionamiento de 
carácter permanente, como es el caso de las planillas del personal activo y cesante, 
no vinculados a proyectos de inversión, así como sus respectivas cargas sociales; 
segundo, los bienes y servicios necesarios para la operatividad institucional; tercero, 
el  mantenimiento  de  la  infraestructura  de  los  proyectos  de  inversión;  cuarto,  las 
contrapartidas que por efecto de contratos o convenios deban preverse; quinto, los 
proyectos en ejecución; y finalmente, la ejecución de nuevos proyectos.

16.4 Para efecto de la programación de gastos, en el caso de los nuevos proyectos a que 
hace mención el numeral precedente, los pliegos, bajo responsabilidad de su titular, 
sólo  podrán  programar  los  gastos  que  se  requieran  en  el  año  fiscal  respectivo, 
atendiendo  a  que  el  plazo  de  ejecución  del  proyecto,  según  su  declaratoria  de 
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viabilidad,  no  haya  superado  el  año  subsiguiente  al  plazo  previsto  en  dicha 
declaratoria.

16.5 Se consideran los  proyectos  de inversión  que se sujeten a  las  disposiciones  del 
Sistema Nacional de Inversión Pública.

Artículo 17.- Recursos por Operaciones Oficiales de Crédito y por Donaciones 
y Transferencias

Los recursos provenientes  de operaciones oficiales  de crédito  externo e interno, 
cuando sean mayores a un año, así como los provenientes de donaciones y transferencias, 
salvo  en  el  caso  de  operaciones  de  libre  disponibilidad  que  contemple  el  Marco 
Macroeconómico  Multianual  de  acuerdo  al  programa  económico  del  Gobierno,  sólo  se 
presupuestan cuando:

a) Se suscriban o emitan los respectivos Instrumentos Bancarios y/o Financieros de 
acuerdo a la legislación aplicable; o

b) Se celebre el Contrato o Convenio pertinente.

CAPÍTULO II
FORMULACIÓN PRESUPUESTARIA

Artículo 18.- La Fase de Formulación Presupuestaria

18.1 En la Fase de Formulación Presupuestaria, en adelante Formulación, se determina la estructura funcional-
programática del pliego, la cual debe reflejar los objetivos institucionales, debiendo estar diseñada a partir de las categorías  
presupuestarias consideradas en el Clasificador presupuestario respectivo. Asimismo, se determinan las metas en función de  
la escala de prioridades y se consignan las cadenas de gasto y las respectivas Fuentes de Financiamiento. (*)

(*) Extremo modificado por la Única Disposición Complementaria Modificatoria de la 
Ley Nº 29812, publicada el 09 diciembre 2011, vigente a partir del 1 de enero de 2012, 
conforme al siguiente texto:

“Artículo 18.- Fase de Formulación Presupuestaria

18.1 En la Fase de Formulación Presupuestaria, en adelante Formulación, se determina la 
estructura funcional-programática  del  pliego,  la  cual  debe reflejar  la  lógica  de las 
intervenciones  definidas  con  un  enfoque  por  resultados  para  lograr  los  objetivos 
institucionales  y  los  de  política  pública,  debiendo  estar  diseñada  a  partir  de  las 
categorías presupuestarias consideradas en el clasificador presupuestario respectivo. 
Asimismo,  se  determinan  las  metas  en función  de la  escala  de prioridades  y  se 
consignan las cadenas de gasto y las respectivas fuentes de financiamiento."

18.2 La estructura de la cadena funcional-programática es propuesta, considerando los 
criterios de tipicidad y atipicidad, por la Dirección Nacional del Presupuesto Público, a 
los pliegos para su aprobación.

Artículo 19.- Medios informáticos
La propuesta y demás documentación vinculada a la formulación del presupuesto 

del  Pliego  se  tramitará  sirviéndose  de  los  medios  informáticos  que  para  tal  efecto  el 
Ministerio  de  Economía  y  Finanzas  pondrá  a  disposición  de  las  Entidades,  fijando  la 
Dirección  Nacional  del  Presupuesto  Público  los  procedimientos  y  plazos  para  su 
presentación y sustentación.
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CAPÍTULO III
APROBACIÓN DE LA LEY DE PRESUPUESTO DEL SECTOR PÚBLICO

Artículo 20.- Estructura de la Ley de Presupuesto del Sector Público
De conformidad con lo  dispuesto en la  Constitución Política  del Perú,  la  Ley de 

Presupuesto del Sector Público se estructura en las siguientes secciones:

a) Gobierno Central
Comprende  los  créditos  presupuestarios  aprobados  a  los  pliegos  del  Gobierno 

Nacional representativos de los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial,  y sus 
Instituciones Públicas Descentralizadas. Asimismo, se consideran comprendidos 
en  el  Gobierno  Nacional,  en  calidad  de pliegos,  el  Ministerio  Público,  Jurado 
Nacional  de  Elecciones,  Oficina  Nacional  de  Procesos  Electorales,  Registro 
Nacional de Identificación y Estado Civil,  Consejo Nacional de la Magistratura, 
Defensoría  del  Pueblo,  Contraloría  General  de  la  República,  Tribunal 
Constitucional,  Universidades  Públicas,  los  organismos  reguladores, 
recaudadores y supervisores;  y,  demás Entidades que cuenten con un crédito 
presupuestario en la Ley de Presupuesto del Sector Público.

b) Instancias Descentralizadas
Comprende  las  transferencias  a  los  pliegos  representativos  de  los  niveles  de 

Gobierno Regional y Gobierno Local.

Artículo 21.- Los anteproyectos de la Ley de Presupuesto del Sector Público y 
la Ley de Equilibrio Financiero del Presupuesto del Sector Público

21.1 Los anteproyectos de la Ley de Presupuesto y de la Ley de Equilibrio Financiero del 
Presupuesto  del  Sector  Público,  preparados  por  la  Dirección  Nacional  del 
Presupuesto Público, son sometidos por el Ministerio de Economía y Finanzas a la 
aprobación  del  Consejo  de  Ministros  y  remitidos  como  proyectos  de  Ley  por  el 
Presidente de la República al Poder Legislativo, de acuerdo al procedimiento y plazos 
correspondientes establecidos por la Constitución Política del Perú.

21.2 El proyecto de Ley de Presupuesto del Sector Público contiene una parte normativa que regula aspectos vinculados a  
la materia presupuestaria, y está acompañado de la documentación complementaria siguiente:

a) Exposición de Motivos, señalando los objetivos de política fiscal y los supuestos macroeconómicos que serán  
tomados del Marco Macroeconómico Multianual del año correspondiente, en que se sustenta el proyecto de Ley  
de Presupuesto del Sector Publico.

b) Anexo de Subvenciones para Personas Jurídicas.

c) Cuadros Resúmenes Explicativos de los Ingresos y Gastos, que incluyen la relación de cuotas a organismos 
internacionales.

d) Distribución Institucional del gasto por ámbito regional.

e) Cuadros  que  muestren  la  Clasificación  Funcional  Programática  correspondiente  a  la  propuesta  de  Ley  de 
Presupuesto del Sector Público.

f)Los anexos de la Ley de Presupuesto del Sector Público que contienen los estados de gastos a nivel de Pliego, 
Función, Programa, Actividad, Proyecto, Grupo Genérico de Gasto y Fuentes de Financiamiento. (*)

(*) Numeral modificado por la Segunda Disposición Complementaria Modificatoria de 
la Ley Nº 29626, publicada el 09 diciembre 2010, vigente a partir del 1 de enero de 
2011, cuyo texto es el siguiente:

"21.2 El proyecto de ley de presupuesto del sector público contiene una parte normativa 
que regula aspectos vinculados a la materia presupuestaria, y está acompañado de 
la documentación complementaria siguiente:
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a) Exposición de Motivos, señalando los objetivos de política fiscal y los supuestos 
macroeconómicos que serán tomados del Marco Macroeconómico Multianual del 
año correspondiente, en que se sustenta el proyecto de ley de presupuesto del 
sector público.

b) Anexo de Subvenciones para Personas Jurídicas.

c) Cuadros  Resúmenes  Explicativos  de  los  Ingresos  y  Gastos,  que  incluyen  la 
relación de cuotas a organismos internacionales.

d) Información  del  presupuesto  de  los  pliegos  del  Gobierno  Nacional  y  de  los 
gobiernos  regionales,  detallado  por:  pliego,  función,  programa,  subprograma, 
actividad/proyecto, componente, meta y genérica de gasto.

e) Información de los ingresos para los pliegos del Gobierno Nacional y de los gobiernos regionales, detallado por:  
pliego, departamento, provincia, genérica de ingresos y subgenérica. (*)

(*)  Literal modificado por la Única Disposición Complementaria Modificatoria de la 
Ley Nº 29812, publicada el 09 diciembre 2011, vigente a partir del 1 de enero de 2012, 
conforme al siguiente texto:

"e) Información  de  los  ingresos  para  los  pliegos  del  Gobierno  Nacional  y  de  los 
gobiernos regionales, detallado por: pliego, genérica de ingresos y subgenérica."

f)Información  de  los  Programas  Presupuestales  Estratégicos  (PPE),  incluyendo  descripciones  breves,  según 
disponibilidad, de los modelos lógicos, línea de base, metas y avances de los indicadores a nivel nacional y  
departamental, así como los presupuestos asignados a nivel global, territorial, entre otros, según los PPE. (*)

(*)  Literal modificado por la Única Disposición Complementaria Modificatoria de la 
Ley Nº 29812, publicada el 09 diciembre 2011, vigente a partir del 1 de enero de 2012, 
conforme al siguiente texto:

"f) Información  de  avances  de  desempeño  y  de  metas  de  los  Programas 
Presupuestales."

La información a que se refiere el párrafo 21.2 se remite en formato electrónico.”

Artículo 22.- Aprobación del Presupuesto
Las Leyes de Presupuesto del  Sector Público,  aprobadas por el  Congreso de la 

República,  así  como  los  demás  presupuestos,  constituyen  el  total  del  crédito 
presupuestario, que comprende el límite máximo de gasto a ejecutarse en el año fiscal. A la 
Ley  de  Presupuesto  del  Sector  Público  se  acompañan  los  estados  de  gastos  del 
presupuesto  que  contienen  los  créditos  presupuestarios  estructurados  siguiendo  las 
clasificaciones:  Institucional,  Funcional-Programático,  Grupo  Genérico  de  Gasto  y  por 
Fuentes de Financiamiento.

Artículo 23.- Aprobación y Presentación de los Presupuestos Institucionales 
de Apertura

23.1 Los  Presupuestos  Institucionales  de  Apertura  correspondientes  a  los  pliegos  del 
Gobierno Nacional se aprueban a más tardar el 31 de diciembre de cada año fiscal.

Para tal  efecto,  una vez aprobada y publicada la  Ley de Presupuesto del  Sector 
Público, el Ministerio de Economía y Finanzas a través de la Dirección Nacional del 
Presupuesto  Público,  remite  a  los  pliegos  el  reporte  oficial  que  contiene  el 
desagregado del Presupuesto de Ingresos al nivel de pliego y específica del ingreso, 
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y  de  Egresos  por  Unidad  Ejecutora,  de  ser  el  caso,  Función,  Programa, 
Subprograma, Actividad, Proyecto, Categoría de Gasto, Grupo Genérico de Gasto y 
Fuente  de  Financiamiento,  para  los  fines  de  la  aprobación  del  Presupuesto 
Institucional de Apertura.

23.2  Los  Pliegos  del  Gobierno  Nacional  presentan  copia  de  sus  Presupuestos 
Institucionales  de  Apertura,  dentro  de  los  circo  (5)  días  calendario  siguientes  de 
aprobados,  a la  Comisión de Presupuesto y  Cuenta General  de la  República  del 
Congreso de la República, a la Contraloría General de la República y a la Dirección 
Nacional del Presupuesto Público.

Artículo 24.- Publicación

24.1 La Ley de Presupuesto del Sector Público se publica en el Diario Oficial El Peruano, 
así como en el  portal  de transparencia económica del Ministerio  de Economía y 
Finanzas antes del inicio del respectivo año fiscal.

24.2 Los  estados  de  gastos  del  presupuesto  reflejados  en  los  Anexos  de  la  Ley  de 
Presupuesto del Sector Público, así como los Presupuestos de las demás Entidades 
a  que  se  refiere  el  Capítulo  VI  del  Título  II  de  la  Ley  General,  son  editados  y 
publicados  en  documento  especial  por  la  Dirección  Nacional  del  Presupuesto 
Público.

CAPÍTULO IV
EJECUCIÓN PRESUPUESTARIA

Subcapítulo l
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 25.- La Fase de Ejecución Presupuestaria
La  Ejecución  Presupuestaria,  en  adelante  Ejecución,  está  sujeta  al  régimen del 

presupuesto anual y a sus modificaciones conforme a la Ley General,  se inicia el 1 de 
enero y culmina el 31 de diciembre de cada año fiscal. Durante dicho período se perciben 
los  ingresos  y  se  atienden  las  obligaciones  de  gasto  de  conformidad  con  los  créditos 
presupuestarios autorizados en los Presupuestos.

Artículo 26.- Exclusividad de los Créditos Presupuestarios

26.1 El crédito presupuestario se destina, exclusivamente, a la finalidad para la que haya 
sido  autorizado  en  los  presupuestos,  o  la  que  resulte  de  las  modificaciones 
presupuestarias  aprobadas  conforme  a  la  Ley  General.  Entiéndese  por  crédito 
presupuestario a la dotación consignada en el Presupuesto del Sector Público, así 
como en sus modificaciones,  con el  objeto de que las entidades puedan ejecutar 
gasto público.

26.2 Las  disposiciones  legales  y  reglamentarias,  los  actos  administrativos  y  de 
administración,  los  contratos  y/o  convenios  así  como  cualquier  actuación  de  las 
Entidades,  que afecten gasto  público  deben supeditarse,  de  forma estricta,  a  los 
créditos  presupuestarios  autorizados,  quedando  prohibido  que  dichos  actos 
condicionen su aplicación a créditos presupuestarios mayores  o adicionales  a los 
establecidos  en  los  Presupuestos,  bajo  sanción  de  nulidad  y  responsabilidad  del 
Titular de la Entidad y de la persona que autoriza el acto.

Artículo 27.- Limitaciones de los Créditos Presupuestarios
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27.1 Los créditos presupuestarios tienen carácter limitativo. No se pueden comprometer ni 
devengar  gastos,  por  cuantía  superior  al  monto  de  los  créditos  presupuestarios 
autorizados  en  los  presupuestos,  siendo  nulos  de  pleno  derecho  los  actos 
administrativos o de administración que incumplan esta limitación, sin perjuicio de las 
responsabilidades civil, penal y administrativa que correspondan.

27.2 Con  cargo  a  los  créditos  presupuestarios  sólo  se  pueden  contraer  obligaciones 
derivadas  de  adquisiciones,  obras,  servicios  y  demás  prestaciones  o  gastos  en 
general que se realicen dentro del año fiscal correspondiente.

27.3 Los  contratos  para  las  adquisiciones,  obras,  servicios  y  demás  prestaciones  se 
sujetan al  presupuesto  institucional  para  el  año fiscal.  En el  caso de los  nuevos 
contratos de obra a suscribirse,  cuyos plazos de ejecución superen el  año fiscal, 
deben  contener,  obligatoriamente  y  bajo  sanción  de  nulidad,  una  cláusula  que 
establezca  que  la  ejecución  de  los  mismos  está  sujeta  a  la  disponibilidad 
presupuestaria y financiera de la Entidad, en el marco de los créditos presupuestarios 
contenidos en los Presupuestos correspondientes.

Artículo 28.- Control presupuestal de los gastos
La Dirección Nacional del Presupuesto Público realiza el control presupuestal, que 

consiste,  exclusivamente,  en  el  seguimiento  de  los  niveles  de  ejecución  de  egresos 
respecto a los créditos presupuestarios autorizados por la Ley de Presupuesto del Sector 
Público y sus modificaciones, en el marco de lo dispuesto en el artículo 13 de la Ley Marco 
de la Administración Financiera del Sector Público - Ley Nº 28112.

Artículo 29.- Ejercicio Presupuestario
El ejercicio presupuestario comprende el año fiscal y el período de regularización:

a) Año Fiscal, en el cual se realizan las operaciones generadoras de los ingresos y 
gastos  comprendidos  en  el  Presupuesto  aprobado,  se  inicia  el  1  de  enero  y 
culmina el  31  de diciembre.  Sólo  durante dicho plazo se aplican  los  ingresos 
percibidos, cualquiera sea el período del que se deriven, así como se ejecutan las 
obligaciones de gasto que se hayan devengado hasta el último día del mes de 
diciembre, siempre que corresponda a los créditos presupuestarios aprobados en 
los Presupuestos.

b) Período  de  Regularización,  en  el  que  se  complementa  el  registro  de  la 
información  de  ingresos  y  gastos  de  las  Entidades  sin  excepción;  será 
determinado  por  la  Dirección  Nacional  del  Presupuesto  Público  mediante 
Directiva,  conjuntamente  con  los  órganos  rectores  de  los  otras  sistemas  de 
administración financiera; sin exceder el 31 de marzo de cada año.

“Artículo 29-A.- Previsión Presupuestaria Trimestral Mensualizada (PPTM)
La Previsión Presupuestaria Trimestral Mensualizada (PPTM) es un instrumento de ejecución del gasto público de  

corto plazo, a través de la cual se determinan los montos máximos trimestrales mensualizados que los pliegos del Gobierno 
Nacional y gobiernos regionales podrán ejecutar con criterios de oportunidad, focalización y temporalidad, para la provisión de  
bienes,  servicios,  obras  y  servicio  de  la  deuda,  según  corresponda,  en  el  marco  de  la  disciplina  fiscal  y  el  Marco  
Macroeconómico Multianual. La PPTM es determinada por la Dirección Nacional del Presupuesto Público, con cargo a la 
Fuente de Financiamiento Recursos Ordinarios, y está desagregada a nivel de pliegos y Genéricas del Gasto.” (1)(2)

(1) Artículo incorporado por la Primera Disposición Final de la Ley Nº 29465, publicada el 08 diciembre 2009. La citada 
Ley entra en vigencia a partir del 1 de enero de 2010.

(2) Artículo modificado por la Tercera Disposición Complementaria Modificatoria de 
la Ley Nº 29626, publicada el 09 diciembre 2010, vigente a partir del 1 de enero de 
2011, cuyo texto es el siguiente:
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“Artículo 29-A.- Programación de Compromisos Anual (PCA)
La Programación de Compromisos Anual (PCA) es un instrumento de programación 

del  gasto  público  de  corto  plazo  por  toda  fuente  de  financiamiento,  que  permite 
compatibilizar  la  programación de caja  de ingresos y  gastos,  con la  real  capacidad  de 
financiamiento para el año fiscal respectivo, en el marco de la disciplina fiscal y el Marco 
Macroeconómico Multianual. Dicho instrumento es revisado y actualizado sobre la base de 
la información que proporcionen los pliegos, de manera trimestral, siendo autorizado por la 
Dirección  General  del  Presupuesto  Público,  mediante  resolución  directoral.  Mediante 
resolución directoral se establecen los procedimientos, mecanismos y formalidades para la 
determinación, revisión y actualización de la PCA.

La determinación de la PCA no convalida los actos o acciones que no se ciñan a la 
normativa vigente, correspondiendo al Órgano de Control Interno o el que haga sus veces 
en el pliego verificar la legalidad y observancia de las formalidades aplicables a cada caso.”

Artículo 30.- Calendario de Compromisos

30.1 El calendario de compromisos constituye la autorización para la ejecución de los créditos presupuestarios, en función  
del cual se establece el monto máximo para comprometer gastos a ser devengados, con sujeción a la percepción  
efectiva de los ingresos que constituyen su financiamiento. Los calendarios de compromisos son modificados durante  
el ejercicio presupuestario de acuerdo a la disponibilidad de los fondos Públicos. Los calendarios de compromisos 
son aprobados conforme a lo siguiente:

a) En  el  Gobierno  Nacional,  a  nivel  de  Pliego,  Unidad  Ejecutora,  Grupo  Genérico  de  Gasto  y  Fuente  de 
Financiamiento  es  autorizado por  la  Dirección  Nacional  del  Presupuesto  Público,  con cargo a  los  créditos 
presupuestarios  aprobados  en  el  Presupuesto  Institucional  del  pliego  y  en  el  marco  de  las  proyecciones  
macroeconómicas contenidas en la Ley de Responsabilidad y Transparencia Fiscal - Ley Nº 27245, modificada  
por la Ley Nº 27958.

b) En los Gobiernos Regionales y Gobiernos Locales, a nivel de Pliego, Unidad Ejecutora, Grupo Genérico de 
Gasto y Fuente de Financiamiento es autorizado por el Titular del pliego, a propuesta del Jefe de la Oficina de  
Presupuesto o la que haga sus veces, con cargo a los créditos presupuestarios aprobados en el Presupuesto 
Institucional del respectivo nivel de Gobierno y de acuerdo a la disponibilidad financiera en todas las Fuentes de 
Financiamiento.

30.2 Para  efecto  de  lo  dispuesto  en  el  literal  b)  del  numeral  30.1  del  presente  artículo,  la  Dirección  Nacional  del  
Presupuesto  Público  establece  los  lineamientos,  procedimientos  y  restricciones  que  sean  necesarias  en  la  
aprobación de los calendarios de compromisos y de sus modificaciones.

30.3 La  aprobación  de  los  calendarios  de  compromisos  no  convalida  los  actos  o  acciones  que  no  se  ciñan  a  la  
normatividad vigente, correspondiendo al Órgano de Control Interno o el que haga sus veces en el pliego verificar la  
legalidad y observancia de las formalidades aplicables a cada caso.

30.4 No están comprendidos en el presente artículo los organismos reguladores, recaudadores, supervisores, así como 
cualquier otra Entidad que se financie únicamente con recursos directamente recaudados.(*)

(*) Artículo modificado por la Primera Disposición Final de la Ley Nº 29465, publicada el 08 diciembre 2009, la misma 
que entrará en vigencia a partir del 1 de enero de 2010, cuyo texto es el siguiente:

“Artículo 30.- Calendario de compromisos institucional

30.1 El calendario de compromisos institucional es un acto de administración que contiene la programación 
mensual de la ejecución de las obligaciones previamente comprometidas y devengadas, con sujeción a 
la  percepción  de  los  ingresos  que  constituyen  su  financiamiento.  Los  calendarios  de  compromisos 
institucionales son modificados durante el año fiscal,  de acuerdo a la disponibilidad de los recursos  
públicos.

Cuando se trate de la Fuente de Financiamiento Recursos Ordinarios, los pliegos del Gobierno Nacional  
y los gobiernos regionales aprueban sus calendarios de compromisos institucionales tomando como 
referencia los montos establecidos en la Previsión Presupuestaria Trimestral Mensualizada.

En el caso de fuentes de financiamiento distintas, se toma como referencia la disponibilidad financiera  
de los recursos públicos.

30.2 Los calendarios  de compromisos  institucionales son  aprobados en el  Gobierno  Nacional,  gobiernos 
regionales  y  gobiernos  locales,  por  resolución  del  titular  del  pliego presupuestario  o  de quien  este 
delegue,  a  propuesta  de  los  jefes  de  la  oficinas  generales  de  administración  y  presupuesto,  
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respectivamente, o la que haga sus veces, a nivel de pliego, unidad ejecutora, de ser el caso, genérica  
de gasto y fuente de financiamiento.

30.3 La aprobación de los calendarios de compromisos institucionales no convalida los actos o acciones que 
no se ciñan a la normatividad vigente, correspondiendo exclusivamente al órgano de control interno o el  
que haga sus veces en el pliego verificar la legalidad y observancia de las formalidades aplicables a  
cada caso, en el marco del Sistema Nacional de Control.”(*)

(*) Artículo derogado por la Tercera Disposición Complementaria Modificatoria de la 
Ley Nº 29626, publicada el 09 diciembre 2010, vigente a partir del 1 de enero de 2011.

Artículo 31.- Control de la Legalidad

31.1  La  Contraloría  General  de  la  República  y  los  Órganos  de  Control  Interno  de  las 
Entidades  supervisan  la  legalidad  de  la  ejecución  del  presupuesto  público 
comprendiendo la correcta gestión y utilización de los recursos y bienes del Estado, 
según  lo  estipulado  en  la  Ley  Orgánica  del  Sistema  Nacional  de  Control  de  la 
Contraloría General de la República - Ley Nº 27785.

31.2 El Congreso de la República fiscaliza la ejecución presupuestaria.

Subcapítulo II
Gestión Presupuestaria de los Fondos y Gastos Públicos

Artículo 32.- Ejecución de los fondos públicos
La ejecución de los fondos públicos se realiza en las etapas siguientes:

a) Estimación
b) Determinación
c) Percepción

La Estimación es el cálculo o proyección de los ingresos que por todo concepto se 
espera  alcanzar  durante  el  año  fiscal,  considerando  la  normatividad  aplicable  a  cada 
concepto de ingreso, así como los factores estacionales que incidan en su percepción.

La Determinación es el acto por el que se establece o identifica con precisión el 
concepto, el monto, la oportunidad y la persona natural o jurídica, que debe efectuar un 
pago o desembolso de fondos a favor de una Entidad.

La Percepción es el momento en el cual se produce la recaudación, captación u 
obtención efectiva del ingreso.

Artículo 33.- Ejecución del gasto público
La ejecución del gasto público comprende las etapas siguientes:

a) Compromiso
b) Devengado
c) Pago

Artículo 34.- Compromiso

34.1 El compromiso es el acto mediante el cual se acuerda, luego del cumplimiento de los 
trámites legalmente establecidos,  la realización de gastos previamente aprobados, 
por  un  importe  determinado  o  determinable,  afectando  total  o  parcialmente  los 
créditos  presupuestarios,  en  el  marco  de  los  Presupuestos  aprobados  y  las 
modificaciones  presupuestarias  realizadas.  El  compromiso  se  efectúa  con 
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posterioridad a la generación de la obligación nacida de acuerdo a Ley, Contrato o 
Convenio.  El  compromiso  debe  afectarse  preventivamente  a  la  correspondiente 
cadena  de  gasto,  reduciendo  su  importe  del  saldo  disponible  del  crédito 
presupuestario, a través del respectivo documento oficial.

34.2 Los  funcionarios  y  servidores  públicos  realizan  compromisos  dentro  del  marco  de  los  créditos  presupuestarios 
aprobados en el presupuesto para el año fiscal, sin exceder el monto aprobado en los Calendarios de Compromisos; 
las acciones que contravengan lo antes establecido, generan las responsabilidades correspondientes. (*)

(*)  Numeral  modificado  por  la  Primera  Disposición  Final  de  la  Ley   Nº  29465, 
publicada el 08 diciembre 2009, la misma que entrará en vigencia a partir del 1 de 
enero de 2010, cuyo texto es el siguiente:

“34.2 Los funcionarios y servidores públicos realizan compromisos dentro del marco de los 
créditos  presupuestarios  aprobados  en  el  presupuesto  para  el  año  fiscal.  Las 
acciones  que  contravengan  lo  antes  establecido  generan  las  responsabilidades 
correspondientes.”

Artículo 35.- Devengado

35.1 El  devengado  es  el  acto  mediante  el  cual  se  reconoce  una  obligación  de  pago, 
derivada de un gasto aprobado y comprometido, que se produce previa acreditación 
documental ante el órgano competente de la realización de la prestación o el derecho 
del  acreedor.  El  reconocimiento  de  la  obligación  debe  afectarse  al  Presupuesto 
Institucional, en forma definitiva, con cargo a la correspondiente cadena de gasto.

35.2 El devengado es regulado en forma específica por las normas del Sistema Nacional 
de Tesorería.

Artículo 36.- Pago

36.1 El pago es el acto mediante el cual se extingue, en forma parcial o total, el monto de 
la  obligación  reconocida,  debiendo  formalizarse  a  través  del  documento  oficial 
correspondiente. Se prohibe efectuar pago de obligaciones no devengadas.

36.2 El pago es regulado en forma específica por las normas del Sistema Nacional de 
Tesorería.

Artículo  37.-  Tratamiento  de  los  compromisos  y  los  devengados  a  la 
culminación del año fiscal

37.1 Los gastos comprometidos y no devengados al 31 de diciembre de cada año fiscal 
pueden afectarse al Presupuesto Institucional del período inmediato siguiente, previa 
anulación del registro presupuestario efectuado a la citada fecha.  En tal caso, se 
imputan dichos compromisos a los créditos presupuestarios aprobados para el nuevo 
año fiscal.

37.2 Los gastos devengados y no pagados al  31  de diciembre de cada año fiscal  se 
cancelan  durante  el  primer  trimestre  del  año  fiscal  siguiente,  con  cargo  a  la 
disponibilidad financiera existente correspondiente a la fuente de financiamiento a la 
que fueron afectados.

37.3 Con  posterioridad  al  31  de  diciembre  no  se  pueden  efectuar  compromisos  ni 
devengar gastos con cargo al año fiscal que se cierra en esa fecha.
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Subcapítulo III
Modificaciones Presupuestarias

Artículo 38.- Modificación presupuestaria
Los  montos  y  las  finalidades  de  los  créditos  presupuestarios  contenidos  en  los 

Presupuestos  del  Sector  Publico  sólo  podrán  ser  modificados  durante  el  ejercicio 
presupuestario,  dentro  de  los  límites  y  con  arreglo  al  procedimiento  establecido  en  el 
presente Subcapítulo, mediante:

a) Modificaciones en el Nivel Institucional
b) Modificaciones en el Nivel Funcional Programático

Artículo 39.- Modificaciones Presupuestarias en el Nivel Institucional

39.1 Constituyen  modificaciones  presupuestarias  en  el  Nivel  Institucional:  los  Créditos 
Suplementarios y las Transferencias de Partidas, los que son aprobados mediante 
Ley:

a) Los  Créditos  Suplementarios,  constituyen  incrementos  en  los  créditos 
presupuestarios autorizados, provenientes de mayores recursos respecto de los 
montos establecidos en la Ley de Presupuesto del Sector Público; y,

b) Las Transferencias de Partidas, constituyen traslados de créditos presupuestarios 
entre pliegos.

39.2 En  el  caso  de  los  Gobiernos  Regionales  y  Gobiernos  Locales,  los  Créditos 
Suplementarios de los fondos públicos administrados por dichos niveles de gobierno 
se aprueban por Acuerdo del Consejo Regional o Concejo Municipal según sea el 
caso.

Artículo  40.-  Modificaciones  Presupuestarias  en  el  Nivel  Funcional 
Programático

40.1 Son  modificaciones  presupuestarias  en  el  nivel  Funcional  Programático  que  se 
efectúan dentro del marco del Presupuesto Institucional vigente de cada Pliego, las 
habilitaciones y las anulaciones que varíen los créditos presupuestarios aprobados 
por  el  Presupuesto  Institucional  para  las  actividades  y  proyectos,  y  que  tienen 
implicancia  en la  estructura  funcional  programática  compuesta  por  las  categorías 
presupuestarias que permiten visualizar los propósitos a lograr durante el año fiscal:

a) Las  Anulaciones  constituyen  la  supresión  total  o  parcial  de  los  créditos 
presupuestarios de actividades o proyectos.

b) Las Habilitaciones constituyen el incremento de los créditos presupuestarios de 
actividades  y  proyectos  con  cargo  a  anulaciones  de  la  misma  actividad  o 
proyecto, o de otras actividades y proyectos.

40.2 Las  modificaciones  presupuestarías  en  el  nivel  Funcional  Programático  son 
aprobadas mediante Resolución del Titular, a propuesta de la Oficina de Presupuesto 
o de la que haga sus veces en la Entidad. El Titular puede delegar dicha facultad de 
aprobación, a través de disposición expresa, la misma que debe ser publicada en el 
Diario Oficial El Peruano.

Artículo  41.-  Limitaciones  a  las  modificaciones  presupuestarias  en el  Nivel 
Funcional Programático
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41.1 Durante la ejecución del Presupuesto, las modificaciones presupuestarias en el nivel 
Funcional Programático se sujetan a las limitaciones siguientes:

a) Los Grupos Genéricos de Gasto podrán ser objeto de anulaciones: si luego de 
haberse cumplido el fin para el que estuvieron previstos generan saldos; si se 
suprime  la  finalidad;  si  existe  un  cambio  en  la  prioridad  de  los  objetivos 
institucionales o si las proyecciones muestran que al cierre del año fiscal arrojen 
saldos de libre disponibilidad, como consecuencia del cumplimiento o la supresión 
total o parcial de metas presupuestarias.

b) Los  Grupos  Genéricos  de  Gasto  podrán  ser  objeto  de  habilitaciones  si  las 
proyecciones  al  cierre  del  año  fiscal  muestran  déficit  respecto  de  las  metas 
programadas o si se incrementan o crean nuevas metas presupuestarias.

c) No  se  podrán  autorizar  habilitaciones  para  gastos  corrientes  con  cargo  a 
anulaciones presupuestarias, vinculadas a gastos de inversión.(1)(2)(3)(4)

(1) De conformidad con el Artículo 2 del Decreto de Urgencia N° 003-2007, publicado el 25 enero 2007, se 
exonera a los pliegos involucrados en la aplicación de lo dispuesto en el artículo 1 de la presente norma 
de lo establecido en el presente literal y en el inciso f) del artículo 5 de la Ley Nº 28927, para efecto de 
adquirir vacunas, medicinas, insecticidas, equipos de fumigación, equipos electrógenos, combustibles, 
motobombas, depósitos de agua portátiles, plantas portátiles de tratamiento de agua, sacos terreros, 
módulos de vivienda de emergencia,  calaminas y otros bienes y servicios, con el objeto de realizar 
actividades y ejecutar proyectos de atención de desastres y mitigación de daños del período de lluvias 
2007. 

(2) De conformidad con la Sétima Disposición Final de la Ley N° 28979, publicada el 16 febrero 2007, se 
exeptúa al pliego Ministerio de Educación de lo establecido en el presente literal, con cargo a dar cuenta 
al Congreso de la República y a la Contraloría General de la República.

(3) De conformidad con el Literal E de la Segunda Disposición Final de la Ley Nº 29142, publicada el 10 
diciembre 2007, la misma que de conformidad con su Quincuagésima Cuarta Disposición Final entrará 
en vigencia a partir del 1 de enero de 2008, se establece que para la aplicación de la citada disposición, 
los gobiernos regionales y los gobiernos locales quedan exonerados de lo dispuesto en el presente 
literal.

(4) Inciso dejado en suspenso por el Artículo 8 del Decreto de Urgencia Nº 015-2010, publicado el 21 
febrero 2010.

41.2 No  están  sujetas  a  las  limitaciones  mencionadas  en  el  numeral  precedente  las 
modificaciones  en  el  nivel  Funcional  Programático  que  se  produzcan  como 
consecuencia de la creación, desactivación, fusión o reestructuración de Entidades, o 
cuando se realice el traspaso de Actividades o Proyectos de un pliego a otro.

Artículo 42.- Incorporación de mayores fondos públicos

42.1 Las incorporaciones de mayores fondos públicos que se generen como consecuencia 
de  la  percepción  de  determinados  ingresos  no  previstos  o  superiores  a  los 
contemplados  en  el  presupuesto  inicial,  son  aprobados  mediante  resolución  del 
Titular de la Entidad cuando provienen de: 

a) Las Fuentes de Financiamiento distintas a las de Recursos Ordinarios y recursos 
por operaciones oficiales de crédito que se produzcan durante el año fiscal.

b) La recuperación en dinero, resultado de la venta de alimentos y productos, en el 
marco de Convenios Internacionales.

c) Los diferenciales cambiarios de las Fuentes de Financiamiento distintas a las de 
Recursos Ordinarios, orientados al cumplimiento de nuevas metas, caso contrario 
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se  constituyen  en  recursos  financieros  para  dar  cobertura  a  los  créditos 
presupuestarios  previstos  en  el  presupuesto  institucional.  El  presente  literal 
también  comprende  los  saldos  de balance  generados  por  la  monetización  de 
alimentos y productos. 

d) Los  recursos  financieros,  distintos  a  la  Fuente  de  Financiamiento  Recursos  Ordinarios,  que  no  se  hayan  
utilizado al 31 de diciembre del año fiscal, constituyen Saldos de Balance, los mismos que se pueden incorporar  
durante la ejecución en el presupuesto de la Entidad, bajo la modalidad de incorporación de mayores fondos 
públicos que se generen por el incremento de los créditos presupuestarios. (*)

(*) Párrafo modificado por la Primera Disposición Final de la Ley  Nº 29465, publicada 
el 08 diciembre 2009, la misma que entrará en vigencia a partir del 1 de enero de 
2010, cuyo texto es el siguiente:

“d) Los  recursos  financieros  distintos  a  la  Fuente  de  Financiamiento  Recursos 
Ordinarios que no se hayan utilizado al 31 de diciembre del año fiscal constituyen 
saldos  de balance y son registrados financieramente  cuando se determine su 
cuantía.  Durante  la  ejecución  presupuestaria,  dichos  recursos  se  podrán 
incorporar para financiar la creación o modificación de metas presupuestarias de 
la  entidad,  que  requieran  mayor  financiamiento.  Los  recursos  financieros 
incorporados mantienen la finalidad para los cuales fueron asignados en el marco 
de las disposiciones legales vigentes.”

El Saldo de Balance de las Fuentes de Financiamiento recursos por operaciones 
oficiales de crédito y donaciones y transferencias que requiera de contrapartida, 
será asumida, exclusivamente, con cargo al respectivo presupuesto institucional 
aprobado para el pliego.

(*) De conformidad con el Artículo 5, Numeral 5.4 de la Ley N° 28929, publicada el 12 diciembre 2006, la 
misma  que  de  conformidad  con  su  Décima  Tercera  Disposición  Complementaria  y  Final  entra  en 
vigencia a partir del 01 de enero de 2007, se establece que los recursos de la fuente de financiamiento 
Recursos Ordinarios, que la Dirección Nacional del Tesoro Público deposita directamente a nombre de 
una entidad pública en una cuenta de un fideicomiso de administración de recursos, no están sujetos a 
lo dispuesto en el presente literal. 

42.2 La  mayor  disponibilidad  financiera  de  los  fondos  públicos  que  financian  el 
presupuesto de los organismos reguladores, recaudadores, supervisores, así como 
de cualquier  otra Entidad que no se financie con recursos del Tesoro Público,  es 
incorporada  en  sus  respectivos  presupuestos,  mediante  la  resolución  del  Titular 
correspondiente,  previo  informe favorable  del  Ministerio  de  Economía  y  Finanzas 
respecto al cumplimiento de las metas del Marco Macroeconómico Multianual.

42.3 La  mayor  disponibilidad  financiera  de  los  fondos  públicos  que  financian  el 
presupuesto  de  las  Empresas  y  Organismos  Públicos  Descentralizados  de  los 
Gobiernos Regionales y Gobiernos Locales,  es aprobada mediante resolución del 
Titular correspondiente. La Dirección Nacional del Presupuesto Público sobre la base 
de dichas Resoluciones propone el proyecto de Decreto Supremo que aprueba las 
modificaciones al Presupuesto Consolidado de las Empresas y Organismos Públicos 
Descentralizados de los Gobiernos Regionales y Gobiernos locales. (*)

(*) De conformidad con la Cuadragésima Cuarta Disposición Final de la Ley Nº 29465, publicada el 08 
diciembre 2009, se establece que lo dispuesto en el presente artículo es aplicable para la incorporación 
de los Recursos Directamente Recaudados del Ministerio de la Producción en los organismos públicos 
del sector, en el marco de lo dispuesto por el artículo 17 del Decreto Ley Nº 25977 y el artículo 27 de su 
Reglamento, aprobado por Decreto Supremo Nº 012-2001-PE, concordado con el Decreto Supremo Nº 
002-2008-PRODUCE. La citada Ley entra en vigencia a partir del 1 de enero de 2010.
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Artículo 43.- Incorporación de los Intereses

43.1 Los intereses generados por depósitos efectuados por las Entidades provenientes de 
fuentes distintas a las de Recursos Ordinarios y recursos por operaciones ofíciales de 
crédito externo, se incorporan, mediante Resolución del Titular de la Entidad, en sus 
respectivos presupuestos, y en su caso, en las Fuentes de Financiamiento que los 
generan, previo a su ejecución

43.2 Los intereses de la fuente de financiamiento recursos por operaciones oficiales de 
crédito externo en el Gobierno Nacional se incorporan en la fuente de financiamiento 
Recursos  Ordinarios,  salvo  los  que  se  incorporan  conforme  al  numeral  42.2  del 
artículo 42 de la Ley General. En el caso de los Gobiernos Regionales y Gobiernos 
Locales dichos intereses se incorporan en los respectivos presupuestos, en la fuente 
que los genera salvo que se esté ejecutando la garantía de aval por parte del Estado, 
en cuyo caso los intereses deben ser depositados en el Tesoro Público, los cuales 
serán devueltos por este último al respectivo Gobierno Regional o Local, según sea 
el caso, a la cancelación del préstamo avalado.

43.3 Los  fondos  públicos  provenientes  de  intereses  correspondientes  a  Donaciones  y 
Transferencias se utilizan de acuerdo a los términos establecidos en los respectivos 
Convenios y Contratos que hubieren dado lugar a dichas operaciones.

Subcapítulo IV
Reserva de Contingencia.

Artículo 44.- Reserva de Contingencia
Las  Leyes  de  Presupuesto  del  Sector  Público  consideran  una  Reserva  de 

Contingencia que constituye un crédito presupuestario global dentro del presupuesto del 
Ministerio de Economía y Finanzas, destinada a financiar los gastos que por su naturaleza 
y coyuntura no pueden ser previstos en los Presupuestos de los Pliegos. El importe del 
crédito  presupuestario  global  no  será  menor  al  uno  por  ciento  (1%)  de  los  ingresos 
correspondientes a la Fuente de Financiamiento Recursos Ordinarios que financia la Ley de 
Presupuesto del Sector Público.

Artículo 45.- Modificaciones con cargo a la Reserva de Contingencia
Las Transferencias o Habilitaciones que se efectúen con cargo a la  Reserva de 

Contingencia  se  autorizan  mediante  decreto  supremo  refrendado  por  el  Ministro  de 
Economía  y  Finanzas.  Las  modificaciones  presupuestarias  destinadas  a  la  distribución 
interna se autorizan por Resolución del Titular del Pliego Presupuestario.

CAPÍTULO V
EVALUACIÓN PRESUPUESTARIA

Artículo 46.- La Fase de Evaluación Presupuestaria
En la  fase  de Evaluación  Presupuestaria,  en  adelante  Evaluación,  se  realiza  la 

medición de los resultados obtenidos y el análisis de las variaciones físicas y financieras 
observadas, en relación a lo aprobado en los presupuestos del Sector Público, utilizando 
instrumentos  tales  como  indicadores  de  desempeño  en  la  ejecución  del  gasto.  Esta 
evaluación constituye  fuente de información para fase de programación presupuestaria, 
concordante con la mejora de la calidad del gasto publico.

Artículo 47.- Evaluación a cargo de las Entidades

47.1 Las Entidades deben determinar los resultados de la gestión presupuestaria, sobre la 
base del análisis y medición de la ejecución de ingresos, gastos y metas así cromo 
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de las variaciones observadas señalando sus causas, en relación con los programas, 
proyectos y actividades aprobados en el Presupuesto.

47.2 La Evaluación se realiza en periodos semestrales, sobre los siguientes aspectos:

a) El logro de los Objetivos Institucionales a través del cumplimiento de las Metas 
Presupuestarias previstas.

b) La ejecución de los Ingresos, Gastos y Metas Presupuestarias.

c) Avances financieros y de metas físicas.

"47.3 La Evaluación del primer semestre se efectúa dentro de los cuarenta y cinco (45) 
días  calendario  siguientes  al  vencimiento  del  mismo.  La  Evaluación  de  los  dos 
semestres se realiza dentro de los cuarenta y cinco (45) días calendario siguientes de 
culminado el período de regularización."(*)

(*) Numeral incluido por el Artículo 9 de la Ley N° 28750, publicada el 03 junio 2006.

“47.4 En la evaluación presupuestal de ejecución del Presupuesto del Sector Público, las 
entidades públicas incorporarán, en el análisis, la incidencia en políticas de equidad 
de género. 

El Poder Ejecutivo definirá, progresivamente, las entidades públicas, y los programas, 
actividades  y  proyectos  que  incorporen  en  la  evaluación  presupuestal  dicha 
incidencia.” (*)

(*)  Numeral  incluido  por  el  Artículo  único  de  la  Ley  Nº  29083,  publicada  el  12 
septiembre 2007.

“47.5 Este enfoque se incorpora como criterio de análisis en las evaluaciones del Sistema 
Nacional de Inversión Pública, en los casos de proyectos productivos y de promoción 
para  acceder  al  mercado,  crédito,  trabajo  y,  a  servicios  sociales  básicos  de 
educación, salud y justicia.” (*)

(*) Numeral incorporado por la Cuarta Disposición Complementaria Modificatoria de 
la Ley Nº 29626, publicada el 09 diciembre 2010, vigente a partir del 1 de enero de 
2011.

Artículo  48.-  Evaluación  en  términos  financieros  a  cargo  del  Ministerio  de 
Economía y Finanzas

48.1 El  Ministerio  de  Economía  y  Finanzas,  a  través  de  la  Dirección  Nacional  del 
Presupuesto Público,  efectúa la Evaluación en términos financieros y en períodos 
trimestrales, la cual consiste en la medición de los resultados financieros obtenidos y 
el  análisis  agregado  de  las  variaciones  observadas  respecto  de  los  créditos 
presupuestarios aprobados en la Ley de Presupuesto del Sector Público.

 
48.2 Dicha Evaluación se efectúa dentro de los treinta (30) días calendario siguientes al 

vencimiento de cada trimestre, con excepción de la evaluación del cuarto trimestre 
que se realiza dentro de los treinta (30) días siguientes de culminado el período de 
regularización.

Artículo 49.- Evaluación Global de la Gestión Presupuestaria
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49.1 La evaluación global de la Gestión Presupuestaria se efectúa anualmente y está a 
cargo del Ministerio de Economía y Finanzas, a través de la Dirección Nacional del 
Presupuesto Público, la que a su vez realiza las coordinaciones necesarias con la 
Dirección  General  de  Programación  Multianual  del  Sector  Público  y  la  Dirección 
General de Asuntos Económicos y Sociales, entre otras dependencias y Entidades.

49.2 La evaluación global consiste en la revisión y verificación de los resultados obtenidos 
durante la gestión presupuestaria, sobre la base de los indicadores de desempeño y 
reportes de logros de las Entidades.

49.3 La Evaluación del  primer semestre se efectúa dentro de los cuarenta y cinco (45)  días calendario siguientes al  
vencimiento del mismo. La Evaluación de los dos semestres se realiza dentro de los cuarenta y cinco (45) días 
siguientes de culminado el período de regularización.(*)

(*) Numeral sustituido por el Artículo 9 de la Ley N° 28750, publicada el 03 junio 2006, 
cuyo texto es el siguiente:

"49.3 La Evaluación global se efectúa dentro de los quince (15) días calendario siguientes 
al  plazo de la  evaluación  de los  dos  semestres al  que se hace referencia  en el 
artículo 47.3.”

Artículo 50.- Remisión y Publicación
Las  evaluaciones  antes  indicadas  se  presentan,  dentro  de  los  cinco  (5)  días 

calendario  siguientes  de  vencido  el  plazo  para  su  elaboración,  a  la  Comisión  de 
Presupuesto  y  Cuenta  General  de  la  República  del  Congreso  de  la  República  y  a  la 
Contraloría General de la República. En el caso de las evaluaciones a cargo del Ministerio 
de Economía y Finanzas, se presenta dentro de los quince (15) días calendario siguientes 
de vencido el plazo para su elaboración.

La Evaluación Global de la Gestión Presupuestaria será publicada por el Ministerio 
de Economía y Finanzas en el Portal de Transparencia Económica.

Artículo 51.- Suministro de Información
Todas las Entidades Públicas están obligadas a brindar la información necesaria 

para la medición del grado de realización de los objetivos y metas que les correspondan 
alcanzar, conforme lo solicite el Ministerio de Economía y Finanzas a afectos de desarrollar 
las evaluaciones que le compete.

CAPÍTULO VI
DE LOS PRESUPUESTOS DE LOS GOBIERNOS REGIONALES, GOBIERNOS 

LOCALES, SUS ORGANISMOS PÚBLICOS DESCENTRALIZADOS Y SUS EMPRESAS, 
FONAFE Y SUS EMPRESAS Y ESSALUD

Artículo 52.- Programación y Formulación

52.1 La  programación  de  los  presupuestos  en  los  Gobiernos  Regionales,  Gobiernos 
Locales, FONAFE y sus empresas se rige por el criterio de estabilidad en base a las 
reglas fiscales y el  Marco Macroeconómico Multianual  a que se refiere la Ley de 
Responsabilidad y Transparencia Fiscal - Ley Nº 27245, modificada por la Ley Nº 
27958, y la Ley de Descentralización Fiscal - Decreto Legislativo Nº 955.

52.2 Los  Gobiernos  Regionales  y  los  Gobiernos  Locales  programan  y  formulan  sus 
presupuestos  de  acuerdo  a  las  disposiciones  del  presente  Título  que  les  sean 
aplicables  y  a  las  normas  contenidas  en  las  Directivas  que  emita  la  Dirección 
Nacional del Presupuesto Público.
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52.3 La  programación  y  formulación  de  los  presupuestos  de los  Organismos  Públicos 
Descentralizados y las empresas de los Gobiernos Regionales y Gobiernos Locales 
se sujetan a las disposiciones establecidas en los Capítulos I y II del Título II, con 
excepción de los numerales 15.3 y 16.2 de los artículos 15 y 16 de la Ley General, 
respectivamente; asimismo, se sujetan a las disposiciones y a las normas contenidas 
en las directivas que emita, para este efecto, la Dirección Nacional del Presupuesto 
Público.

52.4 El  Fondo  Nacional  de  Financiamiento  de  la  Actividad  Empresarial  del  Estado  - 
FONAFE y las empresas bajo su ámbito, programan y formulan sus presupuestos 
sobre la base de las Directivas que emita dicha Entidad, en el marco de las reglas de 
estabilidad en base a las proyecciones macroeconómicas contenidas en el artículo 4 
de la Ley de Responsabilidad y Transparencia Fiscal - Ley Nº 27245, modificada por 
la Ley Nº 27958.

52.5 ESSALUD programa y formula su presupuesto sobre la base de las Directivas que 
emita dicha Entidad de conformidad con la Ley Nº 28006, en el marco de las reglas 
de estabilidad en base a las proyecciones macroeconómicas contenidas en el artículo 
4 de la Ley de Responsabilidad y Transparencia Fiscal - Ley Nº 27245, modificada 
por la Ley Nº 27958.

Artículo 53.- Aprobación

53.1 La aprobación de los presupuestos de los Gobiernos Regionales, Gobiernos Locales, 
sus  empresas  y  Organismos  Públicos  Descentralizados;  del  Fondo  Nacional  de 
Financiamiento de la Actividad Empresarial del Estado - FONAFE y sus empresas se 
efectúa conforme a lo siguiente:

1. Aprobación del Presupuesto de los Gobiernos Regionales

a) La  Gerencia  Regional  de  Planeamiento,  Presupuesto  y  Acondicionamiento 
Territorial o la que haga sus veces presenta al Titular del Pliego para su revisión 
el proyecto del Presupuesto del Gobierno Regional, la Exposición de Motivos y 
los Formatos correspondientes.

b) El  Titular  del  Pliego  propone  dicho  proyecto  al  Consejo  Regional  para  su 
aprobación  mediante  Acuerdo,  siendo  posteriormente  promulgado  a  través  de 
Resolución Ejecutiva Regional.

2. Aprobación del Presupuesto de los Gobiernos Locales 

a) La Oficina de Presupuesto o la que haga sus veces presenta al Titular del Pliego 
para su revisión el proyecto del Presupuesto Municipal, la Exposición de Motivos 
y los Formatos correspondientes.

b) El Titular del Pliego propone el proyecto de presupuesto al Concejo Municipal, 
para  su  aprobación  mediante  Acuerdo,  siendo  posteriormente  promulgado  a 
través de Resolución de Alcaldía. El presupuesto referido a las municipalidades 
distritales es remitido a la municipalidad provincial a la que pertenezcan.

3. Aprobación  del  Presupuesto  de  los  Organismos  Públicos  Descentralizados  y 
Empresas de los Gobiernos Regionales y Gobiernos Locales

La aprobación de los presupuestos de los Organismos Públicos Descentralizados y 
Empresas de los Gobiernos Regionales  y Gobiernos Locales se sujetan a las 
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disposiciones establecidas en el Capítulo III del Título II de la Ley General y al 
siguiente procedimiento:

a) El  Gerente  General  presenta  al  Directorio  de  la  Entidad  el  proyecto  de 
presupuesto debidamente visado por el gerente de presupuesto o su equivalente, 
adjuntando la documentación sustentatoria correspondiente.

b) El  directorio  de  la  Entidad  da  la  conformidad  al  proyecto  de  presupuesto,  el 
mismo que es remitido a la Dirección Nacional del Presupuesto Público para su 
revisión y aprobación a nivel consolidado.

c) La  Dirección  Nacional  del  Presupuesto  Público  basado  en  los  proyectos 
revisados,  en  las  sustentaciones  realizadas  y  en  el  resultado  de  las 
coordinaciones  efectuadas  con  cada  una  de  las  Entidades  aprueba  el 
Presupuesto  Consolidado  de  las  Entidades  mediante  Decreto  Supremo 
refrendado por el Ministro de Economía y Finanzas.

d) Una vez aprobado y publicado el  citado dispositivo,  la  Dirección  Nacional  del 
Presupuesto Público  remite el  reporte oficial  que contiene el  desagregado del 
Presupuesto  de  Ingresos  al  nivel  de  Entidad,  fuente  de  financiamiento  y 
específica del ingreso, y de Egresos a nivel de Entidad, por Función, Programa, 
Subprograma, Actividad, Proyecto, Categoría de Gasto, Grupo Genérico de Gasto 
y  fuente  de  financiamiento,  para  los  fines  de  la  aprobación  del  Presupuesto 
Institucional de Apertura.

e) Las  Entidades  mediante  Acuerdo  de  Directorio  aprueban  el  presupuesto 
desagregado conforme a las disposiciones que regulan dicho acto y las directivas 
que para tales efectos emita la Dirección Nacional del Presupuesto Público.

53.2 La aprobación del presupuesto del Fondo Nacional de Financiamiento de la Actividad 
Empresarial  del  Estado - FONAFE y sus empresas se sujeta a las directivas que 
emita el FONAFE, en el marco de la Ley Nº 27170.

Artículo 54.-  Plazo de la promulgación o aprobación y presentación de los 
presupuestos

54.1 Los  Gobiernos  Regionales,  los  Gobiernos  Locales,  sus  organismos  públicos 
descentralizados  y  sus  empresas;  el  Fondo  Nacional  de  Financiamiento  de  la 
Actividad Empresarial del Estado - FONAFE y sus empresas promulgan o aprueban, 
según sea el caso, y presentan sus presupuestos conforme a lo siguiente:

a) Promulgan o aprueban, según sea el caso, sus respectivos presupuestos dentro 
de  un  plazo  que  vence  el  31  de  diciembre  de  cada  año  fiscal  anterior  a  su 
vigencia.

La  resolución  aprobatoria  del  Presupuesto  Institucional  de  Apertura  debe  estar 
detallada a nivel de Ingresos y de Egresos, por Unidad Ejecutora, de ser el caso, 
por Función, Programa, Subprograma, Actividad, Proyecto, Categoría de Gasto, 
Grupo Genérico de Gasto y Fuente de Financiamiento.

b) Presentan sus presupuestos a la Comisión de Presupuesto y Cuenta General de 
la  República  del  Congreso  de  la  República,  a  la  Contraloría  General  de  la 
República  y  a  la  Dirección  Nacional  del  Presupuesto  Público.  Los  plazos  de 
presentación se establecerán a través de la Directiva correspondiente que emita 
la  Dirección  Nacional  del  Presupuesto  Público  o  el  Fondo  Nacional  de 
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Financiamiento de la Actividad Empresarial del Estado - FONAFE, según sea el 
caso.

54.2 En  caso  de  que  el  Consejo  Regional  o  Concejo  Municipal  no  aprueben  sus 
presupuestos  dentro del  plazo fijado en el  presente artículo,  el  Titular  del  Pliego 
mediante la Resolución correspondiente aprobará, en un plazo que no excederá de 
los  cinco  (5)  días  calendario  siguientes  de  iniciado  el  año  fiscal,  el  proyecto  de 
presupuesto que fuera propuesto al Consejo o Concejo, respectivamente.

Artículo 55.- Ejecución

55.1 Los  Gobiernos  Regionales,  Gobiernos  Locales,  sus  Organismos  Públicos 
Descentralizados  y  sus  Empresas  se  sujetan  a  las  disposiciones  de  ejecución 
presupuestaria establecidas en la Ley General y la Ley del Presupuesto del Sector 
Público, en la parte que les sean aplicables, y a las Directivas que, para tal efecto, 
emita la Dirección Nacional del Presupuesto Público.

55.2 El  Fondo  Nacional  de  Financiamiento  de  la  Actividad  Empresarial  del  Estado  - 
FONAFE y sus empresas se sujetan a las Directivas que emita el FONAFE en el 
marco de la Ley Nº 27170.

Artículo 56.- Evaluación

56.1 La evaluación de los Gobiernos Regionales  y Gobiernos Locales,  sus organismos 
públicos  descentralizados  y  sus  empresas,  sobre  los  resultados  de  la  gestión 
presupuestaria,  se  sujetan  a  lo  dispuesto  en  el  artículo  47  de  la  Ley  General, 
conforme a las disposiciones que, para tal efecto, se emitan y las coordinaciones que 
se efectúen según corresponda.

56.2 La evaluación del Fondo Nacional de Financiamiento de la Actividad Empresarial del 
Estado - FONAFE y sus empresas sobre su situación económica y financiera.

56.3 Las evaluaciones a que se refiere el presente artículo se presentan a la Comisión de 
Presupuesto y Cuenta General de la República del Congreso de la República, a la 
Contraloría General de la República, a la Dirección Nacional del Presupuesto Público 
y  al  Titular  del  sector  al  que  pertenece  la  Entidad,  dentro  de  los  cinco  (5)  días 
calendario siguientes de vencido el plazo para su elaboración.

Artículo 57.- Integración de los presupuestos
Los Presupuestos de todas las Entidades comprendidas en el  presente Capítulo 

serán  integrados  por  la  Dirección  Nacional  del  Presupuesto  Público,  para  fines  de 
información y otras acciones vinculadas a las diferentes fases del proceso presupuestario.

TÍTULO III
NORMAS COMPLEMENTARIAS PARA LA GESTIÓN PRESUPUESTARIA

CAPÍTULO I
DISPOSICIONES ESPECÍFICAS PARA LA GESTION DEL PRESUPUESTO

Artículo 58.- Unidades Ejecutoras
Los Titulares de Pliego, durante la fase de formulación presupuestal de cada año fiscal, proponen a la Dirección  

Nacional del Presupuesto Público, para su autorización, las Unidades Ejecutoras que consideren necesarias para el logro de 
los Objetivos Institucionales. Para tal efecto las nuevas Unidades Ejecutoras no podrán contar con un presupuesto por toda 
fuente de financiamiento inferior a cuatro millones de Nuevos Soles (S/. 4 000 000,00). (*)
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(*) Artículo modificado por la Primera Disposición Final de la Ley  Nº 29465, publicada 
el 08 diciembre 2009, la misma que entrará en vigencia a partir del 1 de enero de 
2010, cuyo texto es el siguiente:

“Artículo 58.- Unidades ejecutoras
Los titulares de los pliegos presupuestarios proponen a la Dirección Nacional del 

Presupuesto  Público  la  creación  de  unidades  ejecutoras,  debiendo  contar  para  dicha 
creación con un presupuesto anual por toda fuente de financiamiento no inferior a DIEZ 
MILLONES Y 00/100 NUEVOS SOLES (S/. 10 000 000,00).

Las unidades ejecutoras se crean para el logro de objetivos y la contribución de la 
mejora de la calidad del servicio público, y con sujeción a los siguientes criterios:

a) Especialización funcional,  cuando la entidad cuenta con una función relevante, 
cuya administración requiere independencia a fin de garantizar su operatividad.

b) Cobertura del servicio, cuando se constituye por la magnitud de la cobertura del 
servicio público que presta la entidad.

Excepcionalmente, se podrá tomar en cuenta como criterio los factores geográficos 
cuando la ubicación geográfica limita la adecuada prestación y administración del servicio 
público.

Asimismo, para la creación de unidades ejecutoras, la entidad debe contar con los 
recursos necesarios humanos y materiales para su implementación, no pudiendo demandar 
recursos adicionales a nivel de pliego presupuestario y cumplir con los demás criterios y 
requisitos que establezca la Dirección Nacional del Presupuesto Público.”

Artículo 59.- Tipos de Ejecución Presupuestal de la Actividades, Proyectos y 
Componentes

La  ejecución  de  las  Actividades  y  Proyectos  así  como  de  sus  respectivos 
Componentes, de ser el caso, se sujeta a los siguientes tipos:

a) Ejecución Presupuestaria Directa: Se produce cuando la Entidad con su personal 
e  infraestructura  es el  ejecutor  presupuestal  y  financiero  de las  Actividades  y 
Proyectos así como de sus respectivos Componentes.

b) Ejecución Presupuestaria  Indirecta:  Se produce cuando la  ejecución física  y/o 
financiera  de  las  Actividades  y  Proyectos  así  corto  de  sus  respectivos 
Componentes, es realizada por una Entidad distinta al pliego; sea por efecto de 
un contrato o convenio celebrado con una Entidad privada, o con una Entidad 
pública, sea a título oneroso o gratuito.

Artículo 60.- De las Subvenciones a Personas Jurídicas

60.1 Las subvenciones que se otorguen a personas jurídicas, no pertenecientes al Sector 
Público en los años fiscales correspondientes, deben estar consideradas en anexo de 
la  Ley de Presupuesto  del  Sector  Público,  debiendo  contar  con el  financiamiento 
respectivo y el informe técnico sustentatorio de la Oficina de Presupuesto o la que 
haga sus veces en la Entidad correspondiente, bajo responsabilidad.

60.2 Sólo  por  decreto supremo y con el  voto aprobatorio  del  Consejo  de Ministros  se 
podrán otorgar subvenciones adicionales, exclusivamente para fines sociales, a las 
contenidas en el citado anexo, debiendo para tal efecto contar con el informe técnico 
de  la  Oficina  de  Presupuesto  o  la  que  haga  sus  veces  y  el  financiamiento 
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correspondiente  en  el  Presupuesto  Institucional  respectivo.  En  el  caso  de  los 
Gobiernos  Regionales  y  Gobiernos  Locales  las  subvenciones  se  sujetan, 
estrictamente,  a  sus  recursos  directamente  recaudados,  debiendo  ser  aprobadas 
mediante  el  Acuerdo  respectivo,  previo  informe  favorable  de  la  Oficina  de 
Presupuesto o la que haga sus veces de la Entidad.

60.3 Los documentos sustentatorios de las subvenciones con cargo a cualquier fuente de 
financiamiento, a favor de personas jurídicas nacionales del sector privado, deben ser 
presentados  anualmente,  dentro  de  los  primeros  treinta  (30)  días  de  entrada  en 
vigencia  de  la  Ley  de  Presupuesto  del  Sector  Público.  Los  documentos  son  los 
siguientes:

a) Declaración Jurada de las subvenciones que recibe del sector público;

b) Rendición de Cuenta correspondiente a la asignación percibida en el año fiscal 
anterior, cuando corresponda;

c) Metas y presupuestos de gastos debidamente fundamentados;

d) Cronograma mensual de ejecución física y financiera; y,

e) Evaluación y análisis costo beneficio de la subvención.

60.4 La Oficina de Presupuesto o la  que haga sus veces de la  entidad debe informar 
dentro de los cuarenta y cinco (45) días de finalizado el año fiscal, a la Comisión de 
Presupuesto y Cuenta General de la República del Congreso de la República, a la 
Contraloría  General  de  la  República  y  a  la  Dirección  Nacional  del  Presupuesto 
Público,  los  resultados  alcanzados  y  el  costo  beneficio  de  las  subvenciones 
otorgadas.

Artículo 61.- Percepción de menores fondos públicos
En ningún caso la menor recaudación, captación y obtención de fondos públicos por 

Fuentes  de  Financiamiento  distintas  a  la  de  Recursos  Ordinarios  da  lugar  a 
compensaciones con cargo a los fondos públicos contemplados en la citada fuente.

Artículo 62.- Prohibición de Fondos o similares

62.1 Queda prohibida la creación o existencia de fondos u otros que conlleven gastos que 
no se encuentren enmarcados dentro de las disposiciones de la presente Ley.(*)

(*) De conformidad con el Artículo 8 de la Ley N° 29078, publicada el 29 agosto 2007, 
se  precisa  que  la  creación  del  FORSUR  está  exceptuada  de  lo  dispuesto  en  el 
presente numeral.

62.2 Los Fondos existentes se sujetan a las disposiciones establecidas en la Ley General 
y  demás  normas  en  materia  presupuestaria,  en  concordancia  con  los  fines  y  la 
naturaleza de sus recursos contemplados en sus leyes de creación; así como a la 
Ley de Responsabilidad y Transparencia Fiscal - Ley Nº 27245, modificada por la Ley 
Nº 27958.

62.3 No se encuentran dentro de los alcances de lo dispuesto en el presente artículo los 
Fondos para Pagos en Efectivo o de similar  naturaleza que establece la  Ley del 
Sistema Nacional de Tesorería.

Artículo 63.- Convenios de Administración por Resultados
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63.1  Autorízase al Ministerio de Economía y Finanzas, a través de la Dirección Nacional 
del Presupuesto Público, para que, progresivamente, en coordinación con el Sector 
respectivo  en  los  casos  que  corresponda,  formule  y  suscriba  Convenios  de 
Administración por Resultados con Entidades públicas, independientemente del nivel 
de gobierno al cual pertenecen, previa calificación y selección, a fin de mejorar la 
cantidad, calidad y cobertura de los bienes que proveen y servicios que prestan. Los 
citados convenios sólo se suscriben dentro del primer trimestre del año fiscal.

63.2 El valor del Bono de Productividad será igual al veinticinco por ciento (25%) de una 
planilla mensual de carácter continua, siendo atendido en por lo menos el setenta y 
cinco por ciento (75%) con cargo a los ahorros que se produzcan, durante el año 
fiscal correspondiente, en la gestión del presupuesto institucional de la Entidad, y la 
diferencia de acuerdo a lo establecido en la Ley de Presupuesto del Sector Público, 
salvo el caso de los organismos reguladores, recaudadores y supervisores, así como 
cualquier  otra  Entidad  que  no  se  financie  con  recursos  del  Tesoro  Público  los 
Gobiernos  Regionales  y  los  Gobiernos  Locales,  sus  Organismos  Públicos 
Descentralizados y sus empresas, los cuales financiarán la aplicación del citado bono 
íntegramente  con  cargo  a  sus  recursos  directamente  recaudados,  sin  demandar 
recursos adicionales al Tesoro Público.

63.3 En el caso de que las Entidades hayan arrojado pérdidas en el año precedente o no 
cumplan o cumplan parcial o tardíamente los objetivos y metas institucionales,  no 
tiene derecho a distribuir bonos de productividad.

63.4 Los Convenios de Administración por Resultados serán remitidos por la Dirección 
Nacional del Presupuesto Público a la Comisión de Presupuesto y Cuenta General de 
la República del Congreso de la República y a la Contraloría General de la República, 
dentro de los cinco (5) días calendario de ser suscritos.

Artículo 64.- Cierre Presupuestario

64.1 Las partidas del presupuesto de ingresos y egresos se cierran el 31 de diciembre de 
cada  año,  con posterioridad  a  dicha  fecha  no  se  podrán  asumir  compromisos  ni 
devengar gastos.

64.2 Para efecto de las acciones orientadas al cierre del Presupuesto del Sector Público, 
mediante Decreto Supremo refrendado por el Ministro de Economía y Finanzas y a 
propuesta  de  la  Dirección  Nacional  del  Presupuesto  Público,  se  autorizan  las 
modificaciones presupuestarias necesarias, durante el mes de diciembre, con cargo a 
la  fuente de financiamiento  de Recursos  Ordinarios  y  por  un monto no mayor  al 
equivalente al uno por ciento (1%) de la citada fuente, con el objeto de conciliar y 
completar los registros presupuestarios de ingresos y gastos efectuados durante el 
año fiscal.

Artículo  65.-  Incumplimiento  de  las  disposiciones  del  Sistema Nacional  de 
Presupuesto

El incumplimiento de las disposiciones establecidas en la Ley General, las Leyes de 
Presupuesto del Sector Público, así como las Directivas y disposiciones complementarias 
emitidas  por  la  Dirección  Nacional  del  Presupuesto  Público,  da  lugar  a  las  sanciones 
administrativas aplicables, sin perjuicio de la responsabilidad civil  o penal a que hubiere 
lugar.
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Artículo 66.- Cómputo de plazos
Para  efecto  del  cómputo  de  los  plazos  establecidos  en  la  normatividad 

presupuestaria, éstos se entienden como días calendario. Si el último día del plazo coincide 
con un día no laborable, el plazo se extiende hasta el día hábil inmediato siguiente, salvo el 
supuesto  del  Presupuesto  Institucional  de  Apertura,  el  cual  será aprobado como fecha 
máxima al 31 de diciembre de cada año.

CAPÍTULO II
CUOTAS Y CONVENIOS

Artículo 67.- Pago de cuotas a Organismos Internacionales no financieros

67.1 Las cuotas a los Organismos Internacionales no financieros de los cuales el Perú es 
país  miembro  se  pagan  con  cargo  al  presupuesto  del  Ministerio  de  Relaciones 
Exteriores y son aprobadas por Resolución Suprema.

67.2 Para  tal  efecto,  dentro  del  plazo  no  mayor  de  treinta  (30)  días  calendario  de  la 
entrada en vigencia de la Ley de Presupuesto del Sector Público, los Titulares de las 
Entidades del Gobierno Nacional remitirán al Ministerio de Relaciones Exteriores la 
relación  de  organismos  internacionales  no  financieros  con  los  cuales  la  Entidad 
desea mantener su condición de miembro, adjuntando, para tal efecto, el respectivo 
análisis beneficio-costo que sustenta la afiliación,  según corresponda, conforme lo 
señalado en el numeral precedente, durante el año fiscal respectivo.

67.3 Las  cuotas  no  comprendidas  en  el  numeral  anterior  se  pagan  con  cargo  al 
presupuesto  institucional  de  cada  una  de  las  Entidades,  sin  demandar  recursos 
adicionales  al  Tesoro  Público,  previa  aprobación  de  la  Resolución  Suprema 
refrendada por el Ministro de Relaciones Exteriores.

Artículo  68.-  Contratos  de  Endeudamiento  y  Convenios  de  Cooperación 
Técnico-Económica

68.1 Las  Entidades  que  utilicen  fondos  públicos  provenientes  de  donaciones  o  de 
operaciones oficiales de crédito sujetarán la ejecución del gasto y los procesos de 
Licitación y Concurso a lo establecido en los respectivos Convenios de Cooperación 
y  en  los  documentos  anexos,  así  como,  supletoriamente,  a  las  disposiciones 
contenidas en la Ley General y las Leyes de Presupuesto del Sector Público.

68.2 La  aprobación  de  las  operaciones  de  endeudamiento  o  cooperación  técnica 
reembolsable y no reembolsable, que se efectúe de conformidad con la normatividad 
vigente,  debe  contar  previamente  con  la  opinión  favorable  de  la  oficina  de 
presupuesto o la que haga sus veces en la entidad responsable de la ejecución del 
proyecto  o  programa  financiado  en  el  marco  de  dichas  operaciones,  respecto  al 
financiamiento de las contrapartidas que se requieran; bajo responsabilidad del titular 
de la referida entidad.

Artículo 69.- Donaciones
Las  donaciones  dinerarias  provenientes  de  instituciones  nacionales  o 

internacionales,  públicas  o  privadas,  diferentes  a las  provenientes  de los  convenios  de 
cooperación técnica no reembolsable,  serán aprobadas por Resolución del Titular de la 
Entidad  o  Acuerdo de Consejo  en el  caso de los  Gobiernos  Regionales  y  de Concejo 
Municipal en el caso de los Gobiernos Locales, consignando la fuente donante y el destino 
de estos fondos públicos.
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Dicha  Resolución  o  Acuerdo,  según  corresponda,  serán publicados  en  el  Diario 
Oficial  El  Peruano,  cuando  el  monto  de  la  donación  supere  las  cinco  (5)  Unidades 
Impositivas  Tributarias.  En el  caso de montos inferiores a  las cinco (5)  UIT la  referida 
Resolución o Acuerdo se publicará obligatoriamente dentro de los cinco (5) días hábiles 
siguientes  de  aprobada,  en  la  página  web  de  la  entidad,  bajo  responsabilidad.  Los 
Gobiernos Locales que carezcan de página web realizarán la citada publicación en carteles 
impresos ubicados en su local institucional.

CAPÍTULO III
NORMAS ESPECÍFICAS ADICIONALES

Artículo 70.- Pago de sentencias judiciales

70.1 Para el pago de sumas de dinero por efecto de sentencias judiciales en calidad de cosa juzgada, se afecta hasta el  
tres por ciento (3%) de los montos aprobados en el Presupuesto Institucional de Apertura (PIA), con excepción de los  
fondos públicos correspondientes a las  Fuentes de Financiamiento  Donaciones y  Transferencias y  Operaciones 
Oficiales de Crédito Interno y Externo, la reserva de contingencia y los gastos vinculados al pago de remuneraciones, 
pensiones y servicio de tesorería y de deuda. (*)

(*) Numeral modificado por la Quinta Disposición Complementaria Modificatoria de la 
Ley Nº 29626, publicada el 09 diciembre 2010, vigente a partir del 1 de enero de 2011, 
cuyo texto es el siguiente:

"70.1 Para el pago de sumas de dinero por efecto de sentencias judiciales en calidad de 
cosa juzgada, se afecta hasta el cinco por ciento (5%) o hasta un mínimo de tres por 
ciento  (3%),  según  sea  necesario,  de  los  montos  aprobados  en  el  Presupuesto 
Institucional  de  Apertura  (PIA),  con  excepción  de  los  fondos  públicos 
correspondientes  a  las  fuentes  de  financiamiento  Donaciones  y  Transferencias  y 
Operaciones Oficiales de Crédito Interno y Externo, la reserva de contingencia y los 
gastos vinculados al pago de remuneraciones, pensiones y servicio de tesorería y de 
deuda. Esta norma comprende, entre otros, la atención de sentencias judiciales en 
calidad de cosa juzgada por adeudos de beneficios sociales.”

70.2 El Ministerio de Economía y Finanzas, a través de la Dirección Nacional del Tesoro 
Público, procederá a la apertura de una cuenta bancaria en el Banco de la Nación 
para  cada  Entidad  que  lo  solicite,  en  la  cual  la  Entidad  deberá  depositar, 
mensualmente, los montos de las afectaciones presupuestales mencionadas en el 
numeral precedente, bajo responsabilidad del Director General de Administración o 
quien haga sus veces en la Entidad.

70.3 Los  pagos  de  las  sentencias  judiciales,  incluidas  las  sentencias  supranacionales, 
deberán ser atendidos por cada Entidad, con cargo a su respectiva cuenta bancaria 
indicada  en  el  numeral  precedente,  debiendo  tomarse  en  cuenta  las  prelaciones 
legales.

70.4 En caso de que los montos de los requerimientos de obligaciones de pago superen el 
porcentaje señalado en el numeral 70.1 del presente artículo, la Entidad debe cumplir 
con efectuar el pago en forma proporcional a todos los requerimientos existentes de 
acuerdo a un estricto orden de notificación, hasta el límite porcentual.

70.5 Los  requerimientos  de  pago  que  superen  los  fondos  públicos  señalados  en  el 
numeral  70.1  del  presente  artículo  se  atenderán  con  cargo  a  los  presupuestos 
aprobados dentro de los cinco (5) años fiscales subsiguientes.
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"70.6 Precísase que la prelación legal, implica que las deudas se cancelan y/o amortizan 
bajo responsabilidad, priorizando la antigüedad del expediente que contiene el monto 
adeudado, así como la presentación de la documentación sustentatoria.” (*)

(*)  Numeral  incorporado  por  la  Segunda  Disposición  Final  de  la  Ley  N°  28831, 
publicada el 23 julio 2006.

Artículo  71.-  Planes  y  Presupuestos  Institucionales,  Plan  Estratégico 
Institucional y Plan Operativo

71.1 Las  Entidades,  para  la  elaboración  de  sus  Planes  Operativos  Institucionales  y 
Presupuestos Institucionales, deben tomar en cuenta su Plan Estratégico Institucional 
(PEI)  que  debe  ser  concordante  con  el  Plan  Estratégico  de  Desarrollo  Nacional 
(PEDN), los Planes Estratégicos Sectoriales Multianuales (PESEM), los Planes de 
Desarrollo  Regional  Concertados  (PDRC),  y  los  Planes  de  Desarrollo  Local 
Concertados (PDLC), según sea el caso.

71.2 El Presupuesto Institucional se articula con el Plan Estratégico de la Entidad, desde 
una  perspectiva  de  mediano  y  largo  plazo,  a  través  de  los  Planes  Operativos 
Institucionales,  en  aquellos  aspectos  orientados  a  la  asignación  de  los  fondos 
públicos  conducentes  al  cumplimiento  de  las  metas  y  objetivos  de  la  Entidad, 
conforme a su escala de prioridades.

71.3 Los  Planes  Operativos  Institucionales  reflejan  las  Metas  Presupuestarias  que  se 
esperan alcanzar para cada año fiscal y constituyen instrumentos administrativos que 
contienen  los  procesos  a  desarrollar  en  el  corto  plazo,  precisando  las  tareas 
necesarias para cumplir las Metas Presupuestarias establecidas para dicho período, 
así como la oportunidad de su ejecución, a nivel de cada dependencia orgánica.

Artículo 72.- Evaluación de la Agencia de Promoción de la Inversión Privada

72.1 La Agencia de Promoción de la Inversión Privada - PROINVERSIÓN evalúa sobre los 
avances de su gestión, los aspectos económicos, financieros, de remuneraciones de 
la entidad, los ingresos o recursos generados por el  proceso de privatización,  los 
montos asumidos por el Estado para el saneamiento de las empresas, el estado de 
los  compromisos  de  inversión  y  de  pagos  individualizados  por  la  venta  de  cada 
empresa,  así  como el  cumplimiento  de los procesos con pagos diferidos,  y  otras 
informaciones adicionales, en períodos trimestrales.

72.2 La  evaluación  se  remite  a  la  Comisión  de  Presupuesto  y  Cuenta  General  de  la 
República del Congreso de la República, a la Contraloría General de la República, a 
la  Dirección  Nacional  del  Presupuesto  Público  y  al  Gobierno  Regional 
correspondiente,  dentro de los  cinco (5)  días  calendario  siguientes  de vencido el 
plazo  para  la  elaboración  de  la  referida  evaluación.  Dicha  evaluación  se  realiza 
dentro de los treinta (30) días calendario siguientes de vencido el período respectivo, 
bajo responsabilidad.

Artículo 73.- Prohibición de transferencias
Los Organismos Reguladores,  Recaudadores y Supervisores, así como cualquier 

otra Entidad que no se financie con recursos del Tesoro Público y los Fondos Especiales 
con  personería  jurídica,  no  podrán  percibir,  bajo  ninguna  circunstancia,  crédito 
presupuestario  alguno  o  transferencias  financieras  con  cargo  a  las  Fuentes  de 
Financiamiento  “Recursos  Ordinarios”,  “Recursos  Ordinarios  para  los  Gobiernos 
Regionales” o “Recursos Ordinarios para los Gobiernos Locales”.
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Artículo 74.- Directivas y Obligación de Informar

74.1 La Dirección Nacional del Presupuesto Público emite las directivas que contemplan 
los procedimientos y los plazos correspondientes al Proceso Presupuestario de las 
entidades bajo su ámbito.

74.2 Los  Pliegos  Presupuestarios  se  encuentran  obligados  a  remitir  a  la  Dirección 
Nacional  del  Presupuesto  Público  la  información  presupuestaria  que  generen 
conforme  a  lo  dispuesto  en  las  Directivas  a  que  hace  referencia  el  numeral 
precedente.

Artículo 75.- Transferencias Financieras entre entidades del Sector Público

75.1 Son transferencias financieras los traslados de fondos públicos, con exclusión de los recursos del Tesoro Público y 
Recursos  por  Operaciones  Oficiales  de  Crédito,  que  se  realiza  entre  entidades  del  Sector  Público  sin 
contraprestación  alguna,  para  el  cumplimiento  de  las  Actividades  y  Proyectos  aprobados  en  los  Presupuestos 
Institucionales de las entidades de destino. No resulta procedente que la entidad efectúe transferencias financieras 
cuando el cumplimiento de la meta a su cargo se realice en el marco de una ejecución presupuestaria directa o 
indirecta, en cuyo caso deberá sujetarse a lo regulado en el artículo 59 de la Ley General.

75.2 Las  transferencias  financieras  se  aprueban  mediante  Decreto  Supremo,  con  refrendo  del  Ministro  del  Sector 
correspondiente  y  el  Ministro  de  Economía  y  Finanzas,  previo  informe  favorable  de  la  Dirección  Nacional  del  
Presupuesto Público.

75.3 Las transferencias financieras que se efectúen conforme a lo  dispuesto en convenios de cooperación técnica o  
económica se sujetan a lo establecido en dichos convenios, de acuerdo a lo señalado en el artículo 68 de la Ley 
General. (*)

(*) Artículo modificado por el Artículo 1 de la Ley N° 28500, publicada el 26 Abril 2005, cuyo texto es el siguiente:

 "Artículo 75.- Transferencias Financieras entre entidades del Sector Público

75.1 Son transferencias financieras los traslados de fondos públicos, con exclusión de los recursos del Tesoro Público y 
Recursos  por  Operaciones  Oficiales  de  Crédito,  que  se  realizan  entre  entidades  del  sector  público  sin 
contraprestación  alguna,  para  el  cumplimiento  de  las  Actividades  y  Proyectos  aprobados  en  los  Presupuestos 
Institucionales de las entidades de destino. No resulta procedente que la entidad efectúe transferencias financieras 
cuando el cumplimiento de la meta a su cargo se realice en el marco de una ejecución presupuestaria directa o 
indirecta, en cuyo caso deberá sujetarse a lo regulado en el artículo 59 de la Ley General.

75.2 Las  transferencias  financieras  se  aprueban  mediante  decreto  supremo,  con  refrendo  del  Ministro  del  Sector  
correspondiente  y  el  Ministro  de  Economía  y  Finanzas,  previo  informe  favorable  de  la  Dirección  Nacional  del  
Presupuesto Público.

75.3 Las transferencias financieras que se efectúen conforme a lo  dispuesto en convenios de cooperación técnica o  
económica se sujetan a lo establecido en dichos convenios, de acuerdo a lo señalado en el artículo 68 de la Ley 
General.

75.4 Son consideradas también transferencias financieras las que realizan el Fondo de Inversiones para el Desarrollo de  
Ancash  -  FIDA,  Fondo  Especial  de  Administración  del  Dinero  Obtenido  Ilícitamente  en  Perjuicio  del  Estado  -  
FEDADOI, Instituto Nacional de Defensa Civil - INDECI, el Programa de Emergencia Social Productivo Urbano "A  
Trabajar  Urbano",  Seguro  Integral  de Salud  -  SIS,  el  Ministerio  de  Vivienda,  Construcción  y  Saneamiento  para  
proyectos de inversión de agua potable y alcantarillado incluyendo las que se realicen a las Empresas Prestadoras  
de Servicios de Saneamiento Municipales y Ministerio de Salud, las cuales, en el marco de sus funciones y fines  
establecidos por sus normas de creación  o regulación,  transfieren fondos públicos a otras entidades del  sector  
público,  aprobando las  referidas transferencias financieras mediante resolución  del  Titular  del  Pliego, que serán  
obligatoriamente publicadas en el Diario Oficial El Peruano, con cargo a dar cuenta al Congreso de la República.

Estas  transferencias  serán  financiadas  con  cargo  a  los  créditos  presupuestarios  aprobados  en  los  anexos  
cuantitativos de la  Ley Anual  de Presupuesto del  Sector  Público  y sus modificaciones presupuestarias,  así  como a los  
recursos incorporados conforme a lo que señala la Ley Anual de Equilibrio Financiero del Sector Público, y para que se  
apliquen en el cumplimiento de las actividades y proyectos aprobados en los presupuestos institucionales de las entidades de  
origen." (1)(2)

(1) De conformidad con el Artículo 1 del Decreto de Urgencia N° 015-2005, publicado el 8 Julio 2005, se incluye dentro 
de los alcances del presente  inciso, a las transferencias que la Presidencia del Consejo de Ministros debe realizar 
para permitir la operatividad del Plan Integral de Reparaciones - PIR, del Fondo para las Fuerzas Armadas y Policía  
Nacional y del Programa Nacional de Apoyo Directo a los más Pobres.

(2) Artículo modificado por la Tercera Disposición Final de la Ley Nº 28652, publicada 
el 22 diciembre 2005, cuyo texto es el siguiente:
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“Artículo 75.- Transferencias Financieras entre pliegos presupuestarios

75.1 Son transferencias financieras entre pliegos presupuestarios, los traspasos de fondos 
públicos sin contraprestación,  para la ejecución de actividades y proyectos de los 
presupuestos  institucionales  respectivos  de  los  pliegos  de  destino.  No  resulta 
procedente  que el  pliego  presupuestario  efectúe transferencias  financieras  a  otro 
pliego, cuando la ejecución de las actividades y proyectos a su cargo se realice en el 
marco de una ejecución  presupuestaria  directa o  indirecta,  en cuyo  caso deberá 
sujetarse a lo regulado en el artículo 59 de la Ley General.

75.2 Las transferencias financieras entre pliegos presupuestarios del gobierno nacional se aprueban mediante decreto 
supremo, con refrendo del Ministro del Sector correspondiente y el Ministro de Economía y Finanzas, previo informe 
favorable de la Dirección Nacional del Presupuesto Público. (*)

(*) Párrafo modificado por la Segunda Disposición Complementaria y Final de la Ley 
N° 29035, publicada el 10 junio 2007, cuyo texto es el siguiente:

“75.2 Las transferencias financieras entre pliegos presupuestarios del Gobierno Nacional; o 
del Gobierno Nacional a favor de los gobiernos regionales y gobiernos locales, se 
aprueban  mediante  decreto  supremo,  con  refrendo  del  ministro  del  sector 
correspondiente y del Ministro de Economía y Finanzas, previo informe favorable de 
la Dirección Nacional del Presupuesto Público.” 

En  el  caso  de  los  gobiernos  regionales  y  gobiernos  locales  las  transferencias 
financieras a otro pliego presupuestario, se aprueban mediante Acuerdo de Consejo 
Regional  o  Concejo  Municipal,  respectivamente,  previo  informe  favorable  de  la 
Oficina de Presupuesto o la que haga sus veces en la entidad.

75.3 Las transferencias financieras entre pliegos presupuestarios que se efectúen en el 
marco  de  los  convenios  de  cooperación  técnica  o  económica  se  sujetan  a  lo 
establecido en dichos convenios, de acuerdo a lo señalado en el artículo 68 de la Ley 
General.

75.4 Sólo se aprueban por resolución del Titular  del  pliego, la misma que debe ser  publicada en el Diario  Oficial  El  
Peruano, las siguientes transferencias financieras:

a) Del Fondo de Inversiones para el Desarrollo de Ancash - FIDA.

b) Del Instituto Nacional de Defensa Civil - INDECI para la atención de desastres.

d) Del Seguro Integral de Salud - SIS.

e) De la Presidencia del Consejo de Ministros con cargo al Fondo para las Fuerzas Armadas y Policía Nacional;  
para la operatividad del Plan Integral de Reparaciones - PIR y del Programa Nacional de Apoyo Directo a los 
Más Pobres y del Ministerio de Justicia con cargo al Fondo Especial de Administración del Dinero Obtenido  
Ilícitamente en Perjuicio del Estado - FEDADOI.(*)

(*) De conformidad con el la Tercera Disposición Complementaria de la Ley N° 29078, publicada el 29 agosto 2007, se  
incluye a los recursos del FORSUR en los alcances del presente literal.

f)Del Ministerio de la Mujer y Desarrollo Social a favor de los Gobiernos Regionales correspondientes, en el marco  
del Convenio Específico 2004-2006 MIMDES /CE del Programa de Apoyo a la Seguridad Alimentaria PASA 
PERÚ - CE, suscrito entre la Comisión Europea y el Ministerio de la Mujer y Desarrollo Social y sus Planes  
Operativos Anuales.

g) Del Fondo Nacional de Desarrollo Científico, Tecnológico y de Innovación Tecnológica (FONDECYT) para el  
financiamiento  de  las  actividades  de  investigación  y  tecnología  realizadas  por  los  institutos  públicos  de 
investigación pertenecientes a los sectores productivos.

h) Del  Ministerio  de  Vivienda,  Construcción  y  Saneamiento,  para  proyectos  de  inversión  de  saneamiento,  el 
Programa Techo Propio,  el  Programa MiBarrio  y la Calle de MiBarrio,  incluyendo las que se realicen a las 
Empresas Prestadoras de Servicio de Saneamiento Municipales - EPS, SEDAPAL y BANMAT.(*)
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(*) Literal sustituido por la Sétima Disposición Final de la Ley N° 28927, publicada el 12 diciembre 2006, la misma que 
de conformidad con su Trigésima Sétima Disposición Final entra en vigencia a partir del 01 de enero de 2007, cuyo 
texto es el siguiente:

“h) Del  Ministerio  de  Vivienda,  Construcción  y  Saneamiento,  para  actividades  y  proyectos  de  inversión  de  
saneamiento, vivienda y urbanismo, incluyendo las que se realicen a las Empresas Prestadoras de Servicio de 
Saneamiento Municipales - EPS, SENCICO, SEDAPAL y BANMAT."

i)Del Ministerio de Educación a favor del Ministerio de la Mujer y Desarrollo Social, para el financiamiento de las 
obligaciones asumidas por el Fondo Nacional de Cooperación y Desarrollo Social (FONCODES) en el marco del 
Contrato de Préstamo Nº 7176-PE, Proyecto de Educación en Áreas Rurales.

j)De  la  Agencia  Peruana  de  Cooperación  Internacional  -  APCI  con  relación  a  las  respectivas  contrapartidas 
nacionales,  a  favor  de  las  entidades  beneficiarias  de  los  Proyectos  que  se  ejecutan  con  cooperación  no  
reembolsable de la Unión Europea, independientemente del nivel de Gobierno al que éstas pertenezcan.

El procedimiento de aprobación establecido en el presente numeral es extensivo a las transferencias financieras  
entre pliegos que cuenten con el sustento de una norma con rango de ley.”

"k) Del Plan COPESCO Nacional a favor de los gobiernos regionales y gobiernos locales, para la realización de  
proyectos de inversión que permitan el desarrollo de la actividad turística a nivel nacional.”(*)

(*) Literal incorporado por la Sétima Disposición Final de la Ley N° 28927, publicada el 12 diciembre 2006, la misma que de 
conformidad con su Trigésima Sétima Disposición Final entra en vigencia a partir del 01 de enero de 2007.

“l) Del  Ministerio  de  Educación  a  favor  de  los  gobiernos  regionales  y  locales  para  actividades,  proyectos  de  
inversión, servicio de mantenimiento y equipamiento, referidos a infraestructura y/o tecnología educativa.” (*)

(*) Literal incluido por la Vigésima Novena Disposición Final de la Ley Nº 29035, publicada el 10 junio 2007.

“m) Del Ministerio de Salud para actividades y proyectos de inversión en salud.” (1)(2)(3)(4)(5)

(1) Literal incluido por la Primera Disposición Complementaria Modificatoria de la Ley N° 29258, publicada el 12 
septiembre 2008.

(2) De conformidad con el Numeral 7.1 del Artículo 7 de la Ley N° 29289, publicada el 11 diciembre 2008, se suspende  
la aplicación del presente artículo, salvo las transferencias financieras contenidas en los literales b), d), e), f), h), i) y 
j) del numeral 75.4 del presente artículo, respectivamente, así como las que se realicen para el cumplimiento de los  
compromisos pactados en los convenios de cooperación internacional u operaciones oficiales de crédito celebrados 
en el marco de la normatividad vigente; para el financiamiento y cofinanciamiento de los proyectos de inversión 
pública, incluido el mantenimiento de carreteras, entre los gobiernos regionales y gobiernos locales y de éstos a  
favor  del  Gobierno  Nacional;  las  del  Proyecto  Especial  de  Infraestructura  de  Transporte  Descentralizado  del 
Ministerio de Transportes y Comunicaciones (Provías Descentralizado) en el marco de los convenios de préstamo 
“Programa de Caminos Departamentales - PCD” y “Programa de Transporte Rural Descentralizado - PTRD”; y las 
transferencias  a  las  universidades  nacionales  en  aplicación  del  numeral  6.2  del  artículo  6  de la  Ley  Nº  27506. 
Asimismo,  están  exceptuadas  las  transferencias  financieras  que  realicen  los  gobiernos  locales  en  el  marco  de 
programas sociales; para el financiamiento y cofinanciamiento de proyectos de inversión pública; para la aplicación 
de lo dispuesto en el artículo 133 de la Ley Nº 27972, Ley orgánica de municipalidades; y aquellas orientadas a sus  
organismos  públicos  para  la  prestación  de  servicios  y  para  el  mantenimiento  de  infraestructura  vial  de  su 
competencia.  El  pliego  que  transfiere  es  responsable  del  monitoreo  y  seguimiento  de  los  fondos  públicos 
transferidos y del cumplimiento de los fines, metas físicas y financieras para los cuales fueron transferidos.  Los 
demás supuestos establecidos en el numeral 75.4 no considerados en el párrafo precedente se transfieren al Pliego 
de destino vía modificación presupuestaria en el nivel institucional mediante decreto supremo, refrendado por el 
Ministro  de  Economía  y  Finanzas  y  el  Ministro  del  Sector  correspondiente,  a  propuesta  de  este  último,  según 
corresponda. Las transferencias de recursos a que hace referencia el citado numeral no podrán ser destinadas, bajo 
responsabilidad, a fines distintos para los cuales fueron transferidos. 

(3) De conformidad con el Artículo 15 de la Ley 29465, publicada el 08 diciembre 2009, se suspende la aplicación del 
presente artículo, salvo las transferencias financieras señaladas en el citado Artículo. La citada Ley entra en vigencia  
a partir del 1 de enero de 2010.

(4) De conformidad con el Artículo 16 Num. 16.3 de la Ley Nº 29626, publicada el 09 diciembre 
2010, vigente a partir del 1 de enero de 2011, se suspende el presente artículo, con excepción 
del numeral 75.4 que queda derogado a partir de la vigencia de la citada norma.

(5)  Artículo  suspendido  por  el  Numeral  12.3  del  Artículo  12  de  la  Ley  Nº  29812, 
publicada el 09 diciembre 2011, vigente a partir del 1 de enero de 2012.
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“Artículo 76.- Restricciones en recursos del PAS, PAO y PAMO
No  se  pueden  efectuar  anulaciones  presupuestarias  con  cargo  a  los  recursos 

asignados para el cumplimiento del Pago Anual por Servicio - PAS, Pago Anual por Obra - 
PAO  y  Pago  Anual  por  Mantenimiento  y  Operación  -  PAMO,  comprometidos  en  los 
procesos de concesiones y Asociaciones Público Privadas - APP, salvo en el caso de los 
PAMO  por  incumplimiento  del  contrato  o  que  las  proyecciones  al  cierre  del  año  fiscal 
muestren  saldos  presupuestales  de  libre  disponibilidad,  en  cuyo  caso,  previa  opinión 
favorable de la Oficina de Presupuesto y Planificación de la entidad o la que haga sus 
veces, se puede habilitar recursos sólo para atender otras obligaciones establecidas en los 
Contratos de Concesión y de Asociación Público Privadas.”(*)

(*)  Artículo  adicionado  por  el  Artículo  4  de  la  Ley  N°  28880,  publicada  el  09 
septiembre 2006.

“Artículo 77.- Certificación de Crédito Presupuestario en gastos de bienes y 
servicios, capital y personal

77.1 Establécese  que,  cuando  se  trate  de  gastos  de  bienes  y  servicios  así  como de 
capital,  la  realización de la etapa del  compromiso,  durante la  ejecución del  gasto 
público, es precedida por la emisión del documento que lo autorice. Dicho documento 
debe acompañar la certificación emitida por la Oficina de Presupuesto, o la que haga 
sus veces, sobre la existencia del crédito presupuestario suficiente, orientado a la 
atención del gasto en el año fiscal respectivo.

77.2 En el  caso de  gastos  orientados  a  la  contratación  o  nombramiento  de  personal, 
cuando se cuente con autorización legal, se debe certificar la existencia de la plaza 
correspondiente  y  el  crédito  presupuestario  que  garantice  la  disponibilidad  de 
recursos,  desde  la  fecha  de  ingreso  del  trabajador  a  la  entidad  hasta  el  31  de 
diciembre del año fiscal respectivo.

77.3 Los gastos a que hacen referencia los párrafos 77.1 y 77.2 deben ser comprometidos 
por el monto total correspondiente al año fiscal, y ser devengados, en su oportunidad, 
en el marco del artículo 35.

77.4 Cuando los gastos referidos en los párrafos 77.1 y 77.2 comprometan años fiscales 
subsiguientes,  el  Pliego  debe  efectuar  la  programación  presupuestaria 
correspondiente en los años fiscales respectivos. Es responsabilidad de la Oficina de 
Presupuesto, o la que haga sus veces, la previsión de los créditos presupuestarios 
para la atención de tales obligaciones.”(*)

(*) Artículo adicionado por la Cuarta Disposición Final de la Ley Nº 29142, publicada 
el 10 diciembre 2007, la misma que de conformidad con su Quincuagésima Cuarta 
Disposición Final entrará en vigencia a partir del 1 de enero de 2008.

“77.5 Para  efecto  de  la  disponibilidad  de  recursos  y  la  fuente  de  financiamiento  para 
convocar  procesos  de  selección,  a  que  se  refiere  el  artículo  12  del  Decreto 
Legislativo  Nº  1017,  Ley  de  Contrataciones  del  Estado,  se  tomará  en  cuenta  la 
certificación  del  gasto  correspondiente  al  año  fiscal  en  curso  y,  en  el  caso  de 
ejecuciones contractuales que superen el año fiscal, el documento suscrito por el jefe 
de  la  Oficina  General  de  Administración  o  el  que  haga  sus  veces  en  el  pliego 
presupuestario,  que  garantice  la  programación  de  los  recursos  suficientes  para 
atender el pago de las obligaciones en los años fiscales subsiguientes.” (*)
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(*)  Numeral  incorporado  por  la  Primera  Disposición  Final  de  la  Ley   Nº  29465, 
publicada el 08 diciembre 2009. La citada Ley entra en vigencia a partir del 1 de enero 
de 2010.

“Artículo 78.- Los Titulares de la Empresa Petróleos del Perú (PETROPERÚ S.A.), 
el Seguro Social de Salud (EsSalud) y el Fondo Nacional de Financiamiento de la Actividad 
Empresarial del Estado (Fonafe), antes del 30 de marzo de cada año fiscal, exponen ante 
la  Comisión  de  Presupuesto  y  Cuenta  General  de  la  República  del  Congreso  de  la 
República, la Ejecución Presupuestal del año fiscal anterior y el Presupuesto Institucional 
de Apertura del  año fiscal  correspondiente,  de sus respectivos Pliegos.  En el  caso del 
Fonafe,  la  exposición  abordará  al  conjunto  de  organismos  que  se  encuentran  bajo  su 
ámbito.” (*)

(*) Artículo incorporado por la Trigésima Cuarta Disposición Final de la Ley N° 29289, 
publicada el 11 diciembre 2008. Disposición que entrará en vigencia el 1 de enero de 
2009.

“Capítulo IV
Presupuesto por Resultados (PpR)

(*) Capítulo incorporado por la Primera Disposición Final de la Ley N° 29289, publicada el 11 diciembre 
2008. Disposición que entrará en vigencia el 1 de enero de 2009.

Artículo 79.- Del Presupuesto por Resultados (PpR) 

79.1 Presupuesto por Resultados (PpR) es una metodología que se aplica progresivamente al proceso presupuestario y  
que integra la programación, formulación, aprobación, ejecución y evaluación del presupuesto, en una visión de logro  
de productos, resultados y uso eficaz y eficiente de los recursos del Estado a favor de la población, retroalimentando  
los procesos anuales de asignación del presupuesto público y mejorando los sistemas de gestión administrativa del  
Estado. 

79.2 El Presupuesto por Resultados (PpR) utiliza instrumentos tales como la programación presupuestaria estratégica, el 
seguimiento de productos y resultados a través de indicadores de desempeño, y las evaluaciones independientes, 
entre  otros que determine el  Ministerio  de  Economía y  Finanzas  en colaboración  con  las  demás entidades de  
Gobierno. 

79.3 Los programas presupuestales estratégicos se diseñan para enfrentar un problema nacional, cuya resolución está a 
cargo de una o más entidades del Sector Público, en los diferentes niveles de gobierno. 

Las entidades del Gobierno Nacional  que deseen formular y proponer programas estratégicos deberán seguir  la  
metodología y las pautas establecidas por el Ministerio de Economía y Finanzas, cuidando en todos los casos que 
esta metodología establezca una adecuada coordinación intergubernamental e intersectorial, así como la necesaria 
vinculación entre el diseño de los programas presupuestales estratégicos y el Presupuesto Público a través de la 
Estructura Funcional Programática. (*)

(*) Artículo modificado por la Segunda Disposición Final de la Ley  Nº 29465, publicada el 08 diciembre 2009, la  
misma que entrará en vigencia a partir del 1 de enero de 2010, cuyo texto es el siguiente:

“Artículo 79.- Del Presupuesto por Resultados (PpR)

79.1 Presupuesto por Resultados (PpR) es una metodología que se aplica progresivamente al proceso presupuestario y  
que integra la programación, formulación, aprobación, ejecución, seguimiento y evaluación del presupuesto, en una  
visión de logro de productos, resultados y uso eficaz, eficiente y transparente de los recursos del Estado a favor de la 
población, retroalimentando los procesos anuales de asignación del presupuesto público y mejorando los sistemas de 
gestión administrativa del Estado.

79.2 El Presupuesto por Resultados (PpR) utiliza instrumentos tales como la programación presupuestaria estratégica, el 
seguimiento de productos y resultados a través de indicadores de desempeño y las evaluaciones independientes,  
entre  otros que determine el  Ministerio  de  Economía y  Finanzas  en colaboración  con  las  demás entidades de  
gobierno.

79.3 Los programas presupuestales estratégicos se diseñan para enfrentar un problema nacional, cuya resolución está a 
cargo de una o más entidades del sector público, en los diferentes niveles de gobierno. Las entidades del Gobierno 
Nacional  que  deseen  formular  y  proponer  programas  estratégicos  deberán  seguir  la  metodología  y  las  pautas 
establecidas  por  el  Ministerio  de  Economía  y  Finanzas,  cuidando  en  todos  los  casos  que  esta  metodología  
establezca una adecuada coordinación intergubernamental e intersectorial, así como la necesaria vinculación entre el 
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diseño de los programas presupuestales estratégicos y el presupuesto público a través de la Estructura Funcional  
Programática.

El uso de los clasificadores de gastos de la cadena funcional programática es obligatoria para todos los pliegos 
presupuestales que realizan actividades o proveen bienes y servicios identificados como relevantes para el logro de 
los objetivos y metas establecidos en cualquier  programa presupuestal  estratégico. El Ministerio  de Economía y  
Finanzas  a  través  de  la  Dirección  Nacional  del  Presupuesto  Público  a  iniciativa  propia  o  a  pedido  del  sector  
responsable  del  programa  presupuestal  estratégico  evalúa  el  cumplimiento  de  esta  disposición  y  dispone  las 
correcciones necesarias.

79.4 El Centro Nacional de Planeamiento Estratégico (Ceplan) incorpora el instrumento de Programas Presupuestarios 
Estratégicos y el enfoque y principios de la gestión por resultados en su proceso de planeamiento estratégico.” (*)

(*) Artículo modificado por la Única Disposición Complementaria Modificatoria de la 
Ley Nº 29812, publicada el 09 diciembre 2011, vigente a partir del 1 de enero de 2012, 
conforme al siguiente texto:

“Artículo 79.- Presupuesto por Resultados (PpR)

79.1 Presupuesto por Resultados (PpR) es una estrategia de gestión pública que vincula 
la asignación de recursos a productos y resultados medibles a favor de la población, 
que  requiere  de  la  existencia  de  una  definición  de  los  resultados  a  alcanzar,  el 
compromiso para alcanzar dichos resultados por sobre otros objetivos secundarios o 
procedimientos  internos,  la  determinación de responsables,  los procedimientos de 
generación de información de los resultados,  productos y de las herramientas de 
gestión institucional, así como la rendición de cuentas.

79.2 El Presupuesto por Resultados (PpR) se implementa progresivamente a través de los 
programas presupuestales,  las  acciones  de seguimiento  del  desempeño sobre  la 
base  de  indicadores,  las  evaluaciones  y  los  incentivos  a  la  gestión,  entre  otros 
instrumentos que determine el  Ministerio  de Economía y Finanzas, a través de la 
Dirección General de Presupuesto Público, en colaboración con las demás entidades 
del Estado.

79.3 Los programas presupuestales son unidades de programación de las acciones del 
Estado que se realizan en cumplimiento de las funciones encomendadas a favor de 
la sociedad. Su existencia se justifica por la necesidad de lograr un resultado para 
una población objetivo, en concordancia con los objetivos estratégicos de la política 
de  Estado  formulados  por  el  Centro  Nacional  de  Planeamiento  Estratégico 
(CEPLAN),  órgano  rector  del  Sistema  Nacional  de  Planeamiento  Estratégico, 
pudiendo involucrar a entidades de diferentes sectores y niveles de gobierno.

Las entidades públicas  implementan programas presupuestales  o participan de la 
ejecución de los mismos, sujetándose a la metodología y directivas establecidas por 
el  Ministerio  de  Economía  y  Finanzas,  a  través  de  la  Dirección  General  de 
Presupuesto Público”.

Artículo 80.- Modificaciones presupuestarias a nivel institucional entre entidades 
No pueden ser objeto de anulaciones presupuestarias los créditos presupuestarios asignados para el financiamiento  

de  los  Programas  Presupuestales  Estratégicos  con  excepción  de  aquellos  que  hayan  alcanzado  sus  metas  físicas 
programadas,  en cuyo caso,  el  monto  será  reasignado en otras prioridades definidas en los  Programas Presupuestales 
Estratégicos. Las entidades responsables de ejecución de recursos públicos podrán realizar modificaciones presupuestarias  
en el nivel institucional dentro del marco de Presupuesto por Resultados (PpR), mediante decreto supremo refrendado por el 
Ministro de Economía y Finanzas y el Ministro del Sector correspondiente, con el objeto de dar un mayor nivel de atención y 
prioridad a determinadas finalidades según ámbitos geográficos. 

En el  caso del Seguro Integral  de Salud, los recursos destinados a la  ejecución de prestaciones del  primer y 
segundo nivel de atención no podrán ser objeto de anulaciones presupuestarias a favor de prestaciones de mayor nivel de 
complejidad. (*)
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(*)  Artículo  modificado  por  la  Segunda  Disposición  Final  de  la  Ley   Nº  29465, 
publicada el 08 diciembre 2009, la misma que entrará en vigencia a partir del 1 de 
enero de 2010, cuyo texto es el siguiente:

“Artículo 80.- Modificaciones presupuestarias a nivel institucional entre entidades
No  pueden  ser  objeto  de  anulaciones  presupuestarias  los  créditos  presupuestarios  

asignados para el financiamiento de los Programas Presupuestales Estratégicos con excepción de 
aquellos  que  hayan  alcanzado  sus  metas  físicas  programadas,  en  cuyo  caso,  el  monto  será 
reasignado  en  otras  prioridades  definidas  en  los  programas  presupuestales  estratégicos.  Las 
entidades  responsables  de  ejecución  de  recursos  públicos  podrán  realizar  modificaciones 
presupuestarias en el nivel  institucional  dentro del marco de Presupuesto por Resultados (PpR),  
mediante decreto supremo refrendado por el  Ministro de Economía y Finanzas y el  ministro del  
sector correspondiente, con el objeto de dar un mayor nivel de atención y prioridad a determinadas 
finalidades según ámbitos geográficos.

En  el  caso  del  Seguro  Integral  de  Salud,  los  recursos  destinados  a  la  ejecución  de 
prestaciones  del  primer  y  segundo  nivel  de  atención  no  podrán  ser  objeto  de  anulaciones  
presupuestarias a favor de prestaciones de mayor nivel de complejidad.

Las entidades públicas responsables de la ejecución de recursos públicos en el marco de  
Presupuesto por Resultados (PpR) están autorizadas a realizar modificaciones presupuestarias en el  
nivel funcional programático con cargo a los créditos presupuestarios orientados al financiamiento de  
proyectos  de  inversión  pública  vinculados  a  la  ejecución  de  los  programas  presupuestales  
estratégicos, siempre que tales recursos estén destinados a financiar la ejecución de proyectos de  
inversión  pública.  En  este  caso,  se  priorizarán  los  proyectos  de  inversión  más  estrechamente 
vinculados a los programas presupuestales estratégicos en ejecución.” (*)

(*) Artículo suspendido por la Única Disposición Complementaria Modificatoria de la 
Ley Nº 29812, publicada el 09 diciembre 2011, vigente a partir del 1 de enero de 2012.

Artículo 81.- Sobre la evaluación en el marco del Presupuesto por Resultados (PpR) 

81.1 La evaluación en el marco del Presupuesto por Resultados (PpR) consiste en el análisis sistemático y objetivo de un 
proyecto, programa o política en curso o concluido, en razón a su diseño, ejecución, eficiencia, eficacia e impacto y  
resultados en la población, sin perjuicio de las normas y procesos establecidos por el Sistema Nacional de Inversión 
Pública (SNIP) relativos a los proyectos de inversión. Los resultados de las evaluaciones vinculan a las entidades 
cuyas acciones han sido objeto de las mismas, las cuales deberán asumir compromisos formales de mejora sobre su 
desempeño.

81.2 Las evaluaciones son realizadas por personas naturales o jurídicas, en este último caso, diferentes a las entidades  
que  ejecutan  acciones  que  son  objeto  de  las  evaluaciones.  El  diseño  metodológico  y  las  evaluaciones  serán 
prepublicados  para  recibir  los  aportes  de  los  Sectores  Público  y  Privado.  El  diseño  y  los  resultados  de  las  
evaluaciones son compartidos y discutidos con las entidades involucradas. El diseño metodológico y los resultados 
de las evaluaciones tienen carácter público y son difundidos en su integridad mediante el portal del Ministerio de 
Economía y Finanzas y en los portales de los pliegos y las unidades ejecutoras evaluadas.

81.3 Las entidades ejecutoras de las acciones objeto de la evaluación, deben proporcionar, bajo responsabilidad del titular 
de pliego, la información que requiera la persona natural o jurídica evaluadora para la realización de sus labores.

81.4 Las entidades ejecutoras son responsables de la  calidad de la información proporcionada para las evaluaciones 
correspondientes. (*)

(*)  Artículo  modificado  por  la  Segunda  Disposición  Final  de  la  Ley   Nº  29465, 
publicada el 08 diciembre 2009, la misma que entrará en vigencia a partir del 1 de 
enero de 2010, cuyo texto es el siguiente:

“Artículo 81.- Sobre la evaluación en el marco del Presupuesto por Resultados 
(PpR)

81.1 La evaluación  en el  marco del  Presupuesto  por  Resultados (PpR) consiste en el 
análisis  sistemático  y  objetivo  de  un  proyecto,  programa  o  política  en  curso  o 
concluido, en razón a su diseño, ejecución, eficiencia, eficacia e impacto y resultados 
en la población, sin perjuicio de las normas y procesos establecidos por el Sistema 
Nacional  de  Inversión  Pública  (SNIP)  relativos  a  los  proyectos  de  inversión.  Los 
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resultados de las evaluaciones vinculan a las entidades cuyas acciones han sido 
objeto de las mismas, las cuales deberán asumir compromisos formales de mejora 
sobre su desempeño.

La evaluación incluye los sistemas de información a través de los cuales se levanta, 
organiza y se provee la información sobre la operación de los programas, en especial 
la referida a los productos que estos entregan a la población para el logro de sus 
objetivos.

81.2 Las evaluaciones son realizadas por personas naturales o jurídicas, en este último 
caso,  diferentes  a  las  entidades  que  ejecutan  acciones  que  son  objeto  de  las 
evaluaciones. El diseño metodológico y las evaluaciones serán prepublicados para 
recibir los aportes de los sectores público y privado. El diseño y los resultados de las 
evaluaciones son compartidos y discutidos con las entidades involucradas. El diseño 
metodológico  y  los  resultados  de  las  evaluaciones  tienen  carácter  público  y  son 
difundidos en su integridad mediante el portal del Ministerio de Economía y Finanzas 
y en los portales de los pliegos y las unidades ejecutoras evaluadas.

81.3 El  proceso de evaluación de las intervenciones públicas,  cuya conducción está a 
cargo de la Dirección Nacional del Presupuesto Público, está compuesto por cuatro 
fases: preparatoria,  de desarrollo,  de formalización de compromisos de mejora de 
desempeño,  y  de  seguimiento  del  cumplimiento  de  dichos  compromisos  por  las 
entidades responsables de la intervención pública evaluada.

Las  evaluaciones  responden  a  criterios  de  independencia,  carácter  técnico, 
participación  y  transparencia.  En  cumplimiento  del  criterio  de  transparencia,  se 
publican los informes de las evaluaciones y los comentarios que las entidades emitan 
sobre los mismos, a través de los portales institucionales del Ministerio de Economía 
y Finanzas y del Congreso de la República, en este último caso el informe es remitido 
a  la  Comisión  de  Presupuesto  y  Cuenta  General  de  la  República  para  la  citada 
publicación.

81.4 Las  entidades  públicas  evaluadas,  bajo  responsabilidad  del  titular  de  pliego 
presupuestario, deben proporcionar la información que requiera la persona natural o 
jurídica  evaluadora,  siendo  responsables  también  de  la  calidad  de  la  citada 
información.

También son responsables de publicar los informes de evaluación en el Portal de 
Transparencia de su institución. Dicha publicación se hará en un plazo no mayor a 15 
días calendario contados a partir de la fecha de entrega del informe.”

Artículo 82.- Los responsables de la programación, formulación, ejecución y seguimiento de los programas 
estratégicos en el marco del Presupuesto por Resultados (PpR) 

82.1 Los  responsables  de  la  coordinación  de  la  programación  y  formulación  de  los  programas  estratégicos  son  los 
ministerios y sectores que se establezcan en la Ley de Presupuesto de cada año. 

Los  ministerios  y  sectores,  en  coordinación  con  los  pliegos  involucrados  en  la  ejecución  de  los  programas 
presupuestales estratégicos, especialmente los gobiernos regionales y locales, establecen los valores iniciales o  
línea  de base,  las  metas  nacionales  anuales  y  multianuales  en  los  indicadores  de  resultados  y  productos,  los  
estándares mínimos nacionales obligatorios y la estructura de costos requeridos para la prestación de servicios de 
los Programas Presupuestales Estratégicos. Para ello, aprueban mediante resolución ministerial  el  diseño de los 
programas a su cargo. 

82.2 Los ministerios y sectores responsables de los Programas Presupuestales Estratégicos, en coordinación con los 
gobiernos  regionales  y  locales,  preparan  reportes  del  avance  en  la  implementación  del  programa a  su  cargo,  
indicando  las  medidas  adoptadas,  las  acciones  desarrolladas  para  la  mejora  de  la  ejecución  y  los  ajustes 
incorporados  en  los  diseños  de  los  Programas  Presupuestales  Estratégicos.  Estos  reportes  de  avance  serán 
remitidos trimestralmente al Ministerio de Economía y Finanzas y a la Comisión de Presupuesto y Cuenta General de  
la República del Congreso de la República y serán publicados en sus respectivos portales de transparencia. (*)
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(*) Artículo modificado por la Segunda Disposición Final de la Ley Nº 29465, publicada el 08 diciembre 2009, la misma  
que entró en vigencia a partir del 1 de enero de 2010, cuyo texto es el siguiente:

“Artículo 82.- Los responsables de la programación, formulación, ejecución y seguimiento de los programas 
estratégicos en el marco del Presupuesto por Resultados (PpR)

82.1 Los  responsables  de  la  coordinación  de  la  programación  y  formulación  de  los  programas  estratégicos  son  los 
ministerios y sectores que se establezcan en la Ley de Presupuesto de cada año.

Los  ministerios  y  sectores,  en  coordinación  con  los  pliegos  involucrados  en  la  ejecución  de  los  programas 
presupuestales estratégicos, especialmente los gobiernos regionales y locales, establecen los valores iniciales o  
línea  de base,  las  metas  nacionales  anuales  y  multianuales  en  los  indicadores  de  resultados  y  productos,  los  
estándares mínimos nacionales obligatorios y la estructura de costos requeridos para la prestación de servicios de 
los programas presupuestales estratégicos.  Para ello,  aprueban mediante resolución ministerial  el  diseño de los 
programas a su cargo. (*)

(*) Numeral modificado por la Sexta Disposición Complementaria Modificatoria de la Ley Nº 29626, publicada el 09 
diciembre 2010, vigente a partir del 1 de enero de 2011, cuyo texto es el siguiente:

“82.1 Los  responsables  de  la  coordinación  de  la  programación  y  formulación  de  los  programas  estratégicos  son  las 
entidades del Gobierno Central que se establezcan en la ley de presupuesto de cada año.

Las  entidades,  en  coordinación  con  los  pliegos  involucrados  en la  ejecución  de  los  programas  presupuestales  
estratégicos, especialmente los gobiernos regionales y locales, establecen los valores iníciales o línea de base, las 
metas nacionales anuales y multianuales en los indicadores de resultados y productos, los estándares mínimos 
nacionales  obligatorios  y  la  estructura  de  costos  requeridos  para  la  prestación  de  servicios  de  los  programas 
presupuestales estratégicos. Para ello, aprueban mediante resolución ministerial o su equivalente el diseño de los 
programas a su cargo.”

82.2 Los ministerios y  sectores responsables de los programas presupuestales estratégicos,  en coordinación con los 
gobiernos  regionales  y  locales,  preparan  reportes  del  avance  en  la  implementación  del  programa a  su  cargo,  
indicando  las  medidas  adoptadas,  las  acciones  desarrolladas  para  la  mejora  de  la  ejecución  y  los  ajustes 
incorporados en los diseños de los programas presupuestales estratégicos. Estos reportes de avance serán remitidos 
trimestralmente al  Ministerio  de Economía y Finanzas y a la  Comisión de Presupuesto y Cuenta General  de la  
República del Congreso de la República y serán publicados en sus respectivos portales de transparencia.

La Contraloría General de la República verifica los trabajos y productos elaborados por los pliegos en el cumplimiento 
de la normatividad del Presupuesto por Resultados (PpR).” (*)

(*) Artículo modificado por la Única Disposición Complementaria Modificatoria de la 
Ley Nº 29812, publicada el 09 diciembre 2011, vigente a partir del 1 de enero de 2012, 
conforme al siguiente texto:

“Artículo 82.- Responsable del programa presupuestal
El responsable del  programa presupuestal  es el  titular  de la entidad que tiene a 

cargo la  implementación  de dicho programa,  quien,  además,  debe dar  cuenta sobre el 
diseño, uso de los recursos públicos asignados y el logro de los resultados esperados. En 
el  caso  de  programas  presupuestales  que  involucren  a  más  de  una  entidad,  la 
responsabilidad recae en el titular de la entidad que ejerce la rectoría de la política pública 
correspondiente a dicho programa presupuestal. El titular de la entidad puede designar a un 
responsable técnico del programa presupuestal, el que tiene funciones relacionadas con el 
diseño, implementación, seguimiento y evaluación del programa”.

Artículo 83.- El seguimiento del gasto público y de las prioridades asignadas 

83.1 El seguimiento en el marco del Presupuesto por Resultados (PpR) se realiza sobre los avances en los productos y  
resultados del gasto público en general, con énfasis inicial en los Programas Estratégicos. Dicho seguimiento está a 
cargo del  Ministerio  de Economía y  Finanzas,  para lo  cual  los  responsables señalados en  el  artículo  81  de la 
presente Ley entregan información cierta, suficiente y adecuada.

83.2 El Ministerio de Economía y Finanzas consolida la información recibida sobre desempeño y evaluaciones para su 
publicación y remisión a la Comisión de Presupuesto y Cuenta General de la República del Congreso de la República  
y  a la  Contraloría General  de la  República  con periodicidad trimestral.  La información remitida deberá contener 
información detallada por pliego, territorio-desagregado hasta el nivel  de distrito,  programa estratégico, resultado 
final, resultado intermedio y producto, así como los recursos asignados de presupuesto de apertura, el presupuesto  
modificado y su ejecución y las metas físicas.

83.3 La información sobre el desempeño y evaluaciones será publicada en el portal del Ministerio de Economía y Finanzas  
dentro de los siete (7) días calendario de remitida a las instituciones señaladas en el numeral 83.2.
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83.4 Los Ministerios y sectores responsables de los Programas Presupuestales Estratégicos y los pliegos que intervienen 
en la ejecución de las metas físicas y financieras de los productos comprendidos en los Programas Presupuestales 
Estratégicos, velarán por la calidad de la información remitida al Ministerio de Economía y Finanzas y a la Comisión  
de Presupuesto y Cuenta General de la República del Congreso de la República.

83.5 La Comisión de Presupuesto y Cuenta General de la República del Congreso de la República emitirá un informe  
semestral como producto de la revisión y evaluación de la información recibida sobre la ejecución de los Programas  
Presupuestales Estratégicos, así como sobre los avances en la implementación y en las mejoras reportadas por los  
ministerios y sectores responsables de los Programas Estratégicos. (*)

(*)  Artículo  modificado  por  la  Segunda  Disposición  Final  de  la  Ley   Nº  29465, 
publicada el 08 diciembre 2009, la misma que entrará en vigencia a partir del 1 de 
enero de 2010, cuyo texto es el siguiente:

“Artículo 83.- El seguimiento del gasto público y de las prioridades asignadas

83.1 El seguimiento en el marco del Presupuesto por Resultados (PpR) se realiza sobre los avances en los productos y  
resultados del gasto público en general, con énfasis inicial en los programas estratégicos. Dicho seguimiento está a  
cargo del  Ministerio  de Economía y  Finanzas,  para lo  cual  los  responsables señalados en  el  artículo  81  de la 
presente Ley entregan información cierta, suficiente y adecuada.

83.2 El  Ministerio  de  Economía  y  Finanzas  consolida  trimestralmente  el  avance  de  la  ejecución  de  los  pliegos 
presupuestarios ejecutores de los programas estratégicos, conforme al registro de información realizado por dichos 
pliegos en  los  sistemas correspondientes,  para  su  publicación  en  la  página  web del  Ministerio  de  Economía y  
Finanzas y su remisión en resumen ejecutivo a la Comisión de Presupuesto y Cuenta General de la República del  
Congreso y a la Contraloría General de la República. Dicho resumen ejecutivo detallará la información analizada a 
nivel de programa estratégico, unidad ejecutora, según metas físicas y financieras de los productos.

83.3 La información sobre el desempeño y evaluaciones será publicada en el portal del Ministerio de Economía y Finanzas  
dentro de los siete (7) días calendario de remitida a las instituciones señaladas en el numeral 83.2.

83.4 Los ministerios y sectores responsables de los programas presupuestales estratégicos y los pliegos que intervienen  
en la ejecución de las metas físicas y financieras de los productos comprendidos en los programas presupuestales 
estratégicos, velarán por la calidad de la información remitida al Ministerio de Economía y Finanzas y a la Comisión  
de Presupuesto y Cuenta General de la República del Congreso de la República.

83.5 La Comisión de Presupuesto y Cuenta General de la República del Congreso de la República emitirá un informe  
semestral como producto de la revisión y evaluación de la información recibida sobre la ejecución de los programas  
presupuestales estratégicos, así como sobre los avances en la implementación y en las mejoras reportadas por los  
ministerios y sectores responsables de los programas estratégicos.” (*)

(*) Artículo modificado por la Única Disposición Complementaria Modificatoria de la 
Ley Nº 29812, publicada el 09 diciembre 2011, vigente a partir del 1 de enero de 2012, 
conforme al siguiente texto:

“Artículo 83.- Seguimiento de los programas presupuestales

83.1 El  seguimiento  se  realiza  sobre  los  avances  en  la  ejecución  presupuestal  y  el 
cumplimiento de metas en su dimensión física. Dicho seguimiento está a cargo del 
Ministerio de Economía y Finanzas, a través de la Dirección General de Presupuesto 
Público, para lo cual los responsables señalados en el artículo 82 de la presente Ley 
entregan  información  cierta,  suficiente  y  adecuada  que  incluya  las  medidas 
adoptadas, las acciones desarrolladas para la mejora de la ejecución y los ajustes 
incorporados en los diseños de los programas presupuestales.

83.2 El  Ministerio  de  Economía  y  Finanzas,  a  través  de  la  Dirección  General  de 
Presupuesto  Público,  consolida  semestralmente  el  avance de la  ejecución  de los 
programas  presupuestales,  conforme al  registro  de  información  realizado  por  las 
entidades  responsables  de  los  programas  presupuestales  en  los  sistemas 
correspondientes, para su publicación en la página web del Ministerio de Economía y 
Finanzas y su remisión en resumen ejecutivo a la Comisión de Presupuesto y Cuenta 
General de la República del Congreso de la República y a la Contraloría General de 
la República. Dicho resumen ejecutivo detallará la información analizada a nivel de 
programa presupuestal”.
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Artículo 84.- Información estadística sobre resultados 

84.1 El  Instituto  Nacional  de  Estadística  e  Informática  (INEI)  genera  la  información  estadística  necesaria  para  el  
seguimiento de los indicadores en los  ámbitos  correspondientes a su  misión,  en el  marco  del  Presupuesto por  
Resultados (PpR), particularmente de aquellos que no pudieran ser generados por los sistemas estadísticos propios  
de las entidades involucradas en la aplicación del Presupuesto por Resultados (PpR). 

84.2 El  Ministerio  de  Economía  y  Finanzas  en  coordinación  con  los  responsables  de  los  pliegos  presupuestales 
involucrados contarán con un sistema que brinde información pública, mediante su portal, de la ejecución de las  
metas físicas y financieras de los productos de los Programas Presupuestales Estratégicos, de acuerdo con las  
unidades de medida y los costos definidos para ello”. (1)(2)

(1)  Capítulo  incorporado por  la  Primera  Disposición  Final  de  la  Ley  N°  29289,  publicada  el  11  diciembre  2008. 
Disposición que entrará en vigencia el 1 de enero de 2009.

(2) Artículo modificado por la Segunda Disposición Final de la Ley  Nº 29465, publicada el 08 diciembre 2009, la 
misma que entrará en vigencia a partir del 1 de enero de 2010, cuyo texto es el siguiente:

“Artículo 84.- Información estadística sobre resultados

84.1 El  Instituto  Nacional  de  Estadística  e  Informática  (INEI)  genera  la  información  estadística  necesaria  para  el  
seguimiento de los indicadores en los  ámbitos  correspondientes a su  misión,  en el  marco  del  Presupuesto por  
Resultados (PpR), particularmente de aquellos que no pudieran ser generados por los sistemas estadísticos propios  
de las entidades involucradas en la aplicación del Presupuesto por Resultados (PpR).

84.2 El  Ministerio  de  Economía  y  Finanzas  en  coordinación  con  los  responsables  de  los  pliegos  presupuestales 
involucrados contarán con un sistema que brinde información pública, mediante su portal, de la ejecución de las  
metas físicas y financieras de todos los productos contemplados en los programas presupuestales estratégicos de 
acuerdo con las unidades de medida y los costos definidos para ello en los diseños de los respectivos programas.  
Dicha  información  se  registra  y  publica  de  manera  continua,  en  formato  de  base  de  datos  que  permita  su  
desagregación en el clasificador territorial hasta el nivel de distrito, y en el clasificador institucional hasta el nivel de la  
unidad administrativa prestadora del servicio. Los sistemas de información están sujetos a seguimiento, evaluación y  
auditorías periódicas.” (*)

(*) Artículo modificado por la Única Disposición Complementaria Modificatoria de la 
Ley Nº 29812, publicada el 09 diciembre 2011, vigente a partir del 1 de enero de 2012, 
conforme al siguiente texto:

“Artículo 84.- Información estadística
El  Instituto  Nacional  de  Estadística  e  Informática  (INEI)  genera  la  información 

estadística  necesaria  para  el  seguimiento  de  los  indicadores  en  los  ámbitos 
correspondientes a sus funciones y competencias, particularmente de los que no pudieran 
ser generados por los sistemas estadísticos propios de las entidades públicas responsables 
de programas presupuestales y productos dentro del mismo”.

“Artículo 84-A.- Rendición pública de cuentas de los avances de resultados y productos de los programas 
estratégicos

Con una periodicidad anual, el Ministerio de Economía y Finanzas sostiene reuniones públicas con las entidades 
rectoras de los programas presupuestales estratégicos, en las cuales dichas entidades presentan y sustentan los avances  
que el país viene logrando en materia de resultados, medidos a través de la información generada por el Instituto Nacional de  
Estadística  e  Informática  (INEI)  y  por  los  sistemas  de  información  estadísticos  que  forman  parte  del  seguimiento  en  
Presupuesto por Resultados.

Con  una  periodicidad  trimestral,  el  Ministerio  de  Economía  y  Finanzas,  convoca  reuniones  públicas  con  las  
entidades rectoras e implementadoras de los programas presupuestales estratégicos y, progresivamente, con los gobiernos  
regionales, en las cuales dichas entidades dan cuenta de los avances en la ejecución financiera y física de los programas 
estratégicos, así como brindan las explicaciones necesarias sobre las dificultades que se enfrenta en dicho ejercicio.

Como  consecuencia  de  estas  reuniones  se  establecen  agendas  de  trabajo,  de  ser  el  caso,  orientadas  a  
implementar soluciones a los problemas encontrados, debiéndose señalar plazos y responsables.” (1)(2)

(1) Artículo incorporado por la Sétima Disposición Complementaria Modificatoria de la Ley Nº 29626, publicada el 09 
diciembre 2010, vigente a partir del 1 de enero de 2011.

(2) Artículo derogado por la Única Disposición Complementaria Modificatoria de la 
Ley Nº 29812, publicada el 09 diciembre 2011, vigente a partir del 1 de enero de 2012.

44



“Capítulo V
Presupuesto Multianual de la Inversión Pública

Artículo 85.- Del Presupuesto Multianual de la Inversión Pública

85.1 El Presupuesto Multianual de la Inversión Pública constituye un marco referencial elaborado por el Ministerio de 
Economía y Finanzas,  con la  participación de las entidades públicas,  para un período de tres (3)  años fiscales 
consecutivos. Dicho marco toma como base la información del proyecto de Presupuesto Anual del Sector Público, en 
función a los topes establecidos en el Marco Macroeconómico Multianual, la Programación Multianual de la Inversión  
Pública (PMIP) y la Asignación Presupuestaria Total para proyectos de inversión. (*)

(*) Numeral modificado por la Octava Disposición Complementaria Modificatoria de la 
Ley Nº 29626, publicada el 09 diciembre 2010, vigente a partir del 1 de enero de 2011, 
cuyo texto es el siguiente:

"85.1 El  Presupuesto Multianual  de la Inversión Pública constituye un marco referencial 
elaborado  por  el  Ministerio  de  Economía  y  Finanzas,  con  la  participación  de  las 
entidades públicas,  para un período de tres (3) años fiscales consecutivos.  Dicho 
marco toma como base la información del proyecto de presupuesto anual del sector 
público, en función a los topes establecidos en el Marco Macroeconómico Multianual, 
la  Programación  Multianual  de  la  Inversión  Pública  (PMIP)  y  la  Asignación 
Presupuestaria Total para Proyectos de Inversión. El objetivo de la PMIP es asegurar 
un escenario previsible de financiamiento, por un período de tres (3) años, para el 
logro de los resultados establecidos en los Instrumentos de Planificación Nacional. 
Constituye un anexo del Marco Macroeconómico Multianual.”

85.2 En su etapa de implementación, el Presupuesto Multianual de la Inversión Pública 
alcanza a los pliegos presupuestarios del Gobierno Nacional y gobiernos regionales, 
y progresivamente a los gobiernos locales.

85.3 Hasta el 30 de setiembre de cada año, el Ministerio de Economía y Finanzas publica 
el  Presupuesto  Multianual  de  la  Inversión  Pública  en  su  portal  institucional.  La 
actualización del Presupuesto Multianual de la Inversión Pública se realiza hasta el 
31 de enero del año siguiente, una vez aprobado el Presupuesto Anual del Sector 
Público por el Congreso de la República.

Artículo 86.- Continuidad de proyectos de inversión pública

86.1 Para los fines de la continuidad de los gastos en inversiones,  los titulares de los 
pliegos presupuestarios en las fases de programación y formulación presupuestaria 
deberán  tener  en  cuenta  los  proyectos  de  inversión  pública  contenidos  en  el 
Presupuesto  Multianual  de  la  Inversión  Pública,  de  acuerdo  a  la  Programación 
Multianual de la Inversión Pública.

86.2 Dispónese  que  las  entidades  responsables  de  la  ejecución  de  los  proyectos  de 
inversión deben asignar el financiamiento necesario en sus respectivos presupuestos 
para que dicha ejecución se culmine dentro del plazo y cronograma de ejecución 
establecido  en  los  estudios  de  preinversión  que  sustentan  la  declaratoria  de 
viabilidad.

Si  la culminación de los proyectos se realiza fuera de su plazo,  o se prioriza la 
asignación de recursos a proyectos  nuevos,  modificando el  plazo y  cronograma de los 
proyectos en ejecución retrasando su culminación, la entidad pública debe informar a la 
Contraloría General de la República, a la Comisión de Presupuesto y Cuenta General de la 
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República  y  al  Ministerio  de  Economía  y  Finanzas  las  razones  que  sustenten  dichas 
acciones.” (*)

(*) Capítulo incorporado por la Primera Disposición Final de la Ley  Nº 29465, publicada el 08 
diciembre 2009. La citada Ley entra en vigencia a partir del 1 de enero de 2010.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

PRIMERA.- Con excepción de la Décima Disposición Transitoria, lo establecido en 
las siguientes Disposiciones Transitorias es de cumplimiento hasta la implementación de 
las normas que regulen el Sistema de Remuneraciones del Empleo Público, conforme lo 
dispuesto en la Ley Marco del Empleo Público - Ley Nº 28175 y la Ley que desarrolla el 
artículo 39 de la Constitución Política en lo que se refiere a la jerarquía y remuneraciones 
de los altos funcionarios y autoridades del Estado - Ley Nº 28212.

SEGUNDA.- Presupuesto Analítico de Personal en la administración pública.

1. La  Entidad,  mediante  la  Resolución  de  su  Titular,  aprueba  las  propuestas  de 
modificaciones al Presupuesto Analítico de Personal - PAP previo informe favorable 
de la  Oficina de Presupuesto o la  que haga sus veces en la  Entidad,  sobre su 
viabilidad presupuestal.

2. La  cobertura  de  plazas,  bajo  cualquier  forma  o  modalidad  contractual  laboral, 
prevista en el Presupuesto Analítico de Personal - PAP, se autoriza previa opinión 
favorable de la Oficina de Presupuesto o la que haga sus veces y, en su caso, de la 
unidad ejecutora respectiva, que garantice la existencia de los fondos públicos en el 
Grupo  Genérico  de  Gasto  vinculado  al  concepto  de  personal  y  obligaciones 
sociales, para el período que dure el contrato y la relación laboral. Las acciones que 
contravengan lo establecido en el presente numeral devienen en nulas, sin perjuicio 
de la responsabilidad del Titular de la Entidad, así como del funcionario que aprobó 
tal acción.

3. Plaza presupuestada es el  cargo contemplado en el  Cuadro para Asignación de 
Personal  (CAP)  que  cuente  con  el  financiamiento  debidamente  previsto  en  el 
Presupuesto Institucional dentro del Grupo Genérico de Gasto vinculado al concepto 
de personal y obligaciones sociales, conforme al Presupuesto Analítico de Personal 
(PAP) de la Entidad.

TERCERA.- En la Administración Pública, en materia de gestión de personal,  se 
tomará en cuenta lo siguiente:

a) El  ingreso  de  personal  sólo  se  efectúa  cuando  se  cuenta  con  la  plaza 
presupuestada. Las acciones que contravengan el presente numeral serán nulas 
de pleno derecho, sin perjuicio de la responsabilidad del funcionario de la Entidad 
que autorizó tales actos, así como de su Titular.

b) Queda prohibida la recategorización y/o modificación de plazas, que se orienten al 
incremento  de  remuneraciones,  por  efecto  de la  modificación  del  Cuadro  para 
Asignación de Personal - CAP y/o del Presupuesto Analítico de Personal - PAP. El 
incumplimiento de lo dispuesto en el presente literal genera la nulidad de la acción 
de personal  efectuada,  sin  perjuicio  de la  responsabilidad del  funcionario  de la 
Entidad, así como de su Titular.

c) La planilla única de pago sólo puede ser afectada por los descuentos establecidos 
por  Ley,  por  mandato  judicial,  y  otros  conceptos  aceptados  por  el  servidor  o 
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cesante y con visación del Director General de Administración o del que haga sus 
veces.

d) El pago de remuneraciones sólo corresponde como contraprestación por el trabajo 
efectivamente realizado, quedando prohibido, salvo disposición de Ley expresa en 
contrario  o  por  aplicación  de  licencia  con  goce  de  haber  de  acuerdo  a  la 
normatividad  vigente,  el  pago  de  remuneraciones  por  días  no  laborados. 
Asimismo,  queda  prohibido  autorizar  o  efectuar  adelantos  con  cargo  a 
remuneraciones,  bonificaciones,  pensiones  o  por  compensación  por  tiempo  de 
servicios.

e) El  pago  del  personal  activo  y  cesante  debe  considerar  únicamente  a  sus 
funcionarios, servidores así como a pensionistas registrados nominalmente en la 
Planilla Única de Pagos - PUP.

f) La incorporación paulatina en los Cuadros para Asignación de Personal - CAP y/o 
en el Presupuesto Analítico de Personal - PAP, sin demandar recursos adicionales 
al Tesoro Público, de los trabajadores que vienen ejerciendo labores de carácter 
permanente y propio de la Entidad, bajo la modalidad de contratados o de servicios 
no personales.

CUARTA.- Tratamiento de las Remuneraciones, bonificaciones, asignaciones y 
demás beneficios del Sector Público.

1. Las escalas remunerativas y beneficios de toda índole, así como los reajustes de las 
remuneraciones y bonificaciones que fueran necesarios durante el Año Fiscal para 
los  Pliegos  Presupuestarios  comprendidos  dentro  de  los  alcances  de  la  Ley 
General,  se  aprueban mediante  Decreto  Supremo refrendado  por  el  Ministro  de 
Economía y Finanzas, a propuesta del Titular del Sector. Es nula toda disposición 
contraria, bajo responsabilidad.

2. La aprobación y reajuste de remuneraciones, bonificaciones, aguinaldos y, refrigerio 
y movilidad de los trabajadores de los Gobiernos Locales, se atienden con cargo a 
los ingresos corrientes de cada Municipalidad. Su fijación se efectúa de acuerdo a lo 
dispuesto en el Decreto Supremo Nº 070-85-PCM, publicado el 31 de julio de 1985 y 
de  conformidad  a  lo  prescrito  en  el  presente  artículo.  Corresponde  al  Concejo 
Provincial o Distrital,  según sea el caso y bajo responsabilidad, garantizar que la 
aprobación y reajuste de los precitados conceptos cuenten con el correspondiente 
financiamiento debidamente previsto y disponible, bajo sanción de nulidad de pleno 
derecho de los actos administrativos que los formalicen. No son de aplicación a los 
Gobiernos Locales los aumentos de remuneraciones, bonificaciones o beneficios de 
cualquier  otro  tipo  que  otorgue  el  Poder  Ejecutivo  a  los  servidores  del  Sector 
Público. Cualquier pacto en contrario es nulo.

3. El  Fondo  Nacional  de  Financiamiento  de  la  Actividad  Empresarial  del  Estado  - 
FONAFE mediante Acuerdo de su Directorio aprueba las escalas remunerativas de 
FONAFE y sus empresas y norma, dentro de su competencia, sobre materia salarial 
y  demás  beneficios  laborales.  En  las  empresas  que  conforman  la  Actividad 
Empresarial del Estado que no se encuentran sujetas al FONAFE, los incrementos, 
reajustes  u  otorgamiento  de  nuevos  conceptos  se  aprueban  mediante  decreto 
supremo refrendado por el Ministro de Economía y Finanzas.

4. No son de aplicación a las empresas que conforman la actividad empresarial del 
Estado los aumentos de remuneraciones, bonificaciones o beneficios de cualquier 
otro tipo que otorgue el Gobierno Nacional a sus servidores y viceversa.
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5. Corresponde al Congreso de la República, conforme al artículo 94 de la Constitución 
Política y los pertinentes de su Reglamento, normar los aspectos referidos en la 
presente Disposición.
QUINTA.-  Remuneraciones,  Aguinaldos  por  Fiestas  Patrias,  Navidad  y 

Bonificación por Escolaridad

1. Las Entidades del Sector Público, independientemente del régimen laboral que las 
regule, otorgan a sus funcionarios, servidores y/o pensionistas, únicamente, hasta 
doce remuneraciones y/o pensiones anuales, una Bonificación por Escolaridad, un 
aguinaldo  o  gratificación  por  Fiestas  Patrias  y  un  aguinaldo  o  gratificación  por 
Navidad, según corresponda.

2. Las Leyes de Presupuesto del Sector Público fijan los montos que por concepto de 
Aguinaldos o Gratificaciones por Fiestas Patrias y Navidad, según corresponda, y 
Bonificación  por  Escolaridad,  se  otorgan  a  los  funcionarios,  servidores,  obreros, 
personal  sujeto  a  Carreras  reguladas  por  Leyes  específicas,  así  como  a  los 
pensionistas del Sector Público.

El  otorgamiento  en  cada  año  fiscal  de  los  conceptos  antes  señalados  será 
reglamentado mediante decreto supremo refrendado por el Ministro de Economía y 
Finanzas. (*)

(*) De conformidad con el Artículo 2 de la Ley Nº 29351, publicada el 01 mayo 2009, los aguinaldos o 
gratificaciones  a  que  se  refiere  el  presente  numeral,  no  se  encuentran  sujetos  a  aportaciones, 
contribuciones ni descuentos de índole alguna; excepto aquellos otros descuentos establecidos por ley 
o autorizados por el trabajador. La citada Ley entra en vigencia el día siguiente de su publicación en el 
Diario Oficial El Peruano y rige hasta el 31 de diciembre de 2010, conforme a su Artículo 4.

3. Queda prohibida la percepción de cualquier otro beneficio económico de naturaleza 
similar a los Aguinaldos y/o Gratificaciones y Bonificación por Escolaridad que se 
otorguen con igual o diferente denominación.

4. Respecto  a  la  presente  Disposición  el  Congreso  de la  República  se  rige  por  lo 
dispuesto en el acápite 5. de la Disposición Cuarta.

SEXTA.-  Las entidades del  Sector  Público,  sujetas al  régimen laboral  de la  
actividad privada,  por  excepción,  seguirán  otorgando  a  sus  trabajadores  las 
remuneraciones, beneficios o tratamientos especiales que por costumbre, disposición legal  
o negociación vienen otorgando, de acuerdo a la normatividad laboral. (*)

(*) De conformidad con el Artículo 1 del Decreto de Urgencia N° 002-2005, publicado el 20-01-
2005, se deja en suspenso lo dispuesto por la presente  Disposición Transitoria. 

NOTA.- Posteriormente el Decreto de Urgencia 002-2005, que suspendio lo dispuesto 
por la presente disposición, queda derogado por el Artículo Único de la Ley N° 28471, 
publicada el 05 marzo 2005.

SÉTIMA.-  Distribución  porcentual,  sistemas  remunerativos  vinculantes  y 
mecanismos de indexación

1. Déjase sin efecto toda disposición legal que establezca la distribución porcentual 
con cargo a fondos públicos,  para el  otorgamiento de subvenciones a personas 
naturales,  incentivos  y  estímulos  económicos,  bajo  cualquier  denominación,  al 
personal del sector público, manteniéndose los montos que sirvieron de base para 
efectuar el último pago por subvenciones, incentivos o estímulos económicos, en el 
marco del Decreto Legislativo Nº 847.
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2. Déjase sin efecto todas las disposiciones legales o administrativas que establezcan 
sistemas de remuneraciones de carácter vinculante entre Entidades o por cargos 
públicos.

3. Déjase sin efecto todas las disposiciones legales o administrativas que establezcan 
mecanismos de referencia o indexación, percibiéndose en los mismos montos en 
dinero  recibidos  actualmente,  las  remuneraciones,  bonificaciones,  beneficios, 
pensiones,  dietas  y  en  general,  toda  cualquier  otra  retribución  por  cualquier 
concepto  de  los  trabajadores  y  pensionistas  de los  organismos  y  Entidades  del 
Sector Público.

OCTAVA.- Pagos en moneda extranjera
Prohíbese  la  fijación  y  los  pagos  de  remuneraciones,  retribuciones,  dietas  o 

cualquier bonificación, asignación y beneficio a personas naturales, en moneda extranjera, 
incluidos  los  que  provengan  de  Convenios  de  Administración  de  Recursos,  Costos 
Compartidos,  Convenios  de  Cooperación  Técnica  o  Financiera  y  similares.  No  se 
encuentran  comprendidos  en  los  alcances  de  la  presente  Disposición  el  personal  del 
Ministerio  de  Relaciones  Exteriores,  Fuerzas  Armadas  y  Policía  Nacional  que  cumple 
servicio en el extranjero.

NOVENA.- Las transferencias de fondos públicos al  CAFAE, en el  marco de los 
Decretos Supremos núms. 067-92-EF y 025-93-PCM y del Decreto de Urgencia Nº 088-
2001, se realizan de acuerdo a lo siguiente:

a.1 Sólo  podrán  efectuar  transferencias  de  fondos  públicos  al  CAFAE  los  Pliegos 
Presupuestarios del Gobierno Nacional y Gobiernos Regionales cuyo personal se 
regula bajo el Régimen Laboral Público - Decreto Legislativo Nº 276, y que a la 
fecha de entrada en vigencia de la presente Ley realizan transferencias al CAFAE 
para el otorgamiento de Incentivos Laborales, conforme a la normatividad vigente.

a.2 Sólo se podrán transferir fondos públicos al CAFAE para el financiamiento de los 
Incentivos Laborales que corresponda otorgar al personal administrativo, bajo el 
régimen laboral del Decreto Legislativo Nº 276, que ocupa una plaza destinada a 
funciones administrativas en el Cuadro para Asignación de Personal (CAP) de la 
correspondiente entidad. Así como el personal bajo el régimen laboral del Decreto 
Legislativo Nº 276 destacado que labora en las mismas condiciones en la entidad 
de destino.

a.3 Los  fondos  públicos  transferidos  no  podrán  ser  aplicados  en  ningún  tipo  de 
prestación,  pecuniaria  o en especie,  diferente de los Incentivos Laborales,  bajo 
responsabilidad del Titular del Pliego y los miembros del CAFAE.

a.4 Los  Fondos  Públicos  transferidos  al  CAFAE  que  no  hayan  sido  utilizados  a  la 
culminación  del  año  fiscal  deben  revertirse  al  Tesoro  Público.  Si  los  fondos 
transferidos  proceden  de  una  Fuente  de  Financiamiento  distinta  a  Recursos 
Ordinarios deberán incorporarse al Presupuesto del Pliego respectivo, de acuerdo 
al procedimiento establecido para la incorporación de donaciones y transferencias.

a.5 El monto total de fondos públicos que los pliegos transfieran financieramente a sus 
respectivos Fondos de Asistencia y Estímulo - CAFAE durante el año fiscal, no 
podrá ser mayor al monto total transferido durante el año fiscal próxima pasado, 
adicionando  el  financiamiento  para  el  pago  de  los  Incentivos  Laborales  que 
corresponda otorgar en las plazas que hayan sido cubiertas en dicho año fiscal. 
Los Pliegos, en ningún caso, podrán transferir recursos al CAFAE para el pago de 
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Incentivos Laborales de las plazas que no se encuentren ocupadas o de las plazas 
del personal que no perciba efectivamente las remuneraciones que corresponden 
a la misma.

Excepcionalmente, aquellas entidades que necesiten cubrir con personal las plazas 
para  labores  administrativas  vacantes  podrán  transferir  al  CAFAE  los  recursos 
necesarios para el financiamiento de los Incentivos Laborales del personal que sea 
contratado,  de  acuerdo  al  procedimiento  legal  vigente,  para  ocupar  la  plaza 
vacante.

a.6 Las prestaciones económicas reembolsables, programas de vacaciones útiles, los 
gastos  propios  de  administración  del  CAFAE,  así  como  otros  beneficios 
considerados en el Programa Anual del CAFAE, se financian, íntegramente, con 
cargo  a  los  recursos  propios  del  CAFAE  provenientes  de  los  descuentos  por 
tardanza  o  inasistencia  al  centro  de  labores,  donaciones  y  legados,  rentas 
generadas  por  los  activos  propios  y/o  bajo  su  administración,  e  ingresos  que 
obtengan por actividades y/o servicios.

a.7 Los Pliegos antes del inicio del año fiscal, y bajo responsabilidad, informarán a la 
Contraloría General  de la República y a la  Comisión de Presupuesto y Cuenta 
General de la República del Congreso de la República, el programa de beneficios 
que ha sido aprobado en forma conjunta por el Pliego y el CAFAE, a favor de sus 
funcionarios y servidores, el mismo que debe incluir las escalas correspondientes a 
los incentivos laborales. Copia de dicho informe se remite a la Dirección Nacional 
del Presupuesto Público.

La  presentación  de  dicho  informe  incluye  un  anexo  que  contiene  los  montos 
aproximados por persona a ser transferidos al CAFAE de acuerdo a lo establecido 
en la presente disposición.

a.8 Las acciones reguladas en la presente disposición se efectúan con cargo al crédito 
presupuestario de la entidad, previo informe favorable de la Dirección Nacional del 
Presupuesto  Público  y  sin  que ello  implique  modificar  o desacelerar  las  metas 
esenciales y prioritarias del Pliego.

Los  Incentivos  Laborales  que  se  otorgan  a  través  del  CAFAE  se  sujetan  a  lo 
siguiente:

b.1 Los Incentivos Laborales son la única prestación que se otorga a través del CAFAE 
con cargo a fondos públicos.

b.2 No tienen carácter remunerativo, pensionable, ni compensatorio.

b.3 Son beneficiarios de los Incentivos Laborales los trabajadores administrativos bajo 
el régimen laboral del Decreto Legislativo Nº 276 que tienen vínculo laboral vigente 
con el Gobierno Nacional y Gobiernos Regionales y que no perciben ningún tipo de 
Asignación  Especial  por  la  labor  efectuada,  Bono  de  Productividad  u  otras 
asignaciones  de  similar  naturaleza,  con  excepción  de  los  Convenios  por 
Administración por Resultados.

b.4 El  monto  de  los  incentivos  laborales  así  como  su  aplicación  efectiva  e 
individualizada se sujeta a la disponibilidad presupuestaria y a las categorías o 
niveles  remunerativos  alcanzados  por  cada  trabajador,  conforme a  la  directiva 
interna que para tal efecto apruebe la Oficina de Administración o la que haga sus 
veces,  en  el  marco  de  los  lineamientos  que  emita  la  Dirección  Nacional  del 
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Presupuesto Público, así como las que emita el sector correspondiente respecto a 
la aplicación de los incentivos laborales; siendo la directiva del sector aplicable de 
manera progresiva y sin demandar recursos adicionales al Tesoro Público.

b.5 Los incentivos laborales comprenden los conceptos de racionamiento y/o movilidad 
o  de  similar  denominación,  los  cuales  se  otorgan  previo  cumplimiento  de  los 
requisitos que disponen las Directivas correspondientes.

b.6 No procede el pago por concepto de movilidad que se otorga a través de CAFAE 
como parte  de  los  Incentivos  Laborales,  al  personal  que  se traslada  mediante 
vehículos de la entidad o que cuenta con el servicio de transporte de personal.

b.7 En ningún caso, se podrán otorgar Incentivos laborales al personal bajo el régimen 
laboral de la actividad privada, al personal contratado para proyectos de inversión, 
a  los  consultores,  profesionales  o  técnicos  contratados  a  cargo  del  PNUD  u 
organismos similares, a las personas contratadas por servicios no personales u 
otra modalidad de contratación que no implique vínculo laboral, así como tampoco 
al personal comprendido en regímenes propios de Carrera, regulados por Leyes 
específicas,  (Magistrados,  Diplomáticos,  Docentes  Universitarios,  Profesorado, 
Fuerzas Armadas, Policía Nacional y Profesionales de la Salud).

DÉCIMA.- Autorízase al Ministerio de Educación a disponer a título oneroso y en el 
marco normativo establecido por el Decreto Legislativo Nº 674 y normas complementarias, 
de  los  bienes  inmuebles  de  su  propiedad,  los  que  se  encuentren  en  proceso  de 
saneamiento  físico  legal,  así  como  los  que  le  hayan  sido  concedidos  en  uso,  previa 
coordinación  con  la  SBN.  Dicha  autorización  comprende  cualquier  modalidad  de 
disposición que permita el aprovechamiento económico de los referidos bienes.

Los  recursos  obtenidos  como  consecuencia  de  lo  establecido  en  el  párrafo 
precedente serán considerados en la Función Educación en la fuente de financiamiento 
“Recursos  Directamente  Recaudados”  de cada pliego  presupuestario  y  serán utilizados 
únicamente,  bajo  responsabilidad,  en  la  infraestructura  y  el  equipamiento  de  las 
instituciones educativas existentes. El Ministerio de Educación queda facultado a emitir las 
normas complementarias para la administración de estos recursos.

Cada  pliego  presupuestario  deberá  informar  anualmente  a  la  Comisión  de 
Presupuesto y Cuenta General  de la República del  Congreso de la República sobre la 
aplicación de la presente disposición.

La presente autorización regirá por los ejercicios presupuestales 2005 y 2006

UNDÉCIMA.- Los fondos públicos correspondientes a la Fuente de Financiamiento 
“Recursos  Ordinarios  para  los  Gobiernos  Locales”  son  distribuidos  por  el  Ministerio  de 
Economía y Finanzas a los Gobiernos Locales a través de la Dirección Nacional del Tesoro 
Público,  de  acuerdo  a  lo  que  dispongan  las  directivas  que,  para  tal  efecto,  emita  la 
Dirección  Nacional  del  Presupuesto  Público  a  propuesta  del  Ministerio  de  la  Mujer  y 
Desarrollo Social. La estimación de los citados fondos públicos se detalla en los anexos de 
la Ley de Presupuesto del Sector Público. En el caso del Vaso de Leche se aplican las 
disposiciones correspondientes de la Ley que establece Normas Complementarias para la 
ejecución del Programa del Vaso de Leche - Ley Nº 27470.

DUODÉCIMA.- Lo establecido en el artículo 44 de la presente Ley en lo que se 
refiere al porcentaje de ingresos correspondiente a la fuente de financiamiento recursos 
ordinarios, se aplica a partir del proceso de formulación del Presupuesto del ejercicio 2006.
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DÉCIMO  TERCERA.- Para  efectos  de  la  aplicación  del  Sistema  Nacional  de 
Inversión  Pública,  así  como  para  la  coordinación  en  materia  presupuestal  durante  el 
proceso de programación y formulación presupuestaria,  las Universidades Públicas  que 
constituyen pliegos presupuestarios conforman un sector a cargo de la Asamblea Nacional 
de Rectores, en el marco de la normatividad vigente.

“DÉCIMA CUARTA.- Las modificaciones presupuestarias en el  nivel  institucional 
que  se  requieran  realizar  como consecuencia  de  la  fusión  de  direcciones,  programas, 
dependencias,  entidades,  organismos públicos y comisiones,  de acuerdo con la  Ley Nº 
27658,  Ley  Marco  de  Modernización  de  la  Gestión  del  Estado,  se  aprueban  mediante 
decreto supremo refrendado por el  ministro del  sector  correspondiente  y  el  Ministro de 
Economía y Finanzas.” (*)

(*) Disposición incorporada por la Tercera Disposición Complementaria Modificatoria 
de la Ley Nº 29626, publicada el 09 diciembre 2010, vigente a partir del 1 de enero de 
2011.

DISPOSICIONES FINALES

PRIMERA.- Se encuentra prohibido crear Entidades a través de disposiciones de la 
Ley de Presupuesto del Sector Público.

SEGUNDA.- Todo dispositivo con rango de ley o reglamento que de manera general 
o particular se vincule a materia presupuestal debe gestionarse necesariamente a través 
del Ministerio de Economía y Finanzas.

TERCERA.- Las  demandas  adicionales  de  gasto  no  previstas  en  la  Ley  de 
Presupuesto del  Sector  Publico deben ser cubiertas por la Entidad correspondiente,  en 
forma progresiva, tomando en cuenta el grado de prioridad en su ejecución y sujetándose 
estrictamente a los créditos presupuestarios aprobados en su respectivo Presupuesto, en el 
marco de lo dispuesto por los artículos I y II del Titulo Preliminar de la Ley General, sin 
demandar recursos adicionales al Tesoro Público.

Los  expedientes  ingresados  al  Ministerio  de  Economía  y  Finanzas  requiriendo 
demandas  de  fondos  públicos,  no  atendidos  durante  el  año  fiscal  correspondiente,  así 
como aquellas solicitudes vinculadas a la ejecución del gasto, serán archivados.

CUARTA.- Los ingresos generados como consecuencia de la gestión de los centros 
de producción y similares de las universidades públicas deben ser utilizados para cubrir los 
costos  de  operación,  inversiones  y  cargas  impositivas  de  los  centros  generadores  de 
ingresos. De existir saldos disponibles, éstos podrán ser utilizados en el cumplimiento de 
las metas presupuestarias que programe el pliego, en el marco de la autonomía establecida 
en el artículo 18 de la Constitución Política del Perú y artículos 1 y 4 de la Ley Nº 23733, 
Ley  Universitaria.  Si  el  cumplimiento  de  las  metas  implicara  el  uso  de  dichos  fondos 
públicos  para  el  pago  de  retribuciones,  estos  no  tendrán  carácter  remunerativo  o 
pensionable  ni  constituirán base para el  cálculo  y/o  reajuste de beneficio,  asignación o 
entrega alguna.

QUINTA.- Sólo procederá la ejecución de obras adicionales cuando se cuente, previamente, con disponibilidad 
presupuestal,  con aprobación del Titular de Entidad mediante la resolución correspondiente, o en el caso de empresas,  
incluyendo aquellas bajo el ámbito de FONAFE, por Acuerdo del Directorio de la empresa, y en los casos en que su valor, 
restándole los presupuestos deductivos vinculados a tales adicionales, no superen el diez por ciento (10%) del monto total del  
contrato original.

Para el caso de las obras adicionales que superen el diez por ciento (10%) del contrato original,  luego de ser  
aprobadas por el Titular de la Entidad o el Directorio de la empresa, según corresponda, se requiere contar, previamente,  
para su ejecución y pago, con la disponibilidad presupuestaria y la autorización expresa de la Contraloría General de la 
República, independientemente de la fecha del contrato de obra. Para estos efectos la Contraloría General de la República 
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debe  observar  los  plazos  y  procedimientos  establecidos  en  el  artículo  160  del  Decreto  Supremo  Nº  013-2001-PCM, 
Reglamento de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, de fecha 13 de febrero de 2001. (*)

(*)  Disposición modificada por la Única Disposición Complementaria Modificatoria 
del Decreto Legislativo N° 1017, publicada el 04 junio 2008, disposición que entró en 
vigencia  a  partir  del  1  de  febrero de 2009,  de conformidad con el  Artículo  1  del 
Decreto  de  Urgencia  Nº  014-2009,  publicado  el  31  enero  2009,  cuyo  texto  es  el 
siguiente:

“QUINTA.- Sólo  procederá la  ejecución de obras adicionales  cuando se cuente, 
previamente,  con  disponibilidad  presupuestal,  con  aprobación  del  Titular  de  Entidad 
mediante la resolución correspondiente,  o en el  caso de empresas, incluyendo aquellas 
bajo el ámbito de FONAFE, por Acuerdo del Directorio de la empresa, y en los casos en 
que su valor,  restándole los presupuestos deductivos vinculados a tales adicionales,  no 
superen el quince por ciento (15%) del monto total del contrato original.

Para el caso de las obras adicionales que superen el quince por ciento (15%) del 
contrato original, luego de ser aprobadas por el Titular de la Entidad o el Directorio de la 
empresa, según corresponda, se requiere contar, previamente, para su ejecución y pago, 
con la disponibilidad presupuestaria y la autorización expresa de la Contraloría General de 
la República, independientemente de la fecha del contrato de obra. Para estos efectos, la 
Contraloría  General  de  la  República  debe  observar  los  plazos  y  procedimientos 
establecidos en la ley de contrataciones del Estado y su reglamento.

Cuando se trate de la ejecución de obras adicionales en el marco de un proyecto de 
inversión  pública,  cuya  viabilidad  se haya  visto afectada,  el  órgano competente deberá 
proceder a la verificación de la misma.”

SEXTA.- El Ministerio de la Mujer y Desarrollo Social aprueba las pautas referidas a 
la administración económica y financiera, así como a la aprobación de los presupuestos de 
las Sociedades de Beneficencia Pública, Juntas de Participación Social, transformadas o no 
en Fundaciones, en armonía con las disposiciones que sobre el particular rigen en el Sector 
Público y en la Ley General.

SÉTIMA.- Los Convenios de Administración de Recursos, Costos Compartidos u otras modalidades similares, que  
las  Entidades  del  Gobierno  Nacional  suscriban  con  organismos  o  instituciones  internacionales  para  encargarles  la 
administración  de  sus  recursos,  deben  aprobarse  por  resolución  suprema  refrendada  por  el  Ministro  del  sector  
correspondiente, previo informe de la Oficina de Presupuesto o la que haga sus veces, en el que se demuestre las ventajas y  
beneficios de su concertación así como la disponibilidad de los recursos para su financiamiento. El procedimiento señalado se  
empleará también para el caso de las addendas, revisiones u otros que amplíen la vigencia, modifiquen o añadan metas no 
contempladas originalmente.

En el caso de los Gobiernos Regionales, Gobiernos Locales y Organismos Constitucionalmente Autónomos dichos 
convenios y sus modificatorias son aprobados mediante Acuerdo del Consejo Regional, del Concejo Municipal y Resolución 
del Titular del Organismo Constitucionalmente Autónomo, respectivamente, de conformidad con lo establecido en el párrafo  
anterior, debiéndose contar con el informe previo de la Oficina de Presupuesto o la  que haga sus veces, en el  que se  
demuestre las ventajas y beneficios de su concertación así como la disponibilidad de los recursos para su financiamiento.

Los contratos de locación de servicios que se celebren con personas naturales al amparo de los mencionados  
convenios sólo podrán referirse al desarrollo de asesorías, consultorías, actividad profesional calificada y similares de carácter 
especializado. Asimismo, dicha contratación podrá efectuarse para el desempeño de cargos de confianza que se requieran, 
inclusive en los Gobiernos Regionales. (*)

(*)  Disposición modificada por la  Vigésima Quinta Disposición Final  de la Ley N° 
28927,  publicada  el  12  diciembre  2006,  la  misma  que  de  conformidad  con  su 
Trigésima Sétima Disposición Final entrará en vigencia a partir del 01 de enero de 
2007, cuyo texto es el siguiente:

“SÉTIMA.- Los contratos de locación de servicios que se celebren con personas 
naturales  al  amparo  de  Convenios  de  Cooperación  Internacional  autorizados  por  ley 
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expresa, sólo podrán referirse al desarrollo de asesorías, consultorías, actividad profesional 
calificada  y  similares  de  carácter  especializado.  Asimismo,  dicha  contratación  podrá 
efectuarse para el desempeño de cargos de confianza que se requieran, inclusive en los 
gobiernos regionales.”

OCTAVA.- De acuerdo al Decreto Ley Nº 20530, es pensionable toda remuneración 
afecta al  descuento para pensiones que sea permanente en el  tiempo y regular  en su 
monto. Por lo tanto, no procede disponer la inclusión en el monto de la pensión de este 
régimen,  de  aquellos  conceptos  que,  por  norma expresa  han  sido  establecidas  con  el 
carácter  de  no  pensionables,  como  tampoco  aquellos  que  no  han  estado  afectos  al 
descuento efectivo para las pensiones de dicho régimen.

NOVENA.- En lo no previsto por la Ley General y las leyes relativas a la materia 
presupuestal se aplican,  supletoriamente, los Principios del Derecho Administrativo y las 
disposiciones reguladas por otras leyes que incidan en la materia, siempre que no sean 
incompatibles con su naturaleza.

DÉCIMA.- El Banco Central de Reserva del Perú y la Superintendencia de Banca y 
Seguros rigen su proceso presupuestario de conformidad con sus Leyes Orgánicas, en el 
marco  de  lo  dispuesto  por  los  artículos  84  y  87  de la  Constitución  Política,  debiendo, 
trimestralmente, presentar a la Comisión de Presupuesto y Cuenta General de la República 
del Congreso de la República, a la Contraloría General de la República y a la Dirección 
Nacional del Presupuesto Público, las evaluaciones presupuestarias respectivas.

UNDÉCIMA.- A partir de la vigencia de la Ley General todas las referencias legales 
o  administrativas  a  la  Ley  de  Gestión  Presupuestaria  del  Estado  -  Ley  Nº  27209  se 
entienden hechas a la Ley General del Sistema Nacional de Presupuesto, en la disposición 
que corresponda.

DUODÉCIMA.- Las normas o resoluciones que dicte el Congreso de la República en 
relación a su presupuesto, en aplicación de lo dispuesto por el artículo 79 de la Constitución 
Política del Perú, no afectan el presupuesto de gastos referido a remuneraciones o escalas 
diferenciales u otros conceptos de gasto en los demás Pliegos Presupuestarios, estando 
supeditados estos últimos a lo dispuesto por el Segundo párrafo del artículo 77 del mismo 
cuerpo legal.

Deróganse,  sin  excepción,  las  disposiciones  legales  o  administrativas  que 
establezcan sistemas de remuneraciones vinculadas entre Entidades del Sector Público.

Es  nulo  todo  acto  o  disposición  contraria  a  lo  establecido  por  la  presente 
disposición.

DÉCIMO TERCERA.- No corresponde pagar viáticos por comisión de servicios en el 
exterior, capacitación, instrucción o similares, cuando éstos sean cubiertos por la entidad 
internacional organizadora o auspiciante del evento, independientemente de la norma que 
regula la asignación de los viáticos o conceptos similares, bajo responsabilidad del Titular 
de la Entidad y del funcionario que autorice el viaje.

DÉCIMO CUARTA.- Las Entidades que cuenten con una oficina de presupuesto, gerencia de presupuesto o las que 
hagan sus veces, deberán solicitar a la Dirección Nacional del Presupuesto Público el registro del responsable de dichas  
oficinas, con el objeto de lograr  su acreditación en el desempeño de las funciones en materia del Sistema Nacional  de 
Presupuesto. La Dirección Nacional del Presupuesto Público emitirá un documento mediante el cual expresa su calificación y 
representatividad respecto de las coordinaciones en materia presupuestaria. La acreditación constituye un requisito necesario 
para poder ejercer el cargo de responsable de las citadas oficinas.

Lo establecido en la presente disposición será aplicable a partir de los ciento veinte (120) días de vigencia de la Ley  
General, período dentro del cual la Dirección Nacional del Presupuesto Público implementará una capacitación especial a los 
responsables de las citadas oficinas, conducentes a la acreditación respectiva. (*)
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(*)  Disposición Final  derogada por la  Única Disposición Derogatoria de la Ley Nº 
28562, publicada el 30 Junio 2005.

DÉCIMO QUINTA.- Autorízase al Poder Ejecutivo para que mediante Decreto Supremo refrendado por el Ministro  
Economía y Finanzas, a propuesta de la Dirección General de Programación Multianual del Sector Público, incorpore, cuando 
sea necesario,  previo informe favorable de la  Dirección Nacional  del Presupuesto Público, los recursos en la  Fuente de  
Financiamiento “Recursos por Operaciones Oficiales de Crédito Interno” provenientes del crédito extraordinario permanente y 
revolvente otorgado por el Banco de la Nación al amparo de la Segunda Disposición Complementaria del Decreto Legislativo 
Nº 442 y sus modificaciones, a favor del Instituto Nacional de Defensa Civil - INDECI.

Exceptúase  de  la  declaración  de  viabilidad  y  autorízase  al  Ministerio  de  Economía  y  Finanzas  a  aplicar  un  
procedimiento simplificado para determinar la elegibilidad, como requisito previo a la ejecución, de los Proyectos de Inversión  
Pública que apruebe la Comisión Multisectorial de Prevención y Atención de Desastres, creada por el Decreto Supremo Nº 
081-2002-PCM del 17 de agosto de 2002, a propuesta de la Dirección General de Programación Multianual del Sector Público  
del Ministerio de Economía y Finanzas. (*)

(*)  Disposición modificada por el  Artículo 1 del  Decreto de Urgencia N° 005-2005, 
publicado el 19 Febrero 2005, cuyo texto es el siguiente:

“DÉCIMO  QUINTA.- Autorízase  al  Poder  Ejecutivo  para  que  mediante  Decreto 
Supremo refrendado por el Ministro de Economía y Finanzas, a propuesta de la Dirección 
General de Programación Multianual del Sector Público, incorpore, cuando sea necesario, 
previo informe favorable de la Dirección Nacional del Presupuesto Público, los recursos en 
la  Fuente  de  Financiamiento  “Recursos  por  Operaciones  Oficiales  de  Crédito  Interno” 
provenientes del crédito extraordinario permanente y revolvente otorgado por el Banco de 
la Nación al amparo de la Segunda Disposición Complementaria del Decreto Legislativo Nº 
442 y sus modificaciones, a favor del Instituto Nacional de Defensa Civil - INDECI. 

Exceptúase de la declaración de viabilidad y autorízase al Ministerio de Economía y 
Finanzas  a  aplicar  un  procedimiento  simplificado  para  determinar  la  elegibilidad,  como 
requisito  previo  a  la  ejecución,  de  los  Proyectos  de  Inversión  Pública  que  apruebe  la 
Comisión  Multisectorial  de  Prevención  y  Atención  de Desastres,  creada por  el  Decreto 
Supremo Nº 081-2002-PCM del 17 de agosto de 2002, a propuesta de la Dirección General 
de Programación Multianual del Sector Público del Ministerio de Economía y Finanzas.

En el marco de lo señalado en la presente Disposición facultase al Instituto Nacional 
de Defensa Civil - INDECI a efectuar las transferencias financieras que correspondan, vía 
convenios”. (*)

(*) De conformidad con el Artículo 2 de la Ley N° 28500, publicada el 26 Abril 2005, se deroga el Decreto 
de Urgencia N° 005-2005, que modifícó la Décimo Quinta Disposición Final de la presente Ley.

DÉCIMO SEXTA.- Modifícase el numeral 11.4 del artículo 11 de la Ley Nº 27245, 
modificada por el artículo 5 de la Ley Nº 27958, por el texto siguiente:

“11.4  El  Poder  Ejecutivo  remite  al  Congreso  de  la  República  el  Marco 
Macroeconómico  Multianual  conjuntamente  con  los  Proyectos  de  Ley  Anuales  de 
Presupuesto, de Endeudamiento y de Equilibrio Financiero del Sector Público, los cuales 
deben ser consistentes con lo señalado en dicho marco.”

DÉCIMO SÉTIMA.- La presente Ley entra en vigencia a partir del 1 de enero del 
año 2005.

DISPOSICIÓN DEROGATORIA

ÚNICA.- Deróganse la Ley Nº 27209 - Ley de Gestión Presupuestaria del Estado así 
como todas las normas y disposiciones legales y administrativas, generales y específicas, 
sin excepción, que se opongan o limiten la aplicación de la Ley General.
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Comuníquese al señor Presidente de la República para su promulgación.

En Lima, a los veinticinco días del mes de noviembre de dos mil cuatro.

ÁNTERO FLORES-ARAOZ E.
Presidente del Congreso de la República

JUDITH DE LA MATA FERNÁNDEZ
Segunda Vicepresidenta del Congreso de la República

AL SEÑOR PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DE LA REPÚBLICA

POR TANTO:

Mando se publique y cumpla.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los seis días del mes de diciembre del año 
dos mil cuatro.

ALEJANDRO TOLEDO
Presidente Constitucional de la República

CARLOS FERRERO
Presidente del Consejo de Ministros
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LEY DEL SERVICIO CIVIL 

 

LEY Nº 30057 

 

 

 EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA 

-  

 POR CUANTO: 

 

 El Congreso de la República 

 

 Ha dado la Ley siguiente: 

 

 EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA; 

 

 Ha dado la Ley siguiente: 

 

LEY DEL SERVICIO CIVIL 

 

TÍTULO PRELIMINAR 

 

 Artículo I. Objeto de la Ley 

 El objeto de la presente Ley es establecer un régimen único y exclusivo para las personas que 

prestan servicios en las entidades públicas del Estado, así como para aquellas personas que están encargadas 

de su gestión, del ejercicio de sus potestades y de la prestación de servicios a cargo de estas. 

 

 Artículo II. Finalidad de la Ley 

 La finalidad de la presente Ley es que las entidades públicas del Estado alcancen mayores niveles 

de eficacia y eficiencia, y presten efectivamente servicios de calidad a través de un mejor Servicio Civil, así 

como promover el desarrollo de las personas que lo integran. 

 

 Artículo III. Principios de la Ley del Servicio Civil 

 Son principios de la Ley del Servicio Civil: 

 

 a) Interés general. El régimen del Servicio Civil se fundamenta en la necesidad de recursos humanos 

para una adecuada prestación de servicios públicos. 
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 b) Eficacia y eficiencia. El Servicio Civil y su régimen buscan el logro de los objetivos del Estado y 

la realización de prestaciones de servicios públicos requeridos por el Estado y la optimización de los recursos 

destinados a este fin. 

 

 c) Igualdad de oportunidades. Las reglas del Servicio Civil son generales, impersonales, objetivas, 

públicas y previamente determinadas, sin discriminación alguna por razones de origen, raza, sexo, idioma, 

religión, opinión, condición económica o de cualquier otra índole. 

 

 d) Mérito. El régimen del Servicio Civil, incluyendo el acceso, la permanencia, progresión, mejora 

en las compensaciones y movilidad, se basa en la aptitud, actitud, desempeño, capacidad y evaluación 

permanente para el puesto de los postulantes y servidores civiles. 

 

 e) Provisión presupuestaria. Todo acto relativo al sistema del Servicio Civil está supeditado a la 

disponibilidad presupuestal, el cumplimiento de las reglas fiscales, la sostenibilidad de las finanzas del Estado, 

así como a estar previamente autorizado y presupuestado. 

 

 f) Legalidad y especialidad normativa. El régimen del Servicio Civil se rige únicamente por lo 

establecido en la Constitución Política, la presente Ley y sus normas reglamentarias. 

 

 g) Transparencia. La información relativa a la gestión del régimen del Servicio Civil es confiable, 

accesible y oportuna. 

 

 h) Rendición de cuentas de la gestión. Los servidores públicos encargados de la gestión de las 

entidades públicas rinden cuentas de la gestión que ejecutan. 

 

 i) Probidad y ética pública. El Servicio Civil promueve una actuación transparente, ética y objetiva 

de los servidores civiles. Los servidores actúan de acuerdo con los principios y valores éticos establecidos 

en la Constitución y las leyes que requieran la función pública. 

 

 j) Flexibilidad. El Servicio Civil procura adaptarse a las necesidades del Estado y de los 

administrados. 

 

 k) Protección contra el término arbitrario del Servicio Civil. La presente Ley otorga al servidor 

civil adecuada protección contra el término arbitrario del Servicio Civil. 

 

TÍTULO I: DISPOSICIONES GENERALES 

 

 Artículo 1. Ámbito de aplicación 

 El régimen del Servicio Civil se aplica a las entidades públicas de: 
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 a) El Poder Ejecutivo, incluyendo Ministerios y Organismos Públicos. 

 

 b) El Poder Legislativo. 

 

 c) El Poder Judicial. 

 

 d) Los Gobiernos Regionales. 

 

 e) Los Gobiernos Locales. 

 

 f) Los Organismos a los que la Constitución Política del Perú y las leyes confieren autonomía. 

 

 g) Las demás entidades y organismos, proyectos y programas del Estado, cuyas actividades se 

realizan en virtud de potestades administrativas y, por tanto, se consideran sujetas a las normas comunes 

de derecho público. 

 

 Artículo 2. Clasificación de los servidores civiles 

 Los servidores civiles de las entidades públicas se clasifican en los siguientes grupos: 

 

 a) Funcionario público. 

 b) Directivo público. 

 c) Servidor Civil de Carrera. 

 d) Servidor de actividades complementarias. 

 

 En cualquiera de estos grupos pueden existir servidores de confianza. 

 

 Artículo 3. Definiciones 

 

 a) Funcionario público. Es un representante político o cargo público representativo, que ejerce 

funciones de gobierno en la organización del Estado. Dirige o interviene en la conducción de la entidad, así 

como aprueba políticas y normas. 

 

 b) Directivo público. Es el servidor civil que desarrolla funciones relativas a la organización, 

dirección o toma de decisiones de un órgano, unidad orgánica, programa o proyecto especial. i
(*) 

RECTIFICADO POR FE DE ERRATAS  

 

 c) Servidor civil de carrera. Es el servidor civil que realiza funciones directamente vinculadas al 

cumplimiento de las funciones sustantivas y de administración interna de una entidad. 

 

 d) Servidor de actividades complementarias. Es el servidor civil que realiza funciones 

indirectamente vinculadas al cumplimiento de las funciones sustantivas y de administración interna de una 
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entidad. 

 

 e) Servidor de confianza. Es un servidor civil que forma parte del entorno directo e inmediato de 

los funcionarios públicos o directivos públicos y cuya permanencia en el Servicio Civil está determinada y 

supeditada a la confianza por parte de la persona que lo designó. Puede formar parte del grupo de directivos 

públicos, servidor civil de carrera, o servidor de actividades complementarias. Ingresa sin concurso público 

de méritos, sobre la base del poder discrecional con que cuenta el funcionario que lo designa. No conforma 

un grupo y se sujeta a las reglas que correspondan al puesto que ocupa. 

 

 f) Puesto. Es el conjunto de funciones y responsabilidades que corresponden a una posición dentro 

de una entidad, así como los requisitos para su adecuado ejercicio. Se encuentra descrito en los instrumentos 

de gestión de la entidad. 

 

 g) Familia de puestos. Es el conjunto de puestos con funciones, características y propósitos 

similares. Cada familia de puestos se organiza en niveles de menor a mayor complejidad de funciones y 

responsabilidades. 

 

 h) Banda remunerativa. Es el rango de montos máximos y mínimos definidos por el resultado de 

la valorización de puestos de cada nivel de una familia de puestos. 

 

 i) Distribución de la valorización. Es el mecanismo por el cual se calcula la compensación 

económica del puesto que finalmente determina el ingreso económico del servidor civil. 

 

TÍTULO II: ORGANIZACIÓN DEL SERVICIO CIVIL 

 

 Artículo 4. Sistema administrativo de gestión de recursos humanos 

 El sistema administrativo de gestión de recursos humanos establece, desarrolla y ejecuta la política de Estado 

respecto del Servicio Civil, a través del conjunto de normas, principios, recursos, métodos, procedimientos y técnicas 

utilizados por las entidades públicas en la gestión de los recursos humanos. 

 

 El sistema está integrado por: 

 

 a) La Autoridad Nacional del Servicio Civil (Servir). 

 b) Las oficinas de recursos humanos de las entidades o las que hagan sus veces. 

 c) El Tribunal del Servicio Civil. (*) 

 

 “Artículo 4.- Sistema administrativo de gestión de recursos humanos 

 El sistema administrativo de gestión de recursos humanos establece, desarrolla y ejecuta la política 

(*) Artículo modificado por el Artículo 4 del Decreto Legislativo N° 1450, publicado el 16 de 

septiembre de 2018, cuyo texto es el siguiente: 
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de Estado respecto del Servicio Civil, a través del conjunto de normas, principios, recursos, métodos, 

procedimientos y técnicas utilizadas por las entidades públicas en la gestión de los recursos humanos. 

 

 El sistema está integrado por: 

 

 a) La Autoridad Nacional del Servicio Civil (SERVIR). 

 

 b) Las oficinas de recursos humanos de las entidades o las que hagan sus veces. 

 

 c) El Tribunal del Servicio Civil. 

 

 d) La Dirección General de Gestión Fiscal de los Recursos Humanos del Ministerio de Economía y 

Finanzas.” 

 

 Artículo 5. Autoridad Nacional del Servicio Civil (Servir) 

 La Autoridad Nacional del Servicio Civil, en adelante Servir, formula la política nacional del Servicio 

Civil, ejerce la rectoría del sistema y resuelve las controversias de conformidad con lo establecido en el 

Decreto Legislativo 1023 y sus normas modificatorias, garantizando desde su elección como órgano técnico 

su autonomía, profesionalismo e imparcialidad. 

 

 Artículo 6. Oficina de Recursos Humanos 

 Las oficinas de recursos humanos de las entidades públicas, o las que hagan sus veces, constituyen 

el nivel descentralizado responsable de la gestión de recursos humanos, sujetándose a las disposiciones que 

emita el ente rector. 

 

 En cada entidad pública la oficina de recursos humanos, o la que haga sus veces, tiene las siguientes 

funciones: 

 

 a) Ejecutar e implementar las disposiciones, lineamientos, instrumentos o herramientas de gestión 

establecidas por Servir y por la entidad. 

 

 b) Formular lineamientos y políticas para el desarrollo del plan de gestión de personas y el óptimo 

funcionamiento del sistema de gestión de recursos humanos, incluyendo la aplicación de indicadores de 

gestión. 

 

 c) Supervisar, desarrollar y aplicar iniciativas de mejora continua en los procesos que conforman el 

sistema de gestión de recursos humanos. 

 

 d) Realizar el estudio y análisis cualitativo y cuantitativo de la provisión de personal al servicio de 

la entidad de acuerdo a las necesidades institucionales. 
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 e) Gestionar los perfiles de puestos. 

 

 f) Administrar y mantener actualizado en el ámbito de su competencia el Registro Nacional de 

Personal del Servicio Civil y el Registro Nacional de Sanciones de Destitución y Despido que lo integra. 

 

 g) Otras funciones que se establezcan en las normas reglamentarias y lo dispuesto por el ente 

rector del sistema. 

 

 Artículo 7. El Tribunal del Servicio Civil 

 El Tribunal del Servicio Civil, en adelante el Tribunal, es un órgano integrante de Servir que tiene 

por función la resolución de las controversias individuales que se susciten al interior del sistema de 

conformidad con lo establecido en el Decreto Legislativo 1023, Decreto Legislativo que crea la Autoridad 

Nacional del Servicio Civil, rectora del Sistema Administrativo de Gestión de Recursos Humanos, y 

disposiciones modificatorias. 

 

TÍTULO III: DEL RÉGIMEN DEL SERVICIO CIVIL 

 

CAPÍTULO I: INCORPORACIÓN AL SERVICIO CIVIL 

 

 Artículo 8. Proceso de selección 

 El proceso de selección es el mecanismo de incorporación al grupo de directivos públicos, servidores 

civiles de carrera y servidores de actividades complementarias. Tiene por finalidad seleccionar a las personas 

más idóneas para el puesto sobre la base del mérito, competencia y transparencia, garantizando la igualdad 

en el acceso a la función pública. 

 

 En el caso de los servidores de confianza, el proceso de selección se limita al cumplimiento del 

perfil establecido para el puesto y no requieren aprobar un concurso público de méritos. 

 

 Artículo 9. Requisitos para acceder al Servicio Civil 

 Para participar en un proceso de incorporación al Servicio Civil se requiere: 

 

 a) Estar en ejercicio pleno de sus derechos civiles. 

 

 b) Cumplir con los requisitos mínimos exigidos para el puesto. 

 

 c) No tener condena por delito doloso. 

 

 d) No estar inhabilitado administrativa o judicialmente para el ejercicio de la profesión, para 

contratar con el Estado o para desempeñar función pública. 

 

 e) Tener la nacionalidad peruana, en los casos en que la naturaleza del puesto lo exija, conforme a 
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la Constitución Política del Perú y a las leyes específicas. 

 

 f) Los demás requisitos previstos en la Constitución Política del Perú y las leyes.  

 

CAPÍTULO II: DE LA GESTIÓN DE LA CAPACITACIÓN 

 

 

 Artículo 10. Finalidad del proceso de capacitación 

 La finalidad del proceso de capacitación es buscar la mejora del desempeño de los servidores civiles 

para brindar servicios de calidad a los ciudadanos. Asimismo, busca fortalecer y mejorar las capacidades de 

los servidores civiles para el buen desempeño y es una estrategia fundamental para alcanzar el logro de los 

objetivos institucionales. 

 

 Artículo 11. Reglas de la gestión de la capacitación 

 La gestión de la capacitación se rige por las siguientes reglas: 

 

 a) Los recursos destinados a capacitación están orientados a mejorar la productividad de las 

entidades públicas. La planificación de la capacitación se realiza a partir de las necesidades de cada 

institución y de la administración pública en su conjunto. 

 

 b) El acceso a la capacitación en el sector público se basa en criterios objetivos que garanticen la 

productividad de los recursos asignados, la imparcialidad y la equidad. 

 

 c) La gestión de la capacitación en el sector público procura la especialización y eficiencia, 

fomentando el desarrollo de un mercado de formación para el sector público, competitivo y de calidad, a 

partir de la capacidad instalada de las universidades, de la Escuela Nacional de Administración Pública, de 

los institutos y de otros centros de formación profesional y técnica, de reconocido prestigio. 

 

 d) Los resultados de la capacitación que reciben los servidores civiles y su aprovechamiento en 

favor de la institución deben ser medibles. 

 

 e) El servidor civil que recibe una capacitación financiada por el Estado está obligado a permanecer, 

al menos, el doble de tiempo que duró la capacitación. Dicha obligación no alcanza a funcionarios públicos 

ni servidores de confianza. No obstante, si estos últimos renuncian al término de la capacitación, deben 

devolver el valor de la misma. 

 

 Artículo 12. Ente rector de la capacitación para el sector público 

 Corresponde a Servir planificar, priorizar, desarrollar, así como gestionar y evaluar la política de 

capacitación para el sector público. 
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 Artículo 13. Planificación de necesidades de capacitación 

 Las entidades públicas deben planificar su capacitación tomando en cuenta la demanda en aquellos 

temas que contribuyan efectivamente al cierre de brechas de conocimiento o competencias de los servidores 

para el mejor cumplimiento de sus funciones, o que contribuyan al cumplimiento de determinado objetivo 

institucional. 

 

 Artículo 14. Actividades y servidores excluidos de la capacitación 

 No son consideradas como actividades de capacitación, los estudios primarios y secundarios ni los 

estudios de pregrado que conlleven a la obtención de un título profesional. 

 

 No están comprendidos dentro de los programas de capacitación, con excepción de aquellos 

destinados a la inducción, los servidores públicos contratados temporalmente a los cuales se refiere el 

artículo 84 de la presente Ley. 

 

 Artículo 15. De la certificación 

 Servir certifica los programas de capacitación laboral y profesional ofrecidos en universidades, 

institutos y otros centros de formación profesional y técnica, preferentemente sobre los temas de Gestión 

Pública, Políticas Públicas, Desarrollo y Gestión de Proyectos para los tres niveles de gobierno. La certificación 

es voluntaria y se efectúa de conformidad con las normas que para dichos efectos emite Servir. 

 

 Artículo 16. Tipos de capacitación 

 Los tipos de capacitación son: 

 

 a) Formación Laboral. Tiene por objeto capacitar a los servidores civiles en cursos, talleres, 

seminarios, diplomados u otros que no conduzcan a grado académico o título profesional y que permitan, 

en el corto plazo, mejorar la calidad de su trabajo y de los servicios que prestan a la ciudadanía. Se aplica 

para el cierre de brechas de conocimientos o competencias, así como para la mejora continua del servidor 

civil, respecto de sus funciones concretas y de las necesidades institucionales. 

 

 Están comprendidas en la formación laboral la capacitación interinstitucional y las pasantías, 

organizadas con la finalidad de transmitir conocimientos de utilidad general a todo el sector público. 

 

 b) Formación Profesional. Conlleva a la obtención, principalmente, del grado académico de 

maestrías en áreas requeridas por las entidades. Está destinada a preparar a los servidores públicos en 

universidades, institutos y otros centros de formación profesional y técnica, de primer nivel; atendiendo a la 

naturaleza de las funciones que desempeñan y a su formación profesional. 

 

 Artículo 17. Reglas especiales para la formación laboral 

 El personal del Servicio Civil puede acceder a la formación laboral con cargo a los recursos de la 

entidad. Los recursos asignados para la formación laboral, en el caso de los funcionarios públicos y servidores 

civiles de confianza, no puede exceder, por año, del doble del total de su compensación económica 



 

 

9 

mensualizada. 

 

 Las oficinas de recursos humanos o las que hagan sus veces gestionan dicha capacitación, conforme 

a la presente Ley y sus disposiciones reglamentarias y complementarias. 

 

 Artículo 18. Reglas especiales para la formación profesional 

 Solo los servidores civiles de carrera pueden ser sujetos de formación profesional. 

Excepcionalmente, los directivos públicos que no sean de confianza pueden acceder a maestrías, siempre 

que ellas provengan de un fondo sectorial, de un ente rector o de algún fideicomiso del Estado para becas 

y créditos. 

 

 Aquellos servidores civiles que reciban formación profesional con cargo a recursos del Estado 

peruano tienen la obligación de devolver el costo de la misma en caso de que obtengan notas 

desaprobatorias o menores a las exigidas por la entidad pública antes del inicio de la capacitación. 

 

CAPÍTULO III: DE LA GESTIÓN DEL RENDIMIENTO Y LA EVALUACIÓN DE DESEMPEÑO 

 

 Artículo 19. Finalidad del proceso de evaluación 

 La gestión del rendimiento comprende el proceso de evaluación de desempeño y tiene por finalidad 

estimular el buen rendimiento y el compromiso del servidor civil. Identifica y reconoce el aporte de los 

servidores con las metas institucionales y evidencia las necesidades requeridas por los servidores para 

mejorar el desempeño en sus puestos y de la entidad. 

 

 Artículo 20. Alcance de la evaluación de desempeño 

 Están sujetos a evaluación de desempeño los directivos públicos, los servidores civiles de carrera y 

los servidores de actividades complementarias. 

 

 Artículo 21. Responsables del proceso de evaluación 

 Las oficinas de recursos humanos, o las que hagan sus veces, y la alta dirección son responsables 

de que las evaluaciones se realicen en la oportunidad y en las formas establecidas por Servir. 

 

 El 30 de agosto de cada año Servir envía a la Comisión de Presupuesto y Cuenta General de la 

República del Congreso de la República y a la Contraloría General de la República un informe sobre los 

resultados obtenidos en las evaluaciones de desempeño realizadas en el Estado. 

 

 Artículo 22. Proceso de evaluación de desempeño 

 La evaluación de desempeño es el proceso obligatorio, integral, sistemático y continuo de 

apreciación objetiva y demostrable del rendimiento del servidor público en cumplimiento de los objetivos y 

funciones de su puesto. Es llevada a cabo obligatoriamente por las entidades públicas en la oportunidad, 

forma y condiciones que señale el ente rector. 
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 Todo proceso de evaluación se sujeta a las siguientes reglas mínimas: 

 

 a) Los factores a medir como desempeño deben estar relacionados con las funciones del puesto. 

 

 b) Se realiza en función de factores o metas mensurables y verificables. 

 

 c) El servidor debe conocer por anticipado los procedimientos, factores o metas con los que es 

evaluado antes de la evaluación. 

 

 d) Se realiza con una periodicidad anual. 

 

 e) El servidor que no participe en un proceso de evaluación por motivos atribuibles a su exclusiva 

responsabilidad es calificado como personal desaprobado. 

 

 Artículo 23.Tipos de evaluación de desempeño 

 La evaluación de desempeño debe ajustarse a las características institucionales, a los servicios que 

brindan y a los tipos de puesto existentes en una entidad. Servir establece criterios objetivos para definir el 

tipo de evaluación de desempeño que corresponde en cada caso. 

 

 Artículo 24. Los factores de evaluación 

 La evaluación se realiza tomando en cuenta, principalmente, factores o metas individuales 

relacionadas a la función que desempeña el servidor. Adicionalmente, se pueden tomar en cuenta factores 

grupales cuando se hubiera establecido oficialmente indicadores de gestión para la entidad y sus unidades 

orgánicas. (*) 

 

(*) Artículo modificado por el Artículo 2 del Decreto Legislativo N° 1602, publicado el 21 

diciembre 2023, cuyo texto es el siguiente: 

 

            “Artículo 24. Factores de evaluación 

            24.1 La evaluación se realiza tomando en cuenta, principalmente, factores o metas individuales 

relacionadas a la función que desempeña el servidor. 

            24.2. Las metas de los directivos públicos en el marco de la presente ley, son definidas a partir de 

los indicadores de gestión institucional, vinculados a los resultados esperados por la entidad pública o a la 

optimización de la gestión interna. 

            24.3. Para el caso de los directivos públicos de las entidades del Poder Ejecutivo comprendidas en 

los literales a) y g) del artículo 1 de la presente Ley, cuando corresponda, se definen adicionalmente 

indicadores de gestión institucional, que son establecidos por la Presidencia del Consejo de Ministros (PCM), 

en coordinación con el Ministerio de Economía y Finanzas - MEF y la Autoridad Nacional del Servicio Civil - 

https://ispij-apache.minjus.gob.pe/spij-int-web/paginas/buscador/buscarNormaJurisprudencia.xhtml
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SERVIR, considerando las políticas de gobierno”. 

 

 Artículo 25. Retroalimentación y calificación 

 El proceso de evaluación debe garantizar que se comunique al servidor civil los métodos, la 

oportunidad, las condiciones de la evaluación y los resultados de la misma, de manera que se puedan 

plantear los compromisos de mejora y realizar el seguimiento correspondiente. 

 

 La calificación debe ser notificada al servidor evaluado. El servidor puede solicitar 

documentadamente la confirmación de la calificación adjudicada ante un Comité cuya conformación la 

establece el reglamento, que define la situación de modo irrecurrible; salvo la calificación como personal 

“desaprobado” que lleva a la terminación del vínculo en aplicación del literal i) del artículo 49 de la presente 

Ley, en cuyo caso procede recurrir al Tribunal del Servicio Civil en vía de apelación. 

 

 Artículo 26. Consecuencias de la evaluación 

 La evaluación es la base para la progresión en el grupo de servidores civiles de carrera, las 

compensaciones y la determinación de la permanencia en el Servicio Civil. 

 

 Por la evaluación, se califica a los servidores como: 

 

 a) Personal de rendimiento distinguido; 

 b) Personal de buen rendimiento; 

 c) Personal de rendimiento sujeto a observación; y, 

 d) Personal desaprobado. 

 

 Solo los servidores que califiquen como personal de rendimiento distinguido o personal de buen 

rendimiento tienen derecho a participar en los procesos de progresión en la carrera que se convoquen en 

el Estado. 

 

 Las entidades solo pueden calificar como personal de rendimiento distinguido hasta el diez por 

ciento (10%) de los servidores civiles en cada evaluación. En caso de empate, se pueden plantear mecanismos 

que permitan cumplir con lo señalado en el presente artículo. 

 

 Por resolución de Servir se establecen los métodos y criterios de evaluación, debiéndose tomar en 

cuenta el número total de servidores de la entidad, el tipo de puestos existentes, el nivel de gobierno, el 

sector al que pertenece, la naturaleza de las funciones que cumple, la naturaleza de sus servicios o el rango 

de recursos presupuestarios. 

 

 Las oficinas de recursos humanos, o las que hagan sus veces, desarrollan actividades de capacitación 

para atender los casos de personal evaluado en la categoría de personal de rendimiento sujeto a 

observación, que garantice un proceso adecuado de formación laboral, en los seis (6) meses posteriores a 

la evaluación. 
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 Si habiendo recibido formación laboral el servidor fuera evaluado por segunda vez como personal 

de rendimiento sujeto a observación, es calificado como personal “desaprobado”. 

 

 Artículo 27. Supervisión de los procesos de evaluación 

 Corresponde a Servir aprobar los lineamientos y las metodologías para el desarrollo de los procesos 

de evaluación, así como supervisar su cumplimiento por parte de las entidades públicas, pudiendo hacer 

cumplir los mismos en los casos en los que detecte discrepancias que desnaturalicen los objetivos de la 

evaluación. 

 

CAPÍTULO IV: DE LAS COMPENSACIONES 

 

 Artículo 28. Compensación 

 La compensación es el conjunto de ingresos y beneficios que la entidad destina al servidor civil 

para retribuir la prestación de sus servicios a la entidad de acuerdo al puesto que ocupa. 

 

 El objetivo de la compensación es captar, mantener y desarrollar un cuerpo de servidores efectivo 

que contribuya con el cumplimiento de los objetivos institucionales. 

 

 Artículo 29. Estructura de las compensaciones 

 La compensación se estructura de la siguiente manera: 

 

 a) La compensación económica del puesto es la contraprestación en dinero, correspondiente a las 

actividades realizadas en un determinado puesto. 

 

 b) La compensación no económica está constituida por los beneficios otorgados para motivar y 

elevar la competitividad de los servidores civiles. Estos beneficios no son de libre disposición del servidor. 

 

 Artículo 30. Reglas generales de la compensación 

 La gestión de la compensación se realiza a través del conjunto de principios, normas y medidas 

institucionales que regulan la retribución por la prestación de servicios personales al Estado. 

 

 La gestión de la compensación se basa en los siguientes principios: 

 

 a) Competitividad: El sistema de compensaciones busca atraer y retener personal idóneo en el 

Servicio Civil peruano. 

 

 b) Equidad: Al trabajo desempeñado en puestos similares pero en condiciones diferentes de 

exigencia, responsabilidad o complejidad le corresponde diferente compensación económica y al trabajo 

desempeñado en puestos y condiciones similares le corresponde similar compensación económica. 
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 c) Consistencia interna: Las compensaciones dentro de la misma entidad guardan relación con las 

condiciones de exigencia, responsabilidad y complejidad del puesto. 

 

 d) Consistencia intergubernamental: Las compensaciones de puestos similares, entre las entidades 

de la administración pública son comparables entre sí. Esta regla se aplica teniendo en cuenta el nivel de 

responsabilidad y competencias de la entidad. 

 

 La nomenclatura de los puestos no conlleva a la presunción de igual trabajo y por ende no implica 

similar compensación, ni sirve de base para evaluar la consistencia interna ni intergubernamental. 

 

 Artículo 31. Compensación económica 

 

 31.1 La compensación económica que se otorga a los servidores civiles de las entidades públicas 

es anual y está compuesta de la valorización que solo comprende: 

 

 a) Principal. Componente económico directo de la familia de puestos. 

 

 b) Ajustada. Otorgada al puesto en razón de la entidad y en función a criterios de jerarquía, 

responsabilidad, presupuesto a cargo, personal directamente a su cargo, alcance de sus decisiones o monto 

que involucran las decisiones sobre recursos del Estado. 

 

 c) Vacaciones. Entrega económica por el derecho vacacional. 

 

 d) Aguinaldos. Entregas económicas por Fiestas Patrias y Navidad. 

 

 Adicionalmente y de acuerdo a situaciones atípicas para el desempeño de un puesto, debido a 

condiciones de accesibilidad geográfica, por altitud, riesgo de vida, riesgo legal o servicios efectivos en el 

extranjero, se puede incorporar la Valorización Priorizada, la cual es aprobada mediante decreto supremo 

refrendado por el Ministro de Economía y Finanzas. Esta modalidad de compensación se restringe al tiempo 

que dure las condiciones de su asignación. 

 

 31.2 La compensación económica se paga mensualmente e incluye la Valorización Principal y la 

Ajustada, y la Priorizada, de corresponder. El pago mensual corresponde a un catorceavo (1/14) de la 

compensación económica. Las vacaciones y los aguinaldos son equivalentes al pago mensual. Esta 

disposición no admite excepciones ni interpretaciones, ni es materia de negociación. (*) 
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 “La compensación económica se paga mensualmente e incluye la Valorización Principal y la 

Ajustada, y la Priorizada, de corresponder. El pago mensual corresponde a un catorceavo (1/14) de la 

compensación económica. Las vacaciones y los aguinaldos son equivalentes al pago mensual. Esta 

disposición no admite excepciones ni interpretaciones”. 

 

 31.3 Las bandas remunerativas de puestos consideran únicamente los conceptos recogidos en los 

literales a) y b) del numeral 31.1 precedente. 

 

 31.4 La distribución de la valorización Principal por familia y la Ajustada se aprueba mediante 

decreto supremo refrendado por el Ministro de Economía y Finanzas, en coordinación con Servir. 

 

 31.5 Solo los literales a), b), c) y d) del numeral 31.1 están sujetos a cargas sociales: Seguridad Social 

en salud y pensiones, así como al Impuesto a la Renta. 

 

 Artículo 32. Fuente de financiamiento de la compensación económica del puesto 

 La compensación económica del puesto se financia con recursos ordinarios, recursos directamente 

recaudados o ambos, de acuerdo a las partidas presupuestales correspondientes programadas para cada 

entidad. En ningún caso se puede utilizar financiamiento proveniente de partidas presupuestales diferentes 

a las programadas. 

 

 El pago de dicha compensación solo corresponde como contraprestación por el trabajo 

efectivamente realizado, quedando prohibido el pago de compensaciones por días no laborados, salvo el 

pago por aplicación de suspensión imperfecta a que se refiere el numeral 47.2 del artículo 47 de la presente 

Ley. Asimismo, queda prohibido autorizar o efectuar adelantos con cargo a la compensación económica del 

puesto. 

 

 Artículo 33. Compensación por tiempo de servicios 

 El cálculo de la compensación por tiempo de servicios (CTS) equivale al 100% del promedio mensual 

del monto resultante de laii valorizaciones Principal y Ajustada que les fueron pagadas al servidor civil en 

cada mes durante los últimos treinta y seis (36) meses de trabajo efectivamente prestado, por cada año de 

servicios efectivamente prestados. En caso de que la antigüedad de trabajo efectivamente prestado sea 

menor a treinta y seis (36) meses, se hace el cálculo de manera proporcional. 

 

 El pago de la CTS es cancelatorio y solo se efectiviza a la culminación del vínculo del servidor con 

cada entidad. (*) 

 

(*) Extremo (ni es materia de negociación) declarado inconstitucional por el Literal b) del Resolutivo 

1 del Pleno Jurisdiccional del Tribunal Constitucional Expedientes 0025-2013-PI-TC; 0003-2014-PI-

TC; 0008-2014-PI-TC; 0017-2014-PI-TC, decretado con vacatio sententiae, publicado el 04 de mayo 

de 2016, quedando redactado el presente numeral conforme al siguiente texto:  
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 Artículo 34. Reglas para el pago de la compensación económica del puesto 

 En el tratamiento para el pago de las compensaciones económicas se tiene en cuenta las siguientes 

reglas: 

 

 a) La planilla única de pago de las entidades solo es afectada por los descuentos establecidos por 

ley, por cuotas sindicales expresamente autorizadas por el servidor, y por mandato judicial expreso, de 

corresponder. 

 

 b) Las compensaciones económicas no están sujetas a indexaciones, homologaciones, nivelaciones 

o cualquier otro mecanismo similar de vinculación. 

 

 c) Las compensaciones económicas se establecen en moneda nacional salvo los casos de servicios 

efectivos en el extranjero. 

 

 d) Los funcionarios públicos y directivos públicos que no presten servicios a tiempo completo solo 

reciben la proporción equivalente a la compensación económica del puesto. 

 

 e) La compensación económica se abona a cada servidor civil luego de ser registrada y autorizada 

por el “Aplicativo informático para el registro centralizado de planillas y de datos de los recursos humanos 

del Sector Público - Aplicativo Informático” a cargo del Ministerio de Economía y Finanzas. 

 

 f) La compensación económica por los trabajos efectivamente realizados por el servidor civil solo 

puede ser determinada según se regula en la presente Ley. 

 

 Las reglas citadas en el presente artículo son de aplicación general inclusive para las carreras 

especiales. 

 

CAPÍTULO V: DERECHOS Y OBLIGACIONES DEL PERSONAL DEL SERVICIO CIVIL 

 

 Artículo 35. Derechos individuales del servidor civil 

 El servidor civil tiene los siguientes derechos: 

 

 a) Percibir una compensación de acuerdo a lo establecido en la presente Ley y sus normas 

reglamentarias. Los derechos y beneficios correspondientes a un puesto no son transferibles de producirse 

un supuesto de movilidad a otro puesto. 

 

 b) Gozar de descanso vacacional efectivo y continuo de treinta (30) días por cada año completo de 

servicios, incluyendo los días de libre disponibilidad, regulados en el reglamento. Mediante decreto supremo 

el Poder Ejecutivo puede establecer que hasta quince (15) días de dicho período se ejecuten de forma 

general. El no goce del beneficio en el año siguiente en que se genera el derecho no genera compensación 

monetaria alguna y el descanso se acumula. 
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 c) Jornada de ocho (8) horas diarias o cuarenta y ocho (48) horas semanales, como máximo. 

 

 d) Descanso semanal obligatorio de veinticuatro (24) horas consecutivas, como mínimo. 

 

 e) Un tiempo de refrigerio, que no forma parte de la jornada de trabajo. 

 

 f) Impugnar ante las instancias correspondientes las decisiones que afecten sus derechos. 

 

 g) Permisos y licencias de acuerdo a lo establecido en las normas reglamentarias. 

 

 h) Seguridad social en salud y pensiones, de acuerdo a la legislación sobre la materia. 

 

 i) Gozar de los derechos a que hace referencia la Ley 29783, Ley de Seguridad y Salud en el Trabajo. 

 

 j) Seguro de vida y de salud en los casos y con las condiciones y límites establecidos por las normas 

reglamentarias. 

 

 k) Ejercer la docencia o participar en órganos colegiados percibiendo dietas, sin afectar el 

cumplimiento de sus funciones o las obligaciones derivadas del puesto. 

 

 l) Contar con la defensa y asesoría legal, asesoría contable, económica o afín, con cargo a los 

recursos de la entidad para su defensa en procesos judiciales, administrativos, constitucionales, arbitrales, 

investigaciones congresales y policiales, ya sea por omisiones, actos o decisiones adoptadas o ejecutadas 

en el ejercicio de sus funciones, inclusive como consecuencia de encargos, aun cuando al momento de 

iniciarse el proceso hubiese concluido la vinculación con la entidad. Si al finalizar el proceso se demostrara 

responsabilidad, el beneficiario debe reembolsar el costo del asesoramiento y de la defensa especializados. 

 

 m) No son de aplicación al servidor civil las normas que establezcan derechos en favor de personal 

sujeto a otro régimen o carrera. 

 

 n) Otros establecidos por ley. 

 

 Artículo 36. Efectos de la destitución nula o injustificada 

 La destitución declarada nula o injustificada por el Tribunal del Servicio Civil o el juez otorga al 

servidor civil el derecho a solicitar el pago de una indemnización o la reposición. En caso de que la entidad 

se haya extinguido o esté en proceso de hacerlo sólo corresponde la indemnización. Aquel servidor civil 

repuesto lo es en su puesto u otro del mismo nivel. Todo servidor civil repuesto se sujeta a los mismos 

deberes, derechos y condiciones aplicables a los servidores del grupo que corresponda al momento de la 

reposición. 
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 Es nula la destitución que se fundamente en discriminación por razón de origen, raza, sexo, idioma, 

religión, opinión, condición económica o de cualquiera otra índole. 

 

 Las normas reglamentarias establecen la indemnización a que se refiere el presente artículo. No 

procede reposición ni indemnización en el caso de los servidores de confianza. Para el caso de funcionarios 

públicos y directivos públicos que no sean de confianza se aplican las reglas especiales previstas en la 

presente Ley. 

 

 Artículo 37. Plazo de prescripción 

 La prescripción de la acción de cobro de los ingresos, beneficios sociales y otros derechos derivados 

de la compensación económica de los servidores civiles tiene plazo de cuatro (4) años y su cómputo se 

inicia al término de la relación con la entidad en la que se generó el derecho que se invoque. 

 

 En los demás casos de prescripción se aplica lo dispuesto en las normas reglamentarias. En ninguno 

de estos casos la prescripción puede ser mayor a seis (6) meses contados desde la fecha en que ocurrió el 

acto que la motiva. 

 

 Artículo 38. Prohibición de doble percepción de ingresos 

 Los servidores del Servicio Civil no pueden percibir del Estado más de una compensación 

económica, remuneración, retribución, emolumento o cualquier tipo de ingreso. Es incompatible la 

percepción simultánea de dichos ingresos con la pensión por servicios prestados al Estado o por pensiones 

financiadas por el Estado, salvo excepción establecida por ley. 

 

 Las únicas excepciones las constituyen la percepción de ingresos por función docente efectiva y la 

percepción de dietas por participación en uno (1) de los directorios de entidades o empresas estatales o en 

Tribunales Administrativos o en otros órganos colegiados. 

 

 Queda prohibida la percepción de ingresos por dedicación de tiempo completo en más de una 

entidad pública a la vez. 

 

 Artículo 39. Obligaciones de los servidores civiles 

 Son obligaciones de los servidores civiles, las siguientes: 

 

 a) Cumplir leal y diligentemente los deberes y funciones que impone el servicio público. 

 

 b) Privilegiar los intereses del Estado sobre los intereses propios o de particulares. 

 

 c) Informar oportunamente a los superiores jerárquicos de cualquier circunstancia que ponga en 

riesgo o afecte el logro de los objetivos institucionales o la actuación de la entidad. 

 

 d) Salvaguardar los intereses del Estado y emplear austeramente los recursos públicos. Los recursos 
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y el personal a su cargo se asignan exclusivamente para el servicio oficial. 

 

 e) No emitir opiniones ni brindar declaraciones en nombre de la entidad, salvo autorización expresa 

del superior jerárquico competente o cuando ello corresponda por la naturaleza del puesto. 

 

 f) Informar a la autoridad superior o denunciar ante la autoridad correspondiente los actos 

delictivos, faltas disciplinarias o irregularidades que conozca. 

 

 g) Actuar con imparcialidad y neutralidad política. 

 

 h) No participar ni intervenir por sí o por terceras personas, directa o indirectamente, en los 

contratos con su entidad o cualquier otra entidad del Estado en los que tenga interés el propio servidor 

civil, su cónyuge o parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad. 

 

 i) No participar ni intervenir por sí o por terceras personas, directa o indirectamente, en la gestión 

de intereses en un procedimiento administrativo de su entidad. En el caso del nivel nacional de gobierno, 

esta prohibición se extiende a los procedimientos administrativos tramitados ante todas las entidades 

pertenecientes a su sector. 

 

 j) Guardar secreto o reserva de la información calificada como tal por las normas sobre la materia, 

aun cuando ya no formen parte del Servicio Civil. 

 

 

 k) Mejorar continuamente sus competencias y mantener la iniciativa en sus labores. 

 

 l) Someterse a las evaluaciones que se efectúen en el marco de la presente Ley. 

 

 m) Las demás que señale la presente Ley, sus normas reglamentarias y demás normas que regulan 

el Servicio Civil, en cuanto fueran aplicables. 

 

CAPÍTULO VI: DERECHOS COLECTIVOS 

 

 Artículo 40. Derechos colectivos del servidor civil 

 Los derechos colectivos de los servidores civiles son los previstos en el Convenio 151 de la Organización 

Internacional del Trabajo (OIT) y en los artículos de la función pública establecidos en la Constitución Política del Perú. 

No están comprendidos los funcionarios públicos, directivos públicos ni los servidores de confianza. 

 

 Se aplica supletoriamente lo establecido en el Texto Único Ordenado de la Ley de Relaciones Colectivas de 

Trabajo, aprobado mediante Decreto Supremo 010-2003-TR, en lo que no se oponga a lo establecido en la presente Ley. 

 

 Ninguna negociación colectiva puede alterar la valorización de los puestos que resulten de la aplicación de la 

presente Ley. (*) 
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 “Los derechos colectivos de los servidores civiles son los previstos en el Convenio 151 de la Organización 

Internacional del Trabajo (OIT) y en los artículos de la función pública establecidos en la Constitución Política del Perú. 

No están comprendidos los funcionarios públicos, directivos públicos ni los servidores de confianza 

 

 Se aplica supletoriamente lo establecido en el Texto Único Ordenado de la Ley de Relaciones Colectivas de 

Trabajo, aprobado mediante Decreto Supremo 010-2003-TR, en lo que no se oponga a lo establecido en la presente 

Ley” .(**) 

 

 

 Artículo 41. Normas específicas respecto a la sindicación 

 Los servidores civiles tienen derecho a organizarse con fines de defensa de sus intereses. Las organizaciones de 

servidores civiles deben coadyuvar en el propósito de mejora continua del servicio al ciudadano y de no afectar el 

funcionamiento eficiente de la entidad o la prestación del servicio. 

 

 La autoridad no debe promover actos que limiten la constitución de organismos sindicales o el ejercicio del 

derecho de sindicación. 

 

 Artículo 42. Solicitudes de cambio de condiciones de trabajo o condiciones de empleo 

 Los servidores civiles tienen derecho a solicitar la mejora de sus compensaciones no económicas, incluyendo el 

cambio de condiciones de trabajo o condiciones de empleo, de acuerdo con las posibilidades presupuestarias y de 

infraestructura de la entidad y la naturaleza de las funciones que en ella se cumplen.(*) 

 

(*) Tercer párrafo declarado inconstitucional por el Literal e) del Resolutivo 1 del Pleno Jurisdiccional 

del Tribunal Constitucional Expedientes 0025-2013-PI-TC; 0003-2014-PI-TC; 0008-2014-PI-TC; 0017-

2014-PI-TC, decretado con vacatio sententiae, publicado el 04 de mayo de 2016, quedando 

redactado el presente artículo conforme al siguiente texto:  

(**) Artículo derogado por la Única Disposición Complementaria Derogatoria de la Ley N° 31188, 

publicada el 02 de mayo de 2021. 

(*) Artículo derogado por la Única Disposición Complementaria Derogatoria de la Ley N° 31188, 

publicada el 02 de mayo de 2021. 



 

 

20 

 “Los servidores civiles tienen derecho a solicitar la mejora de sus condiciones de trabajo o condiciones de 

empleo, de acuerdo con las posibilidades presupuestarias y de infraestructura de la entidad y la naturaleza de las funciones 

que en ella se cumplen”. (*) 

 

 

 

 Artículo 43. Inicio de la negociación colectiva 

 La negociación colectiva se inicia con la presentación de un pliego de reclamos que debe contener un proyecto 

de convención colectiva, con lo siguiente: 

 

 a) Nombre o denominación social y domicilio de la entidad pública a la cual se dirige. 

 

 b) Denominación y número de registro del o de los sindicatos que lo suscriben, y domicilio único que señalen 

para efectos de las notificaciones. 

 

 c) De no existir sindicato, las indicaciones que permitan identificar a la coalición de trabajadores que lo presenta. 

 

 d) La nómina de los integrantes de la comisión negociadora no puede ser mayor a un servidor civil por cada 

cincuenta (50) servidores civiles de la entidad que suscriben el registro del sindicato hasta un máximo de seis (6) servidores 

civiles. 

 

 e) Las peticiones que se formulan respecto a condiciones de trabajo o de empleo que se planteen deben tener 

forma de cláusula e integrarse armónicamente dentro de un solo proyecto de convención. Se consideran condiciones de 

trabajo o condiciones de empleo los permisos, licencias, capacitación, uniformes, ambiente de trabajo y, en general, todas 

aquellas que faciliten la actividad del servidor civil para el cumplimiento de sus funciones. (*) 

 

 

 f) Firma de los dirigentes sindicales designados para tal fin por la asamblea, o de los representantes acreditados, 

de no haber sindicato. (*) 

(*) Extremo (compensaciones no económicas, incluyendo el cambio de) declarado inconstitucional 

por el Literal c) del Resolutivo 1 del Pleno Jurisdiccional del Tribunal Constitucional Expedientes 

0025-2013-PI-TC; 0003-2014-PI-TC; 0008-2014-PI-TC; 0017-2014-PI-TC, decretado con vacatio 

sententiae publicado el 04 de mayo de 2016, quedando redactado de la siguiente manera: 

(*) De conformidad con el Resolutivo 2 del Pleno Jurisdiccional del Tribunal Constitucional 

Expedientes 0025-2013-PI-TC; 0003-2014-PI-TC; 0008-2014-PI-TC; 0017-2014-PI-TC, decretado con 

vacatio sententiae, publicado el 04 de mayo de 2016, se declara infundada la demanda de 

inconstitucionalidad contra el presente literal, debiéndose INTERPRETAR, en el sentido que la 

expresión "condiciones de trabajo o condiciones de empleo" incluye también la materia 

remunerativa y otras materias con incidencia económica.  

(*) Artículo derogado por la Única Disposición Complementaria Derogatoria de la Ley N° 31188, 

publicada el 02 de mayo de 2021. 
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 Artículo 44. De la negociación colectiva 

 La negociación y los acuerdos en materia laboral se sujetan a lo siguiente: 

 

 a) El pliego de reclamos se presenta ante la entidad pública entre el 1 de noviembre y el 30 de enero del 

siguiente año. 

 

 b) La contrapropuesta o propuestas de la entidad relativas a compensaciones económicas son nulas de pleno 

derecho.  (*) 

 

 c) Las negociaciones deben efectuarse necesariamente hasta el último día del mes de febrero. Si no se llegara 

a un acuerdo, las partes pueden utilizar los mecanismos de conciliación hasta el 31 de marzo. 

 

 d) Los acuerdos suscritos entre los representantes de la entidad pública y de los servidores civiles tienen un 

plazo de vigencia no menor de dos (2) años y surten efecto obligatoriamente a partir del 1 de enero del ejercicio siguiente. 

Similar regla se aplica a los laudos arbitrales. 

 

 e) Los acuerdos y los laudos arbitrales no son de aplicación a los funcionarios públicos, directivos públicos ni a 

los servidores de confianza. Es nulo e inaplicable todo pacto en contrario. 

 

 Son nulos los acuerdos adoptados en violación de lo dispuesto en el presente artículo. 

 

 Están prohibidos de representar intereses contrarios a los del Estado en procesos arbitrales referidos a la materia 

de la presente Ley o en los casos previstos en el presente artículo quienes ejercen cargos de funcionarios o directivos 

públicos, incluso en los casos en que los mismos se realicen ad honorem o en órganos colegiados. Esta prohibición 

también alcanza a cualquiera que ejerza como árbitro o conciliador. (*) 

 

 

 Artículo 45. Ejercicio de la huelga 

 

 45.1 El derecho de huelga se ejerce una vez agotados los mecanismos de negociación o mediación. Para tal 

(*) Extremo 44.b) declarado inconstitucional por el Literal d) del Resolutivo 1 del Pleno Jurisdiccional 

del Tribunal Constitucional Expedientes 0025-2013-PI-TC; 0003-2014-PI-TC; 0008-2014-PI-TC; 0017-

2014-PI-TC, decretado con vacatio sententiae, publicado el 04 de mayo de 2016. 

(*) Artículo derogado por la Única Disposición Complementaria Derogatoria de la Ley N° 31188, 

publicada el 02 de mayo de 2021. 

(*) Artículo derogado por la Única Disposición Complementaria Derogatoria de la Ley N° 31188, 

publicada el 02 de mayo de 2021. 
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efecto, los representantes del personal deben notificar a la entidad sobre el ejercicio del citado derecho con una 

anticipación no menor a quince (15) días. Es ilegal el ejercicio del derecho de huelga que no haya cumplido con lo 

establecido en el presente artículo. 

 

 45.2 El ejercicio del derecho de huelga permite a la entidad pública la contratación temporal y directa del 

personal necesario para garantizar la prestación de los servicios mínimos de los servicios esenciales y mínimos de los 

servicios indispensables para el funcionamiento de la entidad, desde el inicio de la huelga y hasta su efectiva 

culminación.(*) 

 

 

 

CAPÍTULO VII: CAUSAS DE SUSPENSIÓN Y TÉRMINO DEL SERVICIO CIVIL 

 

 Artículo 46. Suspensión del Servicio Civil 

 La suspensión del Servicio Civil es perfecta cuando cesa temporalmente la obligación del trabajador 

de prestar el servicio y la del empleador de otorgar la compensación respectiva, sin que desaparezca el 

vínculo laboral. Es imperfecta cuando el empleador debe otorgar la compensación sin contraprestación 

efectiva de labores. 

 

 Artículo 47. Supuestos de suspensión 

 

 47.1 El Servicio Civil se suspende de manera perfecta en los siguientes casos: 

 

 a) La maternidad durante el descanso pre y postnatal. El pago del subsidio se abona de acuerdo a 

la ley de la materia. 

 

 b) El ejercicio de cargos políticos de elección popular o haber sido designado como funcionario 

público de libre designación y remoción que requieran desempeñarse a tiempo completo. 

 

 c) El permiso o licencia concedidos por la entidad. 

 

 d) El ejercicio del derecho de huelga. 

 

 e) La sanción por la comisión de faltas de carácter disciplinario que conlleve la suspensión temporal 

del servidor civil, así como la pena privativa de libertad efectiva por delito culposo por un período no mayor 

a tres (3) meses. 

 

 f) La inhabilitación para el ejercicio profesional o el ejercicio de la función pública, en ambos casos 

por un período no mayor a tres (3) meses. 

(*) Artículo derogado por la Única Disposición Complementaria Derogatoria de la Ley N° 31188, 

publicada el 02 de mayo de 2021. 
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 g) La detención del servidor por la autoridad competente. 

 

 h) La sentencia de primera instancia por delitos de terrorismo, narcotráfico, corrupción o violación 

de la libertad sexual. 

 

 i) El caso fortuito o fuerza mayor, debidamente sustentado. 

 

 En los casos previstos en el literal h), de no confirmarse la sentencia contra el servidor, este puede 

reingresar al mismo nivel, una vez que dicha sentencia quede firme teniendo derecho a percibir únicamente 

las compensaciones económicas Principal y Ajustada, así como aguinaldos por Fiestas Patrias y Navidad; y 

Compensación por Tiempo de Servicios. 

 

 47.2 La relación de Servicio Civil se suspende de manera imperfecta en los siguientes casos: 

 

 a) La enfermedad y el accidente comprobados, de acuerdo al plazo establecido en la normatividad 

sobre seguridad social en salud. 

 

 b) La invalidez temporal, de acuerdo al plazo establecido en la normatividad sobre seguridad social 

en salud. 

 

 c) El descanso vacacional. 

 

 d) El permiso y la licencia para el desempeño de cargos sindicales. 

 

 e) El permiso o licencia concedidos por la entidad, por cuenta o interés de la entidad. 

 

 f) Licencias por paternidad, conforme a la ley de la materia. 

 

 g) Por citación expresa judicial, militar, policial u otras citaciones derivadas de actos de 

administración interna de las entidades públicas. 

 

 47.3 La participación en la formación para ser directivo público en la Escuela Nacional de 

Administración Pública puede originar suspensión perfecta o imperfecta según fuera el caso. La resolución 

debidamente fundamentada que autoriza la suspensión imperfecta se publica en el portal institucional de 

la respectiva entidad pública. 

 

 47.4 La imposición de una medida cautelar, de conformidad con las normas sobre el procedimiento 

sancionador disciplinario establecidos en la presente Ley y su Reglamento, puede originar suspensión 

perfecta o imperfecta según el caso. 
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 Artículo 48. Término del Servicio Civil 

 La relación laboral en el Servicio Civil termina con la conclusión del vínculo que une a la entidad 

con el servidor civil. Se sujeta a las causales previstas en la presente Ley. 

 

 Artículo 49. Causales de término del Servicio Civil 

 Son causales de término del Servicio Civil las siguientes: 

 

 a) Fallecimiento. 

 

 b) Renuncia. 

 

 c) Jubilación. 

 

 d) Mutuo acuerdo. 

 

 e) Alcanzar el límite de edad de setenta (70) años, exceptuando a aquellos funcionarios públicos 

de órganos colegiados cuya función es de asistencia temporal y perciben dieta. 

 

 f) Pérdida o renuncia a la nacionalidad peruana, en los casos en que la naturaleza del puesto la 

exija como requisito para acceder al Servicio Civil. 

 

 g) La sanción de destitución por la comisión de faltas de carácter disciplinario y la condena penal 

por delito doloso; así como la pena privativa de libertad efectiva por delito culposo por un plazo mayor a 

tres (3) meses.  (*) 

 

  

        h) La inhabilitación para el ejercicio profesional o el ejercicio de la función pública, en ambos casos 

por un período mayor a tres (3) meses. 

 

 i) Cese por causa relativa a la capacidad del servidor en los casos de desaprobación. 

 

 j) No superar el período de prueba. La resolución administrativa que declare el cese debe estar 

debidamente motivada. 

(*) De conformidad con el Resolutivo 3 del Pleno Jurisdiccional del Tribunal Constitucional 

Expedientes 0025-2013-PI-TC; 0003-2014-PI-TC; 0008-2014-PI-TC; 0017-2014-PI-TC, publicado el 04 

de mayo de 2016, se declara infundada la demanda de inconstitucionalidad contra el presente literal, 

debiéndose INTERPRETAR, el mismo en el sentido que "Son causales de término del Servicio Civil 

las siguientes: la pena privativa de libertad efectiva por delito culposo vinculado con la actividad 

funcional del servidor por un plazo mayor a tres (3) meses". 
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 k) Supresión del puesto debido a causas tecnológicas, estructurales u organizativas, entendidas 

como las innovaciones científicas o de gestión o nuevas necesidades derivadas del cambio del entorno social 

o económico, que llevan cambios en los aspectos organizativos de la entidad. El decreto supremo, la 

resolución del Consejo Ejecutivo del Poder Judicial, la resolución del titular de la entidad constitucionalmente 

autónoma, y la ordenanza regional u ordenanza municipal que autoricen la supresión de puestos deben 

estar debidamente fundamentadas acreditando las causas y la excepcionalidad de su adopción, y contar con 

la opinión técnica favorable de Servir y de la Secretaría de Gestión Pública de la Presidencia del Consejo de 

Ministros (PCM), de modo previo a su aprobación. Dicha norma establece un plazo mínimo de seis (6) meses 

contados a partir de su publicación para ejecutar la supresión. Para efecto del reingreso, se les aplica lo 

dispuesto en el artículo 68 de la presente Ley. 

 

 l) Extinción de la entidad por mandato normativo expreso. El decreto supremo y la ordenanza 

regional u ordenanza municipal que autoricen la extinción de la entidad, programa o proyecto deben estar 

debidamente fundamentadas acreditando las causas y la excepcionalidad de su adopción, y contar con la 

opinión técnica favorable de Servir y de la Secretaría de Gestión Pública de la PCM, de modo previo a su 

aprobación. Dicha norma establece un plazo mínimo de seis (6) meses contados a partir de su publicación 

para ejecutar la extinción. Para efecto del reingreso se aplica lo dispuesto en el artículo 68 de la presente 

Ley. 

 

 m) Por decisión discrecional, en el caso de los servidores civiles de confianza y funcionarios públicos 

de libre nombramiento y remoción. 

 

 n) Cese por causa relativa a la incapacidad física o mental sobreviniente del servidor que impida el 

ejercicio de las funciones que le corresponden. Debe declararse conforme a Ley. 

 

 ñ) De manera facultativa para el servidor, alcanzar la edad de sesenta y cinco (65) años. 

 

 Artículo 50. La impugnación de la suspensión y término del Servicio Civil 

 Todo proceso de impugnación previsto en la presente Ley o que derive de lo previsto en ella se 

desarrolla con respeto al debido procedimiento y se sujeta a las siguientes condiciones: 

 

 a) Se realiza en una vía procedimental previamente establecida. 

 b) Se sujeta a plazos perentorios y de prescripción. 

 c) Se realiza por escrito. 

 d) No requiere firma de abogado colegiado. 

 

TÍTULO IV: DE LOS GRUPOS DE SERVIDORES CIVILES DEL SERVICIO CIVIL 

 

CAPÍTULO I: DE LOS FUNCIONARIOS PÚBLICOS 
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 Artículo 51. Atribuciones del funcionario público 

 El funcionario público ejerce atribuciones políticas, normativas y administrativas. Las dos primeras 

son entendidas como la facultad de diseñar y aprobar políticas y normas o reglas de carácter general, en el 

ámbito y las materias de su competencia. La tercera es entendida como actos de dirección y de gestión 

interna. 

 

 Artículo 52. Clasificación de los funcionarios públicos 

 Los funcionarios públicos se clasifican en: 

 

 a) Funcionarlo público de elección popular, directa y universal. Es el elegido mediante elección 

popular, directa y universal, como consecuencia de un proceso electoral conducido por la autoridad 

competente para tal fin. El ingreso, permanencia y término de su función están regulados por la Constitución 

Política del Perú y las leyes de la materia. 

 

 Son funcionarios públicos de elección popular, directa y universal: 

 

 1) Presidente de la República. 

 2) Vicepresidentes de la República. 

 3) Congresistas de la República y del Parlamento Andino. 

 4) Presidentes, Vicepresidentes y Consejeros Regionales. 

 5) Alcaldes, Teniente Alcaldes y Regidores. 

 

 b) Funcionario público de designación o remoción regulada. Es aquel cuyos requisitos, proceso 

de acceso, período de vigencia o causales de remoción están regulados en norma especial con rango de 

ley. 

 

 Son funcionarios públicos de designación y remoción regulados: 

 

 1) Magistrados del Tribunal Constitucional. 

 

 2) Defensor del Pueblo y Defensor adjunto. 

 

 3) Contralor General de la República y Vicecontralor. 

 

 4) Presidente y miembros del Jurado Nacional de Elecciones. 

 

 5) Miembros del Consejo Nacional de la Magistratura. 

 

 6) Director General y miembros del Consejo Directivo de la Academia de la Magistratura. 

 

 7) Titulares, adjuntos, presidentes y miembros de órganos colegiados de los organismos 
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constitucionalmente autónomos. 

 

 8) Titulares, adjuntos y miembros de órganos colegiados de entidades que cuenten con disposición 

expresa sobre la designación de sus funcionarios. 

 

 9) Los jueces que integren el Consejo Ejecutivo del Poder Judicial. 

 

 10) Fiscal de la Nación del Ministerio Público. 

 

 11) Presidente de la Corte Suprema 

 

 12) Rectores y vicerrectores de las universidades públicas. 

 

 13) Titulares, adjuntos, presidente y miembros del consejo directivo de los organismos técnicos 

especializados y reguladores y tribunales administrativos. 

 

 14) Gobernadores. 

 

 15) Aquellos señalados por norma con rango de ley, siempre que cumplan con lo dispuesto en los 

artículos 53 y 54 de la presente Ley. 

 

 c) Funcionario público de libre designación y remoción. Es aquel cuyo acceso al Servicio Civil se 

realiza por libre decisión del funcionario público que lo designa, basada en la confianza para realizar 

funciones de naturaleza política, normativa o administrativa. 

 

 Son funcionarios públicos de libre designación y remoción: 

 

 1) Ministros de Estado. 

 

 2) Viceministros. 

 

 3) Secretarios generales de Ministerios y aquellos que por ley expresa tengan igual jerarquía. (*) 

 

 "3. Secretarios generales de Ministerios, Secretario General del Despacho Presidencial y aquellos 

que por ley expresa tengan igual jerarquía." 

 

 4) Titulares, adjuntos, presidentes y miembros de los órganos colegiados de libre designación y 

(*) Numeral modificado por el Artículo 3 del Decreto Legislativo N° 1337, publicado el 06 de enero 

de 2017, cuyo texto es el siguiente: 
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remoción. 

 

 5) Gerente General del Gobierno Regional. 

 

 6) Gerente Municipal. 

 

 La Compensación Económica para los funcionarios señalados en el presente artículo se aprueba 

mediante decreto supremo con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros, excepto para los congresistas 

de la República y los parlamentarios andinos cuyos ingresos son fijados de conformidad con lo dispuesto 

en el artículo 94 de la Constitución Política del Perú y el artículo 31 de la presente Ley.  

 

 Artículo 53. Requisitos de los funcionarios públicos 

 Para ser funcionario público se requiere cumplir con los requisitos contemplados para cada puesto 

según la ley especifica. Sin perjuicio de ello, se requiere: 

 

 a) Tener la nacionalidad peruana, en los casos en que la naturaleza del puesto lo exija, conforme a 

la Constitución Política del Perú y a las leyes específicas. 

 

 b) Tener hábiles sus derechos civiles. 

 

 c) No estar inhabilitado para ejercer función pública o para contratar con el Estado, de acuerdo a 

resolución administrativa o resolución judicial definitiva. 

 

 d) No tener condena por delito doloso. 

 

 e) No tener otro impedimento legal establecido por norma expresa de alcance general. 

 

 Artículo 54. Requisitos mínimos para funcionarios de libre designación o remoción 

 Los funcionarios públicos de libre designación o remoción deben contar con estudios superiores o 

experiencia, así como cumplir con los requisitos mínimos establecidos para el puesto, de acuerdo a lo 

señalado en los documentos de gestión de la entidad o en la norma correspondiente. 

 

 Artículo 55. Causales de terminación de la condición o calidad de funcionario público de libre 

designación o remoción 

 Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 49, la condición o calidad de funcionario público de libre 

designación o remoción concluye, adicionalmente, por: 

 

 a) Cumplimiento del plazo de designación. 

 

 b) Pérdida de la confianza o decisión unilateral de la autoridad que lo designó, para los casos de 

funcionarios públicos de libre designación y remoción. 
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 Las normas reglamentarias desarrollarán las causales de cese de la designación en los casos de 

funcionarios públicos de designación y remoción regulados. 

 

 Artículo 56. Efectos del término de la designación como funcionario público 

 El término del vínculo jurídico del funcionario público con la entidad no genera pago 

compensatorio, otorgamiento de suma a título de liberalidad ni indemnización alguna, salvo la CTS, de 

corresponder. 

 

 Artículo 57. Aplicación general de la presente Ley a funcionarios 

 En el caso de los funcionarios públicos, la presente Ley y sus normas reglamentarias se aplican 

según la naturaleza de sus actividades. 

 

CAPÍTULO II: DIRECTIVOS PÚBLICOS 

 

 Artículo 58. Funciones de los directivos públicos 

 El directivo público tiene funciones de organización, dirección o toma de decisiones sobre los 

recursos a su cargo; vela por el logro de los objetivos asignados y supervisa el logro de metas de los 

servidores civiles bajo su responsabilidad. 

 

 Artículo 59. Incorporación y asignación de puestos a los directivos públicos 

 El ingreso a un puesto directivo público se realiza por concurso público de méritos realizado por 

cada entidad, cumpliendo con el perfil del puesto respectivo. En el caso de los servidores de confianza, aun 

cuando no se requiere concurso, deben cumplir con el perfil establecido para el puesto. 

 

 Los directivos públicos son asignados para desempeñar puestos hasta el tercer nivel orgánico 

consecutivo de la entidad. Mediante resolución del titular de Servir se pueden establecer excepciones a esta 

regla, en función del número de niveles organizativos de la entidad, el número total de servidores de la 

entidad o la naturaleza de las funciones de la entidad. 

 

 Artículo 60. Características de la contratación de directivos públicos 

 

 60.1 Los directivos públicos son designados por un período de tres (3) años, renovables hasta en dos (2) 

oportunidades, con excepción de quienes ejerzan la titularidad de entes rectores de sistemas administrativos, a los que 

no se aplica el límite de renovaciones. (*) 

 

 "60.1 Los directivos públicos son designados por un periodo de tres (3) años, renovables."(*) 

 

(*) Numeral modificado por el Artículo 4 del Decreto Legislativo N° 1450, publicado el 16 de 

septiembre de 2018, cuyo texto es el siguiente: 
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(*) Numeral incorporado(*)NOTA SPIJ por el Artículo 3 del Decreto Legislativo Nº 1602, 

publicado el 21 diciembre 2023, cuyo texto es el siguiente: 

 

"60.1 Los directivos públicos son designados por un periodo de tres (3) años." 

 

 60.2 En todos los casos las renovaciones se realizan considerando los resultados favorables de su evaluación 

anual. (*) 

 

 "60.2 Las renovaciones se realizan considerando los resultados favorables de su evaluación 

anual."(*) 

 

(*) Numeral incorporado(*)NOTA SPIJ por el Artículo 3 del Decreto Legislativo Nº 1602, 

publicado el 21 diciembre 2023, cuyo texto es el siguiente: 

 

     "60.2 Se puede realizar renovaciones, previo informe favorable del empleador, debidamente motivado, 

teniendo en consideración, entre otros criterios, los resultados de su evaluación anual. De no optarse por la 

renovación se dará por concluida la designación." 

 

 60.3 Los plazos se computan por cada puesto ocupado por el directivo público. 

 

 60.4 Están sujetos a un período de prueba no menor de tres (3) ni mayor de seis (6) meses y a la 

evaluación anual de cumplimiento de metas de carácter institucional. 

 

 60.5 Autorízase a Servir para que, en los casos que se le delegue, realice los concursos de selección 

de directivos en representación de las entidades comprendidas en el régimen de la presente Ley. 

 

 Artículo 61. Obligaciones del directivo público 

 Sin perjuicio de lo dispuesto en la presente Ley, el directivo público está obligado a: 

 

 a) Lograr las metas establecidas para el período de su designación, dentro de las circunstancias y 

recursos existentes, y rendir cuenta de ello. 

 

 b) Realizar las acciones y los procesos propios de su cargo con eficiencia, efectividad y transparencia. 

 

 Artículo 62. De la evaluación de desempeño 

 La evaluación de desempeño de los directivos públicos se centra en la verificación y calificación del 

(*) Numeral modificado por el Artículo 4 del Decreto Legislativo N° 1450, publicado el 16 de 

septiembre de 2018, cuyo texto es el siguiente: 

https://ispij-apache.minjus.gob.pe/spij-int-web/paginas/buscador/buscarNormaJurisprudencia.xhtml
https://ispij-apache.minjus.gob.pe/spij-int-web/paginas/buscador/buscarNormaJurisprudencia.xhtml
https://ispij-apache.minjus.gob.pe/spij-int-web/paginas/buscador/buscarNormaJurisprudencia.xhtml
https://ispij-apache.minjus.gob.pe/spij-int-web/paginas/buscador/buscarNormaJurisprudencia.xhtml
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cumplimiento de metas definidas para el directivo público en el período de gestión, así como en la 

identificación de brechas de conocimientos y habilidades. Es anual e incluye a quienes están sujetos a la 

condición de confianza. 

 

 Los tipos de evaluación asociados al cumplimiento de la función son la medición del logro de metas 

y la medición de competencias. Si el directivo público no logra cumplir con las metas establecidas para la 

evaluación, de acuerdo con los criterios previstos en las normas reglamentarias, la entidad da por concluida 

la designación. 

 

 Artículo 63. Causales de término de la condición o calidad de directivo público 

 Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 49 de la presente Ley, la condición o calidad de directivo 

público concluye por: 

 

 a) Incumplimiento de metas, según lo establecido en los artículos 61 y 62 de la presente Ley. 

 

 b) Vencimiento del plazo del contrato. 

 

 c) Asunción de cargo de funcionario público o de servidor de confianza. 

 

 El término por estas causales no da lugar a ninguna medida compensatoria ni indemnización a 

favor del directivo público, salvo aquellas establecidas en la presente Ley. 

 

 Artículo 64. Número de directivos de confianza en la entidad pública 

 Sólo el veinte por ciento (20%) de los directivos públicos existentes en cada entidad pública puede 

ser ocupado por servidores de confianza, respetando el porcentaje previsto en el artículo 77 de la presente 

Ley. 

 

 Mediante resolución de Presidencia Ejecutiva, Servir establece otros límites en consideración al 

número total de servidores civiles previstos en el cuadro de puestos de la entidad (CPE), así como a la 

naturaleza o funciones de la entidad, entre otros factores. 

 

 Cada tres (3) años Servir publica la lista de directivos públicos existentes en cada entidad y aquellas 

plazas que puedan ser ocupadas por servidores de confianza. 

 

CAPÍTULO III: SERVIDORES CIVILES DE CARRERA 

 

 Artículo 65. Funciones del servidor civil de carrera 

 El servidor civil de carrera realiza actividades directamente vinculadas al cumplimiento de las 

funciones sustantivas y de administración interna de una entidad pública en el ejercicio de una función 

administrativa, la prestación de servicios públicos, o la gestión institucional. El Servicio Civil de Carrera es un 

sistema único e integrado. 
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 No comprende a los funcionarios, los directivos públicos, los servidores de confianza, los servidores 

de servicios complementarios ni los contratados temporalmente. 

 

 Artículo 66. Características de la contratación de los servidores civiles 

 Los servidores civiles de carrera se incorporan al régimen del Servicio Civil por un período 

indeterminado y están sujetos únicamente a las causales de suspensión y término establecidas en los 

artículos 47 y 49 de la presente Ley. 

 

 El servidor civil de carrera que haya sido seleccionado o designado como funcionario público o 

directivo público y no haya superado el período de prueba, haya perdido la confianza o haya culminado el 

período a que se refiere el numeral 60.1 del artículo 60 de la presente Ley, retorna al grupo y nivel primigenio. 

 

 El servidor civil de carrera designado como funcionario público o directivo público, ya sea por 

confianza o por concurso público, tiene suspendidas sus oportunidades de progresión hasta el término de 

la referida designación y su retorno al grupo y nivel primigenio. 

 

 Artículo 67. Incorporación al grupo de servidores civiles de carrera 

 La incorporación al grupo de servidores civiles de carrera se efectúa mediante concurso público de 

méritos abierto o transversal. 

 

 El concurso público de méritos transversal es el proceso por el que se accede a un puesto distinto 

en la propia entidad o en una entidad diferente y al que sólo pueden postular los servidores civiles de 

carrera, siempre que cumplan con el perfil del puesto. 

 

 El concurso público de méritos abierto es el proceso por el que se accede a un puesto propio de 

la carrera pública y al que puede postular cualquier persona sea o no servidor civil de carrera siempre que 

cumpla con el perfil del puesto. 

 

 El concurso público de méritos abierto procede: 

 

 a) Cuando se requiere cubrir puestos que corresponden al nivel inicial de una familia de puestos. 

 

 b) Cuando se produzca una plaza vacante de puestos altamente especializados. El puesto puede 

ubicarse en cualquier nivel de la entidad convocante. 

 

 c) Cuando se trate de entidades nuevas, para cubrir los puestos de todos los niveles 

organizacionales de la entidad. 

 

 d) Cuando resulte desierto el concurso transversal a nivel de todo el Estado. 
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 Artículo 68. Reingreso 

 Los servidores civiles de carrera que renuncien pueden reingresar al Servicio Civil de Carrera en el 

mismo nivel o en un nivel superior, siempre que ganen el concurso público de méritos transversal convocado 

para el puesto al que postulen. 

 

 El reingreso debe producirse dentro de los dos (2) años posteriores a la renuncia. 

 

 Artículo 69. Progresión de los servidores civiles de carrera 

 La progresión implica que el servidor de carrera accede a un puesto vacante en cualquier entidad 

pública incluyendo la propia, a través de un concurso público de méritos transversal. 

 

 Se efectúa a un puesto: 

 

 a) Del mismo nivel o superior, dentro de una misma familia de puestos. 

 b) Del mismo nivel, superior o inferior en otra familia de puestos. 

 

 La progresión puede ocurrir hasta en dos (2) niveles superiores, respecto del nivel en que se 

encuentra el servidor civil. 

 

 Artículo 70. Consecuencia de la progresión 

 El servidor civil de carrera que gane el concurso público de méritos transversal solo tiene derecho 

a las compensaciones y a las prerrogativas establecidas para el puesto concursado y en tanto se mantenga 

en dicho puesto. 

 

 Cada oportunidad de progresión genera derechos diferentes y no acumulables, con excepción del 

tiempo de servicios. La progresión únicamente da lugar al otorgamiento de la compensación del puesto 

concursado. 

 

 Artículo 71. Requisito para participar en un concurso público de méritos transversal 

 Para participar en un concurso público de méritos transversal el servidor civil de carrera debe 

cumplir, como mínimo, un tiempo de permanencia de dos (2) años en su puesto; y contar con, al menos, 

una calificación de “personal de buen rendimiento” en las evaluaciones de los últimos dos (2) años. 

 

 Artículo 72. Período de prueba del servidor civil de carrera 

 El servidor civil de carrera que se incorpora mediante concurso público se sujeta a un período de 

prueba de tres (3) meses. 

 

 Artículo 73. Suplencia en el período de prueba 

 El puesto que deja un servidor civil de carrera que se encuentra en período de prueba por 

progresión sólo puede ser cubierto por contrato temporal de suplencia, el cual se realiza directamente, sin 

concurso y por el plazo que dure el período de prueba. 
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 El contrato temporal de suplencia por período de prueba puede extenderse por el tiempo adicional 

que tome realizar el concurso para cubrir el puesto dejado por el servidor que superó el período de prueba. 

 

 Los servicios prestados bajo la condición de contratación temporal de suplencia no generan 

derechos adicionales a los establecidos contractualmente. Tampoco generan derecho para el ingreso al 

Servicio Civil de Carrera o permanencia en el puesto. 

 

CAPÍTULO IV: SERVIDORES DE ACTIVIDADES COMPLEMENTARIAS 

 

 Artículo 74. Funciones de los servidores de actividades complementarias 

 Los servidores de actividades complementarias realizan funciones de soporte, complemento, 

manuales u operativas respecto de las funciones sustantivas y de administración interna que realiza cada 

entidad. 

 

 Artículo 75. Incorporación y período de prueba 

 Los servidores de actividades complementarias ingresan mediante concurso público de méritos. 

Para los casos de convocatorias a procesos de selección a plazo indeterminado, el ganador del concurso 

público de méritos pasa por un período de prueba que no puede ser mayor a tres (3) meses. En caso el 

servidor de actividades complementarias no supere el período de prueba, la relación con el Servicio Civil 

termina. 

 

 Artículo 76. Modalidades de contratación 

 Los servidores civiles de actividades complementarias son contratados a plazo indeterminado o a 

plazo fijo.  

 Los contratos a plazo fijo requieren período de prueba y proceden para la ejecución de proyectos 

o servicios específicos. El período de prueba en esta modalidad de contratación se aplica solo para el primer 

contrato respecto del mismo puesto y no para las renovaciones. Los contratos culminan con la terminación 

del proyecto o servicio específico, el cumplimiento de la condición resolutoria o el vencimiento del plazo 

previsto en el contrato. 

 

CAPÍTULO V: DE LOS SERVIDORES DE CONFIANZA 

 

 Artículo 77. Límite de servidores de confianza 

 El número de servidores de confianza en ningún caso es mayor al cinco por ciento (5%) del total 

de puestos previstos por la entidad pública, con un mínimo de dos (2) y un máximo de cincuenta (50) 

servidores de confianza, correspondiendo al titular de la entidad pública la determinación de la ubicación 

de los servidores de confianza. Este porcentaje incluye a los directivos públicos a que se refiere el artículo 

64 de la presente Ley. 

 

 Las normas reglamentarias regulan la forma de calcular los topes mínimos y máximos, atendiendo 
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al número total de servidores civiles previstos en la entidad pública y a la naturaleza o funciones de la 

entidad pública, entre otros factores. 

 

 Mediante resolución de Presidencia Ejecutiva debidamente justificada, Servir establece las 

excepciones, debidamente justificadas a los topes (mínimos o máximos) señalados en el presente artículo. 

Esta resolución se publica en el diario oficial El Peruano.  

 

 Artículo 78. Consecuencias del incumplimiento de los límites de servidores de confianza 

 La inobservancia del porcentaje autorizado para la incorporación de servidores de confianza o el 

incumplimiento de los topes a que se refiere el artículo 77 de la presente Ley, no genera a favor de los 

contratados el derecho a permanencia ni beneficio distinto a la compensación que corresponda por los 

servicios prestados. 

 

 De detectarse la violación de los límites establecidos se procede a dar por terminado el contrato o 

designación de todos los servidores excedentes, sin perjuicio de la responsabilidad que corresponda a los 

encargados de la gestión de los recursos humanos de la entidad pública, por incumplimiento de las 

disposiciones de esta Ley. 

 

 Artículo 79. De la contratación y designación 

 El vínculo entre los servidores de confianza y la entidad se establece en un contrato escrito de 

naturaleza temporal, cuya vigencia se condiciona a la confianza de quien los designa, y donde se precisan 

las condiciones de empleo, el puesto a ocupar y la contraprestación a percibir, conforme a lo establecido 

en el artículo 31 de la presente Ley. 

 

 El contrato puede resolverse, sin que ello genere el derecho a pago compensatorio, otorgamiento 

de suma a título de liberalidad ni indemnización alguna por la terminación del vínculo con la entidad pública. 

 

 La designación de servidores de confianza se realiza mediante el acto administrativo que 

corresponda de acuerdo a ley o mediante el acto de administración contemplado en la presente Ley, según 

sea el caso. Dicha designación debe ser publicada en la página web de la entidad. 

 

CAPÍTULO VI: DISPOSICIONES COMUNES PARA LOS DIRECTIVOS PÚBLICOS, SERVIDORES DE 

CARRERA Y SERVIDORES DE ACTIVIDADES COMPLEMENTARIAS 

 

 Artículo 80. Del accesitario 

 El postulante que apruebe el concurso y a pesar de su calificación de apto no alcance vacante, se 

convierte en accesitario. Sólo habrá un accesitario por puesto concursado. 

 

 En caso que el ganador del correspondiente proceso de selección no pudiera acceder al puesto 

obtenido o no hubiera superado el período de prueba, la entidad puede cubrir el puesto vacante con el 

accesitario. 
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 La condición de accesitario sólo es de aplicación respecto del puesto convocado y se extingue 

automáticamente en los casos en que el ganador del puesto supere el período de prueba o a los seis (6) 

meses de concluido el concurso. 

 

 La condición de accesitario no da lugar a ningún derecho para el postulante, ni lo incorpora en 

forma alguna al Servicio Civil. 

 

 Artículo 81. Desplazamiento 

 El desplazamiento de personal es el acto de administración mediante el cual un servidor civil, por 

disposición fundamentada de la entidad pública, pasa a desempeñar temporalmente diferentes funciones 

dentro o fuera de su entidad, teniendo en consideración las necesidades del Servicio Civil y el nivel 

ostentado. 

 

 Los desplazamientos son: 

 

 a) Designación como directivo público o como servidor de confianza. 

 b) Rotación. 

 c) Destaque. 

 d) Encargo de funciones. 

 e) Comisión de servicios. 

 

 Artículo 82. Participación de las carreras especiales 

 

 82.1 Los servidores civiles pertenecientes a las carreras especiales pueden ocupar puestos definidos 

para el servidor civil de carrera, servidores de actividades complementarias o directivos públicos, en tanto 

cumplan los requisitos del puesto y bajo las modalidades de ingreso previstas en la presente Ley. 

 

 82.2 Al asumir los referidos puestos, los derechos, obligaciones, reglas y demás disposiciones y 

regulaciones propias de las carreras especiales, quedan suspendidas hasta su retorno al puesto de su carrera. 

Al término retornan a su carrera especial. 

 

 82.3 En tanto ocupen los citados puestos, se regirán exclusivamente por lo dispuesto en la presente 

Ley y sus normas reglamentarias y complementarias. 

 

 Artículo 83. Nepotismo 

 Los servidores civiles incluyendo a los funcionarios que gozan de la facultad de nombramiento y 

contratación de personal o tengan injerencia directa o indirecta en el proceso de selección o contratación 

de personas, están prohibidos de ejercer dicha facultad en su entidad respecto a sus parientes hasta el 

cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad y por razón de matrimonio. Son nulos los contratos 

o designaciones que se realicen en contravención de lo dispuesto en este artículo. 
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 Se aplica las mismas reglas en el caso de convivientes o uniones de hecho. 

 

 Artículo 84. Contratación temporal 

 Excepcionalmente se puede contratar de manera directa a plazo fijo en los casos de suspensión 

previstos en el artículo 47 de la presente Ley, así como en los casos de incremento extraordinario y temporal 

de actividades. Estas situaciones deben estar debidamente justificadas. Los contratos no pueden tener un 

plazo mayor a nueve (9) meses. Pueden renovarse por una sola vez antes de su vencimiento, hasta por un 

período de tres (3) meses. Cumplido el plazo, tales contratos concluyen de pleno derecho y son nulos los 

actos en contrario. El personal contratado bajo esta modalidad no pertenece al Servicio Civil de Carrera. (*) 

 

(**) Artículo modificado por el Artículo 2 del Decreto Legislativo N° 1602, publicado el 21 diciembre 

2023, cuyo texto es el siguiente: 

 

            “Artículo 84. Contratación temporal 

            Excepcionalmente se puede contratar de manera directa a plazo fijo en los casos de suspensión 

previstos en el artículo 47 de la presente Ley, así como en los casos de incremento extraordinario y temporal 

de actividades. Estas situaciones deben estar debidamente justificadas. Los contratos no pueden tener un 

plazo mayor a nueve (9) meses. Pueden renovarse por una sola vez antes de su vencimiento, hasta por un 

período de tres (3) meses. Cumplido el plazo, tales contratos concluyen de pleno derecho y son nulos los 

actos en contrario. El personal contratado bajo esta modalidad no pertenece al Servicio Civil de Carrera. 

            SERVIR emite los lineamientos que regulan el límite máximo de las contrataciones temporales 

a las que se refiere el presente artículo”. 

 

TÍTULO V: RÉGIMEN DISCIPLINARIO Y PROCEDIMIENTO SANCIONADOR 

 

CAPÍTULO I: FALTAS 

 

 Artículo 85. Faltas de carácter disciplinario 

 Son faltas de carácter disciplinario que, según su gravedad, pueden ser sancionadas con suspensión 

temporal o con destitución, previo proceso administrativo: 

 

 a) El incumplimiento de las normas establecidas en la presente Ley y su reglamento. 

 

 b) La reiterada resistencia al cumplimiento de las órdenes de sus superiores relacionadas con sus 

labores. 

 

 c) El incurrir en acto de violencia, grave indisciplina o faltamiento de palabra en agravio de su 

superior del personal jerárquico y de los compañeros de labor. 

https://ispij-apache.minjus.gob.pe/spij-int-web/paginas/buscador/buscarNormaJurisprudencia.xhtml
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 d) La negligencia en el desempeño de las funciones. 

 

 e) El impedir el funcionamiento del servicio público. 

 

 f) La utilización o disposición de los bienes de la entidad pública en beneficio propio o de terceros. 

 

 g) La concurrencia al trabajo en estado de embriaguez o bajo la influencia de drogas o sustancias 

estupefacientes. 

 

 h) El abuso de autoridad, la prevaricación o el uso de la función con fines de lucro. (*) 

 

 "h) El abuso de autoridad o el uso de la función con fines de lucro”. 

 

 i) El causar deliberadamente daños materiales en los locales, instalaciones, obras, maquinarias, 

instrumentos, documentación y demás bienes de propiedad de la entidad o en posesión de ésta. 

 

 j) Las ausencias injustificadas por más de tres (3) días consecutivos o por más de cinco (5) días no 

consecutivos en un período de treinta (30) días calendario, o más de quince (15) días no consecutivos en 

un período de ciento ochenta días (180) calendario. 

 

 k) El hostigamiento sexual cometido por quien ejerza autoridad sobre el servidor civil, así como el cometido 

por un servidor civil, cualquiera sea la ubicación de la víctima del hostigamiento en la estructura jerárquica de la entidad 

pública. (*)  

 

 "k) El hostigamiento sexual cometido por quien ejerza autoridad sobre el servidor civil, así como el 

cometido por un servidor civil, cualquiera sea la ubicación de la víctima del hostigamiento en la estructura 

jerárquica de la entidad pública, o cuando la víctima sea un beneficiario de modalidad formativa, preste 

servicios independientes a la entidad pública, sea un usuario de esta o, en general, cuando el hostigamiento 

se haya dado en el marco o a raíz de la función que desempeña el servidor, independientemente de la 

categoría de la víctima.” 

 

(*) Extremo (la prevaricación) declarado inconstitucional por el Literal j) del Resolutivo 1 del Pleno 

Jurisdiccional del Tribunal Constitucional Expedientes 0025-2013-PI-TC; 0003-2014-PI-TC; 0008-

2014-PI-TC; 0017-2014-PI-TC, publicado el 04 de mayo de 2016, quedando redactado de la siguiente 

manera: 

(*) Literal k) modificado por la Segunda Disposición Complementaria Modificatoria del Decreto 

Legislativo N° 1410, publicado el 12 de septiembre de 2018, cuyo texto es el siguiente: 
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 l) Realizar actividades de proselitismo político durante la jornada de trabajo, o a través del uso de 

sus funciones o de recursos de la entidad pública. 

 

 m) Discriminación por razón de origen, raza, sexo, idioma, religión, opinión o condición económica. 

 

 n) El incumplimiento injustificado del horario y la jornada de trabajo. 

 

 ñ) La afectación del principio de mérito en el acceso y la progresión en el servicio civil. 

 

 o) Actuar o influir en otros servidores para obtener un beneficio propio o beneficio para terceros. 

 

 p) La doble percepción de compensaciones económicas, salvo los casos de dietas y función docente. 

 

 q) Las demás que señale la ley. 

 

 Artículo 86. Régimen de los exservidores de las entidades 

 Los exservidores civiles de una entidad se acogen a las restricciones establecidas en el artículo 241 

de la Ley 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General. 

 

 Artículo 87. Determinación de la sanción a las faltas 

 La sanción aplicable debe ser proporcional a la falta cometida y se determina evaluando la existencia 

de las condiciones siguientes: 

 

 a) Grave afectación a los intereses generales o a los bienes jurídicamente protegidos por el Estado. 

 

 b) Ocultar la comisión de la falta o impedir su descubrimiento. 

 

 c) El grado de jerarquía y especialidad del servidor civil que comete la falta, entendiendo que cuanto 

mayor sea la jerarquía de la autoridad y más especializadas sus funciones, en relación con las faltas, mayor 

es su deber de conocerlas y apreciarlas debidamente. 

 

 d) Las circunstancias en que se comete la infracción. 

 

 e) La concurrencia de varias faltas. 

 

 f) La participación de uno o más servidores en la comisión de la falta o faltas. 

 

 g) La reincidencia en la comisión de la falta. 

 

 h) La continuidad en la comisión de la falta. 
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 i) El beneficio ilícitamente obtenido, de ser el caso. 

 

 Las autoridades deben prever que la comisión de la conducta sancionable no resulte más ventajosa 

para el infractor que cumplir las normas infringidas o asumir la sanción. 

 

 La destitución acarrea la inhabilitación automática para el ejercicio de la función pública. El servidor 

civil que se encuentre en este supuesto, no puede reingresar a prestar servicios a favor del Estado por un 

plazo de cinco (5) años, contados a partir de que la resolución administrativa que causa estado es eficaz. 

 

 Si un servidor civil es declarado responsable de un delito doloso, mediante sentencia que cause 

estado, o que haya quedado consentida, o ejecutoriada, culmina su relación con la entidad. 

 

CAPÍTULO II: RÉGIMEN DE SANCIONES Y PROCEDIMIENTO SANCIONADOR 

 

 Artículo 88. Sanciones aplicables 

 Las sanciones por faltas disciplinarias pueden ser: 

 

 a) Amonestación verbal o escrita. 

 b) Suspensión sin goce de remuneraciones desde un día hasta por doce (12) meses. 

 c) Destitución. 

 

 Toda sanción impuesta al servidor debe constar en el legajo. 

 

 Artículo 89. La amonestación 

 La amonestación es verbal o escrita. La amonestación verbal la efectúa el jefe inmediato en forma 

personal y reservada. Para el caso de amonestación escrita la sanción se aplica previo proceso administrativo 

disciplinario. Es impuesta por el jefe inmediato. La sanción se oficializa por resolución del jefe de recursos 

humanos o quien haga sus veces. La apelación es resuelta por el jefe de recursos humanos o quien haga 

sus veces. 

 

 Artículo 90. La suspensión y la destitución 

 La suspensión sin goce de remuneraciones se aplica hasta por un máximo de trescientos sesenta y 

cinco (365) días calendario previo procedimiento administrativo disciplinario. El número de días de 

suspensión es propuesto por el jefe inmediato y aprobado por el jefe de recursos humanos o quien haga 

sus veces, el cual puede modificar la sanción propuesta. La sanción se oficializa por resolución del jefe de 

recursos humanos o quien haga su veces. La apelación es resuelta por el Tribunal del Servicio Civil. 

 

 La destitución se aplica previo proceso administrativo disciplinario por el jefe de recursos humanos 

o quien haga sus veces. Es propuesta por el jefe de recursos humanos o quien haga sus veces y aprobada 

por el titular de la entidad pública, el cual puede modificar la sanción propuesta. Se oficializa por resolución 

del titular de la entidad pública. La apelación es resuelta por el Tribunal del Servicio Civil. 
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 Artículo 91. Graduación de la sanción 

 Los actos de la Administración Pública que impongan sanciones disciplinarias deben estar 

debidamente motivados de modo expreso y claro, identificando la relación entre los hechos y las faltas, y 

los criterios para la determinación de la sanción establecidos en la presente Ley. 

 

 La sanción corresponde a la magnitud de las faltas, según su menor o mayor gravedad. Su aplicación 

no es necesariamente correlativa ni automática. En cada caso la entidad pública debe contemplar no sólo 

la naturaleza de la infracción sino también los antecedentes del servidor. 

 

 Los descuentos por tardanzas e inasistencia no tienen naturaleza disciplinaria, por lo que no eximen 

de la aplicación de la debida sanción. 

 

 Artículo 92. Autoridades 

 Son autoridades del procedimiento administrativo disciplinario: 

 

 a) El jefe inmediato del presunto infractor. 

 b) El jefe de recursos humanos o quien haga sus veces. 

 c) El titular de la entidad. 

 d) El Tribunal del Servicio Civil. 

 

 Las autoridades del procedimiento cuentan con el apoyo de un secretario técnico, que es de 

preferencia abogado y designado mediante resolución del titular de la entidad. El secretario técnico puede 

ser un servidor civil de la entidad que se desempeña como tal, en adición a sus funciones. El secretario 

técnico es el encargado de precalificar las presuntas faltas, documentar la actividad probatoria, proponer la 

fundamentación y administrar los archivos emanados del ejercicio de la potestad sancionadora disciplinaria 

de la entidad pública. No tiene capacidad de decisión y sus informes u opiniones no son vinculantes. 

 

 La secretaría técnica depende de la oficina de recursos humanos de la entidad o la que haga sus 

veces. 

 

 Cualquier persona que considere que un servidor civil ha incurrido en una conducta que tenga las 

características de falta disciplinaria, debe informarlo de manera verbal o escrita ante la Secretaría Técnica. 

La denuncia debe expresar claramente los hechos y adjuntar las pruebas pertinentes. 

 

 Artículo 93. El procedimiento administrativo disciplinario 

 

 93.1 La autoridad del procedimiento administrativo disciplinario de primera instancia inicia el 

procedimiento de oficio o a pedido de una denuncia, debiendo comunicar al servidor por escrito las 

presuntas faltas y otorgarle un plazo de cinco (5) días hábiles para presentar el descargo y las pruebas que 

crea conveniente para su defensa. Para tal efecto, el servidor civil tiene derecho a conocer los documentos 
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y antecedentes que dan lugar al procedimiento. 

 

 Vencido el plazo sin la presentación de los descargos, el proceso queda listo para ser resuelto. 

 

 Cuando la comunicación de la presunta falta es a través de una denuncia, el rechazo a iniciar un 

proceso administrativo disciplinario debe ser motivado y notificado al que puso en conocimiento la presunta 

falta, si estuviese individualizado. 

 

 93.2 Previo al pronunciamiento de las autoridades del proceso administrativo disciplinario de 

primera instancia y luego de presentado los descargos, el servidor civil procesado puede ejercer su derecho 

de defensa a través de un informe oral, efectuado personalmente o por medio de un abogado, para lo cual 

se señala fecha y hora única. 

 

 93.3 La autoridad del procedimiento administrativo disciplinario de primera instancia realiza las 

investigaciones del caso, solicita los informes respectivos, examina las pruebas que se presenten e impone 

las sanciones que sean de aplicación. 

 

 93.4 Durante el tiempo que dura el procedimiento administrativo disciplinario el servidor civil 

procesado, según la falta cometida, puede ser separado de su función y puesto a disposición de la oficina 

de recursos humanos. Mientras se resuelve su situación, el servidor civil tiene derecho al goce de sus 

remuneraciones, estando impedido de hacer uso de sus vacaciones, licencias por motivos particulares 

mayores a cinco (5) días o presentar renuncia. 

 

 Artículo 94. Prescripción 

 La competencia para iniciar procedimientos administrativos disciplinarios contra los servidores 

civiles decae en el plazo de tres (3) años contados a partir de la comisión de la falta y uno (1) a partir de 

tomado conocimiento por la oficina de recursos humanos de la entidad, o de la que haga sus veces. 

 

 La autoridad administrativa resuelve en un plazo de treinta (30) días hábiles. Si la complejidad del 

procedimiento ameritase un mayor plazo, la autoridad administrativa debe motivar debidamente la dilación. 

En todo caso, entre el inicio del procedimiento administrativo disciplinario y la emisión de la resolución no 

puede transcurrir un plazo mayor a un (1) año. 

 

 Para el caso de los exservidores civiles, el plazo de prescripción es de dos (2) años contados a partir 

de que la entidad conoció de la comisión de la infracción. 

 

 Artículo 95. El procedimiento de los medios impugnatorios 

 

 95.1 El término perentorio para la interposición de los medios impugnatorios es de quince (15) días 

hábiles, y debe resolverse en el plazo de treinta (30) días hábiles. La resolución de la apelación agota la vía 

administrativa. 
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 95.2 La interposición de los medios impugnatorios no suspende la ejecución del acto impugnado. 

 

 95.3 El recurso de apelación se interpone cuando la impugnación se sustente en diferente 

interpretación de las pruebas producidas, se trate de cuestiones de puro derecho o se cuente con nueva 

prueba instrumental. Se dirige a la misma autoridad que expidió el acto que se impugna para que eleve lo 

actuado al superior jerárquico. La apelación es sin efecto suspensivo.  (*) 

 

(*) Artículo modificado por el Artículo 2 del Decreto Legislativo N° 1602, publicado el 21 diciembre 

2023, cuyo texto es el siguiente: 

 

            “Artículo 95. El procedimiento de los medios impugnatorios 

            95.1 El término perentorio para la interposición de los medios impugnatorios es de quince (15) 

días hábiles, contados desde el día siguiente de notificado el acto impugnado. El recurso de 

reconsideración se resuelve en el plazo de quince (15) días hábiles, y el recurso de apelación se resuelve 

en el plazo establecido en la Décimo Tercera Disposición Complementaria Final de la presente Ley. 

            95.2 La interposición de los medios impugnatorios no suspende la ejecución del acto impugnado. 

            95.3 El recurso de apelación se interpone cuando la impugnación se sustente en diferente 

interpretación de las pruebas producidas, se trate de cuestiones de puro derecho o se cuente con nueva 

prueba instrumental. Se dirige a la misma autoridad que expidió el acto que se impugna para que eleve lo 

actuado al superior jerárquico. La apelación es sin efecto suspensivo”. 

 

 Artículo 96. Medidas cautelares 

 

 96.1 Luego de comunicar por escrito al servidor civil sobre las presuntas faltas, la autoridad del 

proceso administrativo disciplinario puede, mediante decisión motivada, y con el objeto de prevenir 

afectaciones mayores a la entidad pública o a los ciudadanos, separarlo de su función y ponerlo a disposición 

de la Oficina de Personal para realizar trabajos que le sean asignados de acuerdo con su especialidad, o 

exonerarlo de su obligación de asistir al centro de trabajo. 

 

 96.2 Las medidas cautelares se ejercitan durante el tiempo que dura el proceso administrativo 

disciplinario, siempre que ello no perjudique el derecho de defensa del servidor civil y se le abone la 

remuneración y demás derechos y beneficios que pudieran corresponderle. Excepcionalmente, cuando la 

falta presuntamente cometida por el servidor civil afecte gravemente los intereses generales, la medida 

cautelar puede imponerse de modo previo al inicio del procedimiento administrativo disciplinario. La validez 

de dicha medida está condicionada al inicio del procedimiento correspondiente. 

 

 96.3 Las medidas cautelares pueden ser modificadas o levantadas durante el curso del 

procedimiento administrativo disciplinario, de oficio o a instancia de parte, en virtud de circunstancias 

sobrevenidas o que no pudieron ser consideradas en el momento de su adopción. 
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 96.4 Las medidas caducan de pleno derecho cuando se emite la resolución que pone fin al 

procedimiento administrativo disciplinario en la instancia que impuso la medida, cuando haya transcurrido 

el plazo fijado para su ejecución, o para la emisión de la resolución que pone fin al procedimiento. 

 

 Artículo 97. Medidas correctivas 

 La autoridad puede dictar medidas correctivas para revertir en lo posible el acto que causó el daño 

a la entidad pública o a los ciudadanos. 

 

 Artículo 98. Registro de sanciones 

 Las sanciones de suspensión y destitución deben ser inscritas en el Registro Nacional de Sanciones 

de Destitución y Despido creado por el artículo 242 de la Ley 27444, Ley del Procedimiento Administrativo 

General, que administra la Autoridad Nacional de Servicio Civil (Servir). La inscripción es permanente y debe 

indicar el plazo de la sanción. 

 

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS FINALES 

 

 PRIMERA. Trabajadores, servidores, obreros, entidades y carreras no comprendidos en la 

presente Ley 

 No están comprendidos en la presente Ley los trabajadores de las empresas del Estado, sin perjuicio 

de lo dispuesto en la tercera disposición complementaria final del Decreto Legislativo 1023, así como los 

servidores civiles del Banco Central de Reserva del Perú, el Congreso de la República, la Superintendencia 

Nacional de Aduanas y de Administración Tributaria, la Superintendencia de Banca, Seguros y AFP, y la 

Contraloría General de la República ni los servidores sujetos a carreras especiales. Tampoco se encuentran 

comprendidos los obreros de los gobiernos regionales y gobiernos locales. (*) 

 

 Para los efectos del régimen del Servicio Civil se reconocen como carreras especiales las normadas 

por: 

 

 a) Ley 28091, Ley del Servicio Diplomático de la República. 

 

 b) Ley 23733, Ley universitaria.  

 

 c) Ley 23536, Ley que establece las normas generales que regulan el trabajo y la carrera de los 

Profesionales de la Salud. 

 

(*) Extremo declarado inconstitucional por el Literal a) del Resolutivo 1 del Pleno Jurisdiccional del 

Tribunal Constitucional Expedientes 0025-2013-PI-TC; 0003-2014-PI-TC; 0008-2014-PI-TC; 0017-

2014-PI-TC, publicado el 04 de mayo de 2016.  
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 d) Ley 29944, Ley de Reforma Magisterial. 

 

 e) Ley 28359, Ley de Situación Militar de los Oficiales de las Fuerzas Armadas. 

 

 f) Decreto Legislativo 1149, Ley de la Carrera y Situación del personal de la Policía Nacional del 

Perú. 

 

 g) Ley 29709, Ley de la Carrera Especial Pública Penitenciaria. 

 

 h) Decreto Legislativo 052, Ley Orgánica del Ministerio Público. 

 

 i) Ley 29277, Ley de la Carrera Judicial. 

 

 Las carreras especiales, los trabajadores de empresas del Estado, los servidores sujetos a carreras 

especiales, los obreros de los gobiernos regionales y gobiernos locales, las personas designadas para ejercer 

una función pública determinada o un encargo específico, ya sea a dedicación exclusiva o parcial, 

remunerado o no, así como los servidores civiles del Banco Central de Reserva del Perú, el Congreso de la 

República, la Superintendencia Nacional de Aduanas y de Administración Tributaria, la Superintendencia de 

Banca, Seguros y AFP, y la Contraloría General de la República se rigen supletoriamente por el artículo III 

del Título Preliminar, referido a los Principios de la Ley del Servicio Civil; el Título II, referido a la Organización 

del Servicio Civil; y el Título V, referido al Régimen Disciplinario y Proceso Administrativo Sancionador, 

establecidos en la presente Ley.  (*)(**) 

 

 

 “PRIMERA. Trabajadores, servidores, obreros, entidades y carreras no comprendidos en la 

presente Ley. No están comprendidos en la presente Ley los trabajadores de las empresas del Estado, sin 

perjuicio de lo dispuesto en la tercera disposición complementaria final del Decreto Legislativo 1023, ni los 

servidores sujetos a carreras especiales. 

 

 Para los efectos del régimen del Servicio Civil se reconocen como carreras especiales las normadas 

por: 

(*) Extremo declarado inconstitucional por el Literal a) del Resolutivo 1 del Pleno Jurisdiccional del 

Tribunal Constitucional Expedientes 0025-2013-PI-TC; 0003-2014-PI-TC; 0008-2014-PI-TC; 0017-

2014-PI-TC, publicado el 04 de mayo de 2016. 

(**) De conformidad con el Literal a) del Resolutivo 1 del Pleno Jurisdiccional del Tribunal 

Constitucional Expedientes 0025-2013-PI-TC; 0003-2014-PI-TC; 0008-2014-PI-TC; 0017-2014-PI-TC, 

publicado el 04 de mayo de 2016, se dispone que la presente disposición quede subsistente con el 

texto siguiente: 
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 a) Ley 28091, Ley del Servicio Diplomático de la República. 

 

 b) Ley 23733, Ley universitaria. 

 

 c) Ley 23536, Ley que establece las normas generales que regulan el trabajo y la carrera de los 

Profesionales de la Salud. 

 

 d) Ley 29944, Ley de Reforma Magisterial. 

 

 e) Ley 28359, Ley de Situación Militar de los Oficiales de las Fuerzas Armadas. 

 

 f) Decreto Legislativo 1149, Ley de la Carrera y Situación del personal de la Policía Nacional del 

Perú. 

 

 g) Ley 29709, Ley de la Carrera Especial Pública Penitenciaria. 

 

 h) Decreto Legislativo 052, Ley Orgánica del Ministerio Público. 

 

 i) Ley 29277, Ley de la Carrera Judicial 

 

 Las carreras especiales, los trabajadores de empresas del Estado, los servidores sujetos a carreras 

especiales, las personas designadas para ejercer una función pública determinada o un encargo específico, 

ya sea a dedicación exclusiva o parcial, remunerado o no, se rigen supletoriamente por el artículo III del 

Título Preliminar, referido a los Principios de la Ley del Servicio Civil; el Título II, referido a la Organización 

del Servicio Civil; y el Título V, referido al Régimen Disciplinario y Proceso Administrativo Sancionador, 

establecidos en la presente Ley”. 

 

 SEGUNDA. Defensa y asesoría de los servidores civiles 

 Las entidades públicas deben otorgar la defensa y asesorías, a que se refiere el literal l) del artículo 

35 de la presente Ley, a los servidores civiles que ejerzan o hayan ejercido funciones y resuelto actos 

administrativos o actos de administración interna bajo criterios de gestión en su oportunidad. 

 

 Para iniciar cualquier denuncia de carácter penal, la autoridad que conozca del caso debe solicitar 

un informe técnico jurídico emitido por la respectiva entidad en donde presta o prestó Servicio Civil el 

denunciado. Dicho informe sirve de sustento para efectos de la calificación del delito o archivo de la 

denuncia. 

 

 TERCERA. Derechos colectivos de quienes presten servicios al Estado bajo el régimen del 

Decreto Legislativo 728 

 Los derechos colectivos de quienes prestan servicios al Estado bajo el régimen del Decreto 



 

 

47 

Legislativo 728 se interpretan de conformidad con las disposiciones del Convenio 151 de la Organización 

Internacional del Trabajo y consideran las Leyes de Presupuesto. 

 

 Esta disposición rige a partir del día siguiente de la publicación de la presente Ley. 

 

 CUARTA. Aprobación del cuadro de puestos de la entidad (CPE) 

 Créase el cuadro de puestos de la entidad (CPE) como instrumento de gestión. El CPE de cada entidad se 

aprueba mediante resolución del Consejo Directivo de Servir con opinión favorable de la Dirección General de Presupuesto 

Público del Ministerio de Economía y Finanzas. Este instrumento reemplaza al Cuadro de Asignación de Personal (CAP) y 

al Presupuesto Analítico de Personal (PAP). (*) 

 

 “Cuarta.- Aprobación del cuadro de puestos de la entidad (CPE) 

 Créase el cuadro de puestos de la entidad (CPE) como instrumento de gestión. El CPE de cada 

entidad se aprueba mediante resolución del Consejo Directivo de SERVIR con opinión favorable de la 

Dirección General de Presupuesto Público y la Dirección General de Gestión Fiscal de los Recursos Humanos 

del Ministerio de Economía y Finanzas. Este instrumento reemplaza al Cuadro de Asignación de Personal 

(CAP) y al Presupuesto Analítico de Personal (PAP). 

 

 Las entidades nuevas y, las que no siendo nuevas tengan puestos que, por mandato de la ley, 

deban regirse por el régimen del servicio civil, solo requieren cumplir con la valorización de los puestos 

propuestos para implementar dicho régimen. La Dirección General de Gestión Fiscal de los Recursos 

Humanos del Ministerio de Economía y Finanzas, en coordinación con SERVIR, aprueba la valorización”.(*) 

 

(*) Disposición incorporada(*)NOTA SPIJ por el Artículo 3 del Decreto Legislativo Nº 1602, publicado 

el 21 diciembre 2023, cuyo texto es el siguiente: 

 

            "CUARTA.- Aprobación del cuadro de puestos de la entidad (CPE) 

            Créase el Cuadro de Puestos de la Entidad (CPE) como instrumento de gestión. El CPE de cada 

entidad se aprueba mediante resolución del Consejo Directivo de SERVIR con opinión favorable de la 

Dirección General de Presupuesto Público y la Dirección General de Gestión Fiscal de los Recursos Humanos 

del Ministerio de Economía y Finanzas. Este instrumento reemplaza al Cuadro de Asignación de Personal 

(CAP) y al Presupuesto Analítico de Personal (PAP). 

            Las entidades públicas nuevas que se creen a partir de la vigencia de la presente disposición, se 

encuentran sujetas al régimen del servicio civil regulado por la presente Ley; asimismo, aquellas entidades 

que no siendo nuevas tengan puestos que, por mandato de la ley, deban regirse por el régimen del servicio 

civil, solo requieren cumplir con la valorización de los puestos propuestos para implementar dicho régimen. 

(*) Disposición modificada por el Artículo 4 del Decreto Legislativo N° 1450, publicado el 16 de 

septiembre de 2018, cuyo texto es el siguiente: 

https://ispij-apache.minjus.gob.pe/spij-int-web/paginas/buscador/buscarNormaJurisprudencia.xhtml
https://ispij-apache.minjus.gob.pe/spij-int-web/paginas/buscador/buscarNormaJurisprudencia.xhtml
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La Dirección General de Gestión Fiscal de los Recursos Humanos del Ministerio de Economía y Finanzas 

aprueba la valorización. 

            Para el caso de las entidades públicas del Poder Ejecutivo comprendidas en los literales a) y g) del 

artículo 1 de la presente Ley, para la aprobación de su CPE se sujetan a las siguientes reglas: 

            1. Para la aprobación del CPE no se requiere la actualización del Cuadro para Asignación de 

Personal (CAP), Cuadro para Asignación de Personal Provisional (CAP Provisional) ni del Presupuesto 

Analítico de Personal (PAP). En el caso de que la entidad no cuente con dichos instrumentos, no tiene 

obligación de elaborarlos. 

            Asimismo, para la aprobación del CPE la entidad debe contar con el Manual de Perfiles de Puestos 

(MPP) que contenga, como mínimo, los puestos de funcionarios públicos y servidores de confianza. 

            Las entidades públicas culminan la elaboración de todos los perfiles de puestos que contiene su 

MPP en el plazo de un (1) año, contado desde la aprobación de su CPE. En ningún caso, puede incrementar 

el costo total del CPE aprobado. 

            SERVIR emite los lineamientos que regulan la elaboración y aprobación del MPP. 

            2. La propuesta de CPE no requiere ser aprobada mediante resolución de la entidad pública y 

es remitida por el titular de la misma a SERVIR, mediante oficio, para su aprobación. Dicha propuesta 

es remitida con copia al Ministerio de Economía y Finanzas (MEF) para su opinión en el marco de sus 

competencias, en el plazo máximo de cinco (5) días calendario. Si el MEF no emite su opinión en el 

plazo establecido, se continúa con el proceso de aprobación del CPE. 

            3. La propuesta de CPE de las entidades Tipo B debe contar con la opinión favorable de la 

entidad Tipo A a la que pertenecen. Dicha opinión se emite en un plazo máximo de diez (10) días 

hábiles contados desde el día siguiente de recibida la propuesta, bajo responsabilidad del Titular de la 

Entidad. En el caso de las entidades públicas que cuenten con servidores bajo carreras especiales, la 

entidad Tipo A cuenta con un plazo máximo de opinión de quince (15) días hábiles. 

            4. En el caso de los organismos públicos, la aprobación del CPE no requiere contar con opinión 

previa favorable del Ministerio al cual están adscritos. 

            5. SERVIR, en coordinación con el Ministerio de Economía y Finanzas en el marco de sus 

competencias, emite los lineamientos que definen las actividades, el procedimiento y las fuentes de 

información, los plazos para la emisión de opinión, entre otros, que se requiera para la elaboración y 

aprobación del CPE." 

 

 QUINTA. Registro de la compensación por tiempo de servicios 

 Créase el Registro de la Compensación por Tiempo de Servicios (RCTS) a cargo del Ministerio de 

Economía y Finanzas, con la finalidad de centralizar la información para la liquidación de la compensación 

por tiempo de servicios y otras prestaciones del personal de los regímenes del Decreto Legislativo 728 y el 

Decreto Legislativo 276 que se trasladen al nuevo régimen. 

 

 SEXTA. Obligación de informar de las entidades 
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 Los titulares de las entidades de la administración pública, incluidos los organismos 

constitucionalmente autónomos, las empresas públicas y los poderes del Estado, están obligados a remitir 

al Ministerio de Economía y Finanzas y a la Contraloría General de la Republica, dentro del primer trimestre 

del año, la información de los pagos realizados a su personal anualmente por toda fuente, desagregado por 

cada una de las personas que prestaron servicios durante el ejercicio fiscal anterior, bajo responsabilidad. 

 

 SÉTIMA. Aplicativo informático para el registro centralizado de planillas y de datos de los 

recursos humanos del sector público 

 Para fines de pago de las compensaciones, las entidades que se incorporen progresivamente a la 

presente Ley requieren que los datos personales de los beneficiarios y las planillas de pago se encuentren 

expresamente descritos y registrados mediante los procesos del “Aplicativo Informático para el Registro 

Centralizado de Planillas y de Datos de los Recursos Humanos del Sector Público - Aplicativo Informático” 

a cargo del Ministerio de Economía y Finanzas. Los datos registrados en el referido aplicativo sirven de base 

para las fases de formulación, programación, ejecución y evaluación del proceso presupuestario; para 

determinar el número de plazas del sector público; para implementar políticas salariales; para programar las 

obligaciones sociales y previsionales; y los gastos en personal cualquiera sea su modalidad de contratación 

directa o indirecta. 

 

 OCTAVA. Registro de títulos y grados obtenidos en el extranjero 

 Para efectos del funcionamiento del sistema administrativo de gestión de recursos humanos, tal 

como el ingreso, la progresión, cumplimiento de requisitos, entre otros, los títulos universitarios, grados 

académicos o estudios de posgrado emitidos por una universidad o entidad extranjera o los documentos 

que los acrediten son registrados ante Servir, requiriéndose como único acto previo la legalización del 

Ministerio de Relaciones Exteriores o el apostillado correspondiente. Servir administra este registro de 

manera transparente y con la finalidad de promover la capacitación y formación profesional de los 

funcionarios y servidores civiles. El registro es automático, gratuito y le otorga validez sólo para efectos del 

sistema administrativo de gestión de recursos humanos. Servir efectúa actos de fiscalización de la 

legalización del Ministerio de Relaciones Exteriores posterior sobre los documentos registrados, su falsedad 

origina la destitución del servidor civil sin perjuicio de las responsabilidades penales y administrativas.  

 

 NOVENA. Vigencia de la Ley 

 

 a) A partir del día siguiente de la publicación de la presente Ley, son de aplicación inmediata para 

los servidores civiles en los regímenes de los Decretos Legislativos 276 y 728, las disposiciones sobre el 

artículo III del Título Preliminar, referido a los Principios de la Ley del Servicio Civil; el Título II, referido a la 

Organización del Servicio Civil; y el Capítulo VI del Título III, referido a los Derechos Colectivos. 

 

 Las normas de esta Ley sobre la capacitación y la evaluación del desempeño y el Título V, referido 

al Régimen Disciplinario y Procedimiento Sancionador, se aplican una vez que entren en vigencia las normas 

reglamentarias de dichas materias, con excepción de lo previsto en los artículos 17 y 18 de esta Ley, que se 

aplican una vez que se emita la resolución de inicio del proceso de implementación. Este dispositivo no 
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afecta los programas de formación profesional y de formación laboral en curso. 

 

 b) La disposición complementaria final tercera, la disposición complementaria modificatoria 

segunda, la disposición complementaria transitoria sexta y el literal l) del artículo 35 de la presente Ley rigen 

desde el día siguiente de la publicación de la presente Ley. 

 

 c) Las demás disposiciones de la presente Ley entran en vigencia al día siguiente de la publicación 

de los tres (3) reglamentos descritos en los literales a), b) y c) de la décima disposición complementaria final 

de la presente Ley. 

 

 d) Las disposiciones del Decreto Legislativo 276 y del Decreto Legislativo 728 y sus normas 

complementarias, reglamentarias y de desarrollo, con excepción de lo dispuesto en el literal a) de la novena 

disposición complementaria final de la presente Ley, son de exclusiva aplicación a los servidores 

comprendidos en dichos regímenes. En ningún caso constituyen fuente supletoria del régimen que la 

presente ley establece. 

 

 DÉCIMA. Disposiciones reglamentarias 

 En un plazo de ciento ochenta (180) días calendario se dictan las normas reglamentarias de la 

presente Ley, que se estructuran en, al menos, los siguientes reglamentos: 

 

 a) Reglamento general de la Ley del Servicio Civil, aprobado mediante decreto supremo, con el 

voto aprobatorio del Consejo de Ministros, a propuesta de Servir. 

 

 b) Reglamento de compensaciones, aprobado mediante decreto supremo refrendado por el 

Presidente del Consejo de Ministros y el Ministro de Economía y Finanzas. A propuesta de Servir para el 

caso de compensaciones no económicas; y a propuesta de la Dirección General de Gestión de Recursos 

Públicos, en coordinación con la Dirección General de Presupuesto Público, para el caso de compensaciones 

económicas. 

 

 c) Reglamento del régimen especial para gobiernos locales, aprobado mediante decreto supremo 

refrendado por el Presidente del Consejo de Ministros, a propuesta de Servir.  

 

 UNDÉCIMA. Régimen especial para las municipalidades que cuentan hasta con 20 personas 

 El personal de las municipalidades se rige por la presente Ley con excepción de aquellas que 

cuenten hasta con veinte (20) personas laborando para la entidad pública bajo cualquier régimen o 

modalidad de contratación. En dicho caso las municipalidades tienen un régimen especial adecuado a sus 

características y necesidades. 

 

 El régimen especial no puede asignar menos derechos que los contemplados en esta norma y 

procura la simplificación de los procedimientos de gestión del Servicio Civil. 
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 La municipalidad incluida en el régimen especial cuenta con condiciones, requisitos, procedimientos 

y metodologías especiales, los cuales son desarrollados en las normas reglamentarias de la presente Ley. 

 

 DUODÉCIMA. Transparencia y compromiso con el ciudadano 

 Para el cumplimiento de la finalidad de la presente Ley, y en armonía con la debida cautela y 

eficiencia en la administración de los recursos públicos, todas las entidades del Estado se encuentran 

obligadas a publicar en su portal institucional o en cualquier medio que garantice su adecuada difusión, las 

metas institucionales, indicadores de desempeño y compromisos de mejora de los servicios y productos que 

suministran a los ciudadanos. Dichas metas, indicadores y compromisos deben redactarse en términos 

simples, para su adecuada comprensión, y deben ser cuantificables, a efectos de su evaluación y fiscalización. 

 

 Para el efecto, el Centro Nacional de Planeamiento Estratégico (CEPLAN) y Servir elaboran los 

instructivos necesarios. 

 

 La publicación y difusión de la información señalada debe efectuarse a más tardar el 31 de 

diciembre del año anterior al ejercicio presupuestal al que corresponden, priorizando la publicación de la 

información relacionada con las funciones de salud y educación. 

 

           “DÉCIMO TERCERA.- De la atención de los recursos de apelación de competencia del 

Tribunal del Servicio Civil 

 

            1. El Tribunal del Servicio Civil evalúa la admisión a trámite de los recursos de apelación bajo 

su competencia, en el plazo de quince (15) días hábiles, contados desde su recepción por el citado Tribunal. 

 

            2. El Tribunal del Servicio Civil resuelve los recursos de apelación en el plazo de sesenta (60) 

días hábiles, contados desde que el recurso es admitido a trámite por el citado Tribunal. 

 

            3. La resolución de la apelación agota la vía administrativa. 

 

            4. La elevación del recurso de apelación al Tribunal del Servicio Civil se realiza en el plazo de 

diez (10) días hábiles, contados desde el día siguiente de su presentación. La entidad remite el recurso en 

el plazo previsto, con la totalidad de los antecedentes que originaron el acto impugnado y la documentación 

de obligatoria remisión. El incumplimiento de dicha obligación por parte del jefe de recursos humanos o el 

que haga sus veces, es pasible de sanción disciplinaria.”(*) 

 

(*) Disposición incorporada por el Artículo 3 del Decreto Legislativo Nº 1602, publicado el 21 

diciembre 2023. 

 

            “DÉCIMO CUARTA. - De los requerimientos de información de SERVIR 

 

            Las entidades públicas proporcionan la información y documentación que requiera SERVIR en 
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el ejercicio de su atribución supervisora, para verificar el cumplimiento de las normas y/o políticas del sistema 

administrativo de gestión de recursos humanos, dentro de los plazos establecidos, bajo responsabilidad del 

jefe de la oficina de recursos humanos o el que haga sus veces.”(*) 

 

(*) Disposición incorporada por el Artículo 3 del Decreto Legislativo Nº 1602, publicado el 21 

diciembre 2023. 

 

            “DÉCIMO QUINTA. - Del acceso a puestos de servidores civiles en las entidades públicas 

del Poder Ejecutivo 

 

            1. Las entidades públicas del Poder Ejecutivo comprendidas en los literales a) y g) del artículo 

1 de la presente Ley que cuenten con CPE aprobado, convocan los Concursos Públicos de Méritos, conforme 

a la presente Ley y su Reglamento General, así como, de manera excepcional, Concursos Públicos de Méritos 

para el Traslado Cerrado a la Entidad, con el fin de cubrir los puestos y posiciones de servidores civiles de 

carrera y de servicios de actividades complementarias bajo el régimen del servicio civil, previstos en el citado 

instrumento de gestión. 

 

            2. Para el desarrollo de los Concursos Públicos de Méritos puede contarse con la veeduría del 

Oficial de Integridad o un representante de la Oficina de Integridad Institucional, o la que haga sus veces 

en la entidad pública, conforme a los lineamientos que emita SERVIR. 

 

            3. SERVIR, en coordinación con el Ministerio de Economía y Finanzas, aprueba los criterios para 

la priorización de puestos que las entidades públicas deben convocar para la contratación de servidores 

civiles bajo el régimen del servicio civil. Las entidades públicas deben convocar los concursos públicos 

correspondientes, bajo responsabilidad de sus titulares. Del mismo modo, se aprueban los criterios de 

priorización para la incorporación de directivos públicos al régimen regulado en la presente Ley, en las 

entidades públicas que cuenten con Cuadro de Puestos de la Entidad (CPE). 

 

            4. La persona seleccionada en el marco de los Concursos Públicos de Méritos para el Traslado 

Cerrado a la Entidad referidos en el numeral 1 de la presente disposición, cuenta con un plazo máximo de 

diez (10) días hábiles para asumir el puesto para el cual fue seleccionada, contado a partir del día hábil 

siguiente de la publicación de los resultados en el medio establecido en las bases del concurso público. 

Transcurrido dicho plazo, la entidad pública se encuentra facultada a vincular al accesitario si lo hubiere o, 

de ser el caso, declarar desierto el concurso público. 

 

            5. Para el desarrollo de los Concursos Públicos de Méritos Abierto para directivos públicos en 

las entidades del Poder Ejecutivo, SERVIR proporciona las herramientas de reclutamiento y realiza la 

evaluación de competencias. 

 

            6. SERVIR emite los lineamientos que regulan el desarrollo de los concursos públicos, el plazo 

de las convocatorias, la publicación, el procedimiento, las etapas aplicables, los criterios de conformación 
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del comité de selección, las reglas para las versiones simplificadas de los concursos públicos de méritos, la 

oportunidad de la aplicación de los tipos y versiones simplificadas de los concursos, entre otros aspectos”.(*) 

 

(*) Disposición incorporada por el Artículo 3 del Decreto Legislativo Nº 1602, publicado el 21 

diciembre 2023. 

 

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS TRANSITORIAS 

 

 PRIMERA. Implementación progresiva de la Ley 

 La implementación del régimen previsto en la presente Ley se realiza progresivamente, y concluye en un plazo 

máximo de seis (6) años, conforme a las reglas de gradualidad que establecen las normas reglamentarias, en el marco de 

la programación de las leyes anuales de presupuesto. 

 

 La implementación del régimen previsto en esta Ley se realiza por entidades públicas, a partir de criterios de 

composición de los regímenes al interior de las entidades, naturaleza de las funciones de la entidad, nivel de gobierno, 

presupuesto y las prioridades del Estado. 

 

 La Presidencia Ejecutiva de Servir emite una resolución de “inicio de proceso de implementación” y otra de 

“culminación del proceso de implementación” del nuevo régimen en una entidad pública. 

 

 Corresponde también a la Presidencia Ejecutiva de Servir declarar la culminación del proceso de implementación 

del Régimen de la Ley del Servicio Civil en el sector público. (*) 

 

 “Primera.- Implementación progresiva de la Ley 

 La implementación, por las entidades públicas, del régimen previsto en la presente Ley se realiza 

progresivamente, conforme a las reglas de gradualidad que establecen las normas reglamentarias, en el 

marco de la programación de las leyes anuales de presupuesto." 

 

 SEGUNDA. Reglas de implementación 

 Las entidades públicas incluidas en el proceso de implementación se sujetan a las siguientes reglas: 

 

 a) Queda prohibida la incorporación de personas bajo los regímenes de los Decretos Legislativos 276 y 728, así 

como cualquier forma de progresión bajo dichos regímenes, salvo en los casos de funcionarios o cargos de confianza.(*) 

 

 

(*) Disposición modificada por el Artículo 4 del Decreto Legislativo N° 1450, publicado el 16 de 

septiembre de 2018, cuyo texto es el siguiente: 

(*) Literal modificado por el Artículo 3 del Decreto Legislativo N° 1337, publicado el 06 de enero de 

2017, cuyo texto es el siguiente: 
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 "a) Queda prohibida la incorporación de personas bajo el régimen del Decreto Legislativo 276 así 

como cualquier forma de progresión bajo dicho régimen, salvo en los casos de funcionarios o cargos de 

confianza. 

 

 Hasta la aprobación del Cuadro de Puestos de la Entidad - CPE, está autorizada la contratación 

para reemplazo de personas bajo el régimen del Decreto Legislativo 728." 

 

 b) El régimen contemplado en el Decreto Legislativo 1057 es de aplicación hasta la culminación del 

proceso de implementación en cada entidad pública. 

 

 c) A partir de la resolución de “inicio del proceso de implementación”, toda incorporación de servidores que se 

efectúe se sujeta a las disposiciones del régimen del Servicio Civil contenido en la presente Ley y sus disposiciones 

complementarias y reglamentarias. (*) 

 

 "c) A partir de la aprobación del Cuadro de Puestos de la Entidad - CPE, toda incorporación de 

servidores que se efectúe se sujeta a las disposiciones del régimen del Servicio Civil contenido en la presente 

Ley y sus disposiciones complementarias y reglamentarias." 

 

 d) Los destaques entre entidades públicas que no se encuentren en el nuevo régimen sólo puede realizarse 

hasta la emisión de la resolución de “inicio del proceso de implementación” de la entidad pública. No puede realizarse 

destaques desde y hacia dichas entidades con entidades públicas que hayan iniciado el proceso de implementación. Están 

permitidos los destaques entre entidades públicas que pertenezcan al régimen previsto en la presente Ley. (*) 

 

 "d) Los destaques entre entidades públicas pueden realizarse desde y hacia las entidades que no 

cuenten con la resolución de “inicio del proceso de implementación, así como desde y hacia dichas entidades 

con entidades públicas que hayan iniciado el proceso de implementación, y, desde y hacia las entidades 

que cuenten con la resolución de “inicio del proceso de implementación. Están permitidos los destaques 

entre entidades públicas que pertenezcan al régimen previsto en la presente Ley. 

 

 La implementación de lo establecido en la presente disposición se financia con cargo al presupuesto 

institucional de las entidades intervinientes, sin demandar recursos adicionales al Tesoro Público." 

 

 e) La regulación contenida en los Decretos Legislativos 276 y 728 no referida a principios y gestión 

del Servicio Civil, ética, incompatibilidades, prohibiciones y responsabilidades, capacitación y evaluación, 

(*) Literal modificado por el Artículo 3 del Decreto Legislativo N° 1337, publicado el 06 de enero de 

2017, cuyo texto es el siguiente: 

(*) Literal modificado por el Artículo 3 del Decreto Legislativo N° 1337, publicado el 06 de enero de 

2017, cuyo texto es el siguiente: 
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mantiene su vigencia únicamente para los servidores comprendidos en dichos regímenes, que opten por 

mantenerse en ellos hasta cuando culminen su vínculo con la entidad. 

 

 TERCERA. Proceso de transición de las entidades públicas al régimen del Servicio Civil 

 La presente Ley y su reglamento establecen las reglas, procesos y metodologías que deben seguir las entidades 

seleccionadas para el traspaso al régimen del Servicio Civil. Estas incluyen al menos los siguientes pasos: 

 

 a) Análisis situacional. Incluyendo un mapeo actual de puestos de la entidad, el análisis de los principales 

servicios a prestar por la entidad y de la carga de trabajo. 

 

 b) Propuesta de reorganización incluyendo la simplificación de procesos, definición de nuevos perfiles de puesto 

y la cantidad de personal necesario para ejercer sus funciones adecuadamente, realizada en coordinación con Servir. 

 

 c) Valorización de los puestos de la entidad pública en coordinación con Servir y el Ministerio de Economía y 

Finanzas. (*) 

 

 “Tercera.- Proceso de transición de las entidades públicas al régimen del Servicio Civil 

 La presente Ley y su reglamento establecen las reglas, procesos y metodologías que deben seguir 

las entidades seleccionadas para el traspaso al régimen del Servicio Civil. Estas incluyen al menos los 

siguientes pasos: 

 

 a) Análisis Situacional respecto a los recursos humanos y al desarrollo de sus funciones. 

 b) Propuesta de reorganización respecto a la estructura de recursos humanos. 

 c) Valorización de los puestos de la entidad pública.” 

 

 CUARTA. Traslado de servidores bajo los regímenes de los Decretos Legislativos 276, 728 y 

1057 al régimen del Servicio Civil 

 Los servidores bajo los regímenes de los Decretos Legislativos 276, 728 y 1057 pueden trasladarse 

voluntariamente y previo concurso público de méritos al régimen previsto en la presente Ley. Las normas 

reglamentarias establecen las condiciones con las que se realizan los concursos de traslado de régimen. La 

participación en los concursos para trasladarse al nuevo régimen no requiere de la renuncia previa al régimen 

de los Decretos Legislativos 276, 728 y 1057, según corresponda. 

 

 Los servidores bajo los regímenes de los Decretos Legislativos 276, 728 y 1057 que ganen los 

concursos y opten voluntariamente por el traslado al nuevo régimen previsto en la presente Ley, dejan de 

pertenecer a los regímenes señalados con la respectiva liquidación de sus beneficios sociales, según 

corresponda, y no tienen derecho a ninguna de las condiciones y beneficios establecidos en ellos; a partir 

de su traslado al nuevo régimen, cualquier disposición, resolución administrativa o judicial (*) que 

contravenga esta disposición es nula de pleno derecho o inejecutable por el Sector Público. 

(*) Disposición modificada por el Artículo 4 del Decreto Legislativo N° 1450, publicado el 16 de 

septiembre de 2018, cuyo texto es el siguiente: 
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 Estos servidores no están sujetos al período de prueba previsto en la presente Ley. 

 

 Los servidores civiles que ingresan al régimen de Servicio Civil previsto en la presente Ley deben 

aportar al Sistema Privado de Pensiones o al Sistema Nacional de Pensiones, según corresponda. Los 

servidores civiles que han alcanzado el derecho a percibir una pensión pero optan por seguir prestando 

servicios, deben tramitar la suspensión de la pensión correspondiente. 

 

 QUINTA. Gestión de servidores bajo diferentes regímenes en entidades públicas en el régimen 

del Servicio Civil 

 A fin de poder mejorar el funcionamiento de la entidad pública y únicamente adecuarla a la nueva 

organización y perfiles de puesto, las entidades públicas están autorizadas, desde el inicio de su proceso de 

implementación, a reubicar de puesto a quienes presten servicios en ella, incluso si pertenecen al régimen 

del Decreto Legislativo 276 o 728 o cualquier carrera o régimen especial. 

 

 El proceso de implementación de las entidades al régimen del Servicio Civil no configura la causal 

de terminación prevista en el inciso k del artículo 49 de la presente Ley. iii(*) RECTIFICADO POR FE DE ERRATAS  

 

 SEXTA. Inaplicación de normas para las entidades que adopten el régimen del Servicio Civil 

 A partir de la resolución de “inicio del proceso de implementación” emitida por Servir, no son de 

aplicación a las entidades públicas que implementen el régimen del Servicio Civil previsto en la presente 

Ley y a los puestos correspondientes a funcionarios públicos de libre designación y remoción: la Ley 28212, 

Ley que regula los ingresos de los Altos Funcionarios Autoridades del Estado y dicta otras medidas; y el 

Decreto de Urgencia 038-2006, que modifica la Ley 28212 y dicta otras medidas. En tales casos, las 

compensaciones se sujetan a lo dispuesto en la presente Ley y sus normas reglamentarias. 

 

 SÉTIMA. Servidores bajo el régimen del Decreto Legislativo 1057 

 Los servidores bajo el régimen del Decreto Legislativo 1057, Decreto Legislativo que regula el 

régimen especial de Contratación Administrativa de Servicios, pueden presentarse a los concursos para 

puestos que se convoquen bajo el nuevo régimen previsto en la presente Ley. En caso de obtener un puesto, 

para ser efectivamente incorporados al nuevo régimen deben haber renunciado al régimen anterior y a 

partir de su traslado al régimen del Servicio Civil no tienen derecho a ninguna de las condiciones ni 

beneficios establecidos en él. 

 

 OCTAVA. Implementación del régimen del Servicio Civil 

 En tanto dure el proceso de implementación del régimen del Servicio Civil en todas las entidades 

(*) De conformidad con el Expediente N° 00018-2013-PI-TC, publicado el 29 de mayo de 2014, se 

declara fundada en parte la demanda y, en consecuencia INCONSTITUCIONAL la expresión “o 

judicial” del segundo párrafo de la presente Disposición. 
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públicas, las entidades públicas que hayan iniciado o culminado el proceso de implementación, pueden 

cubrir sus puestos en cualquier nivel de la carrera mediante concurso público de méritos abierto. 

 

 Lo dispuesto en los literales a) y d) del artículo 67 entra en vigencia cuando todas las entidades del 

Estado culminen el proceso de implementación del nuevo régimen previsto en la presente Ley. 

 

 NOVENA. Ingreso de Directivos Públicos 

 

 1. La entidad pública hasta la culminación del proceso de implementación del régimen del Servicio Civil previsto 

en la presente Ley, puede convocar a un proceso de selección de directivos públicos o cubrir los puestos directivos con:(*) 

 

 "1. La entidad pública hasta la culminación del proceso de implementación del régimen del Servicio 

Civil previsto en la presente Ley, puede cubrir los puestos de directivos con:" 

 

 a) El Cuerpo de Gerentes Públicos, creado por el Decreto Legislativo 1024, Decreto Legislativo que 

crea y regula el cuerpo de gerentes públicos. 

 

 b) El Fondo de Apoyo Gerencial, creado por el Decreto Ley 25650, Crean el Fondo de Apoyo 

Gerencial al Sector Público. 

 

 c) Los directivos superiores y ejecutivos considerados en los literales a) y b) del numeral 3 del 

artículo 4 de la Ley 28175, Ley Marco del Empleo Público. 

 

 d) El personal altamente calificado en el sector público normado por la Ley 29806, Ley que regula 

la contratación de personal altamente calificado en el sector público y dicta otras disposiciones. 

 

 e) Los egresados de la Escuela Nacional de Administración Pública ENAP, creada por Decreto 

Supremo 079-2012-PCM, Decreto Supremo que crea la Escuela Nacional de Administración Pública. 

 

 2. La entidad pública que se encuentre en proceso de implementación al régimen del Servicio Civil 

y que cuente con gerentes públicos seleccionados y asignados por Servir, pueden incorporarlos como 

directivos públicos bajo el régimen del Servicio Civil sin necesidad de concurso. Después de la culminación 

del proceso de implementación de la entidad todo directivo público debe ingresar por concurso público. 

 

 "3. Hasta la culminación del proceso de implementación del régimen del Servicio Civil, SERVIR está 

facultada para llevar a cabo el proceso de selección de directivos públicos, en los casos que se determine 

en el Reglamento General. También lo podrá hacer, incluso en entidades que hayan culminado el proceso 

de implementación, en los supuestos que señale dicho Reglamento. 

(*) Extremo modificado por el Artículo 4 del Decreto Legislativo N° 1450, publicado el 16 de 

septiembre de 2018, cuyo texto es el siguiente: 



 

 

58 

 

 SERVIR promoverá el desarrollo de capacidades de las Oficinas de Recursos Humanos de las 

entidades públicas para mejorar la realización de concursos públicos de directivos y, para ello, podrá validar 

a las Oficinas de Recursos Humanos que acrediten la capacidad adecuada y la experiencia necesaria 

conduciendo procesos de selección meritocráticos, quedando habilitada para emitir los lineamientos 

correspondientes”.(*) 

 

 DÉCIMA. Aplicación del régimen sancionador y proceso administrativo disciplinario 

 A partir de la entrada en vigencia de la presente Ley, los procesos administrativos disciplinarios en 

las entidades públicas se tramitan de conformidad con lo estipulado en la presente Ley y sus normas 

reglamentarias. El Código de Ética de la Función Pública, Ley 27815, se aplica en los supuestos no previstos 

en la presente norma. 

 

 Queda prohibida la aplicación simultánea del régimen disciplinario establecido en la presente Ley 

y la Ley del Código de Ética de la Función Pública o su Reglamento, para una misma conducta infractora, 

en el mismo procedimiento administrativo disciplinario. 

 

 El jefe de recursos humanos o quien hagas sus veces, también tramita los procedimientos por 

infracciones al Código de Ética de la Función Pública. 

 

 UNDÉCIMA. Trabajadores bajo el régimen del Decreto Ley 20530 

 A los servidores que se encuentren en el régimen pensionario del Decreto Ley 20530, Régimen de 

Pensiones y Compensaciones por Servicios Civiles prestados al Estado no comprendidos en el Decreto Ley 

19990, que opten por incorporarse al régimen del Servicio Civil no se les acumula el tiempo de servicios, 

debiendo afiliarse al Sistema Nacional de Pensiones (SNP) o al Sistema Privado de Administración de Fondos 

de Pensiones (SPP), durante este nuevo período de trabajo. 

 

 Para el cálculo de la pensión a que se refiere el artículo 5 de la Ley 28449, Ley que establece las 

nuevas reglas del régimen de pensiones del Decreto Ley 20530, se toma como referencia la fecha de traslado 

al régimen del Servicio Civil. 

 

 Cuando dichos servidores culminen su Servicio Civil, percibirán la pensión bajo el régimen del 

Decreto Ley 20530, Régimen de Pensiones y Compensaciones por Servicios Civiles prestados al Estado no 

comprendidos en el Decreto Ley 19990, más aquella que pudiera haber generado en el SNP o SPP. 

 

 DUODÉCIMA. Destino de los egresados del Programa de Formación Amplia de la ENAP 

 Los egresados del Programa de Formación Amplia de la Escuela Nacional de Administración Pública 

(*) Numeral incorporado por el Artículo 4 del Decreto Legislativo N° 1450, publicado el 16 de 

septiembre de 2018. 
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pueden ser asignados, transitoriamente y en calidad de adjuntos, a las gerencias de entidades públicas en 

las que existan necesidades de modernización administrativa y que la entidad los requiera. 

 

 DÉCIMA TERCERA. Efectos del Programa de Formación Amplia en concursos públicos 

 Para efectos de los concursos públicos de personal, el Programa de Formación Amplia que se 

imparte en la Escuela Nacional de Administración Pública se considera equivalente a estudios de maestría. 

 

 DÉCIMA CUARTA. Efectos de implementación de la presente Ley 

 Para efectos de la implementación de la presente Ley, en lo que respecta a la compensación 

económica del puesto, el incremento de plazas y el ingreso de personal, las entidades que implementen la 

Ley del Servicio Civil quedan exoneradas de las restricciones previstas en los artículos 6 y 8 de la Ley 29951, 

Ley de Presupuesto del Sector Público para el Año Fiscal 2013, o los artículos que hagan sus veces en las 

posteriores leyes anuales de presupuesto. 

 

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS MODIFICATORIAS 

 

 PRIMERA. Descuentos autorizados a la planilla de pagos 

 Modifícase el literal c) de la Tercera Disposición Transitoria de la Ley 28411, Ley General del Sistema 

Nacional de Presupuesto, en los siguientes términos: 

 

 “(...) 

 c) La planilla única de pago sólo puede ser afectada por los descuentos establecidos por Ley o por 

mandato judicial expreso, de corresponder”. 

 

 SEGUNDA. Aplicación del pago de la compensación por tiempo de servicios para el sector 

público. 

 Incorpórase como tercer párrafo al artículo 2 del Decreto Legislativo 650, Ley de Compensación por 

Tiempo de Servicios, el siguiente texto: 

 

 “Cuando el empleador sea una entidad de la Administración Pública la compensación por tiempo 

de servicios que se devengue es pagada directamente por la entidad, dentro de las 48 horas de producido 

el cese y con efecto cancelatorio”.  

 

 

 

 

 

DISPOSICIÓN COMPLEMENTARIA DEROGATORIA 

 

 

 ÚNICA. Derogaciones 
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 a) Derógase el artículo 13 de la Ley 27815, Ley del Código de Ética de la Función Pública. 

 

 b) Una vez que la presente Ley se implemente, el Decreto Legislativo 1025, que aprueba normas 

de capacitación y rendimiento para el sector público, y la Ley 28175, Ley Marco del Empleo Público, quedan 

derogados. 

 

 Comuníquese al señor Presidente Constitucional de la República para su promulgación. 

 

 En Lima, a los tres días del mes de julio de dos mil trece. 

 

 VÍCTOR ISLA ROJAS 

 Presidente del Congreso de la República 

 

 JUAN CARLOS EGUREN NEUENSCHWANDER 

 Segundo Vicepresidente del Congreso de la República 

 

 AL SEÑOR PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DE LA REPÚBLICA 

 

 POR TANTO: 

 

 Mando se publique y cumpla. 

 

 Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los tres días del mes de julio del año dos mil trece. 

 

 OLLANTA HUMALA TASSO 

 Presidente Constitucional de la República 

 

 JUAN F. JIMÉNEZ MAYOR 

 Presidente del Consejo de Ministros 
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 b) Directivo público. Es el servidor civil que desarrolla funciones relativas a la organización, dirección o toma 

de decisiones de un órgano, unidad orgánica, programa o proyecto especial. También comprende a los vocales de los 

Tribunales Administrativos. 

 

 (…)” 

 

 DEBE DECIR: 

 

 “Artículo 3. Definiciones 

 

 (…) 

 

 b) Directivo público. Es el servidor civil que desarrolla funciones relativas a la organización, dirección o toma 

de decisiones de un órgano, unidad orgánica, programa o proyecto especial. 

 

ii
(*) NOTA SPIJ: 

En la presente edición de Normas Legales del Diario Oficial "El Peruano", dice: "la", debiendo decir: "las". 

 

iii
 

 FE DE ERRATAS 

 

 Fecha de publicación: 16-07-2013 

 

 DICE: 

 

“DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS TRANSITORIAS 

 

 (…) 

 

 QUINTA. Gestión de servidores bajo diferentes regímenes en entidades públicas en el régimen del Servicio 

Civil 

 (…) 

 El proceso de implementación de las entidades al régimen del Servicio Civil no configura la causal de terminación 

prevista en el inciso j del artículo 49 de la presente Ley.” 

 

 DEBE DECIR: 

 

“DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS TRANSITORIAS 

 

 (…) 

 

 QUINTA. Gestión de servidores bajo diferentes regímenes en entidades públicas en el régimen del Servicio 

Civil 

 (…) 

 El proceso de implementación de las entidades al régimen del Servicio Civil no configura la causal de 



 

 

62 

 
terminación prevista en el inciso k del artículo 49 de la presente Ley.” 



Ley del Código de Ética de la Función Pública 
 

LEY Nº 27815 
 
CONCORDANCIAS: R.C. N° 368-2003-CG 
 
 EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA 
 
 POR CUANTO: 
 
 La Comisión Permanente del Congreso de la República 
 
 ha dado la Ley siguiente: 
 
 LA COMISIÓN PERMANENTE DEL CONGRESO DE LA REPÚBLICA; 
 
 Ha dado la Ley siguiente: 
 
LEY DEL CÓDIGO DE ÉTICA DE LA FUNCIÓN PÚBLICA 
 
CAPÍTULO I 
 
DE LA FUNCIÓN PÚBLICA 
 
 Artículo 1.- Ámbito de aplicación 
 Los Principios, Deberes y Prohibiciones éticos que se establecen en el presente Código de 
Ética de la Función Pública rigen para los servidores públicos de las entidades de la Administración 
Pública, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4 del presente Código. 
 
 Para los fines de la presente Ley se entenderá por entidad o entidades de la Administración 
Pública a las indicadas en el artículo 1 de la Ley Nº 27444, Ley del Procedimiento Administrativo 
General, incluyendo a las empresas públicas. 
 
 Artículo 2.- Función Pública 
 A los efectos del presente Código, se entiende por función pública toda actividad temporal o 
permanente, remunerada u honoraria, realizada por una persona en nombre o al servicio de las 
entidades de la Administración Pública, en cualquiera de sus niveles jerárquicos. 
 
 Artículo 3.- Fines de la Función Pública 
 Los fines de la función pública son el Servicio a la Nación, de conformidad con lo dispuesto en 
la Constitución Política, y la obtención de mayores niveles de eficiencia del aparato estatal, de manera 
que se logre una mejor atención a la ciudadanía, priorizando y optimizando el uso de los recursos 
públicos, conforme a lo dispuesto por la Ley Marco de Modernización de la Gestión del Estado. 
 
 Artículo 4.- Servidor Público 
 
 4.1 A los efectos del presente Código se considera como servidor público a todo funcionario, 
servidor o empleado de las entidades de la Administración Pública, en cualquiera de los niveles 
jerárquicos sea éste nombrado, contratado, designado, de confianza o electo que desempeñe 
actividades o funciones en nombre o al servicio del Estado. 
 
 4.2 Para tal efecto, no importa el régimen jurídico de la entidad en la que se preste servicios 
ni el régimen laboral o de contratación al que esté sujeto. 
 
 4.3 El ingreso a la función pública implica tomar conocimiento del presente Código y asumir el 
compromiso de su debido cumplimiento. 
 
 Artículo 5.- Interpretación y consultas 
 



 5.1 La Presidencia del Consejo de Ministros es la entidad encargada de dictar las normas 
interpretativas y aclaratorias del presente Código. 
 
 5.2 En caso de duda con relación a una cuestión concreta de naturaleza ética, la entidad 
correspondiente deberá consultar a la Presidencia del Consejo de Ministros. 
 
CAPÍTULO II 
 
PRINCIPIOS Y DEBERES ÉTICOS DEL SERVIDOR PÚBLICO 
 
 Artículo 6.- Principios de la Función Pública 
 El servidor público actúa de acuerdo a los siguientes principios: 
 
 1. Respeto 
 Adecua su conducta hacia el respeto de la Constitución y las Leyes, garantizando que en todas 
las fases del proceso de toma de decisiones o en el cumplimiento de los procedimientos 
administrativos, se respeten los derechos a la defensa y al debido procedimiento. 
 
 2. Probidad 
 Actúa con rectitud, honradez y honestidad, procurando satisfacer el interés general y 
desechando todo provecho o ventaja personal, obtenido por sí o por interpósita persona. 
 
 3. Eficiencia 
 Brinda calidad en cada una de las funciones a su cargo, procurando obtener una capacitación 
sólida y permanente. 
 
 4. Idoneidad 
 Entendida como aptitud técnica, legal y moral, es condición esencial para el acceso y ejercicio 
de la función pública. El servidor público debe propender a una formación sólida acorde a la realidad, 
capacitándose permanentemente para el debido cumplimiento de sus funciones. 
 
 5. Veracidad 
 Se expresa con autenticidad en las relaciones funcionales con todos los miembros de su 
institución y con la ciudadanía, y contribuye al esclarecimiento de los hechos. 
 
 6. Lealtad y Obediencia 
 Actúa con fidelidad y solidaridad hacia todos los miembros de su institución, cumpliendo las 
órdenes que le imparta el superior jerárquico competente, en la medida que reúnan las formalidades 
del caso y tengan por objeto la realización de actos de servicio que se vinculen con las funciones a su 
cargo, salvo los supuestos de arbitrariedad o ilegalidad manifiestas, las que deberá poner en 
conocimiento del superior jerárquico de su institución. 
 
 7. Justicia y Equidad 
 Tiene permanente disposición para el cumplimiento de sus funciones, otorgando a cada uno lo 
que le es debido, actuando con equidad en sus relaciones con el Estado, con el administrado, con sus 
superiores, con sus subordinados y con la ciudadanía en general. 
 
 8. Lealtad al Estado de Derecho 
 El funcionario de confianza debe lealtad a la Constitución y al Estado de Derecho. Ocupar 
cargos de confianza en regímenes de facto, es causal de cese automático e inmediato de la función 
pública. 
 
 Artículo 7.- Deberes de la Función Pública 
 El servidor público tiene los siguientes deberes: 
 
 1. Neutralidad 
 Debe actuar con absoluta imparcialidad política, económica o de cualquier otra índole en el 
desempeño de sus funciones demostrando independencia a sus vinculaciones con personas, partidos 
políticos o instituciones. 
 



 2. Transparencia 
 Debe ejecutar los actos del servicio de manera transparente, ello implica que dichos actos 
tienen en principio carácter público y son accesibles al conocimiento de toda persona natural o 
jurídica. El servidor público debe de brindar y facilitar información fidedigna, completa y oportuna. 
 
 3. Discreción 
 Debe guardar reserva respecto de hechos o informaciones de los que tenga conocimiento con 
motivo o en ocasión del ejercicio de sus funciones, sin perjuicio de los deberes y las responsabilidades 
que le correspondan en virtud de las normas que regulan el acceso y la transparencia de la 
información pública. 
 
 4. Ejercicio Adecuado del Cargo 
 Con motivo o en ocasión del ejercicio de sus funciones el servidor público no debe adoptar 
represalia de ningún tipo o ejercer coacción alguna contra otros servidores públicos u otras personas. 
 
 5. Uso Adecuado de los Bienes del Estado 
 Debe proteger y conservar los bienes del Estado, debiendo utilizar los que le fueran asignados 
para el desempeño de sus funciones de manera racional, evitando su abuso, derroche o 
desaprovechamiento, sin emplear o permitir que otros empleen los bienes del Estado para fines 
particulares o propósitos que no sean aquellos para los cuales hubieran sido específicamente 
destinados. 
 
 6. Responsabilidad 
 Todo servidor público debe desarrollar sus funciones a cabalidad y en forma integral, 
asumiendo con pleno respeto su función pública. 
 
 Ante situaciones extraordinarias, el servidor público puede realizar aquellas tareas que por su 
naturaleza o modalidad no sean las estrictamente inherentes a su cargo, siempre que ellas resulten 
necesarias para mitigar, neutralizar o superar las dificultades que se enfrenten. 
 
 Todo servidor público debe respetar los derechos de los administrados establecidos en el 
artículo 55 de la Ley Nº 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General. 
 
CONCORDANCIAS: R. N° 437-2002-SUNARP-SN 
 
CAPÍTULO III 
 
PROHIBICIONES ÉTICAS DEL SERVIDOR PÚBLICO 
 
 Artículo 8.- Prohibiciones Éticas de la Función Pública 
 El servidor público está prohibido de: 
 
 1. Mantener Intereses de Conflicto 
 Mantener relaciones o de aceptar situaciones en cuyo contexto sus intereses personales, 
laborales, económicos o financieros pudieran estar en conflicto con el cumplimento de los deberes y 
funciones a su cargo. 
 
 2. Obtener Ventajas Indebidas 
 Obtener o procurar beneficios o ventajas indebidas, para sí o para otros, mediante el uso de 
su cargo, autoridad, influencia o apariencia de influencia. 
 
 3. Realizar Actividades de Proselitismo Político 
 Realizar actividades de proselitismo político a través de la utilización de sus funciones o por 
medio de la utilización de infraestructura, bienes o recursos públicos, ya sea a favor o en contra de 
partidos u organizaciones políticas o candidatos. 
 
 4. Hacer Mal Uso de Información Privilegiada 
 Participar en transacciones u operaciones financieras utilizando información privilegiada de la 
entidad a la que pertenece o que pudiera tener acceso a ella por su condición o ejercicio del cargo 



que desempeña, ni debe permitir el uso impropio de dicha información para el beneficio de algún 
interés. 
 
 5. Presionar, Amenazar y/o Acosar 
 Ejercer presiones, amenazas o acoso sexual contra otros servidores públicos o subordinados 
que puedan afectar la dignidad de la persona o inducir a la realización de acciones dolosas. 
 
CAPÍTULO IV 
 
INCENTIVOS, SANCIONES Y PROCEDIMIENTO 
 
 Artículo 9.- Órgano de la Alta Dirección 
 
 9.1 El Órgano de la Alta Dirección de cada entidad pública ejecuta, en la institución de su 
competencia, las medidas para promover la cultura de probidad, transparencia, justicia y servicio 
público establecida en el presente Código. 
 
 9.2 El Órgano de la Alta Dirección establece los mecanismos e incentivos que permitan una 
actuación correcta, transparente y leal de los servidores públicos. En ese sentido, dicho órgano está 
encargado de: 
 
 a) Difundir el Código de Ética de la Función Pública. 
 
 b) Diseñar, establecer, aplicar y difundir los incentivos y estímulos a los servidores públicos 
que cumplan con los principios, deberes y obligaciones del presente Código y respeten sus 
prohibiciones. 
 
 c) Desarrollar campañas educativas sobre las sanciones para los servidores públicos que 
tengan prácticas contrarias a los principios establecidos en el presente Código. 
 
 Artículo 10.- Sanciones 
 
 10.1 La transgresión de los principios y deberes establecidos en el Capítulo II y de las 
prohibiciones señaladas en el Capítulo III, de la presente Ley, se considera infracción al presente 
Código, generándose responsabilidad pasible de sanción. 
 
 10.2 El Reglamento de la presente Ley establece las correspondientes sanciones. Para su 
graduación, se tendrá presente las normas sobre carrera administrativa y el régimen laboral aplicable 
en virtud del cargo o función desempeñada. 
 
 10.3 Las sanciones aplicables por la transgresión del presente Código no exime de las 
responsabilidades administrativas, civiles y penales establecidas en la normatividad. 
 
 Artículo 11.- Obligación de comunicar transgresión del Código 
 Todo servidor público que tenga conocimiento de cualquier acto contrario a lo normado por el 
presente Código tiene la obligación de informar a la Comisión Permanente de Procesos Administrativos 
disciplinarios de la entidad afectada, o al órgano que haga sus veces, para la conducción del 
respectivo proceso, bajo responsabilidad. 
 
 Artículo 12.- Procedimiento 
 Las entidades públicas aplicarán, contando con opinión jurídica previa, la correspondiente 
sanción de acuerdo al reglamento de la presente Ley, al Decreto Legislativo Nº 276 y su Reglamento, 
cuando corresponda, y a sus normas internas. 
 
 Artículo 13.- Registro de Sanciones 
 
 13.1 Amplíese el contenido del Registro Nacional de Sanciones de Destitución y Despido, 
establecido en el artículo 242 de la Ley del Procedimiento Administrativo General, Ley Nº 27444, y 
anótese en él las sanciones producidas por la transgresión del presente Código. 
 



 13.2 El Registro deberá contener los datos personales del servidor, la sanción impuesta, el 
tiempo de duración y la causa de la misma. 
 
 13.3 La inscripción en el Registro tiene una duración de un año contado desde la culminación 
de la sanción. 
 
DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS Y FINALES 
 
 Primera.- Integración de Procedimientos Especiales 
 El Código de Ética de la Función Pública es supletorio a las leyes, reglamentos y otras normas 
de procedimiento existentes en cuanto no lo contradigan o se opongan, en cuyo caso prevalecen las 
disposiciones especiales. 
 
 Segunda.- Reglamentación 
 El Poder Ejecutivo, a través de la Presidencia del Consejo de Ministros, reglamenta la presente 
Ley en un plazo máximo de 90 días a partir de su vigencia. 
 
 Comuníquese al señor Presidente de la República para su promulgación. 
 
 En Lima, a los veintidós días del mes de julio de dos mil dos. 
 
 CARLOS FERRERO 
 Presidente del Congreso de la República 
 
 HENRY PEASE GARCÍA 
 Primer Vicepresidente del Congreso 
 de la República 
 
 AL SEÑOR PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DE LA REPÚBLICA 
 
 POR TANTO: 
 
 Mando se publique y cumpla. 
 
 Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los doce días del mes de agosto del año dos mil dos. 
 
 ALEJANDRO TOLEDO 
 Presidente Constitucional de la República 
 
 LUIS SOLARI DE LA FUENTE 
 Presidente del Consejo de Ministros 
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